164
[image: image1.jpg]


[image: image7.png]INCLUSION EN EL SISTEMA ESCOLAR
Tasa de Asistencia Neta de jovenes de 18 a 24 aiios

a Educacion Superior* por presencia de alguna
dificultad debido a su estado de salud (2013)

(Personas de 18 a 24 afios por presencia de alguna dificultad, porcentaje)

50 4
40 + 37,2
30 4
20 4

10 |

No tiene dificultades Tiene dificultades

Fuente: Ministerio de Desarrollo Social, Encuesta Casen 2013.



CÁMARA DE DIPUTADOS

163
[image: image8.png]Personas con Discapacidad Persona en Situacion de Discapacidad

:

Lo vigente: Concepto levantado por

Convencion y Ley 20.422. Enfoque que ubica a la discapacidad
como constructo social, resultado de la
Es un concepto en transicion. interaccién, por tanto situacional.

Problema: ve la discapacidad como
condicion.



SESIÓN 33ª, EN MARTES 9 DE JUNIO DE 2015

REPÚBLICA DE CHILE

[image: image9.png]ELR L | [ Totaies

D) U5 toal] Sub ot [ Sub Tolal] Sub ol] Total
Regon [ £t | E2 | Es | Ee | S0 5 B 5 o] Totar

£ [ 9| [ [ =] 9 2

T 7 9] 0 0 | 0] 7 i oo

T 0 o 0 [ q Ex| 1] 7 os10]

] 0 9] 0 0 7] g 7 g

v 9 | L 9 R I E 723

v 8 7 ] - oo

T 9 o 9 = - o]
VT g 7 | e 7 e
it 9 [ 9 q i I o704

X 9 o 9 q T 7 7 79

v 7 ] 3 7 5

b3 Tl o Tl Tz I I W

£ 7 3 i g -
T 9 £ I 7 I £ I
o Tl 3 - 27 ] N | WP

NoTA:
E1 Embarcacion con una eskora de hasta 8 metros y 5 melros citicos de capacidad de bodega

2 Embarcacion con una esiora de mis de 8 metros hasta 12 melros y 15 metros cibicos de capacidad de bodega
E3  Embarcacién con una eslora de mis de 12 metros hasta 15 metrosy 45 melros ciicos de capacidad de bodega
4 Embarcacién con una eslora de mas de 15 metos hasta 18 metros y 80 metros cibicos de capacidad de bodega.
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X. OTROS DOCUMENTOS DE LA CUENTA.


1.
Comunicaciones:

-
Del diputado señor Robles por la cual justifica su inasistencia a la sesión del día 2 de junio de 2015 por actividades propias de la labor parlamentaria. 


-
Del jefe de bancada de diputados de Renovación Nacional por la cual se informa que el diputado señor Martínez reemplazará a la diputada señora Núñez, doña Paulina, en la comisión de Zonas Extremas y Antártica Chilena. 


2.
Notas:

-
Del diputado señor Urrutia, don Ignacio, por la cual informa, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 34 del Reglamento de la Corporación, que se ausentará del país por un plazo inferior a treinta días a contar del 10 de junio de 2015, para dirigirse a Argentina. 


-
De la diputada señora Fernández por la cual informa, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 34 del Reglamento de la Corporación, que se ausentará del país por un plazo inferior a treinta días, a contar del 11 de junio de 2015, para dirigirse a Argentina. 


-
Del diputado señor Silber por la cual informa, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 34 del Reglamento de la Corporación, que se ausentará del país por un plazo inferior a treinta días, a contar del 6 de junio de 2015, para dirigirse a Estados Unidos. 


-
Del diputado señor Vallespín por la cual informa, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 34 del Reglamento de la Corporación, que se ausentará del país por un plazo inferior a treinta días, a contar del 7 de junio de 2015, para dirigirse a Suiza. 


-
De la diputada señora Pascal por la cual informa, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 34 del Reglamento de la Corporación, que se ausentará del país por un plazo inferior a treinta días, a contar del 11 de junio de 2015 en curso, para dirigirse a Argentina. 


-
Del diputado señor Campos por la cual informa, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 34 del Reglamento de la Corporación, que se ausentará del país por un plazo inferior a treinta días, a contar del 7 de junio de 2015, para dirigirse a 
Ginebra.


3.
Licencia médica:

-
Otorgada a la diputada señora Carvajal por la cual acredita que debió permanecer en reposo por un plazo de dos días, a contar del 2 de junio de 2015. 


4.
Oficios:

-
De la Comisión de Cultura, Artes y Comunicaciones por el cual comunica que, por la unanimidad de sus integrantes presentes, acordó recabar el acuerdo de la corporación, para que pueda ser remitido a esta comisión, antes que sea visto por la Sala, el proyecto, iniciado en moción, que “Modifica ley N° 19.733, sobre libertades de opinión e información y ejercicio del periodismo, con el objeto de consagrar expresamente a los diarios electrónicos, como medios de comunicación social”, boletín N° 9461-19 (refundido con el Boletín N° 9460-19), por ser materias propias de su competencia. 


-
De la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento por el cual se solicita el acuerdo de la Sala, se sirva consultar a S.E. la Presidenta de la República su parecer en cuanto a refundir los siguientes proyectos de reforma constitucional, que se encuentran en primer trámite constitucional, de conformidad con el artículo 17 A de la ley orgánica constitucional del Congreso Nacional, Boletines Nos 9840-07 y 10055-07. 


-
De la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento por el cual se solicita el acuerdo de la Sala se sirva consultar a S.E. la Presidenta de la República su parecer en cuanto a refundir los siguientes proyectos de reforma constitucional, que se encuentran en primer trámite constitucional, de conformidad con el artículo 17 A de la ley orgánica constitucional del Congreso Nacional, Boletines Nos 9840-07 y 10055-07. 


-
De la Presidencia de la Cámara de Diputados por el cual se comunica que el diputado señor Berger integrará la delegación que concurrirá a la Conferencia Regional sobre el Acuerdo para la Facilitación del Comercio para Parlamentarios Latinoamericanos, que se llevará a efecto en Ciudad de Panamá, Panamá, del 10 al 12 de junio de 2015. (133).



Respuestas a Oficios 


Contraloría General de la República

-
Diputado Espinoza don Fidel, Investigaciones en curso, remitiendo copia de los informes finales, respecto de las siguientes situaciones irregulares denunciadas: obras de dragado en la Bahía Chaitén; adquisición del pontón flotante y puente basculante para la conectividad marítima de la provincia de Palena; y, construcción de la rampa fija Punta Coronel en Chacao (44103 al 1000). (44103 al 1000).


-
Diputada Hernando doña Marcela, Disponer se realice una fiscalización, y se remitan oportunamente a esta Cámara sus conclusiones, respecto de una obra eventualmente ejecutada por la Municipalidad de Antofagasta, al sur de la sede de la Junta de Vecinos René Schneider Sur; sobre la Av. Padre Hurtado, que genera preocupación en los vecinos del sector debido a la inexistencia de un muro de contención y el riesgo de posibles deslizamientos. (44108 al 7040). (44108 al 7040).



Ministerio de Interior

-
Diputado Van Rysselberghe, Ponerle en antecedentes de los problemas que aquejan a la Casa de Acogida para Mujeres en Situación de Riesgo Vital y,o Víctimas de Violencia Intrafamiliar Grave, de la comuna de Chiguayante; en especial, los relacionados con eventuales malos tratos que reciben las educadoras y asistentes por parte de las residentes del lugar, y con problemas de gestión, carencias materiales y de infraestructura y, además, solicitarle sus buenos oficios y gestiones para que se resuelva urgentemente la situación planteada. (1005 al 962). (1005 al 962).


-
Diputado Rathgeb, Remita a esta Cámara el listado de proveedores de agua potable de la provincia de Malleco, sus contratos, sus estados de pago y los montos atrasados si los hubiere. (1140 al 8838). (1140 al 8838).


-
Diputado Sandoval, Informar sobre el estado de avance del proyecto de electrificación rural del sector Guillermo Emperador, de la comuna de Coyhaique. (1379 al 8177). (1379 al 8177).


-
Diputado Letelier, Con ocasión de la gran cantidad de incendios forestales ocurridos en los últimos meses en el país, informar a esta Cámara sobre las medidas que, en el ámbito de la inteligencia policial, se han adoptado para descartar -o confirmar- la participación en esos hechos del denominado “terrorismo ecológico”. (319 al 7529). (319 al 7529).


-
Diputado Kort, Remita a esta Cámara la información detallada en la petición adjunta, relacionada con el avance y fecha final de entrega del proyecto Paso Inferior Ferroviario de Avenida República de Chile de la comuna de Rancagua. (707 al 8432). (707 al 8432).


-
Proyecto de Resolución 146, “Solicita a S.E. la Presidenta de la República reactivar la política de desarrollo de localidades aisladas.” (11235). 11235.


-
Diputado Rocafull, Informar sobre la forma en que el cambio de destino del inmueble que alberga al Terminal Internacional de Arica vulnera el Convenio de Transporte de Pasajeros por Carretera entre Tacna y Arica con la Republica del Perú, incorporado como Cuarto Protocolo Adicional al Acuerdo de Alcance Parcial Nº 3 del Tratado de Montevideo de 1980, promulgado mediante decreto 265, de 2005, del Ministerio de Relaciones Exteriores. (687 al 7443). (687 al 7443).


-
Proyecto de Resolución 271, Solicitar a S.E. la Presidenta de la República que disponga la mediación por parte del Canciller para gestionar la liberación del ciudadano chileno Ricardo Landeros Burgos detenido en Venezuela. (6029). 6029.


-
Diputado Letelier, Informar sobre la factibilidad de regular, vía reglamento o resolución, la obligación de las empresas productoras y comercializadoras de pollos, de incorporar en las etiquetas si éstos han sido alimentados con productos o componentes de origen transgénico. (3325 al 8211). (3325 al 8211).


-
Diputada Álvarez doña Jenny, Remita la nomina de los 54 emprendedores que hasta la fecha han sido certificados, en la provincia de Chiloé, con el Sello Sipam. (6170 al 7823). (6170 al 7823).


-
Diputado Ward, Diputada Hoffmann doña María José, Informar sobre la información detallada en la petición adjunta. (7320 al 7320). (7320 al 7320).



Ministerio de Hacienda

-
Proyecto de Resolución 274, Solicitar a S.E. la Presidenta de la República para que en lo venidero, se elimine o congele el reajuste anual real proporcionado al sector público, para militares o civiles condenados por violaciones a los derechos humanos , que reciban jubilaciones o pensiones con fondos públicos. (1444).1444.



Ministerio de Justicia

-
Diputado Farías, reiterar el oficio N° 3221 de fecha 22 de Junio del año 2014. (432 al 8822). (432 al 8822).



Ministerio de Defensa Nacional

-
Diputado Espinoza don Fidel, Remita a esta Cámara estadísticas de los últimos cuatro años, desagregadas por regiones, de las denuncias recibidas, los procedimientos implementados y el número de personas detenidas por delitos asociados a la difusión de pornografía dirigidas a menores de edad, particularmente aquellas relacionadas con la práctica de la zoofilia. (410 al 7629). (410 al 7629).



Ministerio de Obras Públicas

-
Diputado Trisotti, Estado de ejecución en que se encuentra la instalación de baños públicos para los choferes de las líneas de taxis que prestan servicios en el aeropuerto de Iquique. (1405 al 7951). (1405 al 7951).


-
Diputada Carvajal doña Loreto, Informar sobre la instalación de un peaje en el sector de Puentes Negros, en la comuna de Cabrero, y respecto de la eventual construcción de una calle de servicio que uniría el sector antes mencionado con el de Campanario, en la comuna de Yungay. (1406 al 8204). (1406al 8204).


-
Diputado Verdugo, Informar sobre lo siguiente: 1) el estado del proyecto de mejoramiento y ampliación del sistema de agua potable rural de San Luis, San Raúl y Las Motas, en la comuna de Longaví; 2) el estado de las obras a asociadas a la pesca artesanal en la caleta pesquera de Maguellines, en Pelluhue; 3) el estado de las obras de ampliación de la explanada en la caleta pesquera artesanal de Duao; y, 4) las obras destinadas a la protección y conformación del borde costero fluvial en novecientos treinta metros lineales de la ciudad de Constitución, que incluye una rampa fluvial multipropósito, y el estado de adjudicación del contrato respectivo. (1407 al 7977). (1407 al 7977).


-
Diputado Fuenzalida, Remita la información detallada en la petición adjunta, relacionada con al eventual falla en la construcción del puente Cau Cau. (1408 al 7447). (1408 al 7447).


-
Diputado Flores, Remitir información relacionada con la nueva falla en el funcionamiento de la estructura y el consecuente retraso en la puesta en marcha del puente Cau Cau. (1409 al 7213). (1409 al 7213).


-
Diputado Flores, Remitir información relacionada con la nueva falla en el funcionamiento de la estructura y el consecuente retraso en la puesta en marcha del puente Cau Cau. (1409 al 7215). (1409 al 7215).


-
Diputado Flores, Remitir información relacionada con la nueva falla en el funcionamiento de la estructura y el consecuente retraso en la puesta en marcha del puente Cau Cau. (1409 al 7216). (1409 al 7216).


-
Diputado Berger, Informar sobre el estado de tramitación del pago de lo adeudado a la Segunda Compañía de Bomberos de Valdivia, por concepto de la expropiación en el año 2013 de una parte del terreno donde aquella se ubica y, asimismo, respecto del plazo en que efectivamente se realizará el pago mencionado. (1410 al 6739). (1410 al 6739).


-
Diputado Santana, Informe sobre las medidas implementadas en la concesión Ruta 5 tramo Puerto Montt- Paragua, a consecuencias del accidente ocurrido el día viernes 27 de febrero pasado, en el que hubo un fallecido y veinte siete vehículos involucrados, si se cumplió con el Plan de Medidas de Control de Accidentes y la eventual responsabilidad que tendría la Sociedad Concesionaria Ruta del Canal S.A. al no dar cumplimiento al artículo 2.5.4.2 de las Bases de Licitación. Además, por intermedio de US, al señor inspector fiscal de la concesión antes referida, para que informe sobre la vigencia de la póliza de seguro por responsabilidad civil de dicha concesión y, en caso contrario, para que, en virtud de sus atribuciones, proponga al Director General de Obras Públicas aplicar la multa indicada en el artículo 1.8.15 de las bases ya señaladas. (1411 al 7249). (1411 al 7249).


-
Diputado Squella, Informe a esta Cámara sobre el estado de tramitación del informe requerido por la Unidad Jurídica de la Contraloría Regional de Valparaíso, de fecha 22 de enero del año 2015, a través del oficio N° 001090, con ocasión de la petición formulada por el señor Raúl Berrios Llanos. (713 al 8803). (713 al 8803).


-
Proyecto de Resolución 293, Solicitar a S.E. la Presidenta de la República disponga la creación, conformación y articulación, bajo la dirección y jerarquía del Ministerio de Agricultura, de una unidad específica que trate integralmente el problema de la apicultura en Chile. (426). 426.


-
Diputado Santana, Remita esta Cámara información respecto del proceso de regulación de títulos de dominio en que encuentran los vecinos de la población Pepita Mann, comuna de Ancud. (2128 al 6248). (2128 al 6248).


-
Diputado Santana, Reiterar el oficio No. 6248 de esta Corporación, de fecha 12 de Diciembre del año 2014, en los términos que se indican en las solicitudes adjuntas. (2128 al 7453). (2128 al 7453).


-
Diputado Campos, Informe a esta Corporación sobre el proceso de regularización de títulos de dominio en la caleta Chome de la comuna de Hualpén. (404 al 8146). (404 al 8146).


-
Proyecto de Resolución 250, Solicitar a S.E. la Presidenta de la República tenga en bien elaborar y enviar al Congreso un proyecto de ley que disponga el reconocimiento de los niños, adolescentes y adultos con trastornos del espectro autista (TEA). (260). 260.


-
Diputado Rathgeb, Diputado Berger, Contratos vigentes de arrendamiento y de comodato en que su institución participa como arrendadora o arrendataria y como comodante o comodataria, con las especificaciones que precisan. (1168 al 8317). (1168 al 8317).


-
Diputada Turres doña Marisol, Instruir a los servicios de salud del país, especialmente al Servicio de Salud Reloncaví, que los llamados a concurso para proveer cargos de matronas se hagan extensivos tanto a éstas como a las enfermeras. (1636 al 406). (1636 al 406).


-
Diputado Farcas, Informar sobre la implementación de las fiscalizaciones para el cumplimiento del decreto supremo 78, de 2012, del Ministerio de Salud, que aprueba el reglamento de Almacenamiento de Sustancias Peligrosas y, además, respecto de las medidas adoptadas para proteger a las personas que laboran en las empresas que manejan esa clase de productos, y también de quienes habitan en sus cercanías. (454 al 7851). (454al 7851).



Ministerio de Energía

-
Diputado Berger, Representar los problemas que ocasiona en la economía de las familias de varias regiones del país, especialmente de Los Ríos, el aumento de los montos de las cuentas por los servicios de energía eléctrica, a consecuencias del proceso que reliquidación tarifaria en curso. (711 al 805). (711al 805).


-
Diputado Flores, Remitir información relacionada con la decisión del Gobierno de autorizar el inicio de un proceso de reliquidación tarifaria y el consecuente aumento en las cuentas por consumo de energía eléctrica. (711 al 7217). (711 al 7217).


-
Diputado Campos, Remitir la carta Gantt del proyecto Parque Eólico Altos de Hualpén, los antecedentes de las autorizaciones que las autoridades medioambientales otorgaron al proyecto y, además, informe acerca de los fundamentos de la junta administradora del parque Pedro Río Zañartu para aprobar la iniciativa. (726 al 806). (726 al 806).


-
Diputada Cicardini doña Daniella, Informe sobre la estrategia a seguir frente a la reciente catástrofe natural ocurrida en la Región de Atacama. (727 al 7876). (727 al 7876).



Ministerio de Vivienda y Urbanismo

-
Diputado Rathgeb, Diputado Berger, Contratos vigentes de arrendamiento y de comodato en que su institución participa como arrendadora o arrendataria y como comodante o comodataria, con las especificaciones que precisan. (1613 al 8338). (1613 al 8338).


-
Diputado Urrutia don Ignacio, Posibilidad de asignar recursos para solucionar el problema del acceso al terreno del Comité de Vivienda Nueva Esperanza de la comuna de Chanco, provincia de Cauquenes, Región del Maule, por los derechos de un tercero sobre la propiedad adyacente. (409 al 8656). (409 al 8656).


-
Diputado Rocafull, Informe sobre los subsidios habitacionales a que pueden postular los inmigrantes residentes en Chile, los requisitos que deben reunir para postular a dichos beneficios habitacionales, el número de inmigrantes beneficiados el año 2013 y 2014, con datos desagregados por provincia, especialmente en la Región de Arica y Parinacota y, por último, las medidas de fiscalización del ministerio destinadas a supervigilar el cumplimiento de las condiciones en que otorga el subsidio, la no enajenación de las propiedades y los requisitos de permanencia mínima en el país. (412 al 7245). (412 al 7245).



Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones

-
Diputado Silva, Remita a esta Cámara la información detallada en la petición adjunta, relacionada con mejoras al servicio de transporte público Transantiago, especialmente en línea numero D11. (4158 al 8569). (4158 al 8569).


-
Diputado Silva, Remita a esta Cámara la información detallada en la petición adjunta, relacionada con mejoras al servicio de transporte público Transantiago, especialmente en línea numero D11. (4158 al 8571). (4158 al 8571).


-
Diputado Silva, Remita a esta Cámara la información detallada en la petición adjunta, relacionada con mejoras al servicio de transporte público Transantiago, especialmente en línea numero D11. (4158 al 8572). (4158 al 8572).


-
Diputado Pilowsky, Disponer que se estudie la factibilidad técnica para la instalación de un semáforo peatonal entre las calles 414 e Incahuasi, al poniente, y Sargento Segundo Juan Hormazábal, al oriente, en la comuna de Peñalolén, que facilite el acceso al Hospital Santiago Oriente, Dr. Luis Tisné Brousse. (4162 al 992). (4162 al 992).



Ministerio Medio Ambiente

-
Diputado Rocafull, Remita a esta Cámara la información detallada en la petición adjunta, relacionada con los proyectos mineros que se encuentran en proceso de evaluación ambiental. (058 al 8471). (058 al 8471).


-
Diputado Rocafull, Remita a esta Cámara la información detallada en la petición adjunta, relacionada con el proyecto “Termoeléctrica Parinacota”, a cargo de la empresa Termonor. (059 al 8473). (059 al 8473).


-
Diputado Verdugo, Informar sobre lo siguiente: 1) el resultado del monitoreo continuo de la calidad del aire en Talca y Curicó, incluyendo el análisis químico del material particulado respirable; 2) el estado de avance y calendarización para la incorporación del monitoreo diagnóstico de la calidad del aire en Linares; 3) el resultado del estudio, inventario de emisiones y delimitación geográfica para declarar oficialmente a Curicó y Teno como zona saturada por material particulado respirable ; 4) el estado del recambio de calefactores en la Región del Maule; y, 5) si existe un catastro regional con los lugares que efectúan recepción de materiales reciclables y/o puntos limpios. (152077 al 7979). (152077 al 7979).


-
Diputada Sepúlveda doña Alejandra, Reiterar el oficio N° 4997 de esta Corporación, de fecha 14 de Octubre del año 2014. (152146 al 7774). (152146 al 7774).


-
Diputado Mirosevic, Estado actual de la tramitación del proyecto minero de manganeso “Los Pumas”, en la Región de Arica y Parinacota. (152153 al 8718). (152153 al 8718).



Intendencias

-
Diputado Edwards, Remita a esta Cámara el listado de proyectos públicos y privados financiados desde el año 2011 al presente, correspondiente al Fondo Nacional de Desarrollo Regional de la Cultura, Deporte y Seguridad Ciudadana, indicando los nombres de las agrupaciones beneficiadas. (2169 al 7497). (2169 al 7497).


-
Diputado Schilling, Informe a esta Cámara sobre la posibilidad de fiscalizar un galpón que es utilizado como bodega para almacenar gas licuado, ubicado en Belloto Centro, comuna de Quilpué. (799 al 7696). (799 al 7696).



Servicios

-
Diputado Rathgeb, Remita a esta Cámara copia del estudio hidrológico, recientemente realizado, de las napas subterráneas en la Región de La Araucanía. (1404 al 8588). (1404 al 8588).


-
Diputada Molina doña Andrea, Posibilidad de reconsiderar la deuda que la señora Eliana de las Mercedes Morales Infante de la comuna de Quintero, mantiene con la Caja de Compensación Los Héroes por un crédito social. (34365 al 8920). (34365 al 8920).


-
Diputada Álvarez doña Jenny, Remita a esta Cámara la información detallada en la petición adjunta, relacionada con los aeropuertos nacionales que cuentan con estanques de almacenamiento para el abastecimiento de combustible de aeronaves. (545 al 8506). (545 al 8506).


-
Diputado Rathgeb, Diputado Berger, Contratos vigentes de arrendamiento y de comodato en que su institución participa como arrendadora o arrendataria y como comodante o comodataria, con las especificaciones que precisan. (67353 al 8367). (67353 al 8367).



Varios

-
Diputado Rathgeb, Diputado Berger, Contratos vigentes de arrendamiento y de comodato en que su institución participa como arrendadora o arrendataria y como comodante o comodataria, con las especificaciones que precisan. (863 al 8382). (863 al 8382).


XI.
PETICIONES DE OFICIO. ARTÍCULOS 9° Y 9° A DE LA LEY ORGÁNICA CONSTITUCIONAL DEL CONGRESO NACIONAL.

-
Diputado Bellolio, Informar sobre los puntajes en la ficha de protección social obtenidos por los vecinos de la población Pedro Aguirre Cerda. (9063 de 04/06/2015). A Ministerio de Desarrollo Social.


-
Diputado Bellolio, Informar sobre la posibilidad de entregar en comodato a los vecinos o a la Municipalidad de San Bernardo el terreno ubicado en la calle Santa Marta 298, en esa comuna, colindante con el consultorio Juan Pablo II, y respecto de la solución para evitar que el terreno mencionado sea depositario de basuras. (9064 de 04/06/2015). A Ministerio de Vivienda y Urbanismo.


-
Diputado Coloma, Informar sobre el eventual derecho al desahucio del artículo 80 de la ley N° 15.840 a que tenía derecho el señor Arturo Barrera Díaz. (9065 de 04/06/2015). A Ministerio de Obras Públicas.


-
Diputado Coloma, Informar sobre el eventual derecho al desahucio del artículo 80 de la ley N° 15.840 a que tenía derecho el señor Arturo Barrera Díaz. (9066 de 04/06/2015). A jefe de la Oficina Provincial de Vialidad de Melipilla.


-
Diputado Coloma, Informar sobre el eventual derecho al desahucio del artículo 80 de la ley N° 15.840 a que tenía derecho el señor Arturo Barrera Díaz. (9067 de 04/06/2015). A Ministerio de Obras Públicas.


-
Diputado Lavín, Remitir copia del contrato de trabajo y del currículum vítae del señor Gonzalo Guerra Mijón, informar respecto de las funciones y labores que desarrolla en la Municipalidad de Maipú, y su experiencia laboral y, además, enviar copia de todos los informes elaborados por el señor Guerra en el marco de su trabajo en esa municipalidad. (9068 de 04/06/2015). A municipalidades.


-
Diputado Macaya, Informar sobre si los datos sobre material particulado MP 10 y MP 2,5 en las comunas de Chimbarongo, San Fernando, San Vicente, Peumo, Pichidegua y Las Cabras son obtenidos desde la estación de monitoreo ubicada en Rancagua; la metodología utilizada; si se considera instalar nuevas estaciones de monitoreo en la Región del Libertador General Bernardo O'Higgins, y el costo que ello tendría. (9069 de 04/06/2015). A Ministerio Medio Ambiente.


-
Diputada Molina doña Andrea, Informar, de manera desglosada por región, sobre el número de personas desempleadas en los últimos doce meses. (9070 de 04/06/2015).A Ministerio de Economía, Fomento y Turismo.


-
Diputado Paulsen, Informar sobre las medidas que adoptará el Ministerio de Hacienda, con señalamiento de los plazos de aplicación, para revertir la disminución de la inversión privada en la Región de La Araucanía. (9071 de 04/06/2015). A Ministerio de Hacienda.


-
Diputado Paulsen, Informar sobre el estado del proyecto para la construcción de la central de paso Hueñivales, en la comuna de Curacautín. (9072 de 04/06/2015). A secretario regional ministerial de Energía de la Región de La Araucanía.


-
Diputado Paulsen, Informar sobre el estado del proyecto de abasto de la comunidad Ignacio Queipul, de la comuna de Victoria. (9073 de 04/06/2015). A Ministerio de Obras Públicas.


-
Diputado Paulsen, Informar sobre la eventual licitación de un servicio de locomoción pública, que opere después de las veintidós horas, que cubra el recorrido desde la ciudad de Temuco a la comuna de Vilcún, y que pase por la localidad de Cajón. (9074 de 04/06/2015). A Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones.


-
Diputado Paulsen, Informar sobre las medidas que adoptará el Ministerio del Trabajo y Previsión Social, con señalamiento de los plazos de aplicación, para revertir la pérdida de puestos de trabajo en la Región de La Araucanía, ocasionada por lo terrenos que han dejado de estar en el circuito productivo. (9075 de 04/06/2015). A Ministerio de Trabajo y Previsión Social.


-
Diputado Trisotti, Remitir información relacionada con las autorizaciones para realizar perforaciones de geotermia en la localidad de Pumire, en la comuna de Camiña. (9076 de 04/06/2015). A Servicios.


-
Diputado Trisotti, Remitir información relacionada con el proyecto “Embalse de Camiña”. (9077 de 04/06/2015). A Ministerio de Obras Públicas.


-
Diputado Trisotti, Remitir información relacionada con los proyectos correspondientes a los servicios y otras reparticiones dependientes del Ministerio de Justicia en la Región de Tarapacá. (9078 de 04/06/2015). A ministra de Justicia.


-
Diputado Trisotti, Informar sobre las razones para derogar el decreto supremo N° 7, del año 2014, del Ministerio de Bienes Nacionales, que integraba al Salar del Huasco al Sistema de Áreas Silvestres Protegidas del Estado, y respecto de las medidas que se adoptarán para proteger al salar de intervenciones que no estén de acuerdo con su naturaleza. (9079 de 04/06/2015). A Ministerio de Bienes Nacionales.


-
Diputado Trisotti, Remitir información relacionada con el funcionamiento del Centro de Cumplimiento Penitenciario (CCP) de Iquique. (9080 de 04/06/2015). A ministra de Justicia.


-
Diputado Trisotti, Remitir información relacionada con las soluciones habitacionales para las personas que viven en campamentos de emergencia en la Región de Tarapacá, y para las que habitaban en casas arrendadas que resultaron dañadas a consecuencias de terremoto del año 2014 que afectó a la mencionada región, y que hoy están en barrios de emergencia o campamentos. (9081 de 04/06/2015). A Ministerio de Vivienda y Urbanismo.


-
Diputado Trisotti, Remitir información relacionada con el proceso de reconstrucción en la Región de Tarapacá, a consecuencias de los terremotos ocurridos en abril del año 2014. (9082 de 04/06/2015). A Ministerio de Interior.


-
Diputado Trisotti, Remitir información relacionada con el proceso de reparación y reposición, a consecuencias de los terremotos del año 2014, de las viviendas de la población Raúl Rettig, de la comuna de Alto Hospicio. (9083 de 04/06/2015). A Ministerio de Vivienda y Urbanismo.


-
Diputado Ward, Reiterar el oficio de esta Corporación N° 6451, de 30 de diciembre del año 2014, y en definitiva SE informe a esta Cámara sobre los ingresos, egresos, declaración de renta, pago mensual de impuestos y boletas emitidas por la Sociedad de Marketing Asesorías y Eventos Limitada (Somae), Rut 
N° 76.274.452-K, durante el año 2013. (9084 de 04/06/2015). A director nacional (s) Servicio de Impuestos Internos.


-
Diputado Espinosa don Marcos, Estado actual del proyecto de instalación del sistema de agua potable rural para las caletas Paquica, Urco y Cobija de la comuna de Tocopilla. (9085 de 04/06/2015). A servicios.


-
Diputado Espinosa don Marcos, Estado actual del proyecto de construcción de un muelle para la caleta del puerto de Tocopilla. (9086 de 04/06/2015). A Ministerio de Obras Públicas.


-
Diputado Espinosa don Marcos, Motivos del descuento que efectúa la Administradora de Fondos de Pensiones Provida al señor Manuel Jesús Fernández Núñez, conforme a la liquidación de pago de pensión que se adjunta. (9087 de 04/06/2015). A servicios.


-
Diputado Farcas, Situación que afecta al señor José Roberto Quilaqueo Leviqueo de la comuna de Lo Prado, quien se encuentra a la espera de hora médica con un urólogo desde abril de 2014. (9088 de 04/06/2015). A Servicios.


-
Diputado Farcas, Situación que afecta a la señora Rosa Rodríguez Vásquez de la comuna de Lo Prado, quien se encuentra a la espera de una intervención en el Instituto Traumatológico desde 2013. (9089 de 04/06/2015). A servicios.


-
Diputado Farcas, Posibilidad de extender el recorrido de buses B20, en la comuna de Renca, procurando que transite por calle Errázuriz hasta José Miguel Infante. (9090 de 04/06/2015). A Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones.


-
Diputado Jarpa, Posibilidad de evaluar el cambio de huso horario al de invierno, con la finalidad de prevenir accidentes en sectores rurales y mejorar la calidad de vida de estudiantes, adultos mayores y de la población en general. (9091 de 04/06/2015). A Ministerio de Energía.


-
Diputada Molina doña Andrea, Monto de los recursos asignados a seguridad ciudadana, su destino específico y su relación en comparación con el presupuesto global municipal. (9092 de 04/06/2015). A alcaldesa de Hijuelas.


-
Diputada Molina doña Andrea, Remita a esta Cámara el registro de denuncias por los delitos de robo y hurto, en sus distintas especies, en la comuna de Hijuelas correspondiente a los últimos 3 años. (9093 de 04/06/2015). A varios.


-
Diputada Molina doña Andrea, Factibilidad de evaluar los antecedentes de la señora Rosa Cisternas Mondaca, diagnosticada de estenosis severa lumbar, a fin de agilizar la urgente cirugía que precisa. (9094 de 04/06/2015). A director del Hospital Carlos Van Buren, Valparaíso. .


-
Diputada Molina doña Andrea, Remita a esta Cámara el registro de denuncias por los delitos de robo y hurto, en sus distintas especies, en la comuna de Hijuelas correspondiente a los últimos 3 años. (9095 de 04/06/2015). A Ministerio Público.


-
Diputada Molina doña Andrea, Dotación de Carabineros de Chile asignada a la comuna de Hijuelas y las políticas en prevención del delito para la misma zona. (9096 de 04/06/2015). A Ministerio de Interior.


-
Diputado Pérez don Leopoldo, Remita a esta Cámara copia de la resolución mediante la cual se puso término al contrato de concesión para la construcción del nuevo hospital Sótero del Río de la comuna de Puente Alto, adjudicada a la empresa “Ferrovial Servicios Médicos S. A.”. (9097 de 04/06/2015). A Ministerio de Obras Públicas.


-
Diputado Rathgeb, Destino que se dará a los terrenos de las ex estaciones de ferrocarriles de Purén y aledaños. (9098 de 04/06/2015). A varios.


-
Diputado Rincón, Inmuebles arrendados por los ministerios, servicios y embajadas, en el territorio nacional e internacional, precisando su costo anual, emolumento mensual y valor de los arriendos mensuales por región. (9099 de 04/06/2015). A Ministerio de Bienes Nacionales.


-
Diputado Rincón, Inmuebles arrendados por los ministerios, servicios y embajadas, en el territorio nacional e internacional, precisando su costo anual, emolumento mensual y valor de los arriendos mensuales por región. (9100 de 04/06/2015). A Ministerio de Hacienda.


-
Diputado Rincón, Costos anuales de los concursos de la Alta Dirección Pública y el costo promedio de los efectuados para el primer, segundo y tercer nivel jerárquico. (9101 de 04/06/2015). A Ministerio de Hacienda.


-
Diputado Rincón, Inmuebles arrendados por los ministerios, servicios y embajadas, en el territorio nacional e internacional, precisando su costo anual, emolumento mensual y valor de los arriendos mensuales por región. (9102 de 04/06/2015). A Ministerio Secretaría General de la Presidencia.


-
Diputado Silva, Cumplimiento del principio de accesibilidad universal para personas discapacitadas por la Municipalidad de Lo Barnechea, precisando si el estacionamiento municipal cumple él y, en caso contrario, indique la factibilidad técnica de cambiar el sentido de la calle en la que se encuentra para facilitar el acceso de discapacitados o de trasladar el estacionamiento a una zona de fácil acceso. (9103 de 04/06/2015). A municipalidades.


-
Diputado Silva, Estado de avance del nuevo instrumento de asignación de beneficios sociales que reemplazará a la Ficha de Protección Social, precisando los plazos y urgencias impuestas, los nuevos componentes del registro; el sistema de exclusión y la identificación de grupos vulnerables y el número estimado de personas beneficiadas. (9104 de 04/06/2015). A Ministerio de Desarrollo Social.


-
Diputado Silva, Cumplimiento del principio de accesibilidad universal para personas discapacitadas por la Municipalidad de Lo Barnechea, precisando si el estacionamiento municipal cumple él y, en caso contrario, indique la factibilidad técnica de cambiar el sentido de la calle en la que se encuentra para facilitar el acceso de discapacitados o de trasladar el estacionamiento a una zona de fácil acceso. (9105 de 04/06/2015). A Ministerio de Desarrollo Social.


-
Diputado Silva, Cumplimiento del principio de accesibilidad universal para personas discapacitadas por la Municipalidad de Lo Barnechea, precisando si el estacionamiento municipal cumple él y, en caso contrario, indique la factibilidad técnica de cambiar el sentido de la calle en la que se encuentra para facilitar el acceso de discapacitados o de trasladar el estacionamiento a una zona de fácil acceso. (9106 de 04/06/2015). A Ministerio de Desarrollo Social.


-
Diputado Silva, Cumplimiento del principio de accesibilidad universal para personas discapacitadas por la Municipalidad de Lo Barnechea, precisando si el estacionamiento municipal cumple él y, en caso contrario, indique la factibilidad técnica de cambiar el sentido de la calle en la que se encuentra para facilitar el acceso de discapacitados o de trasladar el estacionamiento a una zona de fácil acceso. (9107 de 04/06/2015). A seremi de Desarrollo Social Metropolitano.


-
Diputado Silva, Cumplimiento del principio de accesibilidad universal para personas discapacitadas por la Municipalidad de Lo Barnechea, precisando si el estacionamiento municipal cumple él y, en caso contrario, indique la factibilidad técnica de cambiar el sentido de la calle en la que se encuentra para facilitar el acceso de discapacitados o de trasladar el estacionamiento a una zona de fácil acceso. (9108 de 04/06/2015). A Ministerio de Desarrollo Social.


-
Diputado Silva, Estado de avance del nuevo instrumento de asignación de beneficios sociales que reemplazará a la Ficha de Protección Social, precisando los plazos y urgencias impuestas, los nuevos componentes del registro; el sistema de exclusión y la identificación de grupos vulnerables y el número estimado de personas beneficiadas. (9109 de 04/06/2015). A Ministerio de Desarrollo Social.


-
Diputado Silva, Estado de avance del nuevo instrumento de asignación de beneficios sociales que reemplazará a la Ficha de Protección Social, precisando los plazos y urgencias impuestas, los nuevos componentes del registro; el sistema de exclusión y la identificación de grupos vulnerables y el número estimado de personas beneficiadas. (9110 de 04/06/2015). A Ministerio de Desarrollo Social.


-
Diputado Silva, Cumplimiento del principio de accesibilidad universal para personas discapacitadas por la Municipalidad de Lo Barnechea, precisando si el estacionamiento municipal cumple él y, en caso contrario, indique la factibilidad técnica de cambiar el sentido de la calle en la que se encuentra para facilitar el acceso de discapacitados o de trasladar el estacionamiento a una zona de fácil acceso. (9111 de 04/06/2015). A Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones.


-
Diputado Urrutia don Ignacio, Inicio del proceso de estudio, adjudicación y construcción del hospital de Parral. (9112 de 04/06/2015). A Ministerio de Salud.


-
Diputado Urrutia don Ignacio, Situación que afecta al conjunto habitacional Villa San Alberto Hurtado de Parral, entregado por el Servicio de Vivienda y Urbanización al Comité Habitacional Sor Teresita de Los Andes en 2006, con una hipoteca vigente constituida por un tercero a favor del Banco de Chile, arbitrando las medidas que correspondan a fin de alzar dicho gravamen. (9113 de 04/06/2015). A Ministerio de Vivienda y Urbanismo.


-
Diputado Hernández, Reiterar el oficio N° 8194 de esta Corporación, de fecha 22 de abril del año 2015. (9114 de 04/06/2015). A Ministerio de Energía.


-
Diputado Hernández, Reiterar el oficio N° 7751 de esta Corporación, de fecha 06 de abril del año 2015. (9115 de 04/06/2015). A Ministerio de Vivienda y Urbanismo.


-
Diputado Hernández, Reiterar el oficio N° 0954 de esta Corporación, de fecha 21 de abril del año 2015. (9116 de 04/06/2015). A Ministerio de Salud.


-
Diputado Hernández, Reiterar el oficio N° 0953 de esta Corporación, de fecha 21 de abril del año 2015. (9117 de 04/06/2015). A Ministerio de Agricultura.


-
Diputado Hernández, Reiterar el oficio N° 7276 de esta Corporación, de fecha 10 de marzo del año 2015. (9118 de 04/06/2015). A municipalidades.


-
Diputado Hernández, Reiterar el oficio N° 8199 de esta Corporación, de fecha 22 de abril del año 2015. (9119 de 04/06/2015). A Ministerio de Salud.


-
Diputado Hernández, Reiterar el oficio N° 8196 de esta Corporación, de fecha 22 de abril del año 2015. (9120 de 04/06/2015). A secretario regional ministerial de Los Lagos.


-
Diputado Hernández, Reiterar el oficio N° 8200 de esta Corporación, de fecha 22 de abril del año 2015. (9121 de 04/06/2015). A Ministerio de Interior.


-
Diputado Hernández, Reiterar el oficio N° 0955 de esta Corporación, de fecha 21 de abril del año 2015. (9122 de 04/06/2015). A varios.


-
Diputado Hernández, Reiterar el oficio N° 8198 de esta Corporación, de fecha 22 de abril del año 2015. (9123 de 04/06/2015). A secretario regional ministerial de Transportes y Telecomunicaciones de Los Lagos.


-
Diputado Kast, Remita a esta Cámara la información detallada en la solicitud adjunta, relacionada con la iniciación de actividades, giros, eventual término de actividades y la correspondiente verificación de la situación tributaria de las empresas Inversiones Fasen Ltda., Rut 790933.500-k, Comercial Kennedy, Rut: 96.659.750-k y Michaely S.A. (9124 de 04/06/2015). A servicios.


-
Diputado Kast, Informa a esta Cámara sobre la posibilidad de efectuar una visita inspectiva al dominio ubicado en calle Abisinia N° 986, Villa el Abrazo, comuna de Maipú, con el propósito de contratar la denuncia efectuada por los vecinos sobre infracciones a la tenencia irresponsable de animales, adoptando las medidas que correspondan para solucionar los problemas de higiene y salubridad que los afecta. (9125 de 04/06/2015). A Ministerio de Salud.


-
Diputado Sandoval, Remita a esta Cámara la información detallada en la solicitud adjunta, relacionada con el retraso en la entrega de casas del programa de Viviendas Tuteladas, destinadas al adulto mayor de la Región de Aysén del General Carlos Ibáñez del Campo. (9129 de 04/06/2015). A coordinador regional del Servicio Nacional del Adulto Mayor de Aysén del General Carlos Ibáñez del Campo.


-
Diputado Sandoval, Remita a esta Cámara la información detallada en la solicitud adjunta, relacionada con el retraso en la entrega de casas del programa de Viviendas Tuteladas, destinadas al adulto mayor de la Región de Aysén del General Carlos Ibáñez del Campo. (9130 de 04/06/2015). A secretario regional ministerial de Vivienda y Urbanismo de la Región de Aysén del General Carlos Ibáñez del Campo.


-
Diputado Sandoval, Remita a esta Cámara la información detallada en la solicitud adjunta, relacionada con la posibilidad de regularizar un inmueble ubicado en la comuna de Chile Chico, conforme a los antecedentes que se acompañan. (9131 de 04/06/2015). A director regional del Servicio de la Vivienda y Urbanización de la Región de Aysén del General Carlos Ibáñez del Campo.


-
Diputado Sandoval, Remita a esta Cámara la información detallada en la solicitud adjunta, relacionada con la posibilidad de regularizar un inmueble ubicado en la comuna de Chile Chico, conforme a los antecedentes que se acompañan. (9132 de 04/06/2015). A secretario regional ministerial de Vivienda y Urbanización de Aysén del General Carlos Ibáñez del Campo.


-
Diputado Sandoval, Remita a esta Cámara la información detallada en la solicitud adjunta, relacionada con la posibilidad de regularizar un inmueble ubicado en la comuna de Chile Chico, conforme a los antecedentes que se acompañan. (9133 de 04/06/2015). A secretario regional ministerial de Bienes Nacionales de Aysén del General Carlos Ibáñez del Campo.


-
Diputada Hoffmann doña María José, Remita a esta Cámara la información detallada en la solicitud adjunta, relacionada con las demandas de modernización y aumento de planta para los trabajadores del Servicio Nacional de Aduanas. (9148 de 05/06/2015). A Ministerio de Hacienda.


-
Diputado Melo, Remita a esta Cámara la información detallada en la petición adjunta, relacionada con el estudio de factibilidad de condición experimental, que este ministerio habría realizado en el Hospital Padre Hurtado de la comuna de San Ramón. (9149 de 05/06/2015). A Ministerio de Salud.


-
Diputado Melo, Remita a esta Cámara la información detallada en la petición adjunta, relacionada con la designación del reemplazo para el Director del Hospital Padre Hurtado de la comuna de San Ramón. (9150 de 05/06/2015). A Ministerio de Salud.


-
Diputado Rathgeb, Remita a esta Cámara la información detallada en la solicitud adjunta, relacionada con las razones por las cuales se ordenó establecer el huso horario actual de forma indefinida. (9151 de 05/06/2015). A Ministerio de Interior.


-
Diputado Rathgeb, Remita a esta Cámara la información detallada en la solicitud adjunta, relacionada con las razones por las cuales se ordenó establecer el huso horario actual de forma indefinida. (9152 de 05/06/2015). A Ministerio de Energía.


-
Diputado Hasbún, Informe a esta Cámara sobre la posibilidad de investigar la legalidad del acto administrativo que dispuso el cierre de la Avenida Consistorial, dictado por la Municipalidad de Peñalolén. (9153 de 05/06/2015). A Contralor General (s) de la República.


-
Diputada Núñez doña Paulina, Remita a esta Cámara copia de los sumarios internos realizados con ocasión de los faltantes de inventario detectados durante el año 2013 y que constan en el estado financiero consolidado al día 31 de diciembre del año 2013. (9154 de 05/06/2015). A empresas del Estado.


-
Diputada Núñez doña Paulina, Informe a esta Cámara sobre el estado de la denuncia N° 235834 que efectuó la Asociación Minera de Taltal. (9155 de 05/06/2015). A Contralor General (s) de la República.


-
Diputada Sepúlveda doña Alejandra, Informe a esta Cámara la posibilidad de otorgar un subsidio bajo la modalidad de asignación directa a la señora María Bernardita Medina Pérez. (9156 de 05/06/2015). A Ministerio de Vivienda y Urbanismo.


-
Diputada Sepúlveda doña Alejandra, Informe a esta Cámara la posibilidad de efectuar una revisión a los antecedentes previsionales del señor Sergio Jesús Flores Arias de la comuna de San Fernando. (9157 de 05/06/2015). A servicios.


-
Diputada Hernando doña Marcela, Remita a esta Cámara la información detallada en la petición adjunta, relacionada con la posibilidad de otorgar una solución al Comité de Allegados Vista a la Perla de Antofagasta. (9158 de 05/06/2015). A Ministerio de Bienes Nacionales.


-
Diputada Girardi doña Cristina, Remita a esta Cámara la información detallada en la petición adjunta, relacionada con el Programa de Inmunizaciones. (9159 de 05/06/2015). A Ministerio de Salud.

I. ASISTENCIA


-Asistieron los siguientes señores diputados: (107)

NOMBRE
(Partido*
Región
Distrito)

Aguiló Melo, Sergio
IND
VII
37

Álvarez Vera, Jenny
PS
X
58

Álvarez-Salamanca Ramírez, Pedro Pablo
UDI
VII
38

Andrade Lara, Osvaldo
PS
RM
29

Arriagada Macaya, Claudio
DC
RM
25

Auth Stewart, Pepe
PPD
RM
20

Barros Montero, Ramón
UDI
VI
35

Becker Alvear, Germán
RN
IX
50

Bellolio Avaria, Jaime
UDI
RM
30

Boric Font, Gabriel
IND
XII
60

Browne Urrejola, Pedro
RN
RM
28

Cariola Oliva, Karol
PC
RM
19

Carvajal Ambiado, Loreto
PPD
VIII
42

Castro González, Juan Luis
PS
VI
32

Ceroni Fuentes, Guillermo
PPD
VII
40

Chahin Valenzuela, Fuad
DC
IX
49

Chávez Velásquez, Marcelo
DC
VIII
45

Cicardini Milla, Daniella
IND
III
5

Coloma Álamos, Juan Antonio
UDI
RM
31

Cornejo González, Aldo
DC
V
13

De Mussy Hiriart, Felipe
UDI
X
56

Edwards Silva, José Manuel
RN
IX
51

Espinosa Monardes, Marcos
PRSD
II
3

Espinoza Sandoval, Fidel
PS
X
56

Farías Ponce, Ramón
PPD
RM
25

Fernández Allende, Maya
PS
RM
21

Flores García, Iván
DC
XIV
53

Fuentes Castillo, Iván
IND
XI
59

Fuenzalida Figueroa, Gonzalo
RN
XIV
54

Gahona Salazar, Sergio
UDI
IV
7

García García, René Manuel
RN
IX
52

Girardi Lavín, Cristina
PPD
RM
18

Godoy Ibáñez, Joaquín
RN
V
13

González Torres, Rodrigo
PPD
V
14

Gutiérrez Gálvez, Hugo
PC
I
2

Gutiérrez Pino, Romilio
UDI
VII
39

Hasbún Selume, Gustavo
UDI
RM
26

Hernández Hernández, Javier
UDI
X
55

Hernando Pérez, Marcela
PRSD
II
4

Hoffmann Opazo, María José
UDI
V
15

Jackson Drago, Giorgio
IND
RM
22

Jaramillo Becker, Enrique
PPD
XIV
54

Jarpa Wevar, Carlos
PRSD
VIII
41

Jiménez Fuentes, Tucapel
PPD
RM
27

Kast Rist, José Antonio
UDI
RM
24

Kast Sommerhoff, Felipe
IND
RM
22

Kort Garriga, Issa
UDI
VI
32

Lavín León, Joaquín
UDI
RM
20

Lemus Aracena, Luis
PS
IV
9

Letelier Norambuena, Felipe
PPD
VI
33

Lorenzini Basso, Pablo
DC
VII
38

Macaya Danús, Javier
UDI
VI
34

Melero Abaroa, Patricio
UDI
RM
16

Melo Contreras, Daniel
PS
RM
27

Meza Moncada, Fernando
PRSD
IX
52

Mirosevic Verdugo, Vlado
Liberal de Chile
XV
1

Molina Oliva, Andrea
UDI
V
10

Monckeberg Bruner, Cristián
RN
RM
23

Monsalve Benavides, Manuel
PS
VIII
46

Morales Muñoz, Celso
UDI
VII
36

Morano Cornejo, Juan Enrique
DC
XII
60

Nogueira Fernández, Claudia
UDI
RM
19

Norambuena Farías, Iván
UDI
VIII
46

Núñez Arancibia, Daniel
PC
IV
8

Núñez Urrutia, Paulina
RN
II
4

Ojeda Uribe, Sergio
DC
X
55

Ortiz Novoa, José Miguel
DC
VIII
44

Pascal Allende, Denise
PS
RM
31

Paulsen Kehr, Diego
RN
IX
49

Pérez Arriagada, José
PRSD
VIII
47

Pérez Lahsen, Leopoldo
RN
RM
29

Pilowsky Greene, Jaime
DC
RM
24

Poblete Zapata, Roberto
IND.
VIII
47

Provoste Campillay, Yasna
DC
III
6

Rathgeb Schifferli, Jorge
RN
IX
48

Rincón González, Ricardo
DC
VI
33

Rivas Sánchez, Gaspar
RN
V
11

Robles Pantoja, Alberto
PRSD
III
6

Rocafull López, Luis
PS
XV
1

Rubilar Barahona, Karla
RN
RM
17

Sabag Villalobos, Jorge
DC
VIII
42

Sabat Fernández, Marcela
RN
RM
21

Saffirio Espinoza, René
DC
IX
50

Saldívar Auger, Raúl
PS
IV
7

Sandoval Plaza, David
UDI
XI
59

Santana Tirachini, Alejandro
RN
X
58

Schilling Rodríguez, Marcelo
PS
V
12

Sepúlveda Orbenes, Alejandra
IND
VI
34

Silva Méndez, Ernesto
UDI
RM
23

Soto Ferrada, Leonardo
PS
RM
30

Squella Ovalle, Arturo
UDI
V
12

Tarud Daccarett, Jorge
PPD
VII
39

Teillier del Valle, Guillermo
PC
RM
28

Torres Jeldes, Víctor
DC
V
15

Trisotti Martínez, Renzo
UDI
I
2

Tuma Zedán, Joaquín
PPD
IX
51

Turres Figueroa, Marisol
UDI
X
57

Ulloa Aguillón, Jorge
UDI
VIII
43

Urízar Muñoz, Christian
PS
V
10

Urrutia Bonilla, Ignacio
UDI
VII
40

Urrutia Soto, Osvaldo
UDI
V
14

Vallejo Dowling, Camila
PC
RM
26

Van Rysselberghe Herrera, Enrique
UDI
VIII
44

Venegas Cárdenas, Mario
DC
IX
48

Verdugo Soto, Germán
RN
VII
37

Walker Prieto, Matías
DC
IV
8

Ward Edwards, Felipe
UDI
II
3

-Concurrió, además, la ministra de Vivienda y Urbanismo, señora Paulina Saball Astaburuaga.

-No estuvieron presentes por encontrarse:


-En misión oficial: Los diputados señores Bernardo Berger Fett, Cristián Campos Jara, Lautaro Carmona Soto, Daniel Farcas Guendelman, Nicolás Monckeberg Díaz, Marco Antonio Núñez Lozano, Gabriel Silber Romo y Patricio Vallespín Lópéz.

-Con licencia médica: La diputada señora Clemira Pacheco Rivas.-
II. APERTURA DE LA SESIÓN

-Se abrió la sesión a las 11.08 horas.

La señora PASCAL, doña Denise (Presidenta en ejercicio).- En el nombre de Dios y de la Patria, se abre la sesión.

III. ACTAS

La señora PASCAL, doña Denise (Presidenta en ejercicio).- El acta de la sesión 25ª se declara aprobada. 

El acta de la sesión 26ª queda a disposición de las señoras diputadas y de los señores diputados. 

IV. CUENTA

La señora PASCAL, doña Denise (Presidenta en ejercicio).- El señor Prosecretario dará lectura a la Cuenta.

-El señor ROJAS (Prosecretario) da lectura a la Cuenta.

ACUERDOS DE LOS COMITÉS

La señora PASCAL, doña Denise (Presidenta en ejercicio).- El señor Secretario dará lectura a los acuerdos de los Comités.

El señor LANDEROS (Secretario).- Reunidos los jefes de los Comités Parlamentarios bajo la presidencia de la diputada señora Denise Pascal, y con la asistencia de las diputadas señoras Karol Cariola, María José Hoffmann y Andrea Molina, y de los diputados señores Barros, Browne, Flores, Jaramillo, Monsalve, Rathgeb, Rincón y Santana, adoptaron por unanimidad los siguientes acuerdos:

1.- Restringir, a contar del 1 de julio, la realización de las sesiones especiales a que se refiere el artículo 76 del Reglamento de la Corporación, a una por semana, los martes y miércoles, alternadamente; establecer como su horario de 16.30 a 18.30 horas, y reducir a 60 minutos el tiempo para la intervención de las bancadas, además de los 15 minutos previos para la bancada solicitante y del tiempo necesario para la intervención de las autoridades invitadas. Como mecanismo excepcional, se podrá citar a sesiones especiales en un día distinto si así lo solicitan dos jefes de Comités pertenecientes a diferentes bancadas.

2.- Considerar en el primer lugar de la Tabla de mañana miércoles, con tratamiento de Fácil Despacho, el proyecto de ley que autoriza erigir un monumento en la comuna de Coronel en homenaje a los mineros del carbón (boletín N° 9876-24), y limitar la discusión a cuatro discursos de hasta cinco minutos cada uno.

3.- Destinar al tratamiento del proyecto de ley que moderniza el sistema de relaciones laborales, introduciendo modificaciones al Código del Trabajo (boletín N° 9835-13), las sesiones ordinarias de los días martes 16 (tres horas), miércoles 17 (tres horas) y jueves 18 de junio (dos horas), suspendiendo el tratamiento de los Proyectos de Acuerdo y de Resolución y de Incidentes. En dichas sesiones, el tiempo se distribuirá proporcionalmente entre las bancadas. La petición de votación separada y la renovación de indicaciones se podrán formular hasta las 18.00 horas del martes 16.

4.- Trasladar a la Tabla del jueves, en tercer lugar, el proyecto que modifica la ley 
N° 19.733, sobre Libertades de Opinión e Información y Ejercicio del Periodismo, para exigir a los diarios electrónicos el cumplimiento de las exigencias establecidas para los medios de comunicación social, correspondiente (boletines Nos 9460-19 y 9461-19, refundidos).

5.- Considerar con preferencia, en la sesión que en cada caso se indica, los siguientes proyectos de resolución:

a) En la sesión de hoy, el proyecto de resolución N° 368, que solicita a la Presidenta de la República el envío de un mensaje para que otorgue el derecho a la cuota mortuoria o asignación por causa de muerte a las mujeres que perciben el bono por hijo y que han debido afiliarse a una AFP.

b) En la sesión de mañana miércoles, el proyecto de resolución N° 373, que solicita a su excelencia la Presidenta de la República modificar el huso horario de nuestro país, retornando el antiguo sistema de horario de invierno y de verano.

REMISIÓN DE PROYECTO A COMISIÓN

La señora PASCAL, doña Denise (Presidenta en ejercicio).- Si le parece a la Sala, se accederá a la proposición formulada por la Comisión de Cultura, Artes y Comunicaciones por la cual solicita el acuerdo de la Sala para que le sea remitido, antes de ser tratado por la Sala, el proyecto de ley, iniciado en mociones refundidas, que modifica la ley N° 19.733, sobre libertades de opinión e información y el ejercicio del periodismo, con el objeto de consagrar expresamente a los diarios electrónicos como medios de comunicación social y para exigir a dichos diarios el cumplimiento de las exigencias establecidas para los medios de comunicación social (boletines Nos 9460-19 y 9461-19, respectivamente), por tratar materias propias de su competencia.

¿Habría acuerdo?

Acordado.

CONSULTA A PRESIDENTA DE LA REPÚBLICA SOBRE FUSIÓN DE
PROYECTOS DE REFORMA CONSTITUCIONAL

La señora PASCAL, doña Denise (Presidenta en ejercicio).- Si le parece a la Sala, se accederá a la petición formulada por la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, en orden a consultar a su excelencia la Presidenta de la República su parecer en cuanto a refundir, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 17 A de la ley orgánica constitucional del Congreso Nacional, los siguientes proyectos de reforma constitucional, que se encuentran en primer trámite constitucional y primero reglamentario: el mensaje que otorga autonomía constitucional al Servicio Electoral (boletín N° 10055-07) y la moción que otorga autonomía al Servicio Electoral (boletín N° 840-07).

¿Habría acuerdo?

Acordado.

RÉPLICA A IMPUTACIONES (Aplicación del artículo 33 del Reglamento)

La señora PASCAL, doña Denise (Presidenta en ejercicio).- En uso del derecho que le confiere el artículo 33 del Reglamento de la Corporación, el diputado señor Jorge Rathgeb ha solicitado hacer uso de la palabra con motivo de las expresiones vertidas por el senador señor Alejandro Navarro.

Tiene la palabra el diputado Jorge Rathgeb.

El señor RATHGEB.- Señora Presidenta, quiero hacer uso del derecho que me confiere el artículo 33 del Reglamento de la Cámara de Diputados para responder las falsedades que ha propalado en mi contra el senador Alejandro Navarro en diversos medios de comunicación, entre ellos el diario El Sur, de Concepción. 

Con verdadero delirio, ha inventado supuestos vínculos entre mi actuación parlamentaria y los intereses de la industria pesquera con ocasión de la discusión de la ley de pesca tramitada y aprobada en 2013.

Pues bien, para no extenderme innecesariamente, solo debo señalar que asumí como diputado en marzo de 2014. Por lo tanto, como resulta obvio, no tuve participación alguna en la ley de pesca ni pudo suceder lo que él me imputa sin ninguna responsabilidad ni pudor.

No soy yo quien debe dar cuenta de corrección y honestidad en el ejercicio de la función parlamentaria. Por el contrario, son otros personeros quienes deberían entregar explicaciones, entre ellos el propio senador Navarro, quien debería dar una explicación creíble sobre la comida a la que asistió, junto con otro senador, para entrevistarse con el vicepresidente de Soquimich en el restaurante Da Carla, en Santiago, el 22 de enero de 2013, pues, a la luz de lo que hemos conocido por las investigaciones del Ministerio Público, se requieren mayores explicaciones respecto de lo tratado en ella.

Es en esa reunión, no en mi actuar, en que se pueden confundir la política con el dinero y el financiamiento ilegal de campañas.

He dicho.

V. ORDEN DEL DÍA

REBAJA DE QUORUM PARA CELEBRACIÓN Y ADOPCIÓN DE ACUERDOS DE ASAMBLEAS DE COPROPIETARIOS INMOBILIARIOS (Primer trámite
constitucional. Boletín N° 9380-14) [Continuación]

La señora PASCAL, doña Denise (Presidenta en ejercicio).- En el Orden del Día, corresponde continuar la discusión del proyecto de ley, iniciado en moción, que modifica la ley 
N° 19.537, sobre copropiedad inmobiliaria, con el objeto de rebajar los quorum mínimos requeridos para la realización de asambleas de copropietarios.

Hago presente a la Sala que el informe fue rendido en la sesión 29ª, de 2 de junio próximo pasado.

Antecedentes:

-La discusión del proyecto se inicio en la sesión 29ª y continuó en la 30ª de la presente legislatura, en 2 y 3 de junio de 2015, respectivamente.

La señora PASCAL, doña Denise (Presidenta en ejercicio).- Tiene la palabra el diputado Claudio Arriagada.

El señor ARRIAGADA.- Señora Presidenta, en primer lugar, saludo a la señora ministra de Vivienda y Urbanismo.

Para mí es un agrado intervenir sobre este proyecto, una muy buena iniciativa de la diputada Maya Fernández, que discutimos hace un tiempo en la Comisión de Vivienda, Desarrollo Urbano y Bienes Nacionales.

Permítanme mencionar algunos casos: en la Región Metropolitana, la población Santa Adriana, en que existen bloques de edificios; la población Santa Olga, en la comuna de Lo Espejo; la exvilla Lenin, hoy población Yungay, en La Granja, o los edificios de la población San Gregorio, en el frontis de Santa Rosa. Esos casos caracterizan una intervención de la década del 60 de la antigua Corhabit, después Corvi y hoy Servicio de Vivienda y Urbanización (Serviu).

Esos barrios se han deteriorado con el tiempo, han cambiado de propietarios y un alto número de viviendas han sido entregadas en arriendo, lo cual ha generado un verdadero caos de convivencia por el uso del suelo común y dificultades para constituir los requisitos legales para transformarse en condominios sociales, debido a la situación muy bien descrita en el proyecto por la diputada Maya Fernández.

En el último tiempo se han hecho esfuerzos importantes para respaldar este tipo de viviendas, que no corresponden al típico edificio donde las personas pagan gastos comunes, se rigen por normas administradas por un conserje, lo que garantiza una mejor calidad de vida. Esto no se cumple en el caso de los grupos habitacionales que nombré.

Además, una buena iniciativa del gobierno, cual es la postulación al fondo de mejoramiento del patrimonio familiar, en el último tiempo se ha visto ensombrecida por las famosas EGIS, que debemos corregir y mejorar.

Una vez superadas las dificultades de organización, en esos barrios pudieron postular proyectos para cambiar techumbres, que eran reparadas desde la década del 60, lo que ponía en situación de riesgo particularmente el último piso de los edificios, donde a veces familias ancianas y jubilados vivían en pésimas condiciones.

No es recomendable generalizar, pero debemos reconocer que hemos fracasado con las EGIS. Por consiguiente, urge un sistema de acreditación con exigencias y estándares de calidad, pero sobre todo de responsabilidad de estas organizaciones, orientadas a beneficiar a los sectores más carentes, tanto en Santiago como en regiones.

El proyecto permitirá enfrentar riesgos de seguridad a los que hoy están sometidos esos lugares. Además, se genera caos en el uso irregular del suelo común, en el que algunos construyen aparcaderos de vehículos o se produce acumulación de desechos y cachureos, que impiden el paso de vehículos de emergencia y de seguridad. Como dije, esta iniciativa permitirá superar esas situaciones y adoptar medidas concretas para el bienestar de la población, que hoy se encuentra francamente deteriorada.

Por último, quiero repetir algo que manifesté en la comisión el día en que aprobamos el proyecto, ante la presencia de la ministra de Vivienda y Urbanismo, después de la intervención de su asesora, que se relaciona con una realidad que llamó la atención en el momento, por las palabras que utilicé: palafitos urbanos. Si ustedes recorren esos barrios y la periferia de San Bernardo o de Puente Alto, se van a encontrar con la autoconstrucción de viviendas en altura, paralelas al cuarto o quinto piso de los edificios, en muy precarias condiciones.

Cuando las familias crecen y enfrentan el hacinamiento, toman medidas desesperadas, sin preocuparse de si el material usado tiene la resistencia necesaria y garantiza la seguridad e integridad de la familia. Simplemente, de manera desesperada, pretenden resolver un problema de necesidad de ampliación.

Si bien la bancada de la Democracia Cristiana concurrirá a la aprobación de este importante proyecto, he querido intervenir para hacer notar estas cuatro observaciones que buscan simplificar la reglamentación de la Ley sobre Copropiedad Inmobiliaria, para que sea posible la conformación de condominios de viviendas sociales. Sé que en el Ministerio de Vivienda y Urbanismo se están tomando medidas para mejorar la calidad de vida de un número importante de personas que viven en este tipo de condominios.

He dicho.

La señora PASCAL, doña Denise (Presidenta en ejercicio).- Tiene la palabra la diputada señora Maya Fernández.

La señora FERNÁNDEZ (doña Maya).- Señora Presidenta, este proyecto fue discutido en la Comisión de Vivienda, Desarrollo Urbano y Bienes Nacionales, y finalmente fue aprobado por todos los presentes. De manera que quiero destacar el trabajo realizado en esa oportunidad.

El fenómeno de la convivencia en condominios de viviendas sociales y de copropiedad inmobiliaria no ha sido analizado en profundidad. Existe una realidad social que ha cambiado y una ley de copropiedad que no da cuenta de dichos cambios ni menos de su complejidad. La expansión inmobiliaria ha generado nuevas formas de convivencia y de constitución de comunidades, que han derivado en problemáticas diferentes.

Uno de los problemas observados son los quorum exigidos para las asambleas de copropietarios. La baja participación en estas instancias produce una excesiva autonomía de los organismos ejecutivos del edificio, ya sea el administrador o el comité de administración. Los altos quorum que contempla la ley impiden que aquellas personas que eventualmente deciden participar en asambleas, puedan realizarlo efectivamente, pues con frecuencia no se reúne el quorum necesario para constituirse o para adoptar decisiones. Entonces, se produce un círculo vicioso de desincentivos a la participación.

La legislación actual exige 60 por ciento de propietarios presentes para la constitución de asambleas ordinarias y 80 por ciento para la constitución de asambleas extraordinarias. Estos altísimos umbrales son difíciles de alcanzar, por lo que proponemos una sustantiva disminución. Así, para el primer caso, se reducirá a 40 por ciento el quorum exigido, mientras que en el caso de las asambleas extraordinarias, el quorum se reducirá hasta llegar a 50 por ciento.

Una de las aprensiones planteadas durante el debate en la comisión fue cómo se resguardaría que las decisiones sensibles para la comunidad fueran adoptadas con quorum más altos. Por ello, mantuvimos la regla específica que contempla la ley para que ciertas materias, como la enajenación de bienes de dominio común, la reconstrucción o la demolición del edificio, requieran quorum de 80 por ciento. Sin embargo, en segunda citación solo se requerirá 50 por ciento, pues entendemos que, de no existir el quorum suficiente, se debiese requerir menos propietarios presentes, los realmente interesados. Esto también servirá para incentivar a participar, pues se sabrá que es mucho más probable que en segunda citación sí se constituya la asamblea y se tomen decisiones importantes.

La legislación no toma en cuenta una realidad común en todos estos edificios, cual es el arriendo y la ocupación informal de las propiedades. Dado lo lucrativo del negocio inmobiliario y el hecho de que los contratos muchas veces se firman a través de intermediarios, al final se produce una situación singular, en que muchos arrendatarios ni siquiera conocen al dueño del inmueble. Esto significa que quienes habitan allí, pero que no son propietarios, no pueden hacer valer su opinión con su voto en las asambleas, a pesar de verse afectados por las decisiones diarias, por ejemplo, sobre los gastos comunes o sobre el reglamento. Siempre es posible que los contratos de arrendamiento establezcan que el propietario ceda su derecho a voto al arrendatario, pero no es una obligación ni una práctica generalizada. 

Por ende, lo que proponemos es que los arrendatarios puedan votar en estas instancias, a menos que el propietario activamente se reserve su derecho a voto, debiendo informar de ello al comité de administración mediante carta certificada.

En definitiva, es fundamental la participación en las instancias en que se deciden materias que afectan a todos los habitantes de estos condominios, pues solo así se asegura la sostenibilidad de las decisiones y que estas sean acatadas por todos. Sin duda, los problemas que he relatado son solo uno de muchos otros que se viven en condominios, pero avanzar en esta materia es un pequeño paso para mejorar la calidad de vida de esas personas.

Más importantes aún son los cambios que puedan realizar las personas para una buena convivencia, con conocimiento de la ley a cabalidad y exigiendo sus derechos, ya sea como propietarios o como residentes de un edificio. La vida en comunidad exige residentes más informados, más tolerantes, más respetuosos y dialogantes, de manera que la copropiedad no sea un tormento, sino un lugar donde todos, como ciudadanos, colaboremos para mejorar la vida del otro.

He dicho.

La señora PASCAL, doña Denise (Presidenta en ejercicio).- Tiene la palabra la diputada Karol Cariola.

La señorita CARIOLA (doña Karol).- Señora Presidenta, primero quiero saludar a la ministra de Vivienda y Urbanismo, señora Paulina Saball, a quien agradezco su presencia y apoyo a un proyecto que nació de una moción.

Felicito especialmente a la diputada Maya Fernández por haber levantado esta iniciativa, y a todos los diputados que nos apoyaron, pues soy coautora de la misma, que busca facilitar la participación de los vecinos en las comunidades de copropietarios, al rebajar los quorum que establece la Ley sobre Copropiedad Inmobiliaria necesarios para realizar asambleas ordinarias y extraordinarias y para adoptar acuerdos.

Actualmente, los quorum establecidos en la Ley sobre Copropiedad Inmobiliaria tienen una alta exigencia. Esta situación impide u obstaculiza la actuación de los copropietarios en las asambleas y, además, como expresó la diputada Maya Fernández, genera desincentivo en la participación de los copropietarios en esas instancias. Por lo tanto, muchas veces se dificultan las decisiones que benefician a la mayoría de la comunidad.

A ello debemos sumar que cada vez hay más edificios que se desarrollan en copropiedad, debido al crecimiento urbano. Por lo tanto, se hace necesario ajustar los quorum de funcionamiento para poder tomar decisiones en las asambleas.

Por otra parte, se debe considerar de mejor forma a los arrendatarios, pues muchas veces los copropietarios compran departamentos para ponerlos en arriendo, pero no declaran en el contrato que el arrendatario puede representar al dueño en las asambleas, lo que provoca una situación de inmovilidad de estas instancias, por la imposibilidad de alcanzar los quorum exigidos por la ley. Es importante considerar este último elemento; por esa razón se incluyó en el proyecto.

Se rebajan los quorum para las citaciones y para los acuerdos en las asambleas ordinarias y extraordinarias, y sen permite a los arrendatarios el derecho a voz y voto, salvo que el propietario señale su voluntad en contrario. Se mantienen protegidos los quorum altos en situaciones complejas, como la enajenación del inmueble o algunas disposiciones administrativas que dependen directamente de los dueños de la propiedad.

Sin duda, se trata de una medida democratizadora de esos espacios. Tal como lo dijo el diputado Arriagada, el proyecto permite que en las asambleas de copropietarios se puedan tomar decisiones sobre los espacios y bienes comunes que, lamentablemente, muchas veces son mal utilizados y se transforman en un círculo vicioso, debido a que las asambleas ordinarias o extraordinarias tienen altos quorum para tomar decisiones.

Hago un llamado para que la Cámara de Diputados apruebe esta iniciativa, que valoramos mucho más por tener su origen en una moción.

El proyecto, que tuvo una importante discusión en la Comisión de Vivienda, Desarrollo Urbano y Bienes Nacionales de la Cámara de Diputados, contó con el respaldo del gobierno, hecho que valoramos mucho, pues ayudó a mejorar su calidad.

Anuncio mi voto favorable a la iniciativa y convoco a los diputados a aprobarla, pues constituye una ayuda para los copropietarios en cuanto a mejorar su calidad de vida dentro de sus propias comunidades.

He dicho.

La señora PASCAL, doña Denise (Presidenta en ejercicio).- Tiene la palabra la diputada Alejandra Sepúlveda.

La señora SEPÚLVEDA (doña Alejandra).- Señora Presidenta, agradezco a la diputada Maya Fernández por habernos invitado a suscribir esta moción, que nos parece muy pertinente. 

Luego del enorme terremoto que azotó a nuestro país, una de las dificultades más grandes, en términos prácticos, fue la incapacidad de tomar decisiones en los edificios y condominios, por los altos quorum requeridos para las asambleas. Mucha gente no estaba en los edificios o simplemente los abandonó; incluso, algunos nunca más volvieron, por el gran shock que les produjo la catástrofe.

La iniciativa tiene por objeto resolver esos temas, lo cual significa que la ley debe amoldarse a la realidad y no al revés; la realidad nos enseña que no es posible mantener los actuales quorum exigidos para tomar decisiones colectivas de carácter comunitario. El proyecto de ley propone que el arrendatario, en compromiso y coordinación con el propietario, pueda tomar decisiones respecto del inmueble que habita permanentemente. 

Por otra parte, el Ministerio de Vivienda y Urbanismo está llevando a cabo interesantes programas piloto, y no siempre se reúne la cantidad necesaria de copropietarios para llevar a cabo una asamblea y tomar decisiones. Por ejemplo, en condominios de la comuna de Las Cabras hay complicaciones para realizar reuniones, debido al quorum que se exige, en que los arrendatarios no pueden participar en la toma de decisiones. 

Así, el Programa de Regeneración de Condominios Sociales ha sido tremendamente exitoso y, a mi parecer, ha cambiado la realidad de sectores y edificios que estaban prácticamente abandonados, en que no se podían hacer las inversiones necesarias, porque no se podían tomar decisiones sobre aspectos comunes, como las escaleras, la impermeabilización de los departamentos, la mantención de las ventanas colectivas, los estacionamientos comunitarios, etcétera. 

Esta iniciativa permite tomar decisiones que hoy no se pueden adoptar. Por una parte, reconoce a los arrendatarios como protagonistas de las decisiones que se tomen, y, por otra, rebaja los quorum mínimos requeridos para la realización de asambleas de copropietarios. 

Finalmente, agradezco la presencia de la ministra de Vivienda y Urbanismo. 

He dicho.

La señora PASCAL, doña Denise (Presidenta en ejercicio).- Tiene la palabra la diputada Loreto Carvajal.

La señora CARVAJAL (doña Loreto).- Señora Presidenta, felicito a la diputada Maya Fernández por ser la impulsora de este proyecto de ley, que consiste en facilitar la participación de los vecinos en las comunidades de copropietarios, al rebajar los quorum que establece la Ley sobre Copropiedad Inmobiliaria para realizar asambleas ordinarias y extraordinarias, y para adoptar acuerdos.

Los quorum actualmente exigidos en las asambleas de copropietarios son demasiado altos, lo que genera situaciones difíciles, no solo en lo que respecta a la convivencia, sino también a la mantención de los bienes comunes. 

Muchas de las iniciativas que los copropietarios quisieran emprender, tanto desde el punto de vista del acceso a subsidios como de la toma de decisiones respecto de los espacios comunes, se ven frustradas a raíz de los quorum exigidos, dado que no siempre se pueden reunir, ya sea porque los copropietarios no viven en la comunidad y los arrendatarios que ocupan sus inmuebles no tienen poder para representarlos, o, simplemente, porque la participación en las asambleas es escasa, como lo podemos apreciar a diario.

La iniciativa propone permitir a los arrendatarios participar en dichas asambleas con derecho a voz y voto, pero cautelando los derechos del propietario en la toma decisiones importantes o que puedan afectar sus derechos en los bienes comunes.

En este orden de ideas, se propusieron indicaciones, dentro de las cuales las más importantes señalan lo siguiente: 

Se reemplaza el inciso tercero del artículo 19 de la ley N° 19.537, en el siguiente sentido: Las asambleas extraordinarias para tratar las materias señaladas en los números 1, solo cuando se alteren los derechos en el condominio o se refiera la modificación a los numerales siguientes; 2 (enajenación o arrendamiento de bienes de dominio común o la constitución de gravámenes sobre ellos); 3 (reconstrucción o demolición del condominio), 4, 7, 10, 11, 12 y 13 del inciso quinto del artículo 17 requerirán para constituirse, en primera citación, la asistencia de los copropietarios que representen, a lo menos, el 80 por ciento de los derechos en el condominio, y, en segunda citación, la de los copropietarios que representen, a lo menos, el 60 por ciento de tales derechos. Los acuerdos se adoptarán, en el primer caso, con el voto favorable de los asistentes que representen, a lo menos, el 75 por ciento de los derechos en el condominio, y, en el segundo, con el voto favorable de aquellos que representen, a lo menos, el 50 por ciento de los derechos en el condominio.

Se permite que los copropietarios ausentes sean representados en las asambleas de pleno derecho por sus arrendatarios, a menos que les hubieren denegado expresamente esa facultad o se trate de asambleas extraordinarias que tengan por objeto resolver las materias que enumera el inciso tercero del artículo 19.

Se declaran modificados ipso jure todos los reglamentos de copropiedad en lo que respecta a los quorum que la ley establece, de modo que estos prevalezcan sobre los que hubieren dispuesto previamente las empresas inmobiliarias o acordado los copropietarios.

En atención a que las asambleas tienen escasa participación debido a las exigencias legales, se hace muy necesario, urgente y valorable este proyecto de ley.

Finalmente, reitero mis felicitaciones a la diputada Maya Fernández. Dado que se ha expresado un consenso mayoritario, espero que el proyecto se apruebe por amplia mayoría.

He dicho.

La señora PASCAL, doña Denise (Presidenta en ejercicio).- Tiene la palabra el diputado Roberto Poblete.

El señor POBLETE.- Señora Presidenta, en primer lugar, saludo a la ministra de Vivienda y Urbanismo y a quienes nos acompañan en las tribunas.

Muchos años han pasado desde que, a mediados de los años 90, se dictó la Ley 
N° 19.537, sobre Copropiedad Inmobiliaria, que vino a reemplazar a la antigua normativa que databa de la década de los 30. 

Muchos años han pasado desde que se modernizó una legislación que daba cuenta de un incipiente desarrollo inmobiliario, que hoy, a veinte años, es un consolidado mercado, creciente y pujante, aunque a veces sobredimensionado.

Hasta ahí parece estar todo bien; pero visto esto puertas adentro, en los propios condominios y comunidades, en las viviendas en altura ocupadas por numerosas familias, la cosa es muy distinta. Ahí se ve una vida en común, que de común, desgraciadamente, ya poco tiene, debido a largas jornadas de trabajo, a la existencia de familias monoparentales, pero también a la gran cantidad de personas que viven solas, factores que hacen que exista, a veces, un escaso interés por participar en las decisiones colectivas de su comunidad habitacional. 

De ahí que este problema derive, generalmente, en la imposibilidad de tomar decisiones colectivas en los condominios, pues los copropietarios o no están o no asisten a las asambleas, lo que ha derivado en una traba permanente para el ejercicio de la administración del edificio o condominio, y también en una dificultad recurrente para el comité de administración.

Debido a estas razones y a muchas otras, de todo corazón he querido apoyar y patrocinar esta magnífica iniciativa de ley presentada por nuestra compañera Maya Fernández, pues representa un avance sustancial respecto de la copropiedad inmobiliaria en Chile, ya que se centra en dotarnos de una legislación más eficaz en esta materia, que hoy -como dije- es la forma urbana más importante de vivir, pero que también es una manera relevante del vivir rural. 

Por todo esto, la adecuación de los quorum de constitución de las asambleas es, a esta altura, más que necesaria, pues no podemos seguir con una norma que establece altos quorum de constitución y de votación en las asambleas. 
En tal línea de argumentación, esta moción precisamente busca facilitar la participación de los vecinos en las comunidades de copropietarios, rebajando los quorum que establece la Ley sobre Copropiedad Inmobiliaria para realizar asambleas ordinarias y extraordinarias, y para adoptar acuerdos.

Queremos abrir la puerta a la participación cierta y real de los copropietarios y arrendatarios en las comunidades. Por ello se postula rebajar los quorum que establece la ley actualmente para realizar asambleas ordinarias y extraordinarias, y para adoptar acuerdos, aspecto que, hasta ahora, ha sido más un impedimento que una norma facilitadora. Así de simple.

No podemos mantener estas normas jurídicas en vigencia con la actual proliferación de edificios en muchas comunas de nuestro país, por lo cual se hace necesario ajustar los quorum, con el fin de que las asambleas de copropietarios se puedan llevar a cabo de manera eficaz, segura y solvente, para incentivar la participación y fomentar que las decisiones importantes se tomen por la mayor cantidad de vecinos posible. Hoy, debido a la imposibilidad de reunir los quorum exigidos por la ley para adoptar acuerdos, las sesiones de asambleas ordinarias o extraordinarias fracasan sin resultado alguno, ya sea por falta de interés de los copropietarios o porque hay una importante cantidad de arrendatarios, lo que hace que muchos de los copropietarios que compran departamentos a modo de inversión y que los entregan en arriendo, no constituyan poder suficiente de representación a sus arrendatarios. 

Entonces, con mayor razón se justifica que esta moción modifique la ley N° 19.537, para que los arrendatarios puedan actuar con voz y voto en las asambleas por el solo ministerio de la ley, salvo que el propietario señale su voluntad en contrario en el respectivo contrato.

Finalmente, quiero detenerme en lo que el proyecto de ley propone en cuanto a rebajar de 60 a 40 por ciento el requisito para la constitución de las asambleas ordinarias, y de 80 a 60 por ciento para las asambleas extraordinarias, lo cual simboliza una mejora ostensible en este ámbito, que hará posible la formación de un asentimiento colectivo de forma simple, con disminución de entorpecimientos y con indudables beneficios para la toma de decisiones en las copropiedades inmobiliarias.

Un proyecto como este constituye un afán modernizador para hacer frente a las nuevas dificultades que tiene la vida en comunidad. Representa un esfuerzo por adecuar el tráfago vertiginoso de la vida actual a las necesidades de los propietarios y arrendatarios, cuya pertenencia cada vez más numerosa a condominios en altura o en plano hace inevitable dar renovadas herramientas para que los actos de administración sean escrutados por quienes son sus destinatarios. En síntesis, estamos en presencia de un muy buen proyecto y nos enorgullecemos de ello.

Por lo tanto, anuncio que lo aprobaré entusiastamente.

He dicho.

La señora PASCAL, doña Denise (Presidenta en ejercicio).- Tiene la palabra el diputado señor Joaquín Tuma.

El señor TUMA.- Señora Presidenta, en primer lugar, saludo a la ministra de Vivienda y Urbanismo, señora Paulina Saball, quien nos acompaña esta mañana.

Me siento contento de haber participado en la discusión en la comisión técnica, que analizó cómo modificar los quorum exigidos para la realización de asambleas ordinarias y extraordinarias de copropietarios.

En los últimos 25 a 30 años, Chile ha cambiado sustancialmente. Hoy, el acceso al crédito, a tener una vivienda, como un departamento, es mucho más fácil, a consecuencia, precisamente, del aumento de los instrumentos financieros que nuestra sociedad ha podido compartir.

Esto también tiene relación con una situación nueva que viene desde la década de los 90, cuando en los liceos de Chile se eliminaron las asignaturas de educación cívica y de econo-
mía, que queremos reponer. En su discurso del 21 de Mayo, la Presidenta de la República anunció la reincorporación de la educación cívica en los liceos, pero espero que también se incluya la asignatura de economía.

Hoy las familias chilenas están abordando situaciones absolutamente nuevas. Por ejemplo, el acceso a la tarjeta de crédito y la posibilidad de acceder a los créditos hipotecarios son parte del diario vivir. 

Sin embargo, aquí nos encontramos con una situación bastante compleja, cuando las personas compran un departamento o forman parte de quienes habitan un condominio urbano o rural, y no saben cuáles son sus deberes y obligaciones. Naturalmente, esta situación ha llevado a que las políticas al interior del Ministerio de Vivienda y Urbanismo, específicamente respecto de las viviendas sociales en departamentos, determinen que estas lleguen a cuatro pisos, porque construir edificios sociales de ocho o diez pisos implicaría la necesidad de contar con ascensores. 

Por lo tanto, como ello significaría pagar una cuota mensual de mantenimiento, y en muchas familias chilenas no está en el ánimo ni en la percepción cumplir con esa obligación, no se construye ese tipo de edificios.

Toda la ciudadanía debe entender cómo funciona la copropiedad inmobiliaria, con una administración y con la obligación de participar en las asambleas, tanto ordinarias como extraordinarias. Muchas veces, la gestión administrativa fracasa debido a que la gente no tiene el incentivo para participar en este tipo de reuniones ni comprende cuáles son sus derechos y obligaciones.

Estamos rebajando los quorum porque hay muchos departamentos de condominios que son de propiedad de personas que han fallecido o que no están habitando sus propios departamentos, porque los arriendan, de manera que, cuando se cita a reunión, no llega el número mínimo de copropietarios exigido en la ley y en los reglamentos.

Por lo tanto, estamos permitiendo una rebaja porcentual del quorum, tanto en las reuniones ordinarias como en las extraordinarias. En ese sentido, para que sean válidas las reuniones, en las primeras se reducirá la asistencia mínima de 60 a 40 por ciento, y en las segundas, de 80 a 60 por ciento, en primera citación. De esta manera haremos más fácil la toma de decisiones, la organización y la participación de los ciudadanos en el condominio que habitan.

Estoy muy contento por esta iniciativa, que votaré a favor. Espero que los demás diputados también voten en el mismo sentido.

He dicho.

La señora PASCAL, doña Denise (Presidenta en ejercicio).- Tiene la palabra el diputado Giorgio Jackson.

El señor JACKSON.- Señora Presidenta, por su intermedio, saludo a la ministra señora Paulina Saball.

Se ha dicho bastante que es importante revisar las normas que regulan la convivencia en edificios y condominios, sobre todo considerando la explosión inmobiliaria ocurrida en muchos lugares de nuestro país.

Agradezco a los diputados que presentaron esta iniciativa. La comuna de Santiago, que constituye el distrito que represento, es una de las ciudades que ha sufrido bastante el fenómeno de la explosión inmobiliaria. Ello ha generado un deterioro en las relaciones interpersonales entre vecinos, lo que es muy recurrente en muchos sectores, como el de Santa Isabel, y en los barrios que han emergido durante los últimos diez o quince años.

Por ello, decidimos generar una instancia de participación ciudadana denominada “El Congreso Ciudadano”, que aborda la situación de la convivencia entre vecinos que habitan viviendas sujetas al régimen de copropiedad inmobiliaria. En esta instancia invitamos a los ciudadanos a participar en el proceso de modificación de la Ley sobre Copropiedad Inmobiliaria. A la primera versión del Congreso Ciudadano convocamos a los miembros de la Comisión de Vivienda de la Cámara de Diputados, de los cuales se sumaron las diputadas Karol Cariola, Maya Fernández y Loreto Carvajal, y los diputados Jaime Pilowsky y Pedro Browne.

En una primera fase se realizó una encuesta; en mi distrito se encuestó a más de setecientos vecinos. Recibimos miles de respuestas en nuestra plataforma digital. Tuvimos reuniones con organizaciones sociales que trabajan en condominios de viviendas sociales, y con la ilustre Municipalidad de Santiago, dada su experiencia en materia de aplicación de la Ley sobre Copropiedad Inmobiliaria. Realizamos actividades presenciales con los vecinos para que propusieran soluciones a los problemas identificados en la encuesta, y mesas de trabajo con los vecinos que han acompañado las propuestas. 

Finalmente, el sábado 6 de junio realizamos una actividad presencial en la sede del Congreso Nacional en Santiago, en la que devolvimos a los vecinos los resultados preliminares y se priorizaron algunos de los problemas y sus respectivas soluciones.

Durante el desarrollo de esa instancia, en la cual participaron muchos vecinos, sobre todo de los comités de administración -aprendimos mucho de la experiencia de ellos-, surgieron muchas ideas, entre las cuales se encuentran precisamente las que propone este proyecto de ley. Por ejemplo, fue recurrente entre los vecinos plantear la exigencia de bajar los quorum en las asambleas de copropietarios y de entregar facultades a los arrendatarios para participar en decisiones sobre los aspectos más cotidianos de la vida en edificios y condominios.

Sin perjuicio de que votaré a favor el proyecto, estimo necesario hacer presente que en el transcurso de las referidas actividades se hicieron evidentes muchos otros conflictos, no previstos en esta iniciativa, que nos imponen nuevos desafíos que deberemos abordar en el futuro.

En lo inmediato, sería importante que el Ministerio de Vivienda comience a trabajar en nuevas modificaciones a la Ley sobre Copropiedad Inmobiliaria, que son muy necesarias para fomentar la participación de los vecinos; por ejemplo, que se aumente el número de asambleas obligatorias en el año, u otras estrategias que vayan en la dirección de potenciar la vida en comunidad. Entre otras sugerencias planteadas por los vecinos, se mencionó la posibilidad de fortalecer las facultades de las municipalidades en este ámbito, por la vía de hacer obligatoria su mediación en los conflictos que surjan en los condominios.

Esos son algunos de los desafíos que deberemos acometer para enfrentar las consecuencias de los cambios ocurridos en la composición demográfica y urbana de nuestras ciudades, fenómeno que, por haber sido dejado al arbitrio del mercado, se “desplanificó”, lo que originó los problemas de convivencia que hoy nos urge resolver. En efecto, esta discusión nos muestra lo importante que es remediar dichos problemas y planificar de qué manera viviremos en el futuro, no solo en nuestros espacios íntimos, sino también en los barrios, en la comuna, en la ciudad.

Esperamos poder revisar en conjunto esos desafíos. Desde ya nos ponemos a disposición de la ministra para todo aquello que quiera acometer en orden a introducir los cambios que faltan en esta materia.

Por lo expuesto, anuncio mi voto a favor del proyecto. Espero que nos propongan una agenda con más propuestas para mejorar la convivencia de los vecinos.

He dicho.

La señora PASCAL, doña Denise (Presidenta en ejercicio).- Tiene la palabra el diputado René Manuel García.

El señor GARCÍA (don René Manuel).- Señora Presidenta, antes de referirme al proyecto, permítame saludar a la señora ministra.

Se han dicho muchas cosas sobre la iniciativa en discusión, pero para mí lo más importante es que evita los abusos; y los evita por una razón muy simple. Antes era frecuente que los vecinos que vivían en el primer piso de un edificio ocuparan parte de los espacios comunes aledaños a su departamento -por ejemplo, se tomaban el área verde continua-, y nadie podía discutirles nada por una razón muy simple: nunca se reunía el quorum requerido para realizar las asambleas y resolver el problema. En efecto, mucha gente se organizaba precisamente para evitar que se reuniera el quorum mínimo necesario para que se adoptaran las medidas del caso. Y así pasaban años y años, y la situación quedaba sin resolverse, con lo cual los vecinos veían cómo paulatinamente disminuían los espacios comunes en el condominio. ¿Quiénes eran los beneficiados? Los vecinos del primer piso, porque tenían acceso directo al patio del condominio.

Con la rebaja de los quorum que propone la iniciativa, la gente por lo menos podrá defenderse de abusos como el mencionado. Pero esa defensa requiere que el vecino cumpla con su responsabilidad de asistir a las asambleas, para discutir y votar en todos los asuntos que se traten respecto de su condominio.

Esto me recuerda el típico caso -conversamos sobre eso en la comisión- de quienes tienen el proyecto de adquirir una vivienda propia, para lo cual asisten a todas las reuniones a las que los citan. Para eso nunca falta el quorum; asiste el ciento por ciento de los interesados. Pero cuando ya se ha alcanzado el objetivo, solo el 10 o el 20 por ciento de los beneficiados asiste a la ceremonia de entrega de la población respectiva, a la que concurre la ministra o cualquier otra autoridad. A los demás les da lo mismo lo que pase en adelante; ya son dueños de sus casas, las pueden ocupar y hacer lo que quieran.

En ese mismo momento empieza la organización de algunas personas para tomarse un pedacito de terreno en el cual estacionar el auto, instalar un bolichito o un quiosco. Y cuando se apoderan de esos espacios, empiezan las peleas con los vecinos. Pero con la aprobación de este proyecto, los afectados tendrán una mejor posibilidad de defenderse.

Una preocupación que planteé en la comisión, que hice presente a la ministra y a sus asesores, dice relación con el quorum de 50 por ciento más uno de los presentes para tomar acuerdos. Respecto de eso me surgieron dudas, porque, por ejemplo, si en un condominio hay cien copropietarios y a la asamblea asisten solo veinte, ¿se podrán adoptar acuerdos con tan solo 11 votos? ¡Esa es la pregunta!

Yo lo hallo peligroso, por la misma razón que mencioné al principio de mi intervención: si solo once o doce personas se organizan para, al revés del primer caso, reunirse en asamblea y hacer lo que quieran, no habremos favorecido mucho al condominio con la iniciativa.

Por eso es importante que la gente tome conciencia de lo importante que es su asistencia a las asambleas, que es donde se determina el monto de las cuotas que se van a cobrar, se decide sobre el uso y destino de los espacios comunes, o sobre quién será el administrador, y se resuelve un conjunto de otras materias relevantes para la vida en comunidad.

En definitiva, como consideramos que el proyecto en debate puede ayudar para alcanzar una mejor convivencia entre los vecinos de los condominios, Renovación Nacional, al igual como sucedió en la comisión, lo votará favorablemente. Ojalá que no termine siendo letra muerta, sino que beneficie a los propietarios y demás personas de habitan en los condominios, para que, sobre la base de los nuevos quorum que se establecen, tengan la posibilidad de asistir a las asambleas para defender mejor sus derechos.

No agrandemos la situación más de lo que es; no digamos esto o lo otro, ni nos reprochemos porque no se le puso esto o esto otro. Lo que queremos es que la gente asista a las asambleas y que tenga clara y precisa conciencia de que este proyecto va en su beneficio. Nada más. Si más adelante se pueden agregar otras cosas, haremos las modificaciones necesarias, porque es indudable que siempre una normativa se puede mejorar.

Con esta iniciativa mejoraremos sustancialmente nuestra legislación y evitaremos, según mi modesta opinión, muchos abusos que se dan y que provienen de algunas personas que se organizan, como he dicho en repetidas ocasiones, para tomarse algunos espacios comunes.

Felicitamos a nuestra colega Maya Fernández por haber presentado esta iniciativa de ley tan interesante para los condominios del país, la cual apoyaremos entusiastamente con nuestros votos a favor.

He dicho.

La señora PASCAL, doña Denise (Presidenta en ejercicio).- Tiene la palabra el diputado Enrique Jaramillo.

El señor JARAMILLO.- Señora Presidenta, seré muy breve.

Tras analizar someramente la iniciativa, pude apreciar el beneficio que significará para mucha gente. Por lo tanto, vaya primero mi felicitación para su autora, la colega Maya Fernández, y para quienes la acompañaron con su patrocinio. Sin lugar a dudas, vamos a aprobar el proyecto.

Esta moción permitirá, de una vez por todas, terminar con la imposibilidad fáctica de que se reúnan los quorum exigidos por la ley para realizar asambleas de copropietarios. Ese es un punto trascendental. Otro beneficio de esta futura ley es que terminará con el abuso hacia los arrendatarios. Digo esto porque lo que hoy sucede es que los propietarios que entregan en arriendo sus viviendas en condominios se desligan de los problemas que afectan a la comunidad. Para mí, ese es el aspecto más importante que soluciona el proyecto. Constantemente, se hacen reclamos ante las administraciones de los condominios, o denuncias en las comisa-
rías o ante otras autoridades encargadas de fiscalizar, debido a situaciones a veces extrañas que ocurren en los condominios.

Por lo tanto, vaya mi aprobación al proyecto. Insisto en que una de las normas fundamentales que aprobaremos es aquella que establece que el arrendatario, que hoy no puede reclamar sus derechos como habitante de un condominio, porque no estaba consagrado en la ley, ahora sí podrá hacerlo.

He dicho.

La señora PASCAL, doña Denise (Presidenta en ejercicio).- Tiene la palabra el diputado Leonardo Soto.

El señor SOTO.- Señora Presidenta, antes de proceder a justificar mi voto favorable, quiero saludar y agradecer la presencia de la ministra de Vivienda, quien nos ha acompañado esta mañana durante todo el debate. Asimismo, felicito pública y expresamente a la diputada Maya Fernández y a los demás parlamentarios que patrocinaron el proyecto que estamos discutiendo.

La moción pretende resolver problemas reales y concretos que se presentan especialmente en los conjuntos habitacionales denominados “condominios sociales”, emplazados en las periferias de todas las grandes ciudades.

Hablo particularmente por las grandes extensiones de condominios sociales que existen en la comuna de San Bernardo, que pertenece al distrito que represento, las que necesitan con urgencia -reitero: con urgencia- una intervención para mejorar sus espacios comunes, que, por el paso del tiempo y la mala calidad de la construcción, se han ido deteriorando y presentan condiciones inseguras y hasta indignas para sus habitantes.

El Ministerio de Vivienda ha creado varios programas para hacer frente a esta realidad, esto es, para reparar y mejorar ese tipo de condominios, pero su implementación se encuentra con un impedimento legislativo, que consiste en que los actuales quorum que establece la Ley sobre Copropiedad Inmobiliaria, que es el instrumento que regula la forma de aprobar las mejoras en los bienes comunes, son un verdadero lastre, un obstáculo para la toma de decisiones de los copropietarios reunidos en asamblea.

Eso redunda, sin lugar a dudas, en una dilación a veces eterna para lograr los quorum necesarios que permitan realizar asambleas y tomar acuerdos en ellas para mejorar la calidad de vida de los vecinos o para sancionar aspectos relevantes para la comunidad en que habitan.

Haciéndose cargo de ese problema, el proyecto de ley propone:

a) Mejorar las condiciones de organización y actuación de los copropietarios; 

b) Rebajar sustantivamente los quorum para la realización y constitución de asambleas y para la adopción de acuerdos; 

c) Incentivar la participación de los vecinos en sus comunidades de copropietarios, sean arrendatarios o propietarios, y 

d) Modificar los reglamentos de cada una de las unidades de copropiedad por el solo ministerio de la ley.

El proyecto de ley persigue un objetivo específico, cual es destrabar los obstáculos que impiden que las personas se conecten con sus beneficios.

Por lo expuesto, anuncio mi voto favorable a la iniciativa. Hago votos para continuar legislando con el objeto de destrabar y remover todos los formalismos que no se condicen con la realidad que viven los chilenos y chilenas. De esa forma se facilitará la participación y la aprobación de los proyectos que, sin duda, mejorarán la calidad de vida de quienes habitan en condominios sociales.

He dicho.

La señora PASCAL, doña Denise (Presidenta en ejercicio).- Tiene la palabra la ministra de Vivienda y Urbanismo, señora Paulina Saball.

La señora SABALL, doña Paulina (ministra de Vivienda y Urbanismo).- Señora Presidenta, quiero manifestar nuestro apoyo como Ministerio de Vivienda a este proyecto de ley, que nace de una moción impulsada por la diputada Maya Fernández, y apoyada por las diputadas Karol Cariola, Daniella Cicardini, Alejandra Sepúlveda y Camila Vallejo, y por los diputados Iván Fuentes, Vlado Mirosevic, Daniel Núñez y Roberto Poblete.

En primer lugar, cabe señalar que la copropiedad inmobiliaria se ha convertido -ello seguirá aumentando- en una forma de habitación que permite resolver los problemas de escasez de suelo y que posibilita el mejor emplazamiento de las viviendas en los centros de las ciudades. 

En segundo lugar, no cabe duda de que la copropiedad inmobiliaria tiene como base la participación, por cuanto exige que se resuelvan en comunidad aquellos asuntos que dicen relación con el bien común, es decir, no solo con el habitar al interior del hogar, sino también con los espacios comunes.

Apoyamos firmemente esta moción, por cuanto una cantidad muy importante de copropiedades está constituida por los condominios de viviendas sociales, y porque una parte relevante del déficit cualitativo que existe en el país lo constituyen precisamente dichos condominios, pues, como se ha señalado, con el tiempo se han ido deteriorando, lo que ha traído consigo problemas de convivencia y el deterioro de las condiciones de vida de quienes los habitan.

Por ello, durante su anterior gobierno, la Presidenta Bachelet impulsó un programa destinado a asignar subsidios estatales a la reparación y mejoramiento de esos condominios, programa que ha ido creciendo y desarrollándose durante el tiempo. Sin embargo, no cabe duda de que acceder a esos beneficios y programas requiere de una participación elevada de los copropietarios, lo que hoy, como se ha señalado, se ha convertido en uno de los impedimentos para mejorar tanto la administración de la copropiedad como la materialidad de la misma.

Por lo tanto, el proyecto busca resolver, de una manera muy adecuada, el problema de la participación efectiva que se requiere de quienes residen en los condominios para constituir asambleas y adoptar en ellas acuerdos sobre asuntos relacionados con el mejoramiento y con la habitabilidad. A la vez, cautela el derecho de los propietarios en aquellas cuestiones que dicen relación con la estructura, la enajenación o los mayores costos que ello implique.

Junto con apoyar decididamente la iniciativa, reitero el compromiso que asumimos en la comisión en orden a ingresar un proyecto de ley que aborde un conjunto más amplio de temas relativos a la copropiedad y, en particular, a los condominios de viviendas sociales, a fin de mejorar el bienestar de quienes en ellos habitan, la calidad de las viviendas que bajo esa modalidad se emplazan y la inserción de esos condominios en la ciudad.

Estamos absolutamente dispuestos a recibir todas las propuestas que los parlamentarios y parlamentarias quieran hacernos en este sentido, a fin de mejorar la referida iniciativa y, en consecuencia, las condiciones de vida de una enorme cantidad de chilenas y chilenos que habitan en copropiedad.

He dicho.

La señora PASCAL, doña Denise (Presidenta en ejercicio).- Cerrado el debate.

-Con posterioridad, la Sala se pronunció sobre este proyecto de ley en los siguientes términos:

La señora PASCAL, doña Denise (Presidenta).- Corresponde votar en general el proyecto de ley, iniciado en moción, que modifica la Ley Nº 19.537, sobre Copropiedad Inmobiliaria, con el objeto de rebajar los quorum mínimos requeridos para la realización de asambleas de copropietarios.

Hago presente a la Sala que su artículo único trata materias propias de ley simple o común.

En votación.

-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 101 votos. No hubo votos por la negativa ni abstenciones.

La señora PASCAL, doña Denise (Presidenta en ejercicio).- Aprobado.

-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:

Aguiló Melo Sergio; Álvarez Vera Jenny; Álvarez-Salamanca Ramírez Pedro Pablo; Andrade Lara Osvaldo; Arriagada Macaya Claudio; Auth Stewart Pepe; Barros Montero Ramón; Becker Alvear Germán; Bellolio Avaria Jaime; Boric Font Gabriel; Browne Urrejola Pedro; Cariola Oliva Karol; Carvajal Ambiado Loreto; Castro González Juan Luis; Ceroni Fuentes Guillermo; Chahin Valenzuela Fuad; Chávez Velásquez Marcelo; Cicardini Milla Daniella; Coloma Alamos Juan Antonio; De Mussy Hiriart Felipe; Edwards Silva José Manuel; Espinosa Monardes Marcos; Espinoza Sandoval Fidel; Farías Ponce Ramón; Fernández Allende Maya; Flores García Iván; Fuentes Castillo Iván; Fuenzalida Figueroa Gonzalo; Gahona Salazar Sergio; García García René Manuel; Girardi Lavín Cristina; Godoy Ibáñez Joaquín; Gutiérrez Gálvez Hugo; Gutiérrez Pino Romilio; Hernández Hernández Javier; Hernando Pérez Marcela; Hoffmann Opazo María José; Jackson Drago Giorgio; Jaramillo Becker Enrique; Jarpa Wevar Carlos Abel; Jiménez Fuentes Tucapel; Kast Rist José Antonio; Kast Sommerhoff Felipe; Kort Garriga Issa; Lavín León Joaquín; Lemus Aracena Luis; Letelier Norambuena Felipe; Lorenzini Basso Pablo; Macaya Danús Javier; Melero Abaroa Patricio; Melo Contreras Daniel; Meza Moncada Fernando; Mirosevic Verdugo Vlado; Molina Oliva Andrea; Monckeberg Bruner Cristián; Monsalve Benavides Manuel; Morales Muñoz Celso; Morano Cornejo Juan Enrique; Nogueira Fernández Claudia; Norambuena Farías Iván; Núñez Arancibia Daniel; Núñez Urrutia Paulina; Ojeda Uribe Sergio; Ortiz Novoa José Miguel; Pascal Allende Denise; Paulsen Kehr Diego; Pérez Arriagada José; Pérez Lahsen Leopoldo; Pilowsky Greene Jaime; Poblete Zapata Roberto; Provoste Campillay Yasna; Rathgeb Schifferli Jorge; Rincón González Ricardo; Rivas Sánchez Gaspar; Rubilar Barahona Karla; Sabag Villalobos Jorge; Sabat Fernández Marcela; Saffirio Espinoza René; Saldívar Auger Raúl; Sandoval Plaza David; Santana Tirachini Alejandro; Sepúlveda Orbenes Alejandra; Silva Méndez Ernesto; Soto Ferrada Leonardo; Squella Ovalle Arturo; Tarud Daccarett Jorge; Teillier Del Valle Guillermo; Torres Jeldes Víctor; Trisotti Martínez Renzo; Tuma Zedan Joaquín; Turres Figueroa Marisol; Ulloa Aguillón Jorge; Urízar Muñoz Christian; Urrutia Bonilla Ignacio; Urrutia Soto Osvaldo; Vallejo Dowling Camila; Van Rysselberghe Herrera Enrique; Venegas Cárdenas Mario; Verdugo Soto Germán; Walker Prieto Matías; Ward Edwards Felipe.

La señora PASCAL, doña Denise (Presidenta en ejercicio).- Por no haber sido objeto de indicaciones, queda aprobado también en particular.

Despachado el proyecto.

El señor ROCAFULL.- Señora Presidenta, solicito que incorpore mi voto.

La señora PASCAL, doña Denise (Presidenta en ejercicio).- Se dejará constancia de su voto en el Acta.
INCORPORACIÓN DEL DEPORTE ADAPTADO Y PARALÍMPICO
(Primer trámite constitucional. Boletín N° 9837-29)

La señora PASCAL, doña Denise (Presidenta en ejercicio).- Corresponde tratar el proyecto de ley, iniciado en moción, que modifica la Ley Nº 19.712, del Deporte, y la Ley 
Nº 20.686, que Crea el Ministerio del Deporte, con el objeto de incorporar el deporte adaptado y paralímpico.

Diputado informante de la Comisión de Deportes y Recreación es el señor Alberto 
Robles.

Antecedentes:

-Moción, sesión 111ª de la legislatura 362ª, en 7 de enero de 2015. Documentos de la Cuenta N° 5.

-Informe de la Comisión de Deportes y Recreación, sesión 19ª de la presente legislatura, en 5 de mayo de 2015. Documentos de la Cuenta N° 25.
La señora PASCAL, doña Denise (Presidenta en ejercicio).- Tiene la palabra el diputado informante.

El señor ROBLES (de pie).- Señora Presidenta, en nombre de la Comisión de Deportes y Recreación, paso a informar sobre el proyecto de ley, en primer trámite constitucional y primero reglamentario, de origen en moción del diputado señor Jaime Pilowsky, de la diputada señorita Karol Cariola y de los diputados señores Claudio Arriagada, Sergio Espejo, Tucapel Jiménez, Juan Morano, Marcelo Schilling, Víctor Torres, Osvaldo Urrutia y Germán Verdugo, que modifica la ley N° 19.712, del Deporte, y la Ley N° 20.686, que Crea el Ministerio del Deporte, con el fin de incorporar el deporte adaptado y paralímpico.

Con motivo del tratamiento del proyecto, la comisión recibió, entre otros, a las siguientes autoridades, funcionarios y particulares: la ministra del Deporte, señora Natalia Riffo; la ministra de Vivienda y Urbanismo, señora Paulina Saball; el director del Servicio Nacional de la Discapacidad (Senadis), señor Mauro Tamayo; el asesor legislativo del Ministerio del Trabajo, señor Francisco del Río; el presidente del Comité Paralímpico, señor Ricardo Elizalde, y los deportistas paralímpicos señora Marcela Catur y señor Kevin Aravena. 

La idea matriz del proyecto es incorporar en la Ley del Deporte y en la Ley que Crea el Ministerio del Deporte el deporte adaptado y el deporte paralímpico, para fomentar su inclusión dentro de las políticas nacionales encaminadas a apoyar a los deportistas en situación de discapacidad.

La iniciativa en informe no contiene normas de quorum especial. 

Según los autores de la moción, no obstante los grandes avances que ha experimentado la institucionalidad deportiva del país en los últimos años, el marco normativo no se ha hecho cargo plenamente del deporte adaptado y de los deportistas en situación de discapacidad. 

Al respecto, el Servicio Nacional de la Discapacidad (Senadis), organismo estatal especializado en las políticas públicas sobre la discapacidad, define al deporte adaptado como la modalidad deportiva en la que se han modificado algunas reglas para permitir la participación de personas en situación de discapacidad, evitando perder la esencia de la disciplina. 

Según el Estudio Nacional de la Discapacidad en Chile (Endisc-CIF 2004), el 12,9 por ciento de la población chilena presenta algún tipo de discapacidad; es decir, uno de cada ocho chilenos. Se trata de cerca de 2 millones de personas, de las cuales aproximadamente 400.000 tienen alguna discapacidad severa; 500.000, una discapacidad moderada, y más de 1 millón de personas una discapacidad leve. 

Aproximadamente el 95 por ciento de las personas en situación de discapacidad se sitúa en niveles socioeconómicos medios y bajos. Del total de los chilenos que se encuentran en alguna situación de discapacidad, el 31 por ciento posee discapacidad física. 

A la luz de los antecedentes expuestos, la moción tiene como objetivo relacionar el deporte y la discapacidad. Lo que se procura, específicamente, es incorporar en la Ley del Deporte, 
N° 19.712, y en la Ley que Crea el Ministerio del Deporte, N° 20.686, los conceptos de deporte adaptado y deporte paralímpico, para fomentar su inclusión dentro de las políticas nacionales encaminadas a apoyar a los deportistas que se encuentran en situación de discapacidad.

Los autores del proyecto consideran que reconocer la discapacidad dentro del marco regulatorio que rige el deporte en nuestro país es fundamental para avanzar más decididamente en dos sentidos: primero, valorar el desarrollo, cada vez con más logros, del deporte paralímpico en el país, y, segundo, contribuir a un país más inclusivo. 

Contenido del proyecto.

En primer lugar, se propone actualizar el concepto de discapacidad. La Ley del Deporte utiliza la expresión “discapacitados”. Sin embargo, desde 2008, producto de la Convención Internacional sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad, la forma correcta de referirse a este grupo es “personas en situación de discapacidad”. 

En segundo lugar, se pretende fomentar el deporte adaptado y el deporte paralímpico. La actual Ley del Deporte y la que Crea el Ministerio del Deporte se refieren al deporte en términos generales. No existen referencias especiales en cuanto al deporte adaptado y al deporte paralímpico en la política nacional de deporte, respecto de los planes y programas que se deben desarrollar. Tampoco se fomenta este tipo de deporte en los ámbitos escolares, recreativos o de alto rendimiento. 

En tercer lugar, se propone incluir a los deportistas en situación de discapacidad en los consejos consultivos del deporte. 

La Ley del Deporte dispone que en cada región del país existirá un Consejo Consultivo Regional, cuya función es “evacuar consultas, sugerencias, observaciones o proposiciones, respecto de materias de competencia de las Direcciones Regionales en las que el respectivo director les solicite su opinión.”. Para lograr su cometido, los consejos están constituidos por representantes de organizaciones deportivas, las municipalidades, las asociaciones gremiales y académicas, entre otros. 

Por eso, es necesaria la inclusión de representantes de las organizaciones más significativas que trabajen con deportistas en situación de discapacidad, para que incidan en las políticas públicas que se implementen en el país. 

Lo mismo ocurre respecto del Consejo Nacional del Deporte, que asesora, absuelve consultas y elabora informes e iniciativas a solicitud del ministro para el mejor cumplimiento de las funciones propias del ministerio. También está integrado por distintos representantes del deporte nacional, sin consultar la participación de los deportistas en situación de discapacidad. 

Modificaciones incorporadas durante la discusión particular del proyecto.

El proyecto en informe fue objeto de algunas enmiendas durante el trámite de discusión y votación en particular. Entre ellas, cabe mencionar las siguientes:

Se incorpora una norma que establece que los planes y programas de la política nacional del deporte deben promover el deporte adaptado en los establecimientos educacionales. 

Se agrega un nuevo artículo 4º bis a la Ley del Deporte, que dispone: “Los planes y programas de la Política Nacional del Deporte deberán asegurar a todas las personas en situación de discapacidad el derecho a una educación física, la práctica deportiva, la salud, el bienestar físico y mental, la integración, el ocio y las posibilidades que el deporte ofrece. 

Esta política, en lo que corresponde al deporte adaptado y paralímpico, deberá, además, observar los siguientes principios: ninguna persona en situación de discapacidad debe quedar sin acceso a la educación física; los establecimientos educacionales y los recintos deportivos deberán contar con instalaciones adaptadas y accesibles para la práctica del deporte; las federaciones deportivas deberán adaptar sus reglamentos para regular y permitir la práctica inclusiva del deporte; y promover la organización de competencias deportivas de deporte adaptado o inclusivo en todas las categorías.”.

También se efectúa una adecuación en la Ley del Deporte en orden a explicitar que las distintas acciones del Programa Nacional de Alto Rendimiento comprenden tanto el deporte convencional como el adaptado. 

Se agrega un nuevo integrante en los Consejos Consultivos Regionales, a saber, un representante designado por el Consejo Consultivo de la Discapacidad, perteneciente a la Dirección Regional respectiva del Senadis. 

El proyecto fue aprobado por la unanimidad de los diputados presentes en la comisión, quienes agradecieron su presentación al diputado señor Jaime Pilowsky, su autor principal.

Es todo cuanto puedo informar.

He dicho.

La señora PASCAL, doña Denise (Presidenta en ejercicio).- En discusión el proyecto.

Tiene la palabra el diputado Osvaldo Urrutia.

El señor URRUTIA (don Osvaldo).- Señora Presidenta, la idea fundamental del proyecto que hoy debatimos es incorporar en la Ley del Deporte y en la ley que creó el Ministerio del Deporte, el deporte adaptado y paralímpico, con el objeto de promover e impulsar su inclusión dentro de las políticas nacionales destinadas a apoyar a los deportistas en situación de discapacidad. 

Sin lugar a dudas, el avance más importante en cuanto a la institucionalidad deportiva fue la creación del Ministerio del Deporte, a través de la ley N° 20.686, de 2013. No obstante el avance que significó esta ley, la normativa no se hizo cargo plenamente del deporte adaptado y de los deportistas en situación de discapacidad.

Como integrante de la Comisión de Deportes y Recreación y uno de los autores de esta moción que se somete a la consideración de la Sala, quiero señalar que el proyecto va en la línea correcta, por cuanto se hace cargo de llenar un vacío legal en lo que al deporte adaptado y paralímpico se refiere, por la vía de abordar correctamente el fondo de la cuestión, pero también la forma y los conceptos involucrados.

Destaco este aspecto, porque para abordar el tema de la discapacidad, hay que hacerlo en forma clara y sin eufemismos. No puede haber equidad ni inclusión si seguimos utilizando eufemismos para denominar a las personas que tienen alguna discapacidad. El tan usado calificativo de “personas con capacidades diferentes”, lo único que hace es ahondar en la inequidad, generando un sentimiento compasivo mal entendido. Las personas con movilidad reducida o con algún problema motor son personas iguales a nosotros, que merecen nuestro respeto y empatía, y que solo se diferencian en un aspecto muy restringido respecto de la mayoría de las personas.

Por eso, me parece muy positivo que el proyecto utilice los conceptos de manera apropiada, tal como lo establecen los instrumentos internacionales y nuestra propia ley de discapacidad. 

De esta manera, es un avance concreto que la Ley del Ministerio del Deporte recoja expresamente el deporte practicado por personas en situación de discapacidad, que, como muchos sabemos, ha alcanzado relevancia en nuestro país y en el extranjero, y que tiene disciplinas de alto rendimiento con sus propias organizaciones deportivas, que promueven y regulan la actividad.

Sin perjuicio de lo anterior, hay muchos temas pendientes que es necesario poner sobre la mesa. No obstante, respecto del proyecto, quiero hacer especial mención al nuevo artículo 4° bis, que establece: “Los planes y programas de la Política Nacional del Deporte deberán asegurar a todas las personas en situación de discapacidad el derecho a una educación física, la práctica deportiva, la salud, el bienestar físico y mental, la integración, el ocio y las posibilidades que el deporte ofrece. 

Esta política, en lo que corresponde al deporte adaptado y paralímpico, deberá, además, observar los siguientes principios: ninguna persona en situación de discapacidad debe quedar sin acceso a la educación física; los establecimientos educacionales y los recintos deportivos deberán contar con instalaciones adaptadas y accesibles para la práctica del deporte; las federaciones deportivas deberán adaptar sus reglamentos para regular y permitir la práctica inclusiva del deporte; y promover la organización de competencias deportivas de deporte adaptado o inclusivo en todas las categorías.”.

No obstante lo anterior, considero que existe una excesiva concentración de recursos públicos en apoyo al deporte de alto rendimiento en desmedro del deporte recreativo, que tiene la gran ventaja de ser un medio terapéutico muy eficaz. 

Durante la discusión del proyecto en la comisión fuimos testigos de cómo las personas en situación de discapacidad tienen demasiadas dificultades de acceso a lugares públicos para practicar deporte o simplemente para acceder a los recintos deportivos, lo que deja de manifiesto que existen deficiencias regulatorias y de infraestructura que deben ser abordadas con una importante inyección de recursos públicos. 

En esta línea, hago un llamado para que el Ministerio de Vivienda efectúe las respectivas modificaciones a la Ordenanza General de Urbanismo y Construcciones, en orden no solo a contemplar espacios para sillas de ruedas en los recintos públicos, como los estadios, sino también a establecer debidamente las vías de evacuación apropiadas para las personas en situación de discapacidad. 

De esta manera, buscamos que las medidas legislativas impulsadas por la Cámara de Diputados para promover el deporte en personas en situación de discapacidad sean acciones que efectivamente se concreten y sean recibidas oportunamente por sus destinatarios. 

La bancada de la Unión Demócrata Independiente votará a favor el proyecto.

He dicho.

La señora PASCAL, doña Denise (Presidenta en ejercicio).- Tiene la palabra la diputada Yasna Provoste.

La señora PROVOSTE (doña Yasna).- Señora Presidenta, el deporte nos vuelve a convocar en este hemiciclo. El motivo de nuestra participación en la discusión de esta iniciativa es el hecho de que avanza en materia de inclusión, pues busca reivindicar los derechos de los deportistas en condiciones diferentes. Para ello, el proyecto modifica la Ley del Deporte y la ley que crea el ministerio del ramo, con el objeto de incorporar de mejor manera en estos cuerpos legales el deporte adaptado y paralímpico. 

Esta es una medida largamente anhelada por muchas personas que, tal vez, lejos de los flashes de las cámaras y del atractivo mediático que suponen otras disciplinas deportivas, también practican deportes al más alto nivel nacional e internacional.

El Servicio Nacional de la Discapacidad (Senadis) define el deporte adaptado como aquella modalidad deportiva en la que se han modificado algunas reglas para permitir la participación de personas con discapacidad, comprendiendo desde elementos terapéuticos hasta niveles de alto rendimiento. En definitiva, se trata de una práctica deportiva tan importante como otras y que, por lo demás, le ha entregado al país importantes satisfacciones, que es justo destacar en esta jornada.

Quizás el ejemplo más emblemático lo constituye el oro olímpico que obtuvo el atleta no vidente Cristián Valenzuela en la prueba de cinco mil metros de los Juegos Paralímpicos de Londres 2012, gesta memorable que nos remite a una historia de sacrificio y de amor propio casi sin igual, desconocida por muchos y muchas en nuestra sociedad.

Asimismo, vale la pena destacar que en los próximos Juegos Parapanamericanos de Toronto, a disputarse en agosto de este año, Chile contará con el mayor contingente deportivo de esta clase en la historia de estas competiciones: nada más y nada menos que 44 atletas, confirmados hasta la fecha, número que supera con creces la presencia nacional en citas anteriores.

En este contexto, el proyecto de ley en discusión viene a hacer justicia a un grupo de deportistas que se fuerzan por poner en lo más alto el nombre de nuestro país. Asimismo, es justo que nuestra sociedad reconozca los talentos de hombres y de mujeres con capacidades diferentes. 

En concreto, la iniciativa busca incluir en la Ley del Deporte y en la Ley que Crea el Ministerio del Deporte las nociones de deporte adaptado y de deporte paralímpico como una forma clara y precisa de avanzar hacia un país más inclusivo, que no discrimine a sus habitantes bajo ningún concepto. 

A nivel más específico, la propuesta pretende emparejar la cancha, situando a los deportistas con capacidades diferentes en igualdad de condiciones, para ser considerados en el Consejo Nacional del Deporte, en los llamados consejos consultivos regionales y en el Fondo Nacional para el Fomento del Deporte. Mientras la primera de estas entidades asiste a la ministra del Deporte en el desarrollo de sus funciones, los consejos consultivos regionales constituyen orgánicas amparadas por la Ley del Deporte, que formulan propuestas referidas a temáticas de competencia de las respectivas direcciones de cada región. En tanto, el Fondo Nacional para el Fomento del Deporte es gestionado por el Instituto Nacional de Deportes para financiar proyectos deportivos en sus diversas modalidades y manifestaciones.

No obstante, como podrán imaginar los colegas, a la fecha la participación de representantes de los deportes adaptado y paralímpico en ese tipo de instancias ha sido prácticamente nula. La situación constituye una grave afrenta hacia miles de personas que a diario enriquecen nuestro deporte con sus admirables esfuerzo y talento. 

Quiero felicitar a los autores de este proyecto de ley, porque claramente tal hecho no puede prolongarse más. Por tanto, espero que hoy sea un día histórico para los deportes adaptado y paralímpico, que bien merecen obtener de parte de esta Sala el mismo respaldo unánime que obtuvieron en la Comisión de Deportes y Recreación. 

Por eso, con gran entusiasmo, pero también con la perspectiva de cómo nuestro país logra avanzar en materias de inclusión y de superación de injusticias, anuncio mi voto favorable a la iniciativa.

He dicho.

La señora PASCAL, doña Denise (Presidenta en ejercicio).- Tiene la palabra el diputado señor Felipe Letelier.

El señor LETELIER.- Señora Presidenta, para la historia fidedigna del establecimiento de esta ley en proyecto -así lo dice siempre nuestro querido colega José Miguel Ortiz-, que obviamente es muy sentida, quiero manifestar que siempre he estado preocupado por el deporte. 

La semana pasada abordamos el papel de los profesores de educación física, por cuanto hasta hoy en las escuelas de nuestro país, sobre todo en las rurales, no se conoce ese tipo de docentes, y, por tanto, cualquier educador saca a los estudiantes al patio a hacer gimnasia. 

En la materia que nos ocupa tenemos una tremenda deuda pendiente. Con mucha fuerza, fraternidad y respeto, manifiesto que nuestra institucionalidad deportiva no da cuenta de las demandas y los desafíos que tiene Chile. El año pasado se creó el Ministerio del Deporte. Pero preguntemos a los chilenos qué tipo de ministerio tenemos y cuántos recursos posee para llegar a donde queremos, a donde más se necesita en materia deportiva en cuanto a infraestructura, incentivos, apoyos, implementos deportivos, etcétera. 

Represento al distrito 33, encabezado por Rengo, Requínoa, Machalí, Graneros y muchas comunas rurales. Por tanto, hago un llamado al Ejecutivo a hacer un esfuerzo en relación con el deporte, y, sobre todo, a que se distribuya bien lo poco y nada de recursos con que cuenta el ministerio del ramo. 

Concuerdo con lo manifestado por la diputada Provoste, y aprovecho de saludar a los autores de la moción, que crea un espacio de representación, el cual es muy necesario, porque 
-reitero- tenemos una deuda pendiente. 

Aplaudimos cuando hay campeones. Nos sentimos orgullosos de los participantes del deporte paralímpico del mundo en general; pero sobre todo nos sentimos orgullosos y honrados por nuestros propios representantes. Sin embargo, ¿cuánta respuesta da el Estado al deporte en Chile? ¿Cuántas empresas privadas se han matriculado con el deporte en nuestro país, principalmente con el paralímpico? De verdad, insisto, hay una deuda pendiente sobre el particular. 

Por ello, respaldaremos esta iniciativa, porque, sin duda, algo hace en cuanto al deporte en general y al deporte paralímpico en particular. Pero aún queda mucho por realizar, y somos nosotros -esta Corporación, el Parlamento en su conjunto y el Estado- los llamados a dar una respuesta en la materia.

He dicho.

La señora PASCAL, doña Denise (Presidenta en ejercicio).- Tiene la palabra el diputado señor Iván Flores.

El señor FLORES.- Señora Presidenta, quiero hacer un reconocimiento a los autores del proyecto que discutimos.

La iniciativa inicia con la corrección del término “discapacitado”, que, por cierto, hemos utilizado en Chile, en nuestra cultura durante muchos años. Plantea el reconocimiento obligatorio de que se trata de personas con capacidades distintas, no de discapacitadas.

Desde ese punto de vista, el proyecto busca en justicia avanzar en el reconocimiento de la igualdad de las personas, en su derecho a participar en todas las actividades humanas del país.

Resulta curioso que nos encontremos discutiendo este tema, en circunstancias de que el reconocimiento de tal condición debería estar resuelto desde hace mucho rato.

Todos sabemos o, a lo menos, tenemos algunas nociones de las dificultades que esos hombres y mujeres, chilenos y chilenas deben resolver todos los días para vivir su vida, tratando de superar las barreras arquitectónicas que les colocan las ciudades a cada instante y a cada vuelta de la esquina, o las barreras que existen para el acceso a los servicios públicos y privados. Veamos cuántos bancos tienen rampas o aparatos mecánicos para facilitar el acceso a los servicios mínimos a que todo ciudadano tiene derecho.

Pero es mucho más difícil aún superar otros impedimentos, como la incomprensión social y la cultural; la discriminación activa o la pasiva, por desconocimiento, porque no conocemos bien a esas personas, o el gigantesco esfuerzo que las mujeres y los hombres en situación de discapacidad efectúan todos los días para realizar lo que el resto de los chilenos hacemos con “normalidad”. Incluso no le hemos dado un valor a esa “normalidad”, porque no sufrimos sus dificultades.

Se trata de un tema que en todos sus ámbitos obliga a realizar un debate mucho más largo.

Desde que se creó el Ministerio del Deporte pasó lo que ha ocurrido cada vez que se avanza -¡y en buena hora que se avance!- con la creación o la implementación de una nueva institución para el mejor acceso de las personas a los quehaceres de la vida o para que el Estado pueda cumplir mejor con su rol subsidiario.

Reitero mis felicitaciones a los autores del proyecto, porque en el caso del deporte y la recreación, de la actividad física, del saber jugar en equipo, del trabajar solidariamente, del alegrarse del triunfo del equipo más allá de la individualidad y del esfuerzo que se hace de manera sostenida para llegar a la meta, todos quienes practican un deporte competitivo nos están dando un ejemplo de vida. 

Mucho más allá de la medalla que se pretende obtener, porque esa es una de las metas, es muy importante el que nosotros, el Parlamento de Chile, los ciudadanos que hemos sido elegidos para representar a la comunidad, estemos votando hoy el proyecto que permite implementar en el Ministerio del Deporte el reconocimiento de la práctica de actividades de personas con capacidades distintas.

No profundizaré en el contenido de la iniciativa, porque ya los colegas nos han venido ilustrando al respecto. Simplemente, quiero reconocer el hecho de que a través de ella se está corrigiendo una falta, una falla que se produjo en la creación del Ministerio del Deporte y en la selección de los asuntos que tiene que abordar. Con ello estamos avanzando un poquito más en la justicia que todo ciudadano en este país necesita para poder desarrollarse como persona y en comunidad.

En ese sentido, las personas con capacidades distintas, que todos los días realizan una lucha notable por mantener a sus familias, por crecer y desarrollarse, hoy también podrán hacerlo desde la práctica del deporte competitivo.

Por último, por las razones expuestas, anuncio mi voto favorable al proyecto.

He dicho.

La señora PASCAL, doña Denise (Presidenta en ejercicio).- La Mesa saluda a la directora del Senadis de la Región de Valparaíso, señora Marisol Torres, quien nos acompaña en las tribunas junto a los deportistas Marcela Catur y Kevin Aravena, y al kinesiólogo Felipe Herrera.

Agradecemos su presencia durante la discusión de este proyecto, que los favorecerá y cuya aprobación esperamos que sea unánime.

(Aplausos)

Tiene la palabra la diputada señora Loreto Carvajal.

La señora CARVAJAL (doña Loreto).- Señora Presidenta, junto con adherir a su saludo a la directora regional del Senadis, a Marcela, a Kevin y a Felipe, debo señalar que me hubiera gustado que estuviese aquí también la ministra del Deporte. Creo que, más allá de lo que estamos viviendo en el país, lo que viene con la Copa América y con el fútbol en particular, el deporte para personas con discapacidad merece todo nuestro reconocimiento, por lo que habría sido meritorio que la personera asistiera a la discusión de este proyecto de ley, que considero importante. 

Como ya se ha mencionado, la idea matriz o fundamental de la iniciativa es incorporar el deporte adaptado y paralímpico en la Ley del Deporte y en la que crea el Ministerio del Deporte para fomentar su inclusión dentro de las políticas nacionales encaminadas -por supuesto- a apoyar a los deportistas en situación de discapacidad.

Por tanto, la iniciativa tiene como objetivo relacionar el deporte y la discapacidad mediante la incorporación de los conceptos de “deporte adaptado” y “deporte paralímpico” en los citados cuerpos legales.

El Servicio Nacional de la Discapacidad, organismo público chileno especializado en las políticas públicas sobre la discapacidad, define al deporte adaptado como la modalidad deportiva en la que se han modificado algunas reglas para permitir la participación de personas en situación de discapacidad, evitando perder la esencia de la disciplina.

El único esfuerzo estadístico oficial con que cuenta nuestro país es el Estudio Nacional de la Discapacidad en Chile (2004), que señala que el 12,9 por ciento de la población chilena presenta algún tipo de discapacidad, es decir, uno de cada ocho chilenos; que cerca de 2 millones de chilenos se encuentran en situación de discapacidad, de los cuales alrededor de 400.000 tienen alguna discapacidad severa; 500.000, moderada, y 1.150.000, leve.

En cuanto a su contenido, el proyecto pretende actualizar el concepto de “discapacidad”. La Ley del Deporte utiliza la expresión “discapacitados”; sin embargo, desde 2008, a consecuencia de la Convención Internacional sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad, la forma correcta de referirse a ese grupo es “personas en situación de discapacidad”.

En segundo término, la iniciativa plantea fomentar los deportes adaptado y paralímpico. La actual Ley del Deporte y la que crea el Ministerio del Deporte tratan al deporte en términos generales. No existen referencias especiales sobre el deporte adaptado o el paralímpico en la política nacional del deporte respecto de los planes y programas que se deben desarrollar, lo que implica un vacío importante que se pretende subsanar a través del proyecto. Tampoco se fomenta ese tipo de deportes en los ámbitos escolar, recreativo, o en el de alto rendimiento.

En tercer lugar, el proyecto propone incluir a los deportistas en situación de discapacidad en los consejos consultivos regionales.

En la Ley del Deporte figuran los consejos consultivos regionales, que tienen la función de evacuar consultas, sugerencias, observaciones o proposiciones respecto de materias de competencia de las direcciones regionales, en relación con las cuales el respectivo director les solicite su opinión. Para lograr su cometido, los referidos consejos están constituidos por representantes de las organizaciones deportivas, de las municipalidades, de las asociaciones gremiales de profesionales y técnicos de la educación física y el deporte, académicos, por nombrar solo algunos.

Es necesaria la inclusión de representantes de las organizaciones más representativas que trabajen con deportistas en situación de discapacidad para que, con su opinión y participación, incidan en las políticas públicas que se implementen en el país.

Lo mismo ocurre respecto del Consejo Nacional de Deporte, que asesora, absuelve consultas y elabora informes e iniciativas a solicitud del ministro del Deporte para el mejor cumplimiento de las funciones propias de este. También integran dicho consejo distintos representantes del deporte nacional, pero no consulta la participación de los deportistas en situación de discapacidad.

Por cierto, la iniciativa concitó el apoyo unánime de los miembros de las organizaciones que fueron convocadas a opinar sobre el particular en la comisión.

Sin duda, no podemos estar ausentes en esta materia. Cuando hablamos de discapacidad 
-ello lo hemos mencionado también en otros aspectos- no podemos circunscribirla solo al día en que se celebra la Teletón en Chile, sino que debemos hacer que las personas que se encuentran en tal condición, en particular los deportistas, tengan un espacio importante en el desarrollo deportivo del país.

No cabe duda de que la Ley del Deporte hoy debe incorporar a los deportistas en situación de discapacidad; pero ello también debe hacerlo respecto de todas las organizaciones que trabajan en este tema, que han dado muestras de que, con organización, con voluntad, con puro corazón, son capaces de darle grandes logros a Chile. Esto, a los efectos de que dichos deportistas tengan una política clara, permanente, inclusiva, que engrandezca al país en cuanto a igualdad e inclusión.

Sobre el particular, quiero saludar y enviar un mensaje a todos aquellos deportistas que han representado a Chile y a los que lo representarán, en el sentido de que nuestro país debe promover y preocuparse de tener políticas claras para la inclusión en todo sentido, pero, en particular, de las personas con discapacidad en el deporte.

Ciertamente, apoyo este proyecto, y espero que en unos minutos sea aprobado por la unanimidad de la Sala. ¡Felicidades a quienes se encuentran en las tribunas!

He dicho.

El señor ORTIZ (Presidente accidental).- Tiene la palabra el diputado señor Fuad Chahin.

El señor CHAHIN.- Señor Presidente, uno de cada ocho chilenos es una persona en situación de discapacidad. 

Al respecto, nuestro país ha ido dando pasos importantes, aunque todavía le queda un largo camino por recorrer para ir abordando esta temática con la profundidad y la transversalidad que se requiere para ir pasando de la lógica del asistencialismo a la del derecho, a la lógica que permita la efectiva inclusión de las personas en situación de discapacidad en todos los ámbitos.

Por ejemplo, hemos dado pasos significativos en esta Cámara con la aprobación del proyecto que modifica el Código Orgánico de Tribunales para que las personas ciegas, sordas o mudas puedan ejercer la magistratura y el cargo de fiscal del Ministerio Público.

En la Comisión de Desarrollo Social, Superación de la Pobreza y Planificación de la Cámara de Diputados estamos trabajando intensamente en iniciativas que permitan la plena inclusión laboral de las personas con discapacidad.

El presente proyecto va en la línea correcta, porque no solo incorpora a los deportes adaptativo y paralímpico desde el punto de vista conceptual, reconociendo sus logros y triunfos, y sobre todo el ejemplo de superación y de tesón que nos dan los deportistas que tienen algún tipo de discapacidad, sino, además, a los propios deportistas. Pero no los incorpora únicamente como objetos de programas -no se trata solo de un reconocimiento desde los puntos de vista técnico, financiero, normativo-, sino también como sujetos protagonistas de la definición, la evaluación, el control social, las políticas deportivas, integrándolos también a los consejos consultivos regionales.

Por lo tanto, la iniciativa incorpora una mirada desde los derechos y la inclusión. Por eso, me alegro de que se haya presentado, y felicito a sus autores. Sé que el diputado Jaime Pilowsky, uno de los autores de la moción, ha sido uno de los grandes impulsores de este proyecto, que no podemos sino apoyar con mucho entusiasmo porque cambia la forma en que desde el Estado vemos a las personas con discapacidad: tenemos que verlas como sujetos de plenos derechos.

Entonces, el gran desafío es cómo generamos las condiciones para la plena inclusión de las personas en situación de discapacidad en todas las áreas del quehacer nacional.

He dicho.

-Aplausos.

El señor ORTIZ (Presidente accidental).- Tiene la palabra la diputada señora Alejandra Sepúlveda.

La señora SEPÚLVEDA (doña Alejandra).- Señor Presidente, habría sido muy interesante que la ministra estuviera presente en esta oportunidad porque hay varias preguntas respecto de las cuales requerimos saber su opinión, no en cuanto al proyecto de ley que hoy estamos revisando, sino a su implementación.

Ser deportista es muy difícil, sobre todo en Chile, donde en la práctica el apoyo es bastante menor y complejo. Pero si a ello le agregamos que se trata de personas con capacidades distintas, para las cuales hoy estamos adaptando la legislación en la materia, sin duda, desde el punto de vista de la asignación de recursos, la dificultad es aún mayor.

Todos estamos de acuerdo en que debemos buscar cómo mejorar y adaptar la ley, y entender que a partir de ella y de los derechos que consagra estamos haciendo carne, a través de este proyecto, la integración social de los deportistas paralímpicos, por quienes tengo una tremenda admiración, no solo porque son deportistas, sino porque practican sus respectivas disciplinas en condiciones realmente difíciles, lo que es digno de valorar permanentemente. 

Debemos monitorear esta ley en proyecto, porque en sí misma puede abrir muchas expectativas que, a lo mejor, como lo planteó el diputado Chahin, se relacionan con los derechos que se les establecen a esos deportistas, quienes además necesitan recursos.

Si analizamos lo que está pasando con las personas con discapacidad, constataremos que, en el fondo, el servicio que tiene la especialidad absoluta para atenderlas posee un miserable presupuesto. Por ejemplo, no están los dineros para quienes necesitan realizarse una endoprótesis de cadera para tener una vida relativamente estable. Además, hoy ni siquiera se contempla la posibilidad de que esas personas se efectúen la referida cirugía a través de los servicios de salud. 

Entonces, cuando me dicen que se adaptará la ley para los deportistas paralímpicos, respondo: ¡Inmediatamente!

Por eso me habría gustado tener a la ministra aquí, para que nos dijera cómo se va a implementar la futura ley, porque no hay peor cosa que decir que esos deportistas tendrán derechos cuando no podrán ser exigibles, cuando no será posible concretarlos. 

Por tanto, me complica que no tengamos claridad respecto del presupuesto que se determinará al efecto.

En ese sentido, tendremos que exigir al Ministerio del Deporte una equidad y una distribución distintas en términos de recursos. En regiones pedimos que exista la posibilidad de que los deportistas en situación de discapacidad cuenten, entre otros aspectos, con sillas de ruedas, gimnasios, entrenadores, implementación deportiva diferenciados. Me pregunto si eso efectivamente estará en el espíritu de la labor de dicha cartera.

¿Sabe cuál es mi preocupación? Que hagamos realidad los derechos que establece esta ley en proyecto. Pero la ministra no está acá para ello, y debería estar presente en la Sala para contestarnos cómo se implementará la ley en proyecto en términos del presupuesto. Porque no hay peor situación que los diputados debamos seguir dando explicaciones sobre por qué aprobamos iniciativas sin recursos asignados, por qué aprobamos proyectos que, en la práctica, no satisfacen las necesidades de las personas.

Quiero transmitir esa preocupación a los miembros de la Comisión de Deportes y, en particular, al diputado Pilowsky.

¿Qué reclamamos? Reclamamos sillas de ruedas que puedan servir a los deportistas en situación de discapacidad; que se realicen -lo señalé: se trata de cirugías a las que las personas no tienen acceso- endoprótesis de cadera a quienes lo requieran, para darles más agilidad; que los gimnasios que se puedan construir estén adaptados a las condiciones de esos deportistas.

Anuncio que aprobaremos el proyecto en discusión con una tremenda alegría. Pero esperamos que desde el Congreso Nacional, a partir del proyecto de Ley de Presupuestos que discutiremos más adelante, podamos exigir, ¡por favor!, no solo en la teoría, sino también en la práctica, diciendo que no aprobaremos lo relativo a esta materia si no existe concordancia y coherencia, si no se dispone de los recursos que se requieren para implementación de esta futura ley.

Me alegra la iniciativa, pero otra cosa es con guitarra; otra cosa es la realidad de todos los días de nuestros deportistas, que no tienen los recursos para desarrollar sus disciplinas y darnos además las satisfacciones que permanentemente alabamos en el Congreso. Pero al momento de poner los recursos para que ellos tengan los instrumentos para tales efectos, nada pasa. 

Por lo tanto, espero que desde la Comisión de Deportes se fiscalice lo que está ocurriendo en la materia con el objeto de que no debamos pasar permanentemente vergüenzas en terreno con nuestros deportistas paralímpicos.

He dicho.

-Aplausos.

El señor ORTIZ (Presidente accidental).- Tiene la palabra el diputado señor Jaime 
Pilowsky.

El señor PILOWSKY.- Señor Presidente, agradezco las congratulaciones del diputado Chahin y de la diputada Alejandra Sepúlveda. Pero la verdad es que quería dar las gracias primero, no a los autores de la moción ni a la Comisión de Deportes y Recreación, sino fundamentalmente a la directora del Senadis de la Región de Valparaíso, a Marcela Catur, a Kevin Aravena, a Felipe Herrera, que se encuentran en las tribunas y que además expusieron sus experiencias en la referida instancia. Ellos, lo digo con sinceridad, nos abrieron la mente para que pudiéramos distinguir que aquí no solamente se trata -lo manifestó el diputado Chahin- de establecer derechos, de tener una legislación que se adecúe, que se modernice, que recoja el concepto de personas en situación de discapacidad, sino precisamente -lo expresó la diputada Sepúlveda- de establecer políticas públicas y, junto con ello, entregar los recursos necesarios para poder hacer de esta futura ley una realidad en la práctica.

Hay más de 2.100.000 personas en situación de discapacidad. Todos los aquí presentes sabemos que el deporte no es únicamente una actividad física, sino también una práctica que enriquece el espíritu y la mente, y que nos permite, de alguna manera, tener una mejor calidad de vida.

Durante el presente año, en el ejercicio de mi labor parlamentaria, una de las cosas que me han emocionado y cautivado es poder estar junto a muchos deportistas en el país y tener la posibilidad de intentar practicar lo que digo. En este sentido, participé en una carrera de 15 kilómetros con Margarita Faúndez, atleta no vidente, campeona (medalla de oro) de los I Juegos Parasuramericanos, realizados en Santiago el 2014.

El proyecto de ley en debate fue presentado el mismo día en que conmemoramos el Día Internacional de las Personas con Discapacidad con una actividad que llevamos a cabo en el Congreso Nacional. Por eso, a quienes muchas veces dicen tantas cosas negativas de los parlamentarios, de esta institución, les hago un llamado a descubrir también aquellos aspectos positivos en que todos nosotros participamos, que nos apasionan y nos llenan de orgullo.

Ahora bien, el proyecto tiene objetivos claros. Uno de ellos, tal como lo manifestó la diputada Carvajal, es actualizar el concepto de “discapacidad” en la legislación. La Ley del Deporte vigente menciona solo dos veces la palabra “discapacitados”. ¿Qué quisimos decir con la iniciativa? Que las personas no son discapacitadas, sino que se encuentran en situación de discapacidad. Es el entorno el que produce que ellas estén en una condición distinta. El entorno es el que pone límites; los límites no están en las personas, sino en el entorno. Por eso, nos pareció que modificar dicho cuerpo legal era cambiar también parte de ese entorno.

Otro objetivo de la iniciativa es fomentar el deporte adaptado, el deporte paralímpico, el deporte en aquellas personas en situación de discapacidad, precisamente a través de políticas públicas que permitan tener los recursos necesarios para hacer de esta futura ley una realidad. 

Por su intermedio, señor Presidente, le señalo a la diputada Sepúlveda que la ministra del Deporte no se encuentra en la Sala. Sin embargo, como parlamentarios nos tendremos que encargar de que la discusión legislativa asegure tales recursos. Yo por lo menos lo haré, y espero que muchos de los colegas aquí presentes me acompañen en eso.

Ya hemos avanzado: en el presupuesto de este año se asignaron más de 473 millones al Comité Paralímpico. O sea, más que se duplicó la cifra. Espero que el próximo año se tripliquen esos recursos, porque es fundamental para el desarrollo de los deportes adaptado y paralímpico, de las personas con discapacidad. 

Estamos convencidos de que este proyecto no es suficiente. Junto con la creación de políticas públicas debe crearse el Comité Paralímpico de Chile, porque no tenemos facultades para ello. Establecimos la participación de la institución como está hoy en los consejos consultivos regionales, pero no tenemos iniciativa legislativa para crearla a la par del Comité Olímpico.

Por eso, pedimos a la ministra que en el segundo trámite constitucional incorpore al proyecto el Comité Paralímpico, cuya creación es de iniciativa exclusiva de la Presidenta de la República. Queremos una ley que complete este ciclo; que no solo se modifique el concepto de discapacidad, sino que se cree por ley la mencionada entidad, con los recursos necesarios para su funcionamiento. 

Por último, espero que cuando los jóvenes deportistas paralímpicos representen a Chile en los Juegos Parapanamericanos de Toronto 2015, en agosto de este año, vayan respaldados por una nueva ley que no solo les dé derechos, sino también recursos -usted, señor Presidente, es miembro activo de la Comisión Especial Mixta de Presupuestos-, vía Ley de Presupuestos. Ello, para que el próximo año existan los instrumentos adecuados para desarrollar el deporte en general, y los deportes adaptado y paralímpico en particular.

He dicho.

El señor ORTIZ (Presidente accidental).- Señores diputados, el Orden del Día concluye a las 13.20 horas y aún quedan cinco diputados inscritos. 

Les propongo reducir las intervenciones a tres minutos para que todos puedan hacer uso de la palabra.

¿Habría acuerdo?

Acordado.

Tiene la palabra el diputado señor Fernando Meza.

El señor MEZA.- Señor Presidente, nos encontramos debatiendo el proyecto que incorpora el deporte adaptado y paralímpico a la Ley del Deporte y a la que crea el Ministerio del Deporte, en apoyo de los deportistas en situación de discapacidad.

Así estamos pagando una de las tantas deudas que tiene el país con distintos grupos de personas, en este caso, con aquellas que se encuentran en situación de discapacidad.

Más de 2 millones de chilenos tienen algún tipo de discapacidad, de los cuales alrededor de 400.000 presentan discapacidad severa.

Llegó el momento de dejar de mirar con lástima a las personas en situación de discapacidad; debemos terminar con el asistencialismo que ha operado respecto de ellas e integrarlas como corresponde a todas las esferas posibles de la sociedad chilena. 

El presente proyecto, que -hay que decirlo- tiene su origen en la tremenda inquietud del diputado Jaime Pilowsky y de otros colegas que lo han apoyado en su inmenso esfuerzo por fomentar la actividad deportiva en nuestro país, debe contar naturalmente con la aprobación unánime de la Sala. 

La bancada del Partido Radical Social Demócrata no estará ajeno a ello, pues votará favorablemente esta interesantísima iniciativa. De esa manera no solo colaboraremos en términos de la inclusión y la integración de las personas en situación de discapacidad, sino que también cambiaremos completamente el desarrollo de su actividad física, lo que redundará en su beneficio mental.

Lo anterior, porque no hay nada más terrible que sentirse absolutamente discriminado o separado de las actividades que realiza el común de la sociedad. Las actividades deportivas adaptada y paralímpica también las pueden desarrollar esos chilenos, con el apoyo estatal y los recursos necesarios para construir las instalaciones que se requieran al efecto.

La Ley del Deporte hace muy pocas menciones al tema de la discapacidad, cuestión que repara el presente proyecto. 

En ese sentido, en nombre de la bancada del Partido Radical Social Demócrata, quiero agradecer públicamente al diputado Jaime Pilowsky y a quienes están detrás de la iniciativa, que, como lo anuncié, votaremos positivamente, ya que de esa manera el mundo de la discapacidad en Chile estará absolutamente contento en términos de inclusión, y, por ende, las personas que forman parte de él mejorarán su vida y sus condiciones mental y física.

He dicho.

-Aplausos.

El señor ORTIZ (Presidente accidental).- Tiene la palabra, por tres minutos, el diputado señor Roberto Poblete.

El señor POBLETE.- Señor Presidente, el deporte es, quizás, la actividad humana más importante después del trabajo y la vida familiar. En él recaen las esperanzas de poder mejorar la calidad de vida de millones de personas, y es la expectativa más fuerte que tienen los gobiernos para aligerar la carga que la vida en esta sociedad globalizada e interconectada impone a los seres humanos. El deporte es un moderador de los efectos adversos que un estilo de vida sedentario y poco sano puede llegar a tener sobre las personas. 

En fin, para nadie no son un misterio los tremendos beneficios que el deporte tiene sobre la vida y la salud humana: el ejercicio físico mejora la función mental, la autonomía, la memoria, la rapidez, la sensación de bienestar, y se produce una estabilidad en la personalidad, caracterizada por el optimismo y la flexibilidad mental. El deporte es, en resumidas cuentas, la interacción virtuosa del cuerpo con el espacio y el tiempo a través del movimiento, por medio del cual se construyen numerosos aprendizajes para el ser humano. 

Entonces, ¿cómo no van a ser importantes el fomento, la promoción y el perfeccionamiento constantes de las normas del deporte para que todos y cada uno de los chilenos podamos acceder a él de distintas maneras y por diversas vías?

Sin duda que ello ha sido un desafío constante a través de los años. Cada generación inaugura una nueva tarea en cuanto a la difusión y al fomento de la práctica del deporte y a la incorporación de nuevos segmentos de nuestra población en ella, en todas sus variantes, con toda la fuerza institucional que seamos capaces de imprimirle. 

En consecuencia, me resulta natural apoyar un proyecto cuya idea matriz es incorporar en la Ley del Deporte y en la que crea el Ministerio del Deporte, el deporte adaptado y paralímpico para fomentar su inclusión dentro de las políticas nacionales encaminadas a apoyar a los deportistas en situación de discapacidad.

Hoy, que tenemos un sustantivo avance en cuanto al marco institucional, por la dictación de la Ley N° 19.712, del Deporte, y la Ley N° 20.286, que Crea el Ministerio del Deporte, debemos valorar lo existente y, a la vez, perseverar en la inclusión y la tolerancia. 

Al mismo tiempo, debemos reconocer que tales normas no se han hecho cargo plenamente de los deportistas en situación de discapacidad. Respecto de ello, hoy tenemos que seguir avanzando y dar un paso más en cuanto a la inclusión y la promoción del deporte adaptado en nuestro ordenamiento jurídico. Se trata de la modalidad deportiva en que se han modificado algunas reglas para permitir la participación de personas en situación de discapacidad, evitando perder la esencia de la disciplina. 

Actualmente, como ya se mencionó, cerca del 13 por ciento de la población chilena presenta algún tipo de discapacidad, o sea, uno de cada ocho chilenos. Aproximadamente el 95 por ciento de las personas en situación de discapacidad se sitúan en los niveles socioeconómicos medios y bajos. Además, del total de chilenos en situación de discapacidad, el 31 por ciento corresponde a discapacidad física. 

Resulta, por tanto, vital -ello, en el más estricto sentido del término- que el proyecto tenga como objetivo relacionar el deporte y la discapacidad, uniendo la Ley del Deporte con la Ley que crea el Ministerio del Deporte en torno a los conceptos de “deporte adaptado” y de “deporte paralímpico” para fomentar su inclusión dentro de las políticas nacionales destinadas a apoyar a los deportistas que se encuentran en situación de discapacidad.

¡Qué más podemos pedirle a una iniciativa que conjuga adecuadamente la necesidad de revitalizar las instituciones que velan por la práctica deportiva con la discapacidad!

Por lo expuesto, anuncio que apoyaremos con mucho corazón este proyecto de ley. Asimismo, felicito a quienes lo presentaron.

He dicho.

El señor ORTIZ (Presidente accidental).- Tiene la palabra el diputado señor Christian Urízar.

El señor URÍZAR.- Señor Presidente, en primer lugar, felicito a los diputados autores de la moción, a la directora de Senadis de la Región de Valparaíso y a todos quienes han estado detrás de la presentación del proyecto en comento.

En estos días estamos usando seguido la palabra “inclusión” e intentamos darle mucha fuerza. Sin embargo, la Ley que Crea el Ministerio del Deporte no hace referencias especiales a los deportes adaptado y paralímpico. Por lo tanto, fomentar ambos tipos de prácticas deportivas es de suma importancia para los deportistas en situación de discapacidad. También es muy significativo para ellos su inclusión en los consejos consultivos regionales.

Esos deportistas no solo nos dan un ejemplo de vida y de superación, sino que además logran destacarse y darle alegrías a nuestro país.

¡Cómo no va a ser importante que el deporte paralímpico tenga un sitial desatacado en Chile!

Me ha tocado conocer distintas experiencias de deportistas en situación de discapacidad en las provincias de Petorca y Quillota, en las comunas de Quintero y de Puchuncaví, que represento en esta Corporación. Así, creo que aquí realmente estamos dando un impulso importante a la palabra “inclusión”.

Comparto lo planteado por la diputada Alejandra Sepúlveda, en cuanto a que si lo propuesto en la iniciativa no se acompaña con recursos suficientes y especiales, será letra muerta; si no hacemos un esfuerzo real en el proyecto de Ley de Presupuestos para el próximo año, no se lograrán los objetivos del proyecto.

Por lo tanto, solicito que la ministra del Deporte asuma este tema como propio y que lo incorpore en el proyecto de Ley de Presupuestos para 2016, porque esta materia es significativa y forma parte de los asuntos que la ciudadanía quiere que debatamos.

En estos días, que son tan complicados para la política, en que la gente tiene tan poca confianza en los parlamentarios, discutir este proyecto y asignarle los recursos necesarios será muy importante para las personas. Los parlamentarios tenemos que ponernos detrás de situaciones de esta naturaleza para concretar finalmente la tan anhelada palabra “inclusión”.

He dicho.

El señor ORTIZ (Presidente accidental).- Tiene la palabra el diputado señor José Pérez.

El señor PÉREZ (don José).- Señor Presidente, indudablemente, el proyecto que hoy discutimos es de gran importancia, pues permite que personas con capacidades diferentes, personas en situación de discapacidad, practiquen distintas disciplinas deportivas.

¡Qué bueno que nos preocupemos de esos chilenos, que por lo general han sido marginados de las disciplinas deportivas! Porque muchas personas en situación de discapacidad ni siquiera cuentan con una pensión asistencial que les permita enfrentar la vida en forma normal.

Claro, el Ministerio del Deporte tendrá que cumplir con esta tarea adicional. Ojalá que haya la disposición para hacer las cosas bien, para entregar los recursos que esa gente necesite para la práctica de las distintas disciplinas deportivas.

La verdad es que da vergüenza cuando vemos permanentemente en los canales de televisión a atletas reconocidos en nuestro país y a nivel internacional que deben viajar a algún país de Europa o de Norteamérica a representar a Chile y no cuentan con los recursos necesarios para ello por parte del Ministerio del Deporte. ¡Es una vergüenza! Por ejemplo, hemos visto cómo el gimnasta Tomás González ha tenido que esperar a que un particular le entregue dinero para entrenar en las condiciones que le exige su disciplina deportiva para luego poder ir a representar a nuestro país en distintos lugares del mundo.

Si no tenemos recursos para ello, ¿con qué atenderemos las necesidades que comenzarán a plantear las personas en situación de discapacidad?

No solo tenemos que asignar y usar bien los recursos para que esos deportistas puedan practicar las distintas disciplinas -a veces, lo hacen en forma brillante-, sino que además debemos tener un Ministerio del Deporte que sea lo suficientemente ágil y ejecutivo para avanzar en estas materias.

¿Cuántas comunas importantes del país no tienen ni siquiera una cancha empastada para la práctica del deporte amateur? ¡Esa es tarea del Ministerio del Deporte! Debemos preocuparnos de verdad por el deporte para que nuestros jóvenes no caigan en la droga y en otros vicios. Además, debemos inyectar recursos y usarlos en favor de las personas con capacidades diferentes y del deporte amateur. Chile reclama mayores recursos y mayor preocupación del Ministerio del Deporte.

He dicho.

El señor ORTIZ (Presidente accidental).- Tiene la palabra el diputado señor Matías Walker.

El señor WALKER.- Señor Presidente, en mi calidad de miembro de la Comisión de Deportes y Recreación, quiero destacar la tramitación de este proyecto de ley, que modifica la ley N°19.712, del Deporte, y la ley N°20.686, que crea el Ministerio del Deporte, con el objeto de incorporar el deporte adaptado y paralímpico. 

Además, quiero subrayar el carácter transversal de esta iniciativa y el impulso que le dio su principal autor, el diputado Jaime Pilowsky. 

Asimismo, recalco un aspecto que es muy reciente, ya que con el diputado Pilowsky y el presidente de la Comisión de Deportes y Recreación, diputado Tucapel Jiménez, participamos en la promulgación de la Ley que establece Derechos y Deberes de Asistentes y Organizadores de Espectáculos de Fútbol Profesional, que se celebró en el Palacio en La Moneda, con la presencia del Vicepresidente de la República, señor Jorge Burgos. Se trata de una normativa que será publicada mañana en el Diario Oficial y que estará plenamente vigente para la inauguración de la Copa América en el Estadio Nacional y para los partidos que se disputen en los distintos recintos deportivos del país, incluyendo en nuevo estadio La Portada, de La Serena.

La ley que crea el estatuto de derechos y deberes en el fútbol profesional, reemplaza a la ley de violencia en los estadios, ya que no solo tipifica las faltas y delitos, sino que además establece derechos para los hinchas del fútbol profesional, como acceso preferente a las personas en situación de discapacidad a todos los recintos deportivos en los que se realicen competencias de fútbol profesional, ya sean los partidos que se disputen durante la Copa América o los que se desarrollen con motivo del torneo nacional organizado por la ANFP. Ello surge debido a que debe haber integración efectiva para todas las personas que están en esta situación y que quieran asistir como espectadores a los distintos recintos deportivos. 

Como dije, la ley dispone que todos los organizadores de un espectáculo de fútbol profesional deben establecer dicho acceso.

Entonces, junto con anunciar la segura aprobación del proyecto de ley en discusión, que tiene por objeto incorporar el deporte adaptado y paralímpico, reitero la buena noticia sobre la ley promulgada hoy por el Vicepresidente de la República, que establece acceso preferente a las personas en situación de discapacidad a todos los estadios de fútbol profesional. 

He dicho.

El señor ORTIZ (Presidente accidental).- Cerrado el debate.

-Con posterioridad, la Sala se pronunció sobre este proyecto de ley en los siguientes términos:

La señora PASCAL, doña Denise (Presidenta en ejercicio).- Corresponde votar en general el proyecto de ley, iniciado en moción, que modifica la Ley Nº 19.712, del Deporte, y la Ley Nº 20.686, que crea el Ministerio del Deporte, con el objeto de incorporar el deporte adaptado y paralímpico.

Hago presente a la Sala que la totalidad de sus normas tratan materias propias de ley simple o común.

En votación.

-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 102 votos. No hubo votos por la negativa ni abstenciones.

La señora PASCAL, doña Denise (Presidenta en ejercicio).- Aprobado.

-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:

Aguiló Melo Sergio; Álvarez Vera Jenny; Álvarez-Salamanca Ramírez Pedro Pablo; Andrade Lara Osvaldo; Arriagada Macaya Claudio; Auth Stewart Pepe; Barros Montero Ramón; Becker Alvear Germán; Bellolio Avaria Jaime; Boric Font Gabriel; Browne Urrejola Pedro; Cariola Oliva Karol; Carvajal Ambiado Loreto; Castro González Juan Luis; Ceroni Fuentes Guillermo; Chahin Valenzuela Fuad; Chávez Velásquez Marcelo; Cicardini Milla Daniella; Coloma Alamos Juan Antonio; De Mussy Hiriart Felipe; Edwards Silva José Manuel; Espinosa Monardes Marcos; Espinoza Sandoval Fidel; Farías Ponce Ramón; Fernández Allende Maya; Flores García Iván; Fuentes Castillo Iván; Fuenzalida Figueroa Gonzalo; Gahona Salazar Sergio; García García René Manuel; Girardi Lavín Cristina; Godoy Ibáñez Joaquín; Gutiérrez Gálvez Hugo; Gutiérrez Pino Romilio; Hernández Hernández Javier; Hernando Pérez Marcela; Hoffmann Opazo María José; Jackson Drago Giorgio; Jaramillo Becker Enrique; Jarpa Wevar Carlos Abel; Jiménez Fuentes Tucapel; Kast Rist José Antonio; Kast Sommerhoff Felipe; Kort Garriga Issa; Lavín León Joaquín; Lemus Aracena Luis; Letelier Norambuena Felipe; Lorenzini Basso Pablo; Macaya Danús Javier; Melero Abaroa Patricio; Melo Contreras Daniel; Meza Moncada Fernando; Mirosevic Verdugo Vlado; Molina Oliva Andrea; Monckeberg Bruner Cristián; Monsalve Benavides Manuel; Morales Muñoz Celso; Morano Cornejo Juan Enrique; Nogueira Fernández Claudia; Norambuena Farías Iván; Núñez Arancibia Daniel; Núñez Urrutia Paulina; Ojeda Uribe Sergio; Ortiz Novoa José Miguel; Pascal Allende Denise; Paulsen Kehr Diego; Pérez Arriagada José; Pérez Lahsen Leopoldo; Pilowsky Greene Jaime; Poblete Zapata Roberto; Provoste Campillay Yasna; Rathgeb Schifferli Jorge; Rincón González Ricardo; Rivas Sánchez Gaspar; Rocafull López Luis; Rubilar Barahona Karla; Sabag Villalobos Jorge; Sabat Fernández Marcela; Saffirio Espinoza René; Saldívar Auger Raúl; Sandoval Plaza David; Santana Tirachini Alejandro; Sepúlveda Orbenes Alejandra; Silva Méndez Ernesto; Soto Ferrada Leonardo; Squella Ovalle Arturo; Tarud Daccarett Jorge; Teillier Del Valle Guillermo; Torres Jeldes Víctor; Trisotti Martínez Renzo; Tuma Zedan Joaquín; Turres Figueroa Marisol; Ulloa Aguillón Jorge; Urízar Muñoz Christian; Urrutia Bonilla Ignacio; Urrutia Soto Osvaldo; Vallejo Dowling Camila; Van Rysselberghe Herrera Enrique; Venegas Cárdenas Mario; Verdugo Soto Germán; Walker Prieto Matías; Ward Edwards Felipe.

La señora PASCAL, doña Denise (Presidenta en ejercicio).- Por no haber sido objeto de indicaciones, queda aprobado también en particular.

Despachado el proyecto.
VI. PROYECTOS DE ACUERDO Y DE RESOLUCIÓN

CUOTA MORTUORIA O ASIGNACIÓN POR CAUSA DE MUERTE PARA
BENEFICIARIAS DEL BONO POR HIJO AFILIADAS A UNA AFP (Preferencia)

El señor ORTIZ (Presidente accidental).- De conformidad con los acuerdos adoptados por los Comités hoy, 9 de junio, corresponde tratar con preferencia y sin discusión el proyecto de resolución N° 368.

El señor Prosecretario va a dar lectura a su parte dispositiva.

El señor ROJAS (Prosecretario).- Proyecto de resolución Nº 368, de los señores Iván Flores, Sergio Espejo, Ricardo Rincón, de las señoras Yasna Provoste y Marcela Hernando, y de los señores Marcos Espinosa, Jaime Pilowsky, Jorge Sabag, David Sandoval y Marcelo Chávez, que en su parte dispositiva señala:

La Cámara de Diputados acuerda:

Solicitar a su excelencia la Presidenta de la República, señora Michelle Bachelet, que instruya a quien corresponda para asegurar el beneficio llamado “Cuota Mortuoria” y/o “Asignación por causa de muerte” a todas las mujeres beneficiarias con el “Bono por Hijo”, incluidas las exafiliadas al sistema INP y que han debido afiliarse a una AFP, con el exclusivo fin de cobrar el beneficio.

-Con posterioridad, la Sala se pronunció sobre este proyecto de resolución en los siguientes términos: 

La señora PASCAL, doña Denise (Presidenta en ejercicio).- Corresponde votar el proyecto de resolución Nº 368.

En votación.

-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 90 votos. No hubo votos por la negativa ni abstenciones.

La señora PASCAL, doña Denise (Presidenta en ejercicio).- Aprobado.

-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:

Aguiló Melo Sergio; Álvarez Vera Jenny; Álvarez-Salamanca Ramírez Pedro Pablo; Andrade Lara Osvaldo; Arriagada Macaya Claudio; Auth Stewart Pepe; Barros Montero Ramón; Becker Alvear Germán; Bellolio Avaria Jaime; Boric Font Gabriel; Browne Urrejola Pedro; Cariola Oliva Karol; Carvajal Ambiado Loreto; Castro González Juan Luis; Chahin Valenzuela Fuad; Chávez Velásquez Marcelo; Cicardini Milla Daniella; Edwards Silva José Manuel; Espinosa Monardes Marcos; Espinoza Sandoval Fidel; Farías Ponce Ramón; Fernández Allende Maya; Flores García Iván; Fuentes Castillo Iván; Gahona Salazar Sergio; García García René Manuel; Godoy Ibáñez Joaquín; Gutiérrez Gálvez Hugo; Gutiérrez Pino Romilio; Hernández Hernández Javier; Hernando Pérez Marcela; Hoffmann Opazo María José; Jackson Drago Giorgio; Jaramillo Becker Enrique; Jarpa Wevar Carlos Abel; Jiménez Fuentes Tucapel; Kast Rist José Antonio; Kast Sommerhoff Felipe; Kort Garriga Issa; Lavín León Joaquín; Lorenzini Basso Pablo; Macaya Danús Javier; Melero Abaroa Patricio; Melo Contreras Daniel; Meza Moncada Fernando; Mirosevic Verdugo Vlado; Molina Oliva Andrea; Monckeberg Bruner Cristián; Monsalve Benavides Manuel; Morales Muñoz Celso; Morano Cornejo Juan Enrique; Nogueira Fernández Claudia; Norambuena Farías Iván; Núñez Arancibia Daniel; Ojeda Uribe Sergio; Ortiz Novoa José Miguel; Pascal Allende Denise; Paulsen Kehr Diego; Pérez Arriagada José; Pérez Lahsen Leopoldo; Pilowsky Greene Jaime; Poblete Zapata Roberto; Provoste Campillay Yasna; Rathgeb Schifferli Jorge; Rincón González Ricardo; Rivas Sánchez Gaspar; Rocafull López Luis; Rubilar Barahona Karla; Sabag Villalobos Jorge; Saffirio Espinoza René; Saldívar Auger Raúl; Sandoval Plaza David; Schilling Rodríguez Marcelo; Sepúlveda Orbenes Alejandra; Silva Méndez Ernesto; Squella Ovalle Arturo; Tarud Daccarett Jorge; Teillier Del Valle Guillermo; Torres Jeldes Víctor; Trisotti Martínez Renzo; Tuma Zedan Joaquín; Turres Figueroa Marisol; Ulloa Aguillón Jorge; Urízar Muñoz Christian; Urrutia Bonilla Ignacio; Urrutia Soto Osvaldo; Van Rysselberghe Herrera Enrique; Verdugo Soto Germán; Walker Prieto Matías; Ward Edwards Felipe.

MODIFICACIÓN DE LA LEY DE TRÁNSITO PARA ESTABLECER UNA NUEVA REGULACIÓN PARA CONDUCTORES DE MOTOCICLETAS

El señor ORTIZ (Presidente accidental).- El señor Prosecretario dará lectura a la parte resolutiva del siguiente proyecto de resolución.

 El señor ROJAS (Prosecretario).- Proyecto de resolución Nº 311, de los señores Raúl Saldívar, Daniel Melo y Leonardo Soto, que en su parte resolutiva señala:

La Cámara de Diputados acuerda:

Solicitar a su excelencia la Presidenta de la República la formulación de un proyecto de ley para modificar la Ley de Tránsito, con el fin de establecer una regulación sistemática sobre las motocicletas, comprensiva de normas sobre protección vial, preparación de conductores y medidas de seguridad.

La señora PASCAL, doña Denise (Presidenta en ejercicio).- Para apoyar el proyecto de resolución, tiene la palabra el diputado Raúl Saldívar.

El señor SALDÍVAR.- Señora Presidenta, el proyecto de resolución pretende modificar la Ley de Tránsito, con el objeto de establecer mayores exigencias para el otorgamiento de licencias de conducir a quienes se trasladan en motocicletas.

Al respecto, debo recordar el importante aumento de las ventas y del parque de este tipo de vehículos en los últimos años. Sin ir más lejos, en 2013 se vendieron alrededor de 60.000 de ellas. Consecuentemente, ha aumentado el número de licencias clase C, que se otorgan para conducir motocicletas.

Sin embargo, al revisar las estadísticas relativas a los accidentes en que están involucrados este tipo de vehículos, que en su mayoría han sido fatales, se puede constatar que el 50 por ciento de los accidentes son de responsabilidad de sus conductores.

Por tal razón, no basta con evaluar la destreza con que se conduce dicho vehículo, el conocimiento de la normativa y otros aspectos de seguridad para entregar la licencia al interesado, ya que la persona debe internalizar algunas conductas para que lleve a cabo una conducción responsable. Para lograrlo, es necesario establecer la exigencia que se aplica a los conductores de vehículos mayores, cual es la de hacer un curso que permita a los conductores de motocicletas desarrollar no solo destrezas, sino también conductas responsables al conducir tan frágiles vehículos.

Por eso, solicito la aprobación del proyecto de resolución, con el fin de que se exijan no solo mayores medidas de seguridad, sino mayores exigencias de comportamiento de los conductores de motocicletas.

Finalmente, es importante señalar que la Ley de Tránsito dedica a este tipo de vehículos solo nueve artículos, uno de los cuales está ligado a la seguridad. Incluso, otras exigencias sobre seguridad se han establecido por decretos emanados por el ministerio respectivo, los que no cuentan con la jerarquía de la ley.

He dicho.

La señora PASCAL, doña Denise (Presidenta en ejercicio).- Ofrezco la palabra para apoyar el proyecto de resolución.

Ofrezco la palabra.

Ofrezco la palabra para impugnarlo.

Ofrezco la palabra.

-Con posterioridad, la Sala se pronunció sobre este proyecto de resolución en los siguientes términos: 

La señora PASCAL, doña Denise (Presidenta).- Corresponde votar el proyecto de resolución Nº 311.

En votación.

-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 90 votos; por la negativa, 0 voto. Hubo 3 abstenciones.

La señora PASCAL, doña Denise (Presidenta en ejercicio).- Aprobado.

-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:

Aguiló Melo Sergio; Álvarez Vera Jenny; Álvarez-Salamanca Ramírez Pedro Pablo; Andrade Lara Osvaldo; Arriagada Macaya Claudio; Auth Stewart Pepe; Barros Montero Ramón; Becker Alvear Germán; Bellolio Avaria Jaime; Boric Font Gabriel; Browne Urrejola Pedro; Cariola Oliva Karol; Carvajal Ambiado Loreto; Castro González Juan Luis; Chahin Valenzuela Fuad; Chávez Velásquez Marcelo; Cicardini Milla Daniella; Edwards Silva José Manuel; Espinosa Monardes Marcos; Espinoza Sandoval Fidel; Farías Ponce Ramón; Fernández Allende Maya; Flores García Iván; Fuentes Castillo Iván; Gahona Salazar Sergio; García García René Manuel; Godoy Ibáñez Joaquín; Gutiérrez Gálvez Hugo; Gutiérrez Pino Romilio; Hernández Hernández Javier; Hernando Pérez Marcela; Hoffmann Opazo María José; Jackson Drago Giorgio; Jaramillo Becker Enrique; Jarpa Wevar Carlos Abel; Jiménez Fuentes Tucapel; Kast Rist José Antonio; Kast Sommerhoff Felipe; Kort Garriga Issa; Lavín León Joaquín; Lorenzini Basso Pablo; Macaya Danús Javier; Melero Abaroa Patricio; Melo Contreras Daniel; Meza Moncada Fernando; Mirosevic Verdugo Vlado; Molina Oliva Andrea; Monckeberg Bruner Cristián; Monsalve Benavides Manuel; Morales Muñoz Celso; Morano Cornejo Juan Enrique; Nogueira Fernández Claudia; Norambuena Farías Iván; Núñez Arancibia Daniel; Ojeda Uribe Sergio; Ortiz Novoa José Miguel; Pascal Allende Denise; Paulsen Kehr Diego; Pérez Arriagada José; Pérez Lahsen Leopoldo; Pilowsky Greene Jaime; Poblete Zapata Roberto; Provoste Campillay Yasna; Rathgeb Schifferli Jorge; Rincón González Ricardo; Rivas Sánchez Gaspar; Rocafull López Luis; Rubilar Barahona Karla; Sabag Villalobos Jorge; Saffirio Espinoza René; Saldívar Auger Raúl; Sandoval Plaza David; Schilling Rodríguez Marcelo; Sepúlveda Orbenes Alejandra; Silva Méndez Ernesto; Squella Ovalle Arturo; Tarud Daccarett Jorge; Teillier Del Valle Guillermo; Torres Jeldes Víctor; Trisotti Martínez Renzo; Tuma Zedan Joaquín; Turres Figueroa Marisol; Ulloa Aguillón Jorge; Urízar Muñoz Christian; Urrutia Bonilla Ignacio; Urrutia Soto Osvaldo; Van Rysselberghe Herrera Enrique; Verdugo Soto Germán; Walker Prieto Matías; Ward Edwards Felipe.

PROHIBICIÓN PARA INSTALAR TORRES DE ALTA TENSIÓN A UNA
DISTANCIA INFERIOR A 200 METROS DE ASENTAMIENTOS HUMANOS

La señora PASCAL, doña Denise (Presidenta en ejercicio).- El señor Prosecretario dará lectura a la parte dispositiva del siguiente proyecto de resolución.

 El señor ROJAS (Prosecretario).- Proyecto de resolución Nº 312, de los señores Raúl Saldívar, Daniel Melo, Leonardo Soto y José Pérez, que en su parte dispositiva señala:

La Cámara de Diputados acuerda:

Solicitar a su excelencia la Presidenta de la República que analice y envíe a la brevedad un proyecto de ley que establezca una norma que prohíba expresamente la construcción de torres de alta tensión y la instalación de su respectivo tendido eléctrico en una distancia inferior o igual a 200 metros de viviendas u otros asentamientos humanos, con la finalidad de preservar la calidad de vida de los ciudadanos y de las ciudadanas de nuestro país, de acuerdo con lo establecido en el artículo 19 de la Constitución Política de la República de Chile.

La señora PASCAL, doña Denise (Presidenta en ejercicio).- Para apoyar el proyecto de resolución, tiene la palabra el diputado señor Raúl Saldívar.

El señor SALDÍVAR.- Señora Presidenta, el proyecto de resolución busca evitar lo que hoy acontece en buena parte de las ciudades del país con la invasión de torres de alta tensión que atraviesan sectores urbanos, lo que se debe a que todo lo dispuesto en las respectivas normativas está dirigido a cautelar la instalación de esas torres y no la calidad de vida de las personas que habitan el respectivo entorno. Esta concepción tan extraña debe ser sustituida por una distinta a la existente.

Además, habitualmente se escuchaban argumentos que señalaban que las ondas electromagnéticas que producen los tendidos de alta tensión que se apoyan en esas torres no eran nocivas para las personas, pero hoy los científicos dicen lo contrario.

Por lo tanto, para no tener estas confrontaciones, polémicas y controversias, y porque creo que las ondas electromagnéticas tienen algún efecto nocivo para la salud de las personas, es necesario evitar la instalación de esas torres de alta tensión a menos de 200 metros de cualquier centro poblado, para garantizar la calidad de vida de la gente que vive en las ciudades, así como la efectividad y funcionalidad de las comunas.

He dicho.

La señora PASCAL, doña Denise (Presidenta en ejercicio).- Para hablar a favor del proyecto, ofrezco la palabra.

Ofrezco la palabra.

Para impugnarlo, ofrezco la palabra.

Ofrezco la palabra.

-Con posterioridad, la Sala se pronunció sobre este proyecto de resolución en los siguientes términos:

La señora PASCAL, doña Denise (Presidenta).- Corresponde votar el proyecto de resolución Nº 312.

En votación.

-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 75 votos; por la negativa, 0 voto. Hubo 17 abstenciones.

La señora PASCAL, doña Denise (Presidenta en ejercicio).- Aprobado.

-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:

Aguiló Melo Sergio; Álvarez Vera Jenny; Andrade Lara Osvaldo; Arriagada Macaya Claudio; Auth Stewart Pepe; Barros Montero Ramón; Bellolio Avaria Jaime; Boric Font Gabriel; Browne Urrejola Pedro; Cariola Oliva Karol; Carvajal Ambiado Loreto; Castro González Juan Luis; Chahin Valenzuela Fuad; Chávez Velásquez Marcelo; Cicardini Milla Daniella; Espinosa Monardes Marcos; Espinoza Sandoval Fidel; Farías Ponce Ramón; Fernández Allende Maya; Flores García Iván; Fuentes Castillo Iván; Girardi Lavín Cristina; Godoy Ibáñez Joaquín; Gutiérrez Gálvez Hugo; Gutiérrez Pino Romilio; Hernández Hernández Javier; Hernando Pérez Marcela; Hoffmann Opazo María José; Jackson Drago Giorgio; Jaramillo Becker Enrique; Jarpa Wevar Carlos Abel; Jiménez Fuentes Tucapel; Kast Rist José Antonio; Lavín León Joaquín; Lemus Aracena Luis; Lorenzini Basso Pablo; Melo Contreras Daniel; Meza Moncada Fernando; Mirosevic Verdugo Vlado; Monsalve Benavides Manuel; Morales Muñoz Celso; Morano Cornejo Juan Enrique; Nogueira Fernández Claudia; Norambuena Farías Iván; Núñez Arancibia Daniel; Ojeda Uribe Sergio; Ortiz Novoa José Miguel; Pascal Allende Denise; Pérez Arriagada José; Pilowsky Greene Jaime; Poblete Zapata Roberto; Provoste Campillay Yasna; Rathgeb Schifferli Jorge; Rincón González Ricardo; Rivas Sánchez Gaspar; Rocafull López Luis; Rubilar Barahona Karla; Sabag Villalobos Jorge; Saffirio Espinoza René; Saldívar Auger Raúl; Sandoval Plaza David; Sepúlveda Orbenes Alejandra; Squella Ovalle Arturo; Teillier Del Valle Guillermo; Torres Jeldes Víctor; Trisotti Martínez Renzo; Tuma Zedan Joaquín; Urízar Muñoz Christian; Urrutia Bonilla Ignacio; Urrutia Soto Osvaldo; Vallejo Dowling Camila; Van Rysselberghe Herrera Enrique; Venegas Cárdenas Mario; Walker Prieto Matías; Ward Edwards Felipe.

-Se abstuvieron los diputados señores:
Álvarez-Salamanca Ramírez Pedro Pablo; Becker Alvear Germán; Coloma Alamos Juan Antonio; De Mussy Hiriart Felipe; Edwards Silva José Manuel; Fuenzalida Figueroa Gonzalo; Gahona Salazar Sergio; Kort Garriga Issa; Macaya Danús Javier; Melero Abaroa Patricio; Molina Oliva Andrea; Núñez Urrutia Paulina; Paulsen Kehr Diego; Pérez Lahsen Leopoldo; Santana Tirachini Alejandro; Turres Figueroa Marisol; Verdugo Soto Germán.

EXTENSIÓN DE BENEFICIOS DE LEY N° 19.803 A MÉDICOS DE LOS GABINETES PSICOTÉCNICOS DE LOS MUNICIPIOS

La señora PASCAL, doña Denise (Presidenta en ejercicio).- El señor Prosecretario dará lectura a la parte dispositiva del siguiente proyecto de resolución.

El señor ROJAS (Prosecretario).- Proyecto de resolución Nº 313, de los señores Iván Norambuena, Jorge Rathgeb, Germán Verdugo, Mario Venegas, Ignacio Urrutia, Ramón Barros, Víctor Torres, Javier Hernández, Bernardo Berger y Luis Rocafull, que en su parte resolutiva señala:

La Cámara de Diputados acuerda:

Solicitar a su excelencia la Presidenta de la República que, en uso de sus facultades legales y constitucionales, envíe un proyecto de ley a esta Corporación con el objetivo de extender los beneficios establecidos en la ley Nº 19.803, sobre Asignación de Mejoramiento a la Gestión Municipal, a los médicos de los gabinetes psicotécnicos de los municipios, como una medida que apunta a la igualdad de trato en materia pública.

La señora PASCAL, doña Denise (Presidenta en ejercicio).- Para hablar a favor del proyecto de resolución, ofrezco la palabra.

Ofrezco la palabra.

Para impugnarlo, ofrezco la palabra.

Ofrezco la palabra.

-Con posterioridad, la Sala se pronunció sobre este proyecto de resolución en los siguientes términos:

La señora PASCAL, doña Denise (Presidenta).- Corresponde votar el proyecto de resolución Nº 313.

En votación.

-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 91 votos; por la negativa, 0 voto. Hubo 4 abstenciones.

La señora PASCAL, doña Denise (Presidenta en ejercicio).- Aprobado.

-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:

Aguiló Melo Sergio; Álvarez Vera Jenny; Álvarez-Salamanca Ramírez Pedro Pablo; Andrade Lara Osvaldo; Arriagada Macaya Claudio; Auth Stewart Pepe; Barros Montero Ramón; Becker Alvear Germán; Bellolio Avaria Jaime; Boric Font Gabriel; Browne Urrejola Pedro; Cariola Oliva Karol; Carvajal Ambiado Loreto; Castro González Juan Luis; Ceroni Fuentes Guillermo; Chávez Velásquez Marcelo; Cicardini Milla Daniella; Coloma Alamos Juan Antonio; De Mussy Hiriart Felipe; Espinosa Monardes Marcos; Espinoza Sandoval Fidel; Farías Ponce Ramón; Flores García Iván; Fuentes Castillo Iván; Fuenzalida Figueroa Gonzalo; Gahona Salazar Sergio; García García René Manuel; Girardi Lavín Cristina; Godoy Ibáñez Joaquín; Gutiérrez Gálvez Hugo; Gutiérrez Pino Romilio; Hernández Hernández Javier; Hernando Pérez Marcela; Hoffmann Opazo María José; Jackson Drago Giorgio; Jaramillo Becker Enrique; Jiménez Fuentes Tucapel; Kast Rist José Antonio; Kast Sommerhoff Felipe; Kort Garriga Issa; Lavín León Joaquín; Lemus Aracena Luis; Letelier Norambuena Felipe; Lorenzini Basso Pablo; Macaya Danús Javier; Melero Abaroa Patricio; Melo Contreras Daniel; Meza Moncada Fernando; Molina Oliva Andrea; Monckeberg Bruner Cristián; Monsalve Benavides Manuel; Morales Muñoz Celso; Morano Cornejo Juan Enrique; Nogueira Fernández Claudia; Norambuena Farías Iván; Núñez Urrutia Paulina; Ojeda Uribe Sergio; Ortiz Novoa José Miguel; Pascal Allende Denise; Paulsen Kehr Diego; Pérez Arriagada José; Pérez Lahsen Leopoldo; Pilowsky Greene Jaime; Poblete Zapata Roberto; Provoste Campillay Yasna; Rathgeb Schifferli Jorge; Rincón González Ricardo; Rivas Sánchez Gaspar; Rocafull López Luis; Rubilar Barahona Karla; Sabag Villalobos Jorge; Saffirio Espinoza René; Saldívar Auger Raúl; Santana Tirachini Alejandro; Silva Méndez Ernesto; Squella Ovalle Arturo; Tarud Daccarett Jorge; Teillier Del Valle Guillermo; Torres Jeldes Víctor; Trisotti Martínez Renzo; Tuma Zedan Joaquín; Turres Figueroa Marisol; Ulloa Aguillón Jorge; Urízar Muñoz Christian; Urrutia Bonilla Ignacio; Urrutia Soto Osvaldo; Van Rysselberghe Herrera Enrique; Venegas Cárdenas Mario; Verdugo Soto Germán; Walker Prieto Matías; Ward Edwards Felipe.

-Se abstuvieron los diputados señores:
Mirosevic Verdugo Vlado; Núñez Arancibia Daniel; Sepúlveda Orbenes Alejandra; Vallejo Dowling Camila.

-Los textos íntegros de los proyectos de acuerdo y de resolución figuran en la página de internet de la Cámara de Diputados, cuya dirección es:

http://www.camara.cl/trabajamos/pacuerdos.aspx
VII. INCIDENTES

INFORMACIÓN ACERCA DE ESTUDIOS SOBRE CALIDAD DEL AIRE EN
COMUNA DE DIEGO DE ALMAGRO (Oficios)

La señora PASCAL, doña Denise (Presidenta en ejercicio).- En el tiempo del Comité Socialista, tiene la palabra la diputada señorita Daniella Cicardini.

La señorita CICARDINI (doña Daniella).- Señora Presidenta, muchos habitantes de la comuna de Diego de Almagro me han manifestado su preocupación respecto de la calidad del aire en dicha comuna que represento, lo que se basa en sus vivencias y en los estudios realizados antes del aluvión ocurrido recientemente, que mostraron índices de material particulado cercanos al límite de la norma.

Es muy relevante conocer de manera fidedigna el estado actual de esta situación y tomar las medidas para resguardar la salud de la gente.

Por lo tanto, solicito oficiar a los ministros del Medio Ambiente y de Salud para que nos den a conocer los eventuales estudios o monitoreos realizados y los grados de contaminación en la comuna de Diego de Almagro. Particularmente, que informen a la Corporación sobre las posibles mediciones efectuadas en la comuna en el período inmediatamente anterior a la catástrofe que afectó a la Región de Atacama la última semana de marzo, así como las que se hayan realizado con posterioridad a esa época.

En caso de no existir registros recientes, solicito la entrega de financiamiento para la realización de dichos análisis.

He dicho.

La señora PASCAL, doña Denise (Presidenta en ejercicio).- Se enviarán los oficios solicitados por su señoría.

FISCALIZACIÓN A PLANTA DE TRATAMIENTO DE AGUAS SERVIDAS EN
SECTOR EL MELÓN, COMUNA DE NOGALES (Oficios)

La señora PASCAL, doña Denise (Presidenta en ejercicio).- Tiene la palabra el diputado señor Christian Urízar.

El señor URÍZAR.- Señora Presidenta, los vecinos de la villa Disputada, del sector El Melón de la comuna de Nogales, llevan veintiséis años sufriendo las incomodidades que les produce vivir al lado de la planta de tratamiento de aguas servidas que la empresa sanitaria de El Melón (Esmel) mantiene en la zona.

Se han implementado varias mejoras, pero los malos olores continúan, problema al que se suman plagas de zancudos, moscas y roedores. Asimismo, en diversas oportunidades se han invertido recursos públicos del municipio y del gobierno regional, pero no se han logrado resultados apropiados.

Por otro lado, parte de las aguas tratadas deficitariamente en esa planta son ocupadas para regadío en predios cercanos.

Por lo tanto, solicito oficiar a la ministra de Salud, con copia a la seremi de Salud de la Región de Valparaíso, con el fin de que fiscalicen esa situación. Del mismo modo, al ministro del Medio Ambiente, para que nos informe si la planta de tratamiento en cuestión trabaja con las normas adecuadas, según las regulaciones que dicho ministerio debe hacer cumplir.

La única solución posible no es otra que la erradicación total de la planta, luego de un estudio serio y responsable respecto de su reubicación.

Con tal objetivo, entregaré los antecedentes del caso a la Mesa.

También solicito oficiar al ministro de Obras Públicas, al intendente de la Región de Valparaíso y a los integrantes del Gobierno Regional, a fin de que tomen cartas en el asunto.

El problema ha aumentado, por lo que los vecinos se han organizado para bloquear en varias oportunidades la ruta 5 Norte.

Finalmente, como se trata de una complicación latente que afecta a la comuna de Nogales, también pido oficiar al ministro del Interior, ya que de alguna forma debemos enfrentar esa situación. En caso contrario, se generará un conflicto mucho mayor.

He dicho.

La señora PASCAL, doña Denise (Presidenta en ejercicio).- Se enviarán los oficios solicitados por su señoría, con la adhesión de las señoras diputadas y de los señores diputados que están levantando la mano.

INFORMACIÓN SOBRE REPARACIÓN DE TECHUMBRE DE ESCUELA D-18,
COMUNA DE ARICA (Oficios)

La señora PASCAL, doña Denise (Presidenta en ejercicio).- Tiene la palabra el diputado señor Luis Rocafull.

El señor ROCAFULL.- Señora Presidenta, en agosto del año pasado, dos alumnos de la escuela D-18, Humberto Valenzuela García, de la comuna de Arica, sufrieron graves heridas al caerles encima el cielo falso de una de las aulas de ese establecimiento.

Frente a ese grave accidente causado por la falta de mantención e inversión en la infraestructura del colegio, el Ministerio de Educación, a través de la seremi de Arica y Parinacota, señora Giullia Olivera León, señaló enfáticamente que se adoptarían todas las medidas para que ese tipo de accidentes no volviera a ocurrir.

Pues bien, estamos en julio de 2015, pero los alumnos y profesores de la escuela D-18 siguen esperando la reparación del cielo raso de su colegio. Los techos están apolillados y a punto de caer, mientras niños y profesores asisten a sus clases, por lo que se exponen a un grave peligro. Me pregunto, ¿qué esperan el ministerio y la Municipalidad de Arica para hacerse cargo del problema y solucionarlo?

Por eso, con la finalidad de proteger a esos estudiantes y profesores, solicito oficiar al ministro de Educación, con el objeto de que informe a la Cámara de Diputados sobre las acciones que ha adoptado para dar solución definitiva al problema de la precaria estructura de la escuela D-18, de la comuna de Arica. Asimismo, que informe si el municipio recibió fondos para la reparación de esa escuela en particular, de los 20.000 millones de pesos contemplados en la agenda corta de 2014, que fueron otorgados a las municipalidades para solucionar problemas de infraestructura escolar. Por último, que nos informe si su cartera cuenta con un catastro de colegios municipales de la Región de Arica y Parinacota que necesitan reparar en forma urgente su infraestructura y sobre las fiscalizaciones que ha llevado a cabo al respecto.

Finalmente, pido enviar copia de mi intervención al alcalde de la ilustre Municipalidad de Arica y a las demás autoridades locales con competencia en la materia, así como a la dirección del establecimiento educacional mencionado, la escuela D-18, Humberto Valenzuela García.

He dicho.

La señora PASCAL, doña Denise (Presidenta en ejercicio).- Se enviarán los oficios solicitados por su señoría, con la adhesión de las señoras diputadas y de los señores diputados que están levantando la mano.

FISCALIZACIÓN SOBRE USO DE ASBESTO EN EMPRESAS DE REGIÓN
DEL BIOBÍO Y LABOR PREVENTIVA DE MUTUALIDADES EN LA MATERIA
(Oficios)

La señora PASCAL, doña Denise (Presidenta en ejercicio).- En el tiempo del Comité Demócrata Cristiano, tiene la palabra el diputado señor Marcelo Chávez.

El señor CHÁVEZ.- Señora Presidenta, ayer acompañé a tres trabajadores de la central termoeléctrica Bocamina, de Endesa, ubicada en la comuna de Coronel, los señores Víctor Sánchez, Michael Araya y Nelson Toro, a interponer una querella contra quienes resulten responsables por el daño que han sufrido por la exposición al asbesto.

El uso de este material está prohibido en nuestro país, por cuanto las personas que se ven expuestas a él pueden sufrir una enfermedad grave llamada asbestosis, que los llevará a la muerte.

Lamentablemente, me parece que en la Región del Biobío hay una serie de industrias que han utilizado ese material y que siguen funcionando en esas condiciones, lo que considero de la mayor gravedad.

Por lo tanto, en primer lugar, solicito oficiar a la ministra de Salud para que ordene el inicio de un plan de fiscalización sobre la materia y nos informe respecto de la situación, dado que algunos antecedentes que he recibido dan cuenta de que es muy probable que otras empresas estén en la misma condición a la que presenta la central Bocamina, de Endesa, ubicada la comuna de Coronel.

En segundo lugar, oficiar a la ministra del Trabajo, con el objeto de que informe respecto de la labor que están desarrollando las mutualidades en esta materia, cuestión que también me preocupa muchísimo. Que nos informe sobre el número de trabajadores que está siendo atendido en esa dirección y de qué manera las mutualidades están desarrollando una labor de diagnóstico y prevención respecto de este tipo de males, que pueden estar afectando a muchos trabajadores de nuestro país.

He dicho.

La señora PASCAL, doña Denise (Presidenta en ejercicio).- Se enviarán los oficios solicitados por su señoría, con la adhesión de las señoras diputadas y de los señores diputados que están levantando la mano.

PAGO DE REMUNERACIONES A MANIPULADORAS DE ALIMENTOS DE JUNAEB EN REGIÓN DE LOS RÍOS (Oficios)

La señora PASCAL, doña Denise (Presidenta en ejercicio).- A continuación, tiene la palabra el diputado señor Iván Flores.

El señor FLORES.- Señora Presidenta, me preocupa la situación por la que atraviesa la Junta Nacional de Auxilio Escolar y Becas (Junaeb) en la Región de Los Ríos, en especial por el problema que afecta a las manipuladoras de alimentos, quienes están en paro y anunciaron que han decidido prolongar su manifestación.

La causa de la movilización de esas trabajadoras es que, tal como denuncié en Incidentes hace unas cinco semanas y solicité oficiar al respecto, son víctimas de una irregularidad en la adjudicación de los servicios de alimentación.

En efecto, la empresa que tenía a cargo ese servicio estaba sobrepasada en su solvencia y en su capacidad para entregar oportunamente alimentación a los miles de menores de mi región y a los de otras dos o tres regiones que atendía. Para solucionar el problema, se cambió la empresa proveedora del servicio.

Sin embargo, hasta hoy no hay una explicación clara respecto de los motivos por los que no les pagan sus remuneraciones a las manipuladoras de alimentos. Según se ha dicho, ello se debería a la falta de recursos para pagarles, porque aparentemente hubo anticipos poco claros a la empresa que hoy administra la concesión y entrega ese servicio.

En consecuencia, señora Presidenta, solicito oficiar al director nacional de la Junaeb, con copia a las directivas de las organizaciones que agrupan a las manipuladoras de alimentos, para que explique cuál ha sido el procedimiento para sancionar a la empresa que dejó de 
prestar servicios y cuál será la solución de urgencia que le van a dar a las manipuladoras de alimentos.

He dicho.

La señora PASCAL, doña Denise (Presidenta en ejercicio).- Se enviarán los oficios solicitados por su señoría, con la adhesión de las señoras diputadas y de los señores diputados que alzan su mano, de lo cual la Secretaría toma debida nota.

HOMENAJE EN MEMORIA DE DIRIGENTE POBLACIONAL
SEÑORA ERNESTINA ALARCÓN

La señora PASCAL, doña Denise (Presidenta en ejercicio).- Tiene la palabra el diputado señor Claudio Arriagada.

El señor ARRIAGADA.- Señora Presidenta, pocas veces la Cámara de Diputados ha homenajeado a personas anónimas y sencillas.

Sin embargo, hoy quiero rendir homenaje a la señora Ernestina Alarcón, dirigente poblacional de la comuna de La Granja, quien falleció ayer. Sus funerales se efectuarán hoy a las 14 horas y su cortejo fúnebre saldrá de Valparaíso a San Antonio. 

Trabajé con doña Ernestina Alarcón en diversos temas poblacionales antes de que me convirtiera en alcalde de La Granja. La conocí cuando ejercía su labor como dirigente en las organizaciones de derechos humanos y en las organizaciones sociales de la comuna.

Ernestina Alarcón, militante del Partido Comunista, tuvo una trayectoria política de la mayor coherencia y de profundo respeto por las opiniones de los demás.

Rindo homenaje de manera inusual en Incidentes a esa mujer extraordinaria por su consecuencia, por la fuerza con que defendió sus convicciones y por su gran tolerancia respecto de las ideas distintas.

En estos momentos de profunda crisis, quiero destacar uno de los grandes valores de doña Ernestina Alarcón, cual es la honestidad que demostró no tan solo en el cumplimiento de sus tareas políticas como dirigente social, sino también en los demás aspectos de su vida. Ella fue honesta en el ejercicio del servicio público y de su cargo.

 La gente de La Granja está triste, porque, como dije, se ha ido una mujer militante del Partido Comunista de Chile, que fue un ejemplo señero para el conjunto de dirigentes sociales de su comuna, en primer lugar, por su lucha para recuperar la democracia; en segundo lugar, por su defensa de los derechos humanos, y, finalmente, por su destacada labor para hacer de La Granja una comuna más humana y amable.

He dicho.

-Aplausos.

La señora PASCAL, doña Denise (Presidenta en ejercicio).- La Mesa de la Corporación adhiere a su sentido homenaje.

INFORMACIÓN SOBRE CATASTRO DE PASIVOS AMBIENTALES EN
REGIÓN DE ATACAMA (Oficios)

La señora PASCAL, doña Denise (Presidenta en ejercicio).- Tiene la palabra la diputada señora Yasna Provoste.

La señora PROVOSTE (doña Yasna).- Señora Presidenta, para todos es conocido que la última tragedia sufrida por la Región de Atacama desnudó un conjunto de dificultades y problemas, los cuales aún padecemos.

Pido que se oficie a la ministra de Minería, al ministro del Medio Ambiente y al director del Servicio Nacional de Geología y Minería, a fin de que nos informen sobre el catastro de pasivos ambientales en la Región de Atacama, tanto de los provenientes de faenas activas como abandonadas. Quiero saber cuáles han sido las acciones y medidas incluidas en el plan de remediación; que nos entreguen un detalle pormenorizado de la evaluación de riesgos asociados a esas faenas, sobre todo respecto de los pasivos ambientales asociados a las faenas mineras abandonadas.

Además, pido que nos informen respecto de la evaluación que han realizado sobre los riesgos que esos pasivos ambientales pueden significar para la población de la Región de Atacama, en especial para Tierra Amarilla.

La señora PASCAL, doña Denise (Presidenta en ejercicio).- Se enviarán los oficios solicitados por su señoría.

INFORMACIÓN SOBRE CONVOCATORIAS, TABLAS DE FUNCIONAMIENTO Y ACTAS DEL CONSEJO DE DESARROLLO SUSTENTABLE DE CHILE (Oficio)

La señora PROVOSTE (doña Yasna).- En segundo término, quiero referirme al Consejo de Desarrollo Sustentable de Chile, instancia de participación ciudadana instaurada en 1998.

Solicito que se oficie al ministro secretario general de la Presidencia, con el objeto de que nos informe sobre cuáles han sido las convocatorias durante la presente administración de la Presidenta Bachelet, y que nos entregue las tablas de funcionamiento y las actas correspondientes.

Quiero que el Consejo de Desarrollo Sustentable considere dentro de sus prioridades la necesidad de que Chile cuente con normas de suelo, porque son de una necesidad imperiosa.

La señora PASCAL, doña Denise (Presidenta en ejercicio).- Se enviará el oficio solicitado por su señoría.

CONSIDERACIONES PARA DETERMINACIÓN DE NIVELES EN PROYECTO DE LEY DE CARRERA DOCENTE (Oficio)

La señora PROVOSTE (doña Yasna).- Señora Presidenta, en el marco del debate sobre la carrera profesional docente, solicito que se oficie al ministro de Educación, con el objeto de que nos proporcione los antecedentes que ha tenido en consideración para fijar los límites de corte por nivel en el proyecto de carrera profesional docente, que hoy se pone a disposición del Congreso Nacional para su análisis y reflexión.

La señora PASCAL, doña Denise (Presidenta en ejercicio).- Se enviará el oficio solicitado por su señoría.

INFORMACIÓN SOBRE EJECUCIÓN DE PROGRAMAS DE ALIMENTACIÓN POR LA JUNTA NACIONAL DE AUXILIO ESCOLAR Y BECAS (Oficio)

La señora PROVOSTE (doña Yasna).- Señora Presidenta, quiero respaldar los oficios solicitados por el diputado señor Iván Flores en relación con la Junta Nacional de Auxilio Escolar y Becas, pues desde marzo del año pasado hemos denunciado que las raciones de alimentos no están llegando a sus destinos.

Por lo tanto, solicito oficiar al director nacional de la Junta Nacional de Auxilio Escolar y Becas para que nos haga llegar un informe pormenorizado sobre los gastos asociados a los recursos aprobados en la Ley de Presupuestos del año pasado, los que fueron aumentados en relación con los programas de alimentación dirigidos al tercer y cuarto quintil.

Esperamos recibir un informe pormenorizado, región por región y por quintiles de ingresos, a fin de corroborar esa información con los montos aprobados en la Ley de Presupuestos. En definitiva, queremos saber si lo que se solicitó se está cumpliendo.

He dicho.

La señora PASCAL, doña Denise (Presidenta en ejercicio).- Se enviará el oficio solicitado por su señoría, con la adhesión de las diputadas y los diputados que alzan su mano, de lo cual Secretaría toma debida nota.

REVISIÓN DE SITUACIÓN LABORAL DE FUNCIONARIOS DE LOS PRODESAL (Oficios)

La señora PASCAL, doña Denise (Presidenta en ejercicio).- Tiene la palabra el diputado señor Jorge Sabag por el resto del tiempo correspondiente a su bancada.

El señor SABAG.- Señora Presidenta, solicito que se oficie al ministro de Agricultura y al director del Indap respecto de la situación que viven los funcionarios de los Prodesal que trabajan con los pequeños agricultores en las distintas comunas, a través de un convenio entre los municipios y el Indap, órgano que traspasa los recursos. 

Es de conocimiento público que esos funcionarios trabajan sobre la base de honorarios y no tienen derecho a previsión ni tampoco a salud. Dentro de los honorarios se incluyen la movilización y la colación. Por reglamento, les corresponde visitar a los pequeños agricultores tres veces al año, para lo cual emplean su propio vehículo. Se ha decidido incrementar el número de visitas a cinco cada año, pero se mantiene la misma remuneración.

Por ello, pido al director del Indap que nos presente una propuesta para solucionar la precaria situación que viven los funcionarios de los Prodesal que trabajan directamente con la agricultura familiar campesina. Se trata de un programa muy valioso, de una verdadera inyección a la vena para la agricultura familiar campesina, esfuerzo que se encuentra relacionado con uno de los aspectos fundamentales del programa de gobierno de la Presidenta Bachelet: que Chile se convierta en potencia agroalimentaria.

Al respecto, en la Cámara hemos votado muchos tratados de libre comercio. Acabamos de votar uno vinculado con Tailandia, el cual significará abrir las puertas de ese país a nuestra agricultura. 

Si no apoyamos a los pequeños agricultores, será muy difícil que puedan contribuir a aumentar las exportaciones, lo que redundará en la existencia de una agricultura muy precaria.

Pido, entonces, que el director del Indap revise la situación laboral de los miles de funcionarios de los Prodesal a lo largo del país, pues se encuentran en una situación laboral muy precaria. De hecho, están atrasados los pagos de abril y mayo, debido a diversos trámites que han debido firmar con los municipios. Esa situación debe remediarse a la brevedad posible.

La señora PASCAL, doña Denise (Presidenta en ejercicio).- Se enviarán los oficios solicitados por su señoría.

PAVIMENTACIÓN DE TRAMO ENTRE RUTA 5 SUR Y CHILLANCITO,
COMUNA DE CABRERO (Oficios)

El señor SAGAG.- Pido, además, que se oficie al ministro de Obras Públicas y al director nacional de Vialidad, con el objeto de que nos informen acerca de la pavimentación de aproximadamente 700 metros desde la ruta 5 hacia el sector de Chillancito, comuna de Cabrero. Se trata de un camino de gran relevancia para la comunidad de Chillancito, sector densamente poblado y ubicado en una zona aledaña al Salto del Laja, hermoso lugar turístico que recibe a miles de turistas en la temporada estival. 

Por lo tanto, solicito que el director de Vialidad lo incluya dentro de los programas de pavimentación pertinentes.

Es cierto que en el lugar existe un puente de madera y que no se puede pavimentar mientras no se transforme en uno de hormigón, razón por la cual este año habría que partir construyendo el puente, para posteriormente pavimentar el camino.

Se trata de un anhelo muy sentido por la comunidad. Espero que la respuesta se acompañe de una carta Gantt que permita saber cuándo se cumplirá el sueño de las familias que viven en el sector. Además, la construcción de este camino se inserta en el programa de la Presidenta Michelle Bachelet relacionado con la construcción de 2.000 kilómetros de caminos básicos, anuncio efectuado en el discurso del 21 de Mayo.

Solicito que se remita copia del oficio al alcalde de la comuna de Cabrero y al honorable concejo para que lleven a cabo las gestiones pertinentes a fin de que esta obra se concrete a la brevedad.

He dicho.

La señora PASCAL, doña Denise (Presidenta en ejercicio).- Se enviarán los oficios solicitados por su señoría, con la adhesión de las diputadas y los diputados que están levantando la mano.

ADOPCIÓN DE MEDIDAS RELACIONADAS CON EMERGENCIA SANITARIA
EN COMUNA DE ALTO HOSPICIO (Oficios)

La señora PASCAL, doña Denise (Presidenta en ejercicio).- El Comité Independiente ha solicitado el tiempo adicional de cinco minutos a que tiene derecho toda bancada una vez cada tres semanas.

Tiene la palabra la diputada señora Karla Rubilar.

La señora RUBILAR (doña Karla).- Señora Presidenta, estuve tres días en la Región de Tarapacá, particularmente en Iquique y Alto Hospicio. 

Solicité estos minutos adicionales para dar a conocer lo que está pasando en esos lugares, particularmente en la caleta Chanavayita y en el Hospital Regional de Iquique.

En Alto Hospicio, la situación definitivamente no da para más, pues los vecinos están viviendo lo que a mi juicio es una alerta sanitaria que no ha sido declarada, producida por la empresa Aguas del Altiplano, que tiene una planta de tratamiento de aguas servidas en medio de la comuna, la que desde hace muchos años está causando problemas de salud en la población, situación que no ha sido tomada con la seriedad que corresponde por las autoridades de la zona. 

Estamos hablando de piscinas decantadoras de tratamiento de aguas servidas que producen olores realmente insoportables, lo que genera en la población no solo malestar, sino también patologías de tipo respiratorio por causa del ácido sulfhídrico presente en el aire. 

A ese cuadro hay que agregar la existencia de plagas de ratones, de baratas y de moscas provenientes de la caca, todo lo cual genera un grave daño en la población. Estamos hablando de personas que están sufriendo enfermedades digestivas y respiratorias, cuadros de vómitos y diarreas, todo por culpa de una empresa que no se está haciendo cargo del problema. 

Por otra parte, no deja de llamar la atención la ausencia de las autoridades para hacer frente a este tema.

Por las razones expuestas, pido oficiar al ministro del Medio Ambiente para que informe sobre las medidas que ha adoptado respecto de esta situación, que se arrastra desde hace muchos años. 

Asimismo, pido oficiar a la ministra de Salud y al director del Servicio de Salud de Iquique, para saber por qué no se han efectuado los estudios de impacto ambiental en materia sanitaria, en circunstancias de que existe una alta cantidad de pacientes con problemas de salud.

También pido oficiar a la superintendenta de Servicios Sanitarios para conocer las fiscalizaciones realizadas y las multas cursadas a la empresa contaminante. 

Por otro lado, pido que se me informe si es real que el señor José Ponce Escobar, hoy superintendente de Servicios Sanitarios de esa región, fue en algún momento gerente o tuvo algún cargo de importancia en esa misma empresa. Me refiero a la filial anterior, que luego fue comprada. Si ello fuera así, podría haber un gran conflicto de intereses.

La señora PASCAL, doña Denise (Presidenta en ejercicio).- Se enviarán los oficios solicitados por su señoría, con la adhesión de las diputadas y los diputados que están levantando la mano.

ATENCIÓN DE PROBLEMAS QUE AFECTAN A CALETA CHANAVAYITA,
COMUNA DE IQUIQUE (Oficios)

El señor RUBILAR (doña Karla).- En otro orden de cosas, me referiré a lo que ocurre en la caleta pesquera de Chanavayita, en la comuna de Iquique, cuyos vecinos lamentablemente han tenido que salir a protestar para ser tomados en cuenta. 

La caleta es objeto de contaminación por parte de varias empresas de la zona: minera 
Doña Inés de Collahuasi, Interacid, compañía minera Punta de Lobos, Salina Cordillera y Celta-Endesa Chile, las cuales han generado un tremendo trastorno en materia de contaminación en la pequeña caleta.

Al mismo tiempo, la situación laboral de los pescadores de la caleta de Chanavayita es 
realmente deplorable, al punto de que hoy ya no tienen dónde pescar porque no quedan especies, pues han sido exterminadas gradualmente por la contaminación. 

Ya en 2009 se hizo presente que diez menores habían sufrido los efectos de la contaminación por arsénico y plomo, pero nunca se hizo un seguimiento. Hoy tampoco se ha hecho un estudio en relación con los más de sesenta niños que viven en la caleta.

La caleta muestra problemas impensables para ser un lugar rodeado de empresas que reciben grandes retribuciones económicas. La caleta carece de alcantarillado y la escuela no tiene las condiciones mínimas para funcionar. La mitad de los niños debe comer de pie, porque no tienen sillas ni mesas. Asimismo, la posta médica no está habilitada para atenderlos como corresponde. 

Es realmente inaceptable que en las cercanías de una pequeña caleta de pescadores, rodeada de grandes empresas de molibdeno y de termoeléctricas, ahora se esté pensando en instalar un puerto, nuevas termoeléctricas y nuevas empresas contaminantes.

Por lo tanto, pido oficiar al intendente de la Región de Tarapacá para que nos informe sobre las medidas que se han tomado respecto de la caleta mencionada. 

Asimismo, solicito que se remita copia al alcalde de Iquique y al concejo para que nos ayuden a subsanar el problema relacionado con las sillas y mesas de la escuela municipal.

Por último, pido oficiar al ministro y al superintendente del Medio Ambiente para que nos informen sobre los proyectos ingresados y sobre la forma en que van a ser evaluados, si con declaración de impacto ambiental o con un estudio de impacto ambiental, y si está previsto aprobar alguno. Esa información es relevante porque la caleta no resiste la instalación de un puerto ni de más empresas. 

He dicho.

La señora PASCAL, doña Denise (Presidenta en ejercicio).- Se enviarán los oficios solicitados por su señoría, con la adhesión de las diputadas y los diputados que están levantando la mano.

Por haber cumplido con su objeto, se levanta la sesión.

-Se levantó la sesión a las 14.07 horas.
GUILLERMO CUMMING DÍAZ,
Jefe suplente de la Redacción de Sesiones.

VIII. ANEXO DE SESIÓN

COMISIÓN ESPECIAL DE SOLICITUDES DE INFORMACIÓN
Y DE ANTECEDENTES

-Se abrió la sesión a las 13.41 horas.

El señor OJEDA (Presidente accidental).- En el nombre de Dios y de la Patria, se abre la sesión.

SITUACIÓN DE SOLICITUD DE RECONOCIMIENTO Y OBTENCIÓN DE
BENEFICIOS DE EXONERADO POLÍTICO EN FAVOR DE VECINO DE
COMUNA DE VICTORIA (Oficios)

El señor OJEDA (Presidente accidental).- Tiene la palabra el diputado señor Fuad Chahin.

El señor CHAHIN.- Señor Presidente, solicito oficiar al señor ministro del Interior y al director del Instituto de Previsión Social, con copia a la Comisión Defensora Ciudadana y Transparencia, a objeto de que tengan a bien responder en relación con la situación en que se encuentra la solicitud de reconocimiento y obtención de beneficios, en virtud de la ley de exonerados políticos, de don Sergio del Rosario Muñoz Riquelme, RUT 4.714.698-4. 

Teóricamente, él está aceptado en el programa de exonerados políticos. Hace varios años le llegó una notificación; sin embargo, no ha tenido respuesta en relación con los beneficios. 

Por lo tanto, quiere saber si, efectivamente, cumple con los requisitos para optar a los beneficios de esa ley, porque a pesar de estar aceptada y reconocida su calidad de exonerado político, no recibe ninguno.

Solicito remitir copia del oficio al interesado, don Sergio del Rosario Muñoz Riquelme, con domicilio en calle Los Peumos 2011, población Cacique Mariluán 5, comuna de Victoria. 

El señor ROBLES (Presidente accidental).- Se enviarán los oficios solicitados por su señoría y se adjuntará copia de su intervención, con la adhesión de los parlamentarios que están levantando la mano.

INVESTIGACIÓN POR MALA CALIDAD DE CONSTRUCCIÓN DE VIVIENDAS
Y ABANDONO DE OBRAS POR CONSTRUCTORA PARENAS, COMUNA
DE VICTORIA (Oficios)

El señor CHAHIN.- En segundo lugar, solicito oficiar a la señora ministra de Vivienda y Urbanismo y al señor director del Serviu de la Región de La Araucanía, a objeto de que tengan a bien realizar una investigación en relación con la pésima calidad de la construcción de viviendas con subsidio rural, además del abandono de obras por parte de la Constructora Parenas Limitada, en la comuna de Victoria. 

A modo de ejemplo, dos beneficiarios que realizaron reclamos fueron la señora Juana Rosa Marín Marín, RUT 7.285.759-3, con domicilio en la comunidad Ignacio Queipul, y la señora Carmen Orfelina Cheuque Carilao, RUT 8.240.077-K, de la comunidad Juan Andrés Cheuque, ambas de la comuna de Victoria.

El señor ROBLES (Presidente accidental).- Se enviarán los oficios solicitados por su señoría y se adjuntará copia de su intervención, con la adhesión de los parlamentarios que están levantando la mano.

CONDONACIÓN Y EXENCIÓN DE PAGO DE CONTRIBUCIONES A DUEÑOS
DE PREDIOS OCUPADOS ILEGALMENTE POR COMUNIDADES INDÍGENAS
EN REGIÓN DE LA ARAUCANÍA (Oficios)

El señor CHAHIN.- En tercer lugar, solicito oficiar a los ministros de Hacienda y del Interior a objeto de que tengan a bien evaluar un programa de condonación y exención del pago de contribuciones de los predios que están siendo ocupados ilegalmente por parte de algunas comunidades indígenas en la Región de La Araucanía. En otros casos no están siendo ocupados, pero a sus propietarios se les impide trabajar, porque se trata de tierras que son reclamadas en el marco del conflicto mapuche.

Esto afecta a varios parceleros, incluso a asignatarios de la reforma agraria, personas que obtuvieron su tierra en este proceso y que hoy no pueden ocuparla. Repito, ellos están siendo impedidos de utilizar su tierra y el Estado no les garantiza que puedan acceder a estas. Sin embargo, el fisco les cobra contribuciones, lo cual nos parece insostenible, por lo que la situación debe ser evaluada tanto por el ministro del Interior como por el de Hacienda.

Solicito remitir copia de este oficio al coordinador y vocero de ese grupo de personas, don José Pulgar.

El señor ROBLES (Presidente accidental).- Se enviarán los oficios solicitados por su señoría y se adjuntará copia de su intervención, con la adhesión de los parlamentarios que están levantando la mano.

INFORMACIÓN SOBRE EVENTUALES OBRAS DE CANALIZACIÓN NO
AUTORIZADAS EN CANAL LA LAUCHA, COMUNA DE VILCÚN (Oficios)

El señor CHAHIN.- Por último, solicito oficiar a la señora ministra de Vivienda y Urbanismo, al director de Obras Hidráulicas, al gobernador provincial de Cautín y al director regional de Aguas de La Araucanía, a objeto de que tengan a bien realizar un informe sobre lo que ocurrió con el desborde del canal La Laucha, que inundó el proyecto Los Castaños, en la localidad de Cajón.

Al parecer, en este caso, la empresa Martabid realizó obras de canalización sin la autorización de la Dirección de Obras Hidráulicas ni de la Dirección General de Aguas, y sin que el proyecto de urbanización cumpliera con todos los requisitos y las autorizaciones del Ministerio de Vivienda y Urbanismo, lo que generó este verdadero desastre. 

Queremos que esto se corrija y que no vuelva a ocurrir, para que, en definitiva, las viviendas que están prontas a entregarse a distintos comités y personas que están postulando no corran riesgo de nuevas inundaciones.

Solicito que se investigue si se realizó esta obra de canalización con las debidas autorizaciones. En caso de no haber ocurrido así, que se apliquen las sanciones y se hagan las correcciones que corresponden.

Solicito que se remita copia de este oficio a la concejala Doris Concha, de la comuna de Vilcún, y a la señora Carmen Troncoso, presidenta del comité de vivienda de Los Castaños.

He dicho.

El señor ROBLES (Presidente accidental).- Se enviarán los oficios solicitados por su señoría y se adjuntará copia de su intervención, con la adhesión de los parlamentarios que están levantando la mano.

ASIGNACIÓN DE DOS POR CIENTO DE FNDR A MUNICIPIOS PARA
REALIZACIÓN DE FESTIVALES VERANIEGOS EN PROVINCIA DE OSORNO
(Oficios)

El señor ROBLES (Presidente accidental).- Tiene la palabra el diputado señor Sergio Ojeda.

El señor OJEDA.- Señor Presidente, fuimos sorprendidos por una resolución del Consejo Regional del Gobierno Regional de Los Lagos, por la cual rechazó el otorgamiento a cinco comunas de la provincia de Osorno, entre ellas, Osorno, San Pablo y Purranque, del 2 por ciento de los recursos correspondientes a fondos culturales de la Subsecretaría de Desarrollo Regional.

Desde luego, consideramos que es una medida arbitraria, alejada de toda lógica y absolutamente apartada de los fines culturales de estos festivales.

¡Qué más cultural que mostrar lo nuestro, que fomentar nuestro folclore y los valores de nuestra tierra! Ese es el objetivo de los festivales. ¡Qué más cultural que hacer festivales que se mantienen en el tiempo y pasan a formar parte de la vida cotidiana y de la comunidad social! Eso es historia, y la historia también es cultura. 

Rechazar fondos que, por tradición, el Estado entrega para apoyar estos festivales, es romper arbitrariamente con todas las reglas del juego. Además, es poner fin a eventos y a centros de recreación, de arte y de música a donde la gente acude y se entretiene, porque los festivales circundan y mantienen ferias costumbristas, artesanías, locales, etcétera. También sirven de distracción para quienes permanecen durante el verano en sus comunas, tiempo en que se realizan los festivales.

Los festivales congregan y muestran nuestra cultura y nuestros valores. No queremos que este sea un nuevo golpe al quehacer recreativo y cultural de las municipalidades. No queremos enfrentar una situación parecida a la que produjo un dictamen de la Contraloría General de la República, que negó injustificadamente la competencia a los municipios para que autorizaran a las organizaciones sociales a realizar bingos benéficos y solidarios.

Por lo tanto, solicito oficiar al ministro del Interior y al subsecretario de Desarrollo Regional, con el objeto de que intervengan para revertir la situación y eliminar las nuevas condiciones que han sido establecidas, que han impedido a los consejeros regionales que se pronuncien a favor del otorgamiento de esos fondos para los festivales veraniegos. Entendemos que estas son meras trabas burocráticas que no ayudan a avanzar, sino a retroceder. Es necesario entender que se trata de festivales culturales que interpretan y entretienen a la gente. 

El señor ROBLES (Presidente accidental).- Se enviarán los oficios solicitados por su señoría y se adjuntará copia de su intervención.

ENTREGA DE BIEN RAÍZ PARA FUNCIONAMIENTO DE SEDE SOCIAL
DEL CÍRCULO DE SUBOFICIALES EN RETIRO DE GENDARMERÍA EN
COMUNA DE OSORNO (Oficio)

El señor OJEDA.- En segundo lugar, señor Presidente, solicito oficiar a la ministra de Justicia, con el objeto de que la Dirección General de Gendarmería de Chile nos informe respecto de un inmueble que ocupaba el Centro de Reinserción Social de Osorno, organismo que se trasladó a otro edificio más moderno y amplio.

Debo informar que existe un comodato de 24 años -se extingue en 2019 o 2020- respecto de esa casa, que ahora se encuentra desocupada.

Por lo tanto -repito-, solicito oficiar a la ministra de Justicia, con el objeto de que interponga sus buenos oficios ante la Dirección General de Gendarmería para que entregue esa casa, que esta deshabitada, pero en buenas condiciones, para que el Círculo de Suboficiales en Retiro de Gendarmería de la comuna de Osorno la ocupe como sede social. 

He dicho.

El señor ROBLES (Presidente accidental).- Se enviará el oficio solicitado por su señoría y se adjuntará copia de su intervención al director nacional de Gendarmería y a las distintas asociaciones de funcionarios de dicha institución, con la adhesión de los diputados que estamos levantando la mano.

INFORMACIÓN SOBRE RECONSTRUCCIÓN DE TENENCIA DE CARRETERAS A LA ALTURA DEL RÍO DUQUECO EN LA RUTA 5 SUR (Oficios)

El señor ROBLES (Presidente accidental).- Tiene la palabra el diputado señor José Pérez.

El señor PÉREZ (don José).- Señor Presidente, en la provincia del Biobío estamos preocupados por situaciones muy importantes que se arrastran desde 2006, con motivo de las grandes inundaciones que se produjeron en la ciudad de Los Ángeles, capital de dicha provincia. Debido a la apertura de las compuertas de la central Pangue, mucha gente perdió su vida, sus enseres, sus animales y sus cosas. Además, en esa oportunidad se perdió la tenencia de carreteras que había sido recién construida a un costado de la ruta 5 Sur, a la altura del río Duqueco, la que no alcanzó a ser inaugurada. Hasta la fecha no se repone esa tenencia.

Todos los gobiernos han ido incrementando la dotación de Carabineros, pero sus funcionarios deben tener lugares donde desarrollar su trabajo, los que deben contar con condiciones adecuadas.

El hecho de que hayan pasado tantos años y que aún no se sepa dónde se va a construir esa tenencia de carreteras, me obligó a consultar a la Contraloría General de la República sobre las razones de tanta tardanza, ya que estamos en pampa desde 2006 hasta la fecha.

Hace algunas semanas recibí los antecedentes enviados por dicho organismo, en los que se señala que Carabineros recibió el pago del seguro por los daños sufridos por esa tenencia, indemnización que ascendió a 395.682.310 pesos, más 7.329.243 pesos, montos que se entregaron en 2013 y 20l4, respectivamente. En consecuencia, tenemos que saber cuándo se utilizarán esos recursos para iniciar la construcción de esa tenencia.

Un documento adjunto de la Contraloría General de la República señala que estarían a la espera de que el Ministerio de Obras Públicas efectúe las obras complementarias de nivelación del terreno y construcción de las pistas de aceleración y desaceleración en el bien raíz definido para la nueva localización, con el objeto de construir esa obra en el tramo de la concesión Chillán-Collipulli de la ruta 5 Sur.

Por lo tanto, solicito oficiar al ministro del Interior, al general director de Carabineros, al prefecto de Carabineros de la provincia del Biobío, don Juan Carlos Badilla, y al intendente y al gobernador del Biobío, con el objeto de que me informen cuál es el terreno donde se va a emplazar esa tenencia de carreteras y cuándo se iniciarán los trabajos, que se necesitan realizar con urgencia, ya que, como dije, se trata de una tenencia colapsada en 2006.

No tenemos por qué ser tan burocráticos y lentos para tomar estas determinaciones, característica lamentable que ya es una moda en Chile. Debemos ser más ágiles y ejecutivos; tenemos que dar soluciones rápidas a los problemas que se nos presentan. Aquí han pasado muchos años sin resolver este tema. Por consiguiente, es una necesidad de la comuna de Los Ángeles y de Carabineros de Chile que se reconstruya esa tenencia de carreteras colapsada en 2006.

He dicho.

El señor ROBLES (Presidente accidental).- Se enviarán los oficios solicitados por su señoría y se adjuntará copia de su intervención, con la adhesión de los diputados que estamos levantando la mano.

ANTECEDENTES ACADÉMICOS, CURRICULARES Y PARTIDARIOS DE
AUTORIDADES DEL INSTITUTO DE PREVISIÓN SOCIAL (Oficios)

El señor PÉREZ, don José (Presidente accidental)- Tiene la palabra el diputado señor 
Alberto Robles.

El señor ROBLES.- Señor Presidente, he recibido información de que algunos directivos del Instituto de Previsión Social no tienen las calificaciones necesarias para hacerse cargo de ciertas unidades, lo que no me consta.

Por lo tanto, para valorar los requerimientos que me han hecho algunos ciudadanos en ese sentido, solicito oficiar a la ministra del Trabajo, con el objeto de que me informe detalladamente sobre los antecedentes académicos y curriculares de todas las autoridades del Instituto de Previsión Social, partiendo por su director nacional, así como de los funcionarios del gabinete y de la unidad de participación; de todos sus directores, jefes de división, jefes de departamento y de los directores de cada una de las regiones y de los jefes provinciales.

Como dije, me interesa tener todos los antecedentes académicos y curriculares y, si es factible, información sobre el partido político en el cual militan dichas autoridades, dado el planteamiento que me han hecho algunos ciudadanos en relación con este tema que requiere transparencia.
Primero que todo, quiero informarme bien de lo que está ocurriendo -si la información es o no verídica-, para lo cual requiero los antecedentes completos. En la página de transparencia de la entidad, aparecen los nombres de los funcionarios, pero no su currículum vitae ni sus antecedentes académicos.

Por lo tanto, pido oficiar a la ministra del Trabajo y al director nacional del IPS, a fin de obtener la información detallada de cada uno de esos funcionarios. 

El señor PÉREZ, don José (Presidente accidental).- Se enviarán los oficios solicitados por su señoría y se adjuntará copia de su intervención, con la adhesión de los diputados que estamos levantando la mano.
INFORMACIÓN SOBRE SITUACIÓN LABORAL DE TRABAJADORES DE
EMPRESA FERROVIARIA FERRONOR EN REGIÓN DE ATACAMA (Oficios)

El señor ROBLES.- Por último, estoy muy preocupado por lo que está ocurriendo con los trabajadores de Ferronor en la Región de Atacama.

Ferronor es una empresa de ferrocarriles que se hizo de las vías y del equipamiento locomotor ferroviario cuando la Empresa de los Ferrocarriles del Estado, que era dueña de toda esa infraestructura, entregó esa operación a esa empresa privada. 

Con el desastre ocurrido en la Región de Atacama, esa empresa tuvo pérdidas importantes en la vía entre Salvador y Puerto Barquito, en la comuna de Chañaral, y también le ocurrió algo similar en Copiapó.

La información que tengo es que la empresa estaría pensando en declararse en quiebra, pero entiendo que eso no es posible, porque también desarrolla su gestión en otros lugares, como, por ejemplo, en la provincia de Huasco. Por lo tanto, siendo una sola empresa, no podría declararse en quiebra solo en la provincia de Chañaral.

Por lo expuesto, pido oficiar a la ministra del Trabajo, al subsecretario de esa cartera y al director nacional del Trabajo, para que, primero, me aclaren esa duda, y, segundo, para que informen qué está pasando con los trabajadores de Ferronor en la provincia de Chañaral. Tengo especial preocupación por ellos. Por consiguiente, quiero saber si continuarán contratados o los van a desplazar a otros lugares lejos de sus familias.

En fin, quiero tener claro lo que va a ocurrir con los trabajadores de esa empresa. Para ello, la Dirección del Trabajo debe hacer las averiguaciones pertinentes y respaldar claramente a los trabajadores, porque no tienen nada que ver con una tragedia que comprometió a toda la Región de Atacama.

Entiendo que las empresas también fueron afectadas, pero deben tener una salida racional y protrabajador cuando ocurren desastres de esta naturaleza. Hay que buscar proteger el desarrollo empresarial, pero no es posible hacerlo a costa de los trabajadores.

Por lo tanto, quiero que las autoridades aludidas me entreguen un informe completo de lo que está ocurriendo con los trabajadores de Ferronor en la Región de Atacama.

He dicho.

El señor PÉREZ, don José (Presidente accidental).- Se enviarán los oficios solicitados por su señoría y se adjuntará copia de su intervención, con la adhesión de los diputados que estamos levantando la mano.

Por haber cumplido con su objeto, se levanta la sesión.

-Se levantó la sesión a las 14.03 horas.

GUILLERMO CUMMING DÍAZ,

Jefe suplente de la Redacción de Sesiones.
IX. DOCUMENTOS DE LA CUENTA

1. Oficio de S. E. el Vicepresidente de la República. (boletín N° 9790-07)
“Honorable Cámara de Diputados:


Tengo a bien poner en conocimiento de V.E. que he resuelto retirar la urgencia para el despacho del proyecto de ley Fortalecimiento y transparencia de la democracia. (boletín 
N° 9790-07)-

Al mismo tiempo, y en uso de la facultad que me confiere el artículo 74 de la Constitución Política de la República, hago presente la urgencia en el despacho, en todos sus trámites constitucionales -incluyendo los que correspondiere cumplir en el honorable Senado-, para el proyecto antes aludido, la que, para los efectos de lo dispuesto en los artículos 26 y siguientes de la ley N° 18.918, orgánica constitucional del Congreso Nacional, califico de “suma”.

Dios guarde a V.E.,


(Fdo.): JORGE BURGOS VARELA, Vicepresidente de la República; JORGE INSUNZA GREGORIO DE LAS HERAS, Ministro Secretario General de la Presidencia”.
2. Oficio de S. E. el Vicepresidente de la República. (boletín N° 9628-08)
“Honorable Cámara de Diputados:


En uso de mis facultades constitucionales, tengo a bien poner en conocimiento de V.E. que he resuelto retirar la urgencia que hiciera presente para el despacho del proyecto de ley que Modifica la ley N° 20.365, que Establece Franquicis Tributaria respecto de Sistemas Solares Térmicos; la ley General de Servicios Eléctricos y la ley que Crea la ENAP. (boletín N° 9628-08).

(Fdo.): JORGE BURGOS VARELA, Vicepresidente de la República; PATRICIA SILVA MELÉNDEZ, Ministra Secretaria General de la Presidencia (S)”.
3. Informe de la Comisión de Medio Ambiente y Recursos Naturales recaído en el proyecto, iniciado en Mensaje, que “Aprueba la Enmienda de Doha al
Protocolo de Kyoto de la Convención Marco de las Naciones Unidas sobre el Cambio Climático, adoptada en Doha, Qatar, el 8 de diciembre de 2012.”.
(boletín N° 9625-10)
“Honorable Cámara

La Comisión de Medio Ambiente y Recursos Naturales, pasa a informar, en calidad de segunda comisión, los acuerdos alcanzados en relación al texto de la iniciativa legal aprobada por la Comisión de Relaciones Exteriores, Asuntos Interparlamentarios e Integración Latinoamericana durante la tramitación del primer trámite constitucional y primero reglamentario, del proyecto de acuerdo individualizado en el epígrafe, originado en un Mensaje de S.E. la Presidenta de la República.


Durante el análisis de este proyecto se contó con la asistencia del Subdirector de Medio Ambiente y Asuntos Marítimos del Ministerio de Relaciones Exteriores, Ministro Consejero, don José Fernández.

I. CONSTANCIAS REGLAMENTARIAS.


De conformidad con lo establecido en el inciso segundo del artículo 222, del Reglamento de la Corporación, se deja constancia de lo siguiente:


1.- Idea matriz o fundamental.


La idea matriz o fundamental de este Proyecto de Acuerdo es aprobar la enmienda de Doha al Protocolo de Kyoto de la Convención Marco de las Naciones Unidas sobre Cambio Climático, adoptada en Doha, Qatar, en la Octava Conferencia de las Partes en calidad de Reunión de las Partes en el Protocolo de Kyoto, el 8 de diciembre de 2012.


2.-El artículo único del proyecto no fue objeto de indicaciones ni modificaciones.


3.- No contiene normas de carácter orgánico constitucional o de quórum calificado.


4.-No requiere ser conocido por la Comisión de Hacienda.


5.- Se designó Diputada Informante a la señora Camila Vallejo Dowling.

II. ANTECEDENTES GENERALES.


El Mensaje señala que la Convención Marco de las Naciones Unidas sobre Cambio Climático entró en vigor internacional el 21 de marzo de 1994, siendo ratificada por Chile el 22 de diciembre del mismo año. 


La Convención tiene como objetivo la estabilización de las concentraciones de gases de efecto invernadero en la atmósfera a un nivel que impida interferencias antropógenas peligrosas en el sistema climático. Asimismo, se caracteriza por ser de carácter general y flexible, y reconocer el cambio climático como un problema real.


Agrega que, basándose en los principios de la Convención, se estructuró luego el Protocolo de Kyoto, el cual estableció metas vinculantes de reducción de emisiones para los países individualizados en el Anexo 1 de la Convención (países desarrollados y países con econo-
mías en transición). Con ello, el Protocolo muestra su principio central, cual es establecer una responsabilidad común, pero diferenciada, en relación al cambio climático.


Asimismo, precisa que la Enmienda de Doha al Protocolo de Kyoto, conocida además como la Decisión 1/CMP.8, tiene entre sus propósitos principales dar inicio a un segundo período de compromisos para reducir gradualmente las emisiones de gases de efecto invernadero. Mediante ella se enmiendan los Anexos A y B del referido Protocolo, conjuntamente con ciertas disposiciones del mismo.


El Mensaje, hace constar que Chile no posee compromisos de carácter vinculante de reducción de gases de efecto invernadero, de conformidad con su condición de país no incluido en el Anexo I en la Convención y que la enmienda que se somete ahora a la aprobación de esta Cámara tampoco implica compromisos o nuevas obligaciones para nuestro país.


En efecto, señala que la Enmienda de Doha contempla obligaciones sólo para los países desarrollados (incluidos en el Anexo I de la Convención), extendiendo los objetivos de reducción de gases de efecto invernadero para cubrir el período 2013–2020. Esta extensión, concluye el Mensaje, es un elemento muy importante para la construcción de un régimen climático ambicioso, efectivo y funcional, que actualmente es objeto de negociaciones multilaterales en el marco de la Convención.

III. ANTECEDENTES ENTREGADOS EN LA COMISIÓN.


El Subdirector de la División de Medio Ambiente y Asuntos Marítimos del Ministerio de Relaciones Exteriores manifestó que la Enmienda de Doha al Protocolo de Kyoto, busca extender la aplicación del Protocolo a una segunda fase entre los años 2013 y 2020.


Explicó que el Protocolo de Kyoto compromete a los países industrializados a estabilizar las emisiones de gases de efecto invernadero (GEI), mediante el establecimiento de metas vinculantes de reducción de estas emisiones para 37 países industrializados y la Unión Europea, al reconocer que son los principales responsables de los niveles de GEI que hay actualmente en la atmósfera. El Protocolo de Kyoto, que fue adoptado en 1997 y entró en vigor el año 2005, tuvo un primer período de compromiso que se inició en 2008 y terminó el 2012.


La Enmienda de Doha, por tanto busca evitar una brecha en las obligaciones en materia de mitigación de los países desarrollados, entregándole principalmente a los Estados de la Unión Europea, la responsabilidad de continuar reduciendo su producción de gases de efecto invernadero hasta la entrada en vigor de un nuevo régimen climático que se aplicaría a partir del año 2020.


Asimismo, señaló que la ratificación de esta Enmienda por parte de los Estados es fundamental para dar el impulso necesario a las negociaciones de cambio climático que tendrán como resultado un nuevo régimen del clima a partir del año 2020, cuando debiera entrar en vigor el nuevo acuerdo universal que se está actualmente negociando y que se busca aprobar en la Conferencia de París, Francia, a finales de este año.


Destacó que, de acuerdo a lo informado por la Secretaria de la Convención al 19 mayo 2015, 30 países habían ratificado la enmienda y que se necesitan 144 ratificaciones para que entre en vigor.


Se informó a la Comisión que los países que han ratificado la Enmienda son: Bangladesh, Barbados, Brunei, China, Comoros, Congo, Djibouti, Ecuador, Granada, Emiratos Árabes Unidos, Honduras, Indonesia, Kenia, Liechtenstein, Islas Marshall, Mauricio (Rep.), México, Micronesia (Estados Federados de), Mónaco, Marruecos, Namibia, Nauru, Noruega, Palau, Perú, Singapur, Salomón (Islas), Sudáfrica, Sudán y Tuvalu.


Hizo presente que para Chile, la Enmienda de Doha al Protocolo de Kyoto no representa ningún compromiso financiero, de conformidad con su condición de país “No-Anexo I” en la Convención Marco de Naciones Unidas sobre el Cambio Climático.


Agregó que la ratificación de esta Enmienda sería una señal de suma importancia ya que reforzaría el relato-país, compuesto por elementos políticos y técnicos, que ha explicitado Chile en la materia. En este sentido, cabe destacar el papel activo que ha tenido el país en las negociaciones internacionales sobre cambio climático, realizando esfuerzos continuos para cumplir sus compromisos ante la Convención a pesar de no se estar obligado a reducir sus emisiones de gases de efecto invernadero.


A su vez, este año, la posición internacional de Chile será particularmente relevante y visible pues durante la vigésima primera Conferencia de las Partes (COP21) que tendrá lugar en Paris, y en la que intervendrá la Presidenta de la República, se debe aprobar un nuevo régimen de control de gases de efecto invernadero, que remplace al Protocolo de Kioto y que sea suficientemente ambicioso como para permitir alcanzar el objetivo de mantener el calentamiento global por debajo del techo de 2°C por sobre niveles pre-industriales. Este nuevo régimen será aplicable a todos los países.


Por todo lo anterior, consideró que la aceptación de la Enmienda de Doha al Protocolo de Kyoto, constituye para Chile, un elemento muy importante en la construcción de un futuro régimen climático ambicioso, efectivo y funcional.


La diputada Molina consideró que para abordar estas materias es necesario considerar la adaptación y no solo la mitigación, asunto que para Chile es fundamental por cumplir con muchos de los factores de riesgo frente al cambio climático. Asimismo, señaló que se debería analizar la necesidad de contar con una legislación especial sobre cambio climático.


El diputado Pérez Lahsen consultó sobre las razones por las cuales los países industrializados no figuran entre quienes han ratificado esta enmienda y las implicancias de esta circunstancia. El diputado Vallespín coincidió con lo problemático que resulta que los países industrializados se mantengan al margen de este protocolo y reafirmó la necesidad de abordar la mitigación. Por su parte, el diputado Chávez señaló que no comprendía el interés en este tema, habida consideración de que el Protocolo no implica nuevas obligaciones para el país. El diputado Melo, por su parte, hizo presente que existía el compromiso de Chile por apoyar esta iniciativa y, por tanto, ratificar la Enmienda.


El señor Fernández expresó que no depende de Cancillería la posición que se adopte en los foros internacionales, sino que Cancillería recoge la posición de Chile para que esta sea expuesta en los diversos foros, por lo que respecto a las acciones que está llevando a cabo el país en esta materia, sería necesario consultar a las autoridades sectoriales. 


Sobre la ratificación de la Enmienda, señaló que es de esperarse que de aquí al Foro de París, a realizarse a fines de este año, se logren las 144 ratificaciones necesarias para que entre en vigencia. En este contexto, reiteró que es importante que Chile de un ejemplo y apruebe este Protocolo, asumiendo un rol de liderazgo en esta materia. 

IV. ACUERDOS ADOPTADOS


Los diputados integrantes de la Comisión señoras Molina y Vallejo, y señores Chavez, Melo, Morales, Pérez-Lahsen, Sandoval, Urízar y Vallespín, en virtud de lo debatido, acor-


daron, por unanimidad, recomendar la aprobación de este proyecto de acuerdo por parte de la Sala y se designó como diputado informante a la diputada Camila Vallejo.

-o-

Sala de la Comisión, a 3 de junio de 2015.


Tratado y acordado en la sesión celebrada el 3 de junio de 2015, con la asistencia de las diputadas señoras Andrea Molina Oliva y Camila Vallejo Dowling, y de los diputados señores Marcelo Chávez Velásquez, Daniel Melo Contreras (Presidente Accidental), Celso Morales Muñoz, Leopoldo Pérez Lahsen, David Sandoval Plaza, Christian Urízar Muñoz y Patricio Vallespín López. 


(Fdo.): MARÍÁ TERESA CALDERÓN ROJAS, Abogada Secretaria de la Comisión”.
4. Informe de la Comisión de Hacienda recaído en el proyecto, iniciado en
Mensaje, que “Aprueba el Acuerdo para el Establecimiento del Fondo de
Cooperación de la Alianza del Pacífico, suscrito en Cali, Colombia,
el 22 de mayo de 2013.”. (boletín N° 10013-10)
“Honorable Cámara:


La Comisión de Hacienda informa el proyecto de ley mencionado en el epígrafe, en cumplimiento del inciso segundo del artículo 17 de la ley N° 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, y conforme a lo dispuesto en el inciso segundo del  artículo 226 del Reglamento de la Corporación.

CONSTANCIAS REGLAMENTARIAS PREVIAS


1.- Origen y urgencia


La iniciativa tuvo su origen en la Cámara de Diputados, mediante mensaje.


2.- Artículos que la Comisión Técnica dispuso que fueran conocidas por ésta.


La Comisión de Relaciones Exteriores  dispuso en su informe que esta Comisión tomara conocimiento del proyecto de acuerdo aprobatorio del Convenio respectivo. Por tratarse de un tratado internacional la votación incidirá en aprobar o rechazar el proyecto de acuerdo respectivo.


3.- Disposiciones o indicaciones rechazadas


No hay


4.- Modificaciones introducidas al texto aprobado por la Comisión Técnica y calificación de normas incorporadas


No hay


5.- Disposiciones que no fueron aprobadas por unanimidad


No hay


6.- Se designó Diputado Informante al señor Pablo Lorenzini.


Asistieron a la Comisión, durante el estudio del proyecto, las siguientes personas:

MINISTERIO DE HACIENDA


-Sr.Ricardo Guerrero,  Abogado de Política Tributaria

SERVICIO IMPUESTOS INTERNOS


-Sr. Néstor Venegas, Abogado

AGENCIA DE COOPERACIÓN INTERNACIONAL DE CHILE


-Sr. Eugenio Pérez,  Subdirector.

DIRECCIÓN GENERAL DE RELACIONES ECONÓMICAS INTERNACIONALES


-Sr. Pablo Urrea,  Director Bilateral. 

DIRECCIÓN DE PRESUPUESTOS:


-Sr. Manuel Villalobos, Jefe Sector Coordinación.


La Comisión de Relaciones Exteriores  dispuso en su informe que esta Comisión tomara conocimiento del proyecto de acuerdo aprobatorio del Convenio respectivo.


La idea matriz o fundamental de este Proyecto de Acuerdo:


Es aprobar el “Acuerdo para el Establecimiento del Fondo de Cooperación de la Alianza del Pacífico” suscrito en Cali, Colombia, el 22 de mayo de 2013.

Antecedentes generales.

El Mensaje, expresa que este Acuerdo debe entenderse como parte integrante del proceso que se inició con la Declaración de Lima, el 29 de abril de 2011, donde los presidentes de Perú, Chile, Colombia y México acordaron conformar un área de integración profunda en América Latina, denominada Alianza del Pacífico.


Añade que, en una primera etapa, se definió como prioritario el trabajo en áreas claves para el éxito del proceso de integración, entre las que se incluye la cooperación internacional para el desarrollo, creándose un grupo técnico encargado de liderar las negociaciones.


Explica que, con este propósito, los Ministros de Relaciones Exteriores de los cuatro países, el mismo 29 de abril de 2011, suscribieron un Memorándum de Entendimiento con el objeto de establecer la “Plataforma de Cooperación del Pacífico”, como un mecanismo para impulsar la cooperación entre los participantes, definiendo las áreas, modalidades, acciones y financiamiento de la cooperación.


Luego, en el marco de la XXII Cumbre Iberoamericana, celebrada en Cádiz, España, los Jefes de Estado que conforman la Alianza del Pacífico manifestaron su complacencia con los avances logrados en el área de la cooperación internacional al desarrollo. Por ello, para contar con mayor estabilidad y previsibilidad en el financiamiento de los programas de cooperación en el corto y mediano plazo, instruyeron a las instituciones competentes de sus respectivos países que participan en el Grupo Técnico de Cooperación de la Alianza del Pacífico (GTC), para avanzar en las negociaciones para la constitución de un Fondo Común de Cooperación de la Alianza del Pacífico, con miras a su operatividad y puesta en marcha durante el 2013.

Estructura del Convenio


El Acuerdo consta de un Preámbulo y once artículos.


En el Preámbulo se confirma el propósito de los Estados de estrechar relaciones, decidiendo profundizar el intercambio comercial, incrementar la cooperación e intensificar sus flujos de inversión y con terceros mercados, manifestando la voluntad de implementar mecanismos que permitan la ejecución de iniciativas en beneficio mutuo, que contribuyan a mejorar el desarrollo económico y social de los pueblos, enfrentando la exclusión y desigualdad social.


1. Objeto y conformación del Fondo (artículos I y II)


El objeto del Acuerdo es crear un “Fondo de Cooperación de la Alianza del Pacífico”.  Esto es un mecanismo que facilite, dinamice y permita el financiamiento de acciones de cooperación en el marco de la Alianza del Pacífico. Para la consecución de dicho objetivo, el Fondo podrá recibir recursos tanto de las Partes, a través de aportes anuales, como de terceros; con el fin de ejecutar y financiar programas, proyectos y actividades de cooperación internacional.


Respecto al aporte de las Partes, cada una de ellas efectuará un aporte inicial de 
US$ 250,000.00 (doscientos cincuenta mil dólares de los Estados Unidos de América), para el primer año. Para los años siguientes el aporte se decidirá por las Partes, sobre la base del informe de resultados y programación de actividades que sea presentado por el Grupo Técnico de Cooperación de la Plataforma de la Alianza del Pacífico.


2. Destino específico del Fondo (artículo III)


Los recursos del Fondo deberán destinarse únicamente al objeto establecido en el Acuerdo. Además, las Partes deben garantizar la independencia administrativa y tributaria de éste, y la libre movilidad de sus recursos, facilitando la entrada y salida de sus territorios.


Sin perjuicio de lo anterior, para una adecuada operatividad del Fondo, las adquisiciones y contrataciones en el marco de los proyectos financiados con este se sujetarán a la legislación nacional de donde se realicen dichas adquisiciones o contrataciones.


3. Áreas y modalidades de cooperación (artículo IV)


Las áreas de cooperación serán: medio ambiente y cambio climático; innovación, ciencia y tecnología; micro, pequeñas y medianas empresas; desarrollo social; y otras que las Partes determinen.


Las modalidades de cooperación, a su vez, serán la promoción y desarrollo de iniciativas, planes, programas y proyectos; la realización de estudios y/o diagnósticos conjuntos; el intercambio de información y normativas vigentes; la realización de actividades conjuntas de formación y capacitación, incluyendo intercambio de especialistas y técnicos; la asistencia y/o visitas técnicas de funcionarios, expertos, investigadores, delegaciones y practicantes; la conformación de redes; y cualquier otra modalidad de cooperación que las Partes convengan.


4. Administración del Fondo (artículo V)


La administración operativa del Fondo estará a cargo de una Entidad de las Partes, por un período de tres años. La primera Entidad que realizará dicha labor será la Agencia de Cooperación Internacional de Chile (AGCI), continuando en esta función los otros miembros del Grupo Técnico de Cooperación de la Alianza del Pacífico, por orden alfabético.


El Grupo Técnico de Cooperación, por otro lado, será el encargado de la gestión del Fondo y de aprobar los proyectos, programas y actividades de cooperación de conformidad con el plan de trabajo y presupuesto anual previamente aprobado por el Consejo de Ministros.


5. Disposiciones finales (artículos VI a XI)


Las diferencias relativas a la interpretación o aplicación de las disposiciones del Acuerdo serán resueltas entre las Partes mediante consultas amistosas por la vía diplomática.


Asimismo, el Acuerdo entrará en vigor el primer día del tercer mes siguiente a la fecha en que el depositario (Colombia) reciba la última notificación en la que se informe que la correspondiente Parte ha cumplido todos los procedimientos que dicte su ordenamiento interno para que entre en vigencia el instrumento; o en cualquier otra fecha que las Partes acuerden.


Igualmente, otros Estados podrán adherir al Acuerdo, a través del correspondiente Protocolo. Sin perjuicio de ello, podrán participar en los proyectos y actividades del Fondo en calidad de cooperantes, salvo que las Partes dispongan algo distinto.


Por último, ninguna de las Partes podrá denunciar este acuerdo, sin haber denunciado el Acuerdo Marco de la Alianza del Pacífico.

Incidencia en materia  presupuestaria y financiera


El Informe Financiero N°39/26-03-2015, elaborado por la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda, señala:

Antecedentes


El referido acuerdo tiene por objeto crear un Fondo de Cooperación de la Alianza del Pacífico, como mecanismo que facilite, dinamice y permita la financiación de acciones de cooperación en el marco de dicha alianza. 


Para la consecución de ese objetivo, se establece que el Fondo en cuestión podrá recibir recursos tanto de las partes como de terceros, con el fin de ejecutar y financiar programas, proyectos y actividades de cooperación internacional. 

Efecto del Proyecto sobre el Presupuesto Fiscal


Para la conformación del Fondo materia de este Acuerdo, cada una de las partes efectuará un aporte inicial, el primer año de US$ 250.000. Para los siguientes años, las partes decidirán el monto del mismo sobre la base del informe de resultados y programación de actividades que sea presentado por el Grupo Técnico de Cooperación de la plataforma de la Alianza del Pacífico. 


Es así que, la aprobación del referido Acuerdo demandará de un aporte de recursos por parte del Estado de Chile, que alcanza en el primer año (2016) a US$ 250.000. Para los años sucesivos, el monto a requerir se definirá de acuerdo a lo ya señalado. 


El mayor gasto señalado en el párrafo anterior será incorporado en las respectivas Leyes de Presupuestos en la Partida Tesoro Público, programa Operaciones Complementarias.


Debate de las normas sometidas a la consideración de la Comisión, en la especie todo el proyecto de acuerdo.


-Señor Pablo Urrea, Director de Asuntos Bilaterales de la DIRECON.


Explica que es un acuerdo parte de un proceso de integración del cual Chile forma parte desde el año 2011, cuyos pilares son el comercio de bienes, servicios, capitales y finalmente la cooperación, a esto último responde el proyecto en estudio. 


Señala que el fondo se conformará con el aporte de las partes o de terceros países, haciendo presente que son más de cuarenta estados los observadores de este acuerdo. Solicita dar la palabra al representante de la AGCI que será la encargada de administrar el fondo.


-Señor Eugenio Pérez, Subdirector de la Agencia de Cooperación Internacional de Chile.


Explica que el acuerdo cuenta con 11 artículos: 


El artículo 1° precisa que el tipo de cooperación que se puede realizar se define por el grupo técnico de la alianza pacífico. Por su parte, en el artículo 2° viene la indicación financiera, estos es 250 mil dólares iniciales por parte de los países parte que deberán aportarse el año 2016. Precisa que El destino de los fondos está bien acotado, sólo en los programas y actividades de cooperación y agrega que las áreas de cooperación son medioambiente, cooperación, cambio climático, PYMES entre otras.


Señala que las modalidades que se implementará esta cooperación, está basada en el intercambio de información y recursos humanos, principalmente.


Expresa que el artículo 5° tiene relación con administración del fondo, cuestión que será precisada a través de un reglamento. Acota que la primera administración corresponderá a la Agencia de Cooperación Internacional de Chile (AGCI) y luego al resto de los países en orden alfabético.


-Señor Manuel Villalobos, jefe del Sector Coordinación de la Dirección  de Presupuestos.

Expresa que el informe financiero fue realizado tomando en consideración los datos de la Subsecretaría de Hacienda, y en él se señala que tendrá un costo inicial 250 mil para el primer año y los años siguientes según los criterios de la propia comisión.

El mayor gasto se imputará en la partida Tesoro Público en operaciones complementarias, y específicamente en el ítem de aportes a organismos internacionales. 

El señor Schilling consulta si este fondo y las labores que realizará se circunscribirán estrictamente al acuerdo que dio origen a la Alianza del Pacífico o es más bien de carácter general.

El señor Urrea aclara que este es un proceso de integración, cuyo cuarto pilar es la cooperación, para avanzar en integración no sólo con los países que forman parte del acuerdo, sino también con terceros países. Agrega que hay áreas en la que mejorar: fitosanitarias, ciencia y tecnología. 

El señor Aguiló consulta si este fondo está ya físicamente constituido. Agrega que desde su creación la Alianza Pacífico ha rivalizado con otros tipos de pactos en América Latina, de ahí que exista una preocupación sobre el origen y el destino del fondo, sobre todo si se considera que el acuerdo deja a las partes en libertad para determinarlo. Por lo anterior, dice comprender la preocupación del señor Schilling, en el sentido que el objeto de este fondo pueda ampliarse a otras materias más delicadas, por ejemplo defensa.  

El señor Urrea explica que el fondo no se ha constituido apun, está en proceso legislativo en Chile y en el Perú. Aclara que el proyecto no contempla gastos operacionales, sino que sólo está diseñado para dar curso a programas y actividades de cooperación. 

El señor Auth señala que le queda clara la importancia del pilar de la cooperación. Señala que el fondo es pequeño y expresa que sólo tiene sentido y sinergia con iniciativas en los países parte. Consulta si ya se ha contemplado la modalidad de participación de un tercer país. 

El señor Urrea insiste que las actividades del fondo serán determinadas por un grupo técnico y serán aprobadas además por los cancilleres, por lo que no hay riesgo significativo de que no esté alineado al trabajo de los países miembros. 

Agrega que la triangulación (trabajos de cooperación con terceros) es una materia en la cual la AGCI tiene experiencia, de manera que lo se trata de hacer es no superponer proyectos o temáticas sino operar donde existan deficiencias bilaterales que son cubiertas a través de acuerdos con un tercer país. 

El señor Silva solicita realizar una sesión para analizar los futuros áreas de expansión de la Alianza del Pacífico.

El señor Auth sugiere tomar el acuerdo de invitar al Canciller no respecto a esta Alianza, sino para exponer sobre la voluntad del Gobierno respecto del conjunto de organizaciones de integración y cooperación de los que forma parte Chile.

Así se acuerda.

El señor De Mussy consulta si hay planificación estratégica entre las partes para los próximos 5 años y cuál será la oportunidad en que se realizará el trabajo. 

El señor Jaramillo expresa que esta alianza no fue bien vista por los restantes países latinoamericanos, por lo que destaca el trabajo realizado a nivel diplomático para superar esas aprehensiones. 

El señor Urrea responde que los aportes iniciales al fondo son bajos y son para la puesta en marcha del mismo, de ahí en adelante será un proceso dinámico determinado por los recursos propios y las cooperaciones con  terceros países u organismos internacionales. 

Recalca que el acuerdo propiamente tal, es un proceso de integración económica pero que apunta a otras materias relacionadas con el desarrollo económico. Precisa que el Gobierno ha lanzado la idea de que hay que trabajar tratando de tender puentes con otros procesos de integración, como el MERCOSUR. 

Agrega que existe voluntad avanzar en una cooperación de largo plazo y que los temas de cooperación serán preparados por los grupos técnicos para la aprobación de los presidentes, para el año siguiente. 

VOTACIÓN

Texto del proyecto de acuerdo:
“Artículo único.- Apruébase el “Acuerdo para el Establecimiento del Fondo de Cooperación de la Alianza del Pacífico”, suscrito en Cali, Colombia, el 22 de mayo de 2013.”.

Puesto en votación el artículo único del proyecto de acuerdo, es aprobado por la unanimidad de los integrantes presentes de la Comisión, señores Pepe Auth (Presidente), Sergio Aguiló, Felipe De Mussy, Enrique Jaramillo, José Miguel Ortiz, Marcelo Schilling, Ernesto Silva, y Osvaldo Urrutia.

Se designa como Diputado informante al señor Pablo Lorenzini.

Tratado y acordado en sesión de fecha 3 de junio de 2015, con las asistencia de los Diputados señores Pepe Auth (Presidente de la Comisión) Sergio Aguiló; Felipe De Mussy; Enrique Jaramillo; José Miguel Ortiz; Marcelo Schilling; Ernesto Silva, y Osvaldo Urrutia. 


Sala De La Comisión, a 8 de junio de 2015.

(Fdo.): PATRICIO VELÁSQUEZ WEISSE, Abogado Secretario de la Comisión”.
5. Informe de la Comisión de Hacienda recaído en el proyecto, iniciado en
Mensaje, que “Aprueba la Convención sobre Asistencia Administrativa
Mutua en Materia Tributaria, firmada por la República de Chile en Santiago,
el 24 de octubre de 2013.”. (boletín N° 10023-10)
“Honorable Cámara:


La Comisión de Hacienda informa el proyecto de ley mencionado en el epígrafe, en cumplimiento del inciso segundo del artículo 17 de la ley N° 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, y conforme a lo dispuesto en el inciso segundo del  artículo 226 del Reglamento de la Corporación.

CONSTANCIAS REGLAMENTARIAS PREVIAS


1.- Origen y urgencia


La iniciativa tuvo su origen en la Cámara de Diputados, mediante mensaje.


2.- Artículos que la Comisión Técnica dispuso que fueran conocidas por ésta.


La Comisión de Relaciones Exteriores  no dispuso en su informe que esta Comisión tomara conocimiento del proyecto de acuerdo aprobatorio del Convenio respectivo. La determinación correspondió a la Sala al momento de dar cuenta de este proyecto, por sus alcances en materia de administración presupuestaria y financiera del Estado. Por tratarse de un tratado internacional la votación incidirá en aprobar o rechazar el proyecto de acuerdo respectivo.


3.- Disposiciones o indicaciones rechazadas


No hay


4.- Modificaciones introducidas al texto aprobado por la Comisión Técnica y calificación de normas incorporadas


No hay


5.- Disposiciones que no fueron aprobadas por unanimidad


No hay.


6.- Se designó Diputado Informante al señor Enrique Jaramillo.


Asistieron a la Comisión, durante el estudio del proyecto, las siguientes personas:

MINISTERIO DE HACIENDA


-Sr.Ricardo Guerrero,  Abogado de Política Tributaria

SERVICIO IMPUESTOS INTERNOS


-Sr. Néstor Venegas, Abogado

AGENCIA DE COOPERACIÓN INTERNACIONAL DE CHILE


-Sr. Eugenio Pérez,  Subdirector.

DIRECCIÓN GENERAL DE RELACIONES ECONÓMICAS INTERNACIONALES


-Sr. Pablo Urrea,  Director Bilateral. 

DIRECCIÓN DE PRESUPUESTOS:


-Sr. Manuel Villalobos, Jefe Sector Coordinación.


La idea matriz o fundamental de este Proyecto de Acuerdo:


Aprobar la Convención sobre Asistencia Administrativa Mutua en Materia Tributaria.

Antecedentes generales.

El Mensaje, expresa que la Convención sobre Asistencia Administrativa Mutua en Materia Tributaria fue adoptada conjuntamente por los Estados Miembros del Consejo de Europa y los Estados Miembros de la Organización para la Cooperación y Desarrollo Económicos (OCDE), y originalmente solo estuvo abierta para firma de los Estados pertenecientes a estas instituciones, desde el 25 de enero de 1988. Pero, el año 2010 los Estados Miembros de estas entidades suscribieron un Protocolo para adaptar las disposiciones de la Convención a los estándares internacionales en  materia de intercambio de información con fines tributarios y para abrir este instrumento a la firma del resto de los países, respondiendo a un llamado del G20. El texto suscrito por Chile contiene las modificaciones introducidas por este protocolo modificatorio, que entró en vigor el 1 de junio de 2011.

Indica que, en la actualidad, la Convención ha sido suscrita por más de sesenta países. El número de países crece constantemente, como resultado de los esfuerzos que desarrolla el G20 y el Foro Global sobre Transparencia e Intercambio de Información Tributaria, creado por iniciativa de la OCDE, por lo que se espera que en el futuro gran parte de las principales economías del mundo, los centros financieros más importantes y un creciente número de países en desarrollo, sean parte de este esfuerzo de cooperación global para asegurar el correcto pago de los impuestos en cada país.

Asevera que, en términos generales, la Convención aspira a ayudar a los gobiernos a hacer cumplir sus leyes tributarias, proporcionando un marco legal internacional para la cooperación entre países para combatir la elusión y la evasión tributaria.

Agrega que la Convención ofrece una gran variedad de herramientas para la cooperación administrativa en materia tributaria, contemplando todas las formas de intercambio de información (por solicitud, automático o espontáneo), inspecciones simultáneas, inspecciones en el extranjero, asistencia en el cobro de impuestos, y notificación de documentos y medidas precautorias.

Señala que contempla, además, la posibilidad de compartir información con otras autoridades para combatir el lavado de dinero, el cohecho, el financiamiento del terrorismo y otros ilícitos, cuando se cumplan ciertas condiciones. Bajo supuestos similares, puede también compartirse información con terceros Estados.

Igualmente, explica que la Convención respeta los derechos de los contribuyentes, proporcionando extensas salvaguardas para proteger la confidencialidad de la información intercambiada, en particular en relación a los datos personales. Del mismo modo, la operación de la Convención es autosuficiente y está supervigilada por un Cuerpo Coordinador constituido por las Partes.

Por último, afirma que la Convención permite efectuar reservas, respecto de ciertas materias que enumera, al momento de su firma o depósito del correspondiente instrumento de ratificación, aceptación o aprobación, o en cualquier fecha posterior. Tal es el caso, por ejemplo, de la lista de impuestos respecto de los que se intercambiará información y del tipo de asistencia que se otorgará.

Estructura  y alcances del Convenio

Ámbito de aplicación de la Convención
El objeto de la Convención comprende la asistencia administrativa mutua en materias tributarias, incluyendo las medidas adoptadas por autoridades judiciales. La asistencia administrativa, igualmente, comprende el intercambio de información, la realización de auditorías simultáneas y de auditorías tributarias en el extranjero, la asistencia en la cobranza y las medidas precautorias. Respecto de las personas, las Partes proporcionarán asistencia administrativa, ya sea si la persona afectada es residente o nacional de una Parte o de cualquier otro Estado (artículo 1).

En relación a los impuestos respecto de los que se aplica el intercambio de información, la Convención incluye una lista de estos, agrupados por categorías, para permitir que aquellos países que no quieran intercambiar información respecto de alguno de ellos, puedan efectuar la correspondiente reserva. Chile, por ejemplo, formuló una reserva en el sentido de que solo intercambiará información respecto de los impuestos enumerados en ésta (artículo 2).

Definiciones generales

La Convención define algunos términos que utiliza, tales como: “Estado requirente” y “Estado requerido”, “impuesto”, “créditos tributarios” (que incluye intereses, multas y costos relacionados con la cobranza de los impuestos, adeudados y no pagados), “autoridad competente” y “nacionales” de un Estado Parte (artículo 3).

Formas de asistencia

a. Intercambio de información

Las Partes intercambiarán cualquier información que sea de interés para la administración y para la aplicación de su derecho interno, relativa a los impuestos a que se refiere la Convención. Asimismo, cualquier Parte, mediante una declaración dirigida a uno de los depositarios, puede indicar que de acuerdo a su legislación interna puede, previo a remitir la información, informar a sus residentes o nacionales que está remitiendo información que les afecta (artículo 4)

Ahora bien, el intercambio de información puede hacerse de tres formas: por solicitud, automáticamente o espontáneamente.

i. Respecto al intercambio de información por solicitud, requerido un Estado para que proporcione información, deberá proporcionarla al Estado requirente. Sin embargo, si no tiene la información solicitada, deberá tomar todas las medidas necesarias para obtenerla (artículo 5).

ii. En relación al intercambio de información automático, se contempla respecto de rentas del mismo tipo y de acuerdo a procedimientos determinados por acuerdo mutuo entre dos o más Estados. Se trata de un volumen importante de información referente a muchos casos individuales del mismo tipo, normalmente relacionados a rentas sujetas a impuestos de retención y que pueden ser transmitidas automáticamente de acuerdo a procedimientos rutinarios preestablecidos (artículo 6).

iii. En referencia al intercambio de información espontáneo, este se caracteriza porque un Estado, sin haber recibido una petición previa, transmite información que obra en su poder y que puede ser de interés para el otro Estado (artículo 7).

Además del intercambio de información, la Convención contempla la posibilidad de auditorías tributarias simultáneas, donde las autoridades competentes de cada Estado se coordinan para revisar simultáneamente, pero de manera independiente y cada cual en su territorio, los temas tributarios de una persona en la que tengan un interés común o relacionado (artículo 8).

Del mismo modo, se pueden realizar auditorías tributarias en el extranjero. Bajo este supuesto, funcionarios de la autoridad competente del Estado que ha requerido información estarán presentes en la auditoría tributaria que realiza el Estado requerido. Las Partes podrán informar a uno de los depositarios su intención de no aceptar, como regla general, dichas solicitudes. Esta declaración puede hacerse o retirarse en cualquier tiempo (artículo 9).

Finalmente, respecto a la existencia de información contradictoria, el Estado requirente de información pondrá ese hecho en conocimiento del Estado requerido (artículo 10).

b. Asistencia en el cobro

A solicitud del Estado requirente, el Estado requerido tiene que emprender todas las medidas necesarias para recaudar los créditos tributarios del Estado requirente, como si se tratara de la recaudación de los créditos tributarios adeudados por sus propios contribuyentes. Asimismo, con la finalidad de salvaguardar los derechos del Estado requirente, el Estado requerido puede tomar medidas precautorias, aunque todavía no sea posible exigir su cobro (artículo 11 y 12).

La solicitud de asistencia en la cobranza debe estar acompañada por una declaración de que el impuesto cuya cobranza se solicita está contemplado en la Convención, por una copia oficial de los instrumentos que permiten el cobro en el Estado requirente y por cualquier otro documento que se requiera para la cobranza o para tomar medidas precautorias (artículo 13).

El límite de tiempo para perseguir la cobranza de un crédito tributario se regula por la ley del Estado requirente. Sin perjuicio de ello, el Estado requerido no está obligado a cumplir con un requerimiento de cobranza que exceda de un período de quince años, contado desde la fecha del instrumento original que permite la cobranza (artículo 14).

La asistencia en la cobranza no tiene en el Estado requerido ninguna prioridad para la cobranza en este (artículo 15).

Igualmente, el Estado requerido está autorizado para permitir el pago en cuotas del impuesto, si su legislación así lo permite en relación a sus propios impuestos (artículo 16).

c. Notificación o traslado de documentos

El Estado requerido, a petición del Estado requirente, enviará al destinatario todos los documentos relacionados con la cobranza que se le está efectuando. El propósito de esto es asegurar que los documentos (ej.: notificaciones o recordatorios) realmente lleguen al contribuyente, con la finalidad de evitar que se emprendan acciones contra un contribuyente que es genuinamente ignorante de sus impuestos (crédito tributario) o es meramente negligente. Generalmente, el documento utilizado no necesita estar acompañado de una traducción 
(artículo 17).

Disposiciones relativas a todas las formas de asistencia

El requerimiento de asistencia debe incluir el nombre de la autoridad que dio inicio al requerimiento hecho por la autoridad competente; la información necesaria para identificar a la persona respecto de la que se solicita información; la forma en que se desea recibir la información; la naturaleza y monto del crédito tributario que se cobra, en el caso de asistencia en la cobranza o de medidas precautorias; la naturaleza y materia del documento que debe ser notificado o trasladado, cuando se solicita su notificación o traslado; si es consistente con la legislación y práctica administrativa del Estado requirente; y que este acredite que se han utilizado todas medidas razonables disponibles de conformidad con su legislación (artículo 18).

Artículo 19, está eliminado.

Asimismo, para responder a una solicitud de asistencia, el Estado requerido debe informar respecto de las diligencias que ha efectuado y el resultado de estas. En el caso que decline entregar asistencia, debe explicar las razones de su negativa (artículo 20).

Cabe destacar que la Convención no afecta los derechos y salvaguardas garantizados a las personas por la legislación o práctica administrativa del Estado requerido. Igualmente, las disposiciones de la Convención no serán interpretadas para obligar al Estado requerido a llevar a cabo medidas contrarias a su legislación interna o práctica administrativa o a las del Estado requirente; llevar a cabo medidas que sean contrarias al orden público; suministrar información que no sea factible de obtener conforme a su legislación o a la del otro Estado o que revele cualquier práctica administrativa, secreto comercial, industrial, de negocios o profesional; suministrar información en la medida que la tributación del Estado requirente sea contraria a los principios de tributación generalmente aceptados o a un tratado tributario bilateral que pudiera estar en vigor entre los países involucrados; otorgar asistencia que implique una discriminación para un nacional del Estado requerido; otorgar asistencia cuando el Estado requirente no haya ejercido todas las medidas razonables disponibles de conformidad con su legislación o práctica administrativa; y entregar asistencia en el cobro cuando la carga sea desproporcionada respecto del beneficio que obtendría el Estado requirente. 

Del mismo modo, las limitaciones de la legislación interna no serán aplicadas de forma que menoscaben el objeto y el fin de la Convención.

Adicionalmente, siguiendo el estándar internacional, se establece que la falta de interés tributario interno o el secreto bancario, no puede usarse para negar la asistencia conforme a la Convención (artículo 21).

Respecto a la confidencialidad, la información se tratará como secreta y estará protegida en el Estado receptor de la misma manera que contemple su legislación interna. Si se proporcionan datos personales, el Estado receptor los tratará de acuerdo a su propia legislación interna y considerando las garantías que pudieran ser requeridas para asegurar la protección de datos, conforme a la legislación interna del Estado que proporciona la información.

La información será revelada únicamente a personas o autoridades (incluidos los tribunales y órganos administrativos o de supervisión), encargadas de la determinación, recaudación o cobro de los impuestos, de los procedimientos declarativos o ejecutivos relativos a dichos impuestos o de la resolución de los recursos relativo a estos o de la supervisión de lo anterior. Dichas personas o autoridades podrán utilizar la información únicamente para los fines establecidos en la Convención. Podrán, sin embargo, revelarla en las audiencias públicas de los tribunales o en las sentencias judiciales relacionadas con los impuestos comprendidos por la Convención.

La información recibida por un Estado (Estado requirente) puede ser utilizada para otros fines (ej. combatir el lavado de dinero o corrupción) cuando dicha información pueda ser así utilizada conforme a la legislación del Estado requerido y cuando la autoridad competente de ese Estado autorice dicho uso.

A su vez, la información que una Parte (Estado requerido) otorgue a otra Parte (Estado requirente), puede transmitirse por esta última a una tercera Parte, previa autorización de la autoridad competente del Estado requerido (artículo 22).

Por último, los procesos relacionados con medidas tomadas por el Estado requerido, se presentarán ante el órgano correspondiente de ese Estado. Igualmente, los procesos relacionados con medidas tomadas por el Estado requirente, se llevarán a cabo ante el órgano correspondiente de dicho Estado (artículo 23).

Disposiciones especiales

En lo relacionado con la implementación de la Convención, las Partes se comunicarán para esto entre ellas, por intermedio de sus respectivas autoridades competentes.

A su vez, se contempla un procedimiento de consultas entre las autoridades competentes para resolver problemas que surjan frente a un caso específico. Las autoridades competentes deberán hacer esfuerzos para resolver el caso.

Se establece también un organismo, conformado por las autoridades competentes, al que le corresponde el monitoreo de la implementación de la Convención y, específicamente, recomendar cualquier acción conducente a cumplir el propósito de esta, actuando como foro para el estudio de nuevos métodos y procedimientos para incrementar la cooperación internacional en materia tributaria. Cuando sea apropiado, puede también recomendar revisiones o modificaciones a la Convención y asistir a las Partes dando su opinión sobre cuestiones de aplicación o interpretación de las disposiciones de esta. Los Estados que hayan firmado, pero que aún no han ratificado, aceptado o aprobado la Convención, tienen derecho a ser representados en este organismo como observadores (artículo 24).

Los requerimientos de asistencia y su respuesta se efectuarán en alguno de los idiomas oficiales de la OCDE (inglés y francés) o en cualquier otro idioma acordado bilateralmente entre los Estados que participan en el intercambio (artículo 25).

Los costos ordinarios de las asistencias serán sufragados por el Estado requerido y los extraordinarios por el Estado requirente (artículo 26).

Disposiciones Finales

Las posibilidades de asistencia establecidas en la Convención no restringen, ni están limitadas, por aquellas contenidas en los acuerdos internacionales existentes o futuros u otros acuerdos entre las Partes, u otros instrumentos sobre la cooperación en materia tributaria. Los Estados son libres de elegir cualquier instrumento que consideren más apropiado para el caso en particular (artículo 27).

En nuestro país, la Convención entrará en vigor el primer día del mes siguiente a la expiración de un periodo de tres meses posteriores a aquél en el que se deposite el instrumento de ratificación (artículo 28).

Con respecto a su fecha de aplicación, para temas tributarios civiles, a menos que se acuerde lo contrario por las Partes, las disposiciones de la Convención surtirán efecto para la asistencia administrativa relacionada con los ejercicios tributarios que se inicien el o a partir del 1 de enero del año siguiente a aquel en que la Convención entre en vigor. No  obstante, se entiende que se puede pedir información de años anteriores a la entrada en vigencia de la Convención si esa información se requiere para determinar el pago de impuestos devengados en ejercicios tributarios que se inicien después de su entrada en vigencia. En el caso, por ejemplo, que se quisiera verificar una ganancia de capital por la venta de un bien raíz efectuada en un ejercicio en que la Convención estuviera vigente, se podría pedir información respecto de la compra de ese bien raíz efectuada en ejercicios anteriores a la entrada en vigencia de la Convención, incluyendo información bancaria respecto del monto efectivamente pagado por la compra.

Para temas tributarios penales, la Convención se aplica tan pronto como entre en vigor, y por lo tanto, se aplica también con relación a periodos tributarios pasados.

Respecto a la aplicación territorial de la Convención, las Partes pueden especificar el territorio o territorios a los que se les aplicará a partir de la firma, cuando depositen los instrumentos de ratificación, aceptación o aprobación, o en una etapa posterior (artículo 29).

Asimismo, se pueden formular reservas únicamente respecto a las siguientes materias:

a. Otorgar asistencia administrativa de cualquier clase con respecto a cualquier impuesto para una o más de las categorías que se presentan en el artículo 2 de la Convención, siempre que el Estado no haya incluido ningún impuesto interno de esa categoría en el Anexo A de esta.

b. Otorgar asistencia en la recaudación de impuestos o multas administrativas, incluyendo medidas cautelares.

c. Otorgar asistencia administrativa con respecto a devoluciones fiscales existentes antes de la entrada en vigor de la Convención.

d. Otorgar asistencia sobre la notificación o traslado de documentos.

e. El uso de servicios postales en la notificación de documentos.

f. La fecha de aplicación de la Convención para temas tributarios penales, restringiéndola a ejercicios fiscales que se inicien a partir del 1 de enero del tercer año que preceda a aquel en que la Convención entró en vigor; o, cuando no exista ejercicio fiscal, para la asistencia administrativa relacionada con los cobros de impuestos que surjan el o a partir del 1 de enero del tercer año que preceda a aquel en que la Convención entró en vigor.

Las reservas se pueden formular al momento de la firma o cuando se deposite el instrumento de  ratificación, y pueden retirarse posteriormente. Si un Estado ha efectuado una reserva, puede rechazar el otorgar asistencia a ese respecto y no podrá solicitar dicha asistencia. 

Aun cuando un miembro haya efectuado una reserva para un tipo de impuesto en particular o alguna forma de asistencia, ese miembro, si así lo desea, no está impedido para proporcionar dicha asistencia en casos particulares (artículo 30).

Igualmente, la Convención permite que el Convenio se denuncie en cualquier momento, mediante notificación dirigida a uno de los depositarios. La denuncia tendrá efecto el primer día del mes siguiente a la expiración de un período de tres meses después de la fecha de recepción de la notificación por el depositario. Con todo, la Parte que denuncia el Convenio continuará sujeta a la obligación de reserva respecto de cualquier documento o información obtenida mediante la Convención (artículo 31).

Finalmente, las funciones de los depositarios consisten, básicamente, en recibir el depósito de los instrumentos de ratificación, aceptación o aprobación,  y notificar la fecha de entrada en vigor de la Convención respecto de cada Parte y las reservas que se formulen y cualquier otro acto, notificación o comunicación relacionado con la Convención (artículo 32).

Declaraciones y reservas que Chile formulará a los depositarios

a. Anexo A: Impuestos a los que la Convención se aplica

Nuestro país notificará a los depositarios que la lista de los impuestos vigentes a la fecha de la firma y respecto de los que desea que se aplique la Convención, son los siguientes:

i. Impuestos contenidos en la Ley sobre Impuesto a la Renta.

ii. Ley sobre Impuesto a las Ventas y Servicio.

iii. Impuesto de Herencias, Asignaciones y Donaciones.

b. Anexo B: “Autoridad Competente”
Además, Chile notificará a los depositarios que la expresión “autoridad competente” significa: “el Ministro de Hacienda, el Director del Servicio de Impuestos Internos o sus representantes autorizados”.

c. Anexo C: Declaraciones

i. Definición de “nacionales” para los fines de la Convención: “En relación a la República de Chile, el término “nacionales” significa todas las personas naturales que posean la nacionalidad chilena y cualquier persona legal o asociación constituida de acuerdo a las leyes en vigor en la República de Chile”.

ii. Las autoridades chilenas pueden informar a sus residentes antes de remitir información relacionada con ellos, que se efectúe en conformidad a lo dispuesto en los artículos 5 y 7 de la Convención.

iii. Como regla general, Chile no aceptará  las solicitudes  mencionadas en el número 1 del artículo 9 de la Convención, es decir, las solicitudes para que se permita que los representantes de la autoridad competente del Estado requirente estén presentes en la auditoría tributaria en el Estado requerido.

d. Otras reservas

Del mismo modo, nuestro país reserva:

i. El derecho a no prestar ningún tipo de asistencia en relación a impuestos de otras Partes distintos de los impuestos incluidos por Chile en el Anexo A de la Convención.

ii. El derecho a no prestar asistencia en el cobro de cualquier impuesto o en el cobro de una multa administrativa, respecto de todos los impuestos.

iii. El derecho a no otorgar asistencia en la notificación o en el traslado de documentos.

iv. El derecho a no aceptar la notificación o traslado de documentos a través del correo, de conformidad con lo previsto en el número 3 del artículo 17 de la Convención.

v. El derecho de aplicar el número 7 del artículo 28 de la Convención (temas tributarios penales) exclusivamente para la asistencia administrativa relacionada con períodos tributarios que empiecen el, o después del 1 de enero, del tercer año que preceda a aquel en que la Convención entró en vigor con respecto a Chile; o, cuando no exista un período tributario, para la asistencia administrativa relacionada  con los cobros de impuestos que surjan el o a partir del 1 de enero del tercer año que preceda a aquel en que la Convención entró en vigor con respecto de Chile.

Incidencia en materia  presupuestaria y financiera

El Informe Financiero N°58/24-04-2015 de la Dirección de Presupuestos, señala lo siguiente:

Antecedentes.

La Convención que se somete a consideración fue desarrollada conjuntamente por los Estados Miembros del Consejo de Europa y los Estados Miembros de la OCDE, y en su origen estuvo abierta sólo para los Estados pertenecientes a las instituciones mencionadas previamente. En el año 2010, los Estados Miembros de estas instituciones suscribieron un Protocolo para adaptar las disposiciones de la Convención a los estándares internacionales en materia de intercambio de información con fines tributarios y para abrir el instrumento a todos los países. El texto suscrito contiene las modificaciones introducidas por el Protocolo modificatorio, el que entró en vigor el 1 de junio de 2011. 

En términos generales, la Convención Multilateral aspira a ayudar a los gobiernos a hacer cumplir sus leyes tributarias, proporcionando un marco legal internacional para la cooperación entre países para combatir la elusión y la evasión tributaria. 

En lo medular, esta convención ofrece variadas herramientas para la cooperación administrativa en materia tributaria, contemplando todas las formas de intercambio de información, inspecciones simultáneas, inspecciones en el extranjero, asistencia en el cobro de impuestos y notificación de documentos y medidas precautorias. También considera la posibilidad de compartir información para combatir el lavado de dinero, cohecho, financiamiento del terrorismo y otros ilícitos, cuando se cumplen ciertas condiciones. Adicionalmente, respeta los derechos de los contribuyentes, proporcionando extensas salvaguardas para proteger la confidencialidad de la información intercambiada, en particular con la protección de los datos personales. Finalmente, permite efectuar reservas respecto de las materias que enumera, al momento de firmar o al depositar su instrumento de ratificación, aceptación o aprobación, o en cualquier fecha posterior. Tal es el caso por ejemplo, de la lista de impuestos respecto de los cuales se intercambiará información y del tipo de asistencia que se otorgará. 

Efecto del Proyecto sobre el Presupuesto Fiscal.

El Convenio de Asistencia Administrativa Mutua en comento no implica una reducción de los ingresos fiscales de la Partida Tesoro Público de la Ley de Presupuestos, por concepto de impuestos, ya que ninguno de los Estados Contratantes renuncia a su potestad tributaria para cobrar impuestos de acuerdo a su propia legislación interna

Por otra parte, el Servicio de Impuestos Internos, al momento de la entrada en vigencia de este convenio deberá destinar personal y solventar otros gastos de administración para atender los requerimientos que se reciban de las administraciones tributarias extranjeras y las solicitudes de información que elabore la propia administración, lo que supone un costo operacional adicional que se asumirá con la asignación corriente de la Ley de Presupuestos de acuerdo a las reglas generales.

Finalmente, resulta importante destacar que los beneficios para el Servicio de contar con un sistema eficiente de intercambio de información no provienen sólo de la facultad de verificar el cumplimiento tributario de contribuyentes en particular, sino por el efecto indirecto que produce en la totalidad de los contribuyentes, que toman conciencia de que sus inversiones y operaciones con el exterior pueden ser fiscalizadas con más eficiencia, generando con esto un efecto positivo sobre la recaudación tributaria de mediano y largo plazo, el que sin embargo, al momento de la ratificación de este Convenio resulta imposible de cuantificar.

Debate de las normas sometidas a la consideración de la Comisión, en la especie todo el proyecto de acuerdo.

Señor Ricardo Guerrero, Abogado el Ministerio de Hacienda.

Señala que esta iniciativa surge de los países del consejo de Europa y los Estados miembros de la Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económicos (OCDE), los que mediante un protocolo solicitaron revisar la convención para adecuarla a los estándares internacionales de intercambio de información. Destaca que se realizan esfuerzos para que sea ratificado principalmente por aquellos países con nula o baja tributación y que en general se consideran elusivos en la comunidad internacional. 

Considera que uno de los principales objetivos de la Reforma Tributaria es el combate a la evasión y elusión, por lo mismo es importante contar con una herramienta que permita enfrentarla.

Señor Néstor Venegas, abogado del Servicio de Impuestos Internos.

Destaca que el contenido del acuerdo es amplio pero flexible en la implementación de sus disposiciones desde el punto de vista de la asistencia internacional de información: estándar y espontánea, la que incluye la realización de auditorías simultáneas e intercambio de información. Añade que, del mismo modo, contempla la realización de auditorías simultáneas, asistencia en el cobro o recaudación y también en el proceso de liquidación de impuestos. 

Recalca que se garantiza en todo momento la confidencialidad de la información tributaria y los derechos de los contribuyentes. 

En el caso de Chile hay cierta experiencia en intercambio de información con los países con los que hay tratados de doble tributación y que la idea es mantener el ámbito de aplicación para no ampliar de manera inmediata los costos. 

Señala que se deja en espera lo referido a la notificación de las liquidaciones pero que se extiende la red de intercambio de información. 

El señor Aguiló opina que es una convención muy importante, pues incluye al Consejo de Europa y a la OCDE, ha sido suscrito por más de 60 países y permite el intercambio de información y asesorías con países que tienen una seriedad tributaria. Felicita al Gobierno de Sebastián Piñera por la suscripción del acuerdo que da origen a este proyecto. Finalmente, nuncia su voto a favor.

El señor De Mussy consulta si ya existe intercambio de información o hay que implementar algo más. 

El señor Schilling aclara que esta iniciativa tiene origen en una propuesta de los Estados Unidos y los países europeos. Agrega que se busca que quienes tengan que pagar impuestos, cumplan con su obligación. Señala que en la misma declaración de adhesión se pueden hacer reservas y por lo mismo permite la gradualidad en la aplicación de sus medidas. 

El señor Auth pregunta si las reservas eventuales que puede hacer nuestro país rigen para todos los países o para determinado países signatarios.

El señor Venegas aclara que las reservas son genéricas, lo que no implica que a futuro puedan ser levantadas. Agrega que las reservas no tienen relación con un país específico sino que es por materias. 

Precisa que lo que se busca es evitar que las descoordinaciones entre las distintas administraciones tributarias sean utilizadas por planificadores tributarios para eludir el pago de impuestos. Agrega que precisamente esta descoordinación dio origen a la doble tributación, pero se convertido ahora en el no tributar en ningún país; en este sentido se está retrocediendo en los logros alcanzados a través de tratados de doble tributación. 

El señor Guerrero el Ministro de Hacienda se encuentra en la OCDE donde se está analizando y determinado los aspectos operativos del acuerdo. 

El señor Ortiz manifiesta su satisfacción por la tramitación de este acuerdo. Recuerda que cuando se tramitó la reforma tributaria la  evasión alcanzaba un 28% y cada punto de evasión es una suma considerable de millones mensuales. Agrega que la inversión extranjera en Chile subió un 14% por lo que la institucionalidad ha sido eficiente. Señala que es un gran complemento a la reforma tributaria.

VOTACIÓN

Texto del proyecto de acuerdo:

“Artículo único.- Apruébase la “Convención sobre Asistencia Administrativa Mutua en Materia Tributaria”, firmada por la República de Chile en Santiago, el 24 de octubre de 2013.”.

Puesto en votación el artículo único del proyecto de acuerdo, es aprobado por la unanimidad de los integrantes presentes de la Comisión señores Pepe Auth (Presidente de la Comisión), Sergio Aguiló, Felipe De Mussy, Enrique Jaramillo, José Miguel Ortiz, Marcelo Schilling, y Osvaldo Urrutia. 

Se designa como Diputado informante al señor Enrique Jaramillo.

-o-

Tratado y acordado en sesión de fecha 3 de junio de 2015, con las asistencia de los Diputados señores Pepe Auth (Presidente de la Comisión) Sergio Aguiló; Felipe De Mussy; Enrique Jaramillo; José Miguel Ortiz; Marcelo Schilling; Ernesto Silva, y Osvaldo Urrutia.


(Fdo.): PATRICIO VELÁSQUEZ WEISSE, Abogado Secretario de la Comisión”.
6. Informe de la Comisión de Desarrollo Social, Superación de la Pobreza
y Planificación recaído en el proyecto, iniciado en Moción, que “Modifica
ley N° 20.422, estableciendo que las instituciones de educación superior
deben contar con un sistema de admisión, permanencia y progreso, para
personas con discapacidad.”. (boletín N° 8742-31)
“Honorable Cámara:


La Comisión de Desarrollo Social, Superación de la Pobreza y Planificación pasa a informar, en primer trámite constitucional y primero reglamentario, el proyecto de referencia, iniciado en moción de las diputadas señoras Andrea Molina Oliva y Alejandra Sepúlveda Orbenes; de los diputados señores Fuad Chahín Valenzuela, Romilio Gutiérrez Pino, Jorge Sabag Villalobos, Patricio Vallespín López y Matías Walker Prieto; de la ex diputada señora Carolina Goic Boroevic y los ex diputados señores Enrique Accorsi Opazo y Roberto Delmastro Naso.

I. CONSTANCIAS REGLAMENTARIAS PREVIAS.


1) Idea matriz o fundamental del proyecto 


Incorporar una norma legal expresa a la ley N° 20.422, que obligue a las Universidades, Institutos Profesionales y Centros de Formación Técnica de nuestro país a disponer de un sistema especial de admisión, permanencia y progreso de personas con discapacidad, y asegurar de ese modo el efectivo ejercicio del derecho a la educación superior para estas personas. 


2) Normas de quórum especial


El proyecto de ley no contiene normas de quórum calificado ni que deban ser calificadas de orgánicas constitucionales.


3) Normas que requieran trámite de Hacienda.


No requiere ser conocido por la Comision de Hacienda.


4) Aprobación del proyecto, en general.


El proyecto fue aprobado en general por la unanimidad de los diputados presentes (6), señoras Pacheco y Sepúlveda; y señores Chahín, Melo, Paulsen y Sabag.


5) Diputado informante:


Se designó Diputada informante a la señora Marcela Hernando Pérez.

II. ANTECEDENTES Y FUNDAMENTOS DE LOS PROYECTOS DE LEY. 


a) Antecedentes. 


La moción contextualiza la situación de las personas con discapacidad en Chile, aludiendo a la Encuesta Nacional de Discapacidad en Chile, realizada por FONADIS e INE, el año 2004. Este instrumento no solo muestra el importante número de personas con discapacidad, sino que evidencia la brecha que este grupo sufre en materia de educación. En el caso de educación superior, dicha encuesta señala que solo el 5,7% de personas con discapacidad han tenido acceso a la Universidad o a algún Instituto de Formación Profesional, mientras que menos de un 1% ha accedido a algún Centro de Formación Técnica.


En cuanto a antecedentes legales, mencionan el artículo 39 de la Ley N° 20.422 Sobre Igualdad de Oportunidades e Integración Social de las Personas con Discapacidad, que entrega al Ministerio de Educación el deber de cautelar la participación de las personas con discapacidad, los programas relacionados con el aprendizaje, desarrollo cultural y el perfeccionamiento. En su inciso segundo, este artículo explicita que las instituciones de educación superior deberán contar con mecanismos que faciliten el acceso de las personas con discapacidad, así como adaptar los materiales de estudio y medios de enseñanza para que dichas personas puedan cursar las diferentes carreras.


b) Fundamentos.


Los autores de esta iniciativa consideran que la integración de las personas con discapacidad no se ha logrado con suficiente fuerza en la educación superior, lo que se manifiesta en la falta de sistemas especiales de admisión para el ingreso de estas personas, siendo insuficiente lo dispuesto en el referido artículo 39, ya que no es claro si “acceso” en dicho contexto se limita al acceso a espacios físicos, en el sentido de lo establecido en el artículo 9 sobre accesibilidad de la Convención de las Naciones Unidas Sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad.


Añaden, por último, que más allá de los dispuesto en la normativa nacional e internacional, si bien existen iniciativas para promover una mayor inclusión, como la Red Regional de Educación Superior Inclusiva de la región de Valparaíso, en la práctica las instituciones de educación superior del país no disponen de mecanismos o sistemas especiales de admisión, tal y como fue constatado por el Estudio sobre Inclusión en la Educación Superior en Chile (Mineduc 2011).

III. CONTENIDO DEL PROYECTO.


El proyecto consta de un único artículo que reemplaza el inciso segundo del artículo 39 de la Ley N° 20.422 sobre Igualdad de Oportunidades e Inclusión Social de las Personas con Discapacidad, por el siguiente nuevo inciso:


“Las instituciones de educación superior dispondrán de un sistema especial de admisión, permanencia y progreso para las personas con discapacidad, proveerán los servicios de apoyo especializados tanto humanos como materiales y adaptarán los materiales de estudio y medios de enseñanza para aquellas que puedan cursar las diferentes carreras técnicas o profesionales”.


-Normas legales o reglamentarias que se propone modificar o que inciden, directa o indirectamente, en esta iniciativa legal.


-Normas legales:


Se propone modificar la Ley N° 20.422 sobre Igualdad de Oportunidades e Inclusión Social de las Personas con Discapacidad.


Asimismo, incide en la iniciativa legal la Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad y su Protocolo Facultativo, instrumentos promulgados a través del Decreto N° 201 del Ministerio de Relaciones Exteriores del año 2008. 

IV. DISCUSIÓN DEL PROYECTO.


a) Discusión general.


Durante el estudio de la iniciativa se recibió la opinión de las siguientes personas:


1.- Ex Ministra de Desarrollo Social, doña María Fernanda Villegas


La entonces Ministra comenzó por contextualizar y entregar las cifras generales sobre inclusión social de personas con discapacidad, en función de lo recogido por la encuesta Casen (2013). En este sentido, entregó información relativa no solo al número de personas con discapacidad, sino que enfatizó que se busca construir un nuevo diagnóstico bajo un enfoque que caracterice a este grupo de la población. Explicó que normalmente se medía a este grupo a partir de una mirada desde las deficiencias, pero posteriormente se agregan también las limitaciones en la actividad y restricciones en la participación, a partir de lo cual se identifican dos grupos: (i) personas con condiciones permanentes o larga duración; y (ii) personas que presentan dificultades para la realización de actividades de la vida diaria debido a su estado de salud. 


La Ex Ministra expuso la distribución etaria de cada uno de estos grupos, el alcance de la discapacidad de aquellas personas que presentan dificultades para la realización de actividades de la vida diaria debido a su estado de salud (autovalentes, autovalentes con necesidad de una ayuda técnica, dependencia leve, dependencia moderada y dependencia severa). Precisó de qué tipo de dificultades se trata (capacidades básicas de la vida diaria, cognitivas o de interacción social y de actividades de participación social) y el porcentaje de personas en cada caso.


En cuanto a inclusión educativa, señaló que las cifras muestran que dentro de las personas con dificultades aumenta la tasa de analfabetismo (2,4% vs. 10,9%) y respecto al capital educativo, los adultos con dificultades muestran una brecha significativa en todos los tramos etario (tanto en años de escolaridad, como en nivel educacional alcanzado), como muestran los siguientes gráficos: 

[image: image2.png]CAPITAL EDUCATIVO

Escolaridad promedio de las personas de 19 6 mas
aios por tramo de edad y si tienen alguna dificultad
debido a su estado de salud (2013)

(Personas de 19 6 mas afios por tramo de edad y presencia de alguna dificultad, afios de estudio promedio)
M No tiene dificultades M Tiene dificultades

14 4 13,0
116 12,2
12 - i
10,8 10,6 113
10 - 9,2
8,3 8,5

19 a 29 afios 30a 44 afos 45a 59 afos 60 afios y mas Total

Fuente: Ministerio de Desarrollo Social, Encuesta Casen 2013.




[image: image3.png]CAPITAL EDUCATIVO

Distribucion de la poblacion de 19 6 mas afnos segin
nivel educacional alcanzado, por presencia de
dificultad debido a su estado de salud (2013)

(Personas de 19 afios o0 mas por presencia de alguna dificultad, porcentaje)

M No tiene dificultades M Tiene dificultades
35 4
31,5
30 -
25 - 23,3
21,8
20 - 18,2
15,1
15 - 13,0 14,0 12,5
11,8 10 4
91 ” 10,1
10 4 ’
5,9
> s
’ 0,50,8
0 - - - - __‘
Sin Educacion Basica Basica Media Media Superior Superior NS/NR
formal Incompleta Completa Incompleta Completa Incompleta Completa

Fuente: Ministerio de Desarrollo Social, Encuesta Casen 2013.





La Ex Ministra informó también respecto de la tasa de asistencia neta a educación básica y educación media de los niños con dificultades y la distribución en establecimientos públicos, subvencionados y particulares. Respecto del rezago escolar, los niños con dificultades muestran mayor rezago tanto en educación básica como en educación media. En cuanto a la asistencia a educación superior, la asistencia neta también es menor en este grupo.
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La Ex Ministra explicó que esto tiene implicancias en la posterior inclusión al mercado laboral, materia en la cual informó que las personas con dificultades representan un porcentaje menor de los ocupados y un porcentaje mayor de los inactivos, con el agravante de que no trabajan por la propia condición de discapacidad. Detalló también la tasa de participación laboral en cada grupo etario, siendo siempre menor para las personas con dificultades.


La Ex Ministra explicó que todos estos datos muestran que existe un significativo grupo de personas con obstáculos para acceder a la educación y al mercado laboral. En este contexto, uno de los objetivos de la reforma educacional es precisamente eliminar todas las barreras y formas de discriminación que impidan acceder al aprendizaje. Se busca por tanto alcanzar un modelo de educación inclusiva. 


Respecto a la moción correspondiente al boletín N° 8742-31, señaló que el espíritu de la iniciativa manifiesta y expresa una materia de interés para el Gobierno, en tanto explicita materias ya presentes en la ley 20.422. Celebró además que esta moción refuerce los conceptos básicos que inspiran la Reforma a la Educación, en atención a hacer de la educación, en todos los niveles, un derecho para todos y todas. Por último, agregó que el proyecto sigue la línea de países como Alemania y Colombia estableciendo un mandato especifico a este respecto.


2.- Director Nacional del Servicio Nacional para la Discapacidad, don Mauro Tamayo.


Señaló que en términos generales comparte el fundamento tras esta iniciativa, en tanto se persigue la inclusión de las personas discapacitadas, incorporando las obligaciones internacionales del Chile en esta materia. En este sentido, contextualizó que el 12,9% de la población está en condición de discapacidad, por lo que es importante establecer las condiciones necesarias para su plena inclusión. Destacó también que es importante llevar a cabo el debate terminológico, en tanto se habla de “situación de discapacidad”, “capacidades diferentes”, etc. Sobre este punto, indicó que es fundamental asumir una perspectiva de derechos para enfrentar la discapacidad.


Posteriormente entregó un informe en donde se exponen sus observaciones particulares respecto al proyecto, documento en el cual se señala que con el objetivo de lograr un sistema de educación inclusivo, es menester eliminar las barreras de entradas a la educación superior para la personas en situación de discapacidad. Profundizando en torno a esta idea, se explica que dichas dificultades al acceso se encuentran desde la infraestructura de los establecimientos, como en los planes y programas educacionales. En este último aspecto, es necesario que la institución superior cuente con procesos de selección, de examinación y de participación en las actividades extra curriculares, que tomen en consideración las necesidades educacionales y las características individuales de cada uno de los estudiantes con el fin de lograr su total inclusión.


En cuanto a la necesidad de habilitación del cuerpo académico, el informe establece que si bien nuestra legislación establece la obligatoriedad de adaptar los materiales y los procesos de admisión, para lograr la total inclusión es menester contar con un cuerpo académico habilitado para atender a las necesidades educacionales especiales de los alumnos. Es por esto que se señala que el proyecto de ley debería incorporar también dicho componente.


Sobre la interpretación de la palabra “acceso”, no obstante la observación realizada en los fundamentos del proyecto en comento, respecto a la poca claridad de la norma del Artículo 39 inciso segundo de la ley 20.422, en el uso que hace de la palabra acceso, esta debería aclararse por lo establecido en el Párrafo 1, Medidas de Accesibilidad, Artículo 24 de la ley 20.422, en el cual se establece que en toda institución pública o privada que ofrezca servicios educacionales donde se exijan rendición de exámenes deberá realizar los ajustes necesarios para adecuar dichos procedimientos de selección en todo lo que se requiera para resguardar la igualdad de oportunidades de las personas en situación de discapacidad que participen en ellos. En su inciso segundo, se establece la obligación del alumno de informar dicha situación de discapacidad en su postulación, para que se adapten los procesos al efecto.


No obstante esta aclaración, el informe señala que esta modificación hace bien en reforzar el derecho a la educación, a través de la idea de que las instituciones de educación superior deban contar con procesos diferenciados de admisión, los cuales tiendan a eliminar las barreras de entradas a la educación superior para la personas en situación de discapacidad y no solo en su ingreso, sino que también en todo su proceso educacional.


El informe luego desarrolla sobre el derecho a la educación en el contexto del 
Derecho Internacional de los Derechos Humanos, señalando que constituye uno de los más importantes derechos de índole económica, social y cultural, y que se encuentra recogido de manera transversal en diversos tratados que versan sobre derechos humanos. Sobre este punto, explica que la Convención ONU sobre los Derechos de las Personas en Situación de Discapacidad consagra este derecho en su Artículo 24, estableciendo en su párrafo quinto que “Los Estados parte asegurarán que las personas en situación de discapacidad tengan acceso general a la educación superior sin discriminación y en igualdad de condiciones con las demás”.


Respecto a la situación a nivel de derecho comparado, se señala que son distintos los métodos que han adoptado los países con la finalidad de garantizar la inclusión de las personas en situación de discapacidad a la educación superior. Algunas legislaciones, como por ejemplo la alemana y colombiana, mediante una ley establecen el mandato legal expreso de contar con procedimientos de admisión especiales, evaluación y egreso; otras en cambio, como Canadá y Nueva Zelanda, establecen un principio general de no discriminación, derivándose de este la obligación de las instituciones superiores de contar con procesos de admisión, evaluación y egreso, no discriminatorios. Se acompaña la siguiente tabla con la descripción más detallada sobre la experiencia de estos países:

	PAÍS
	REGULACION
	COMENTARIO

	Alemania
	Hochschulrahmengestz (HRG) Sección 2 párrafo 4 y sección 16 regulan expresamente la materia.
	- Es deber de las Universidades tomar en consideración las necesidades educacionales especiales de sus alumnos.

- Además deben contar con procesos especiales de selección, sistemas especiales de evaluación e infraestructura adecuada.

- Igualdad de condiciones a todos sus estudiantes, sin importar si se encuentran en situación de discapacidad no.

	Canadá
	- Charter of Rights and Freedoms de 1982. 

- Bill 125
	- Se establece un principio de igualdad ante la ley, por lo cual nadie puede ser discriminado en forma alguna para acceder a servicios, acomodación, trabajo y educación por ningún concepto.

	Colombia
	- Ley 115 Ley General de Educación.

- Ley 361 de 1997, por la cual se establecen mecanismos de integración social de la personas con limitación y se dictan otras disposiciones.

- Ley 1618 de 2013, por la cual la cual se establecen disposiciones para garantizar el pleno ejercicio de los derechos de las personas con discapacidad. En su Artículo 11. 4 letras f) y g) regulan la materia en específico.
	- Es deber del Ministerio de Educación definir las políticas y reglamentar el esquema para fomentar el acceso, tanto admisión, como acceso físico a la educación superior.

- Las instituciones de  educación superior deberán destinar parte de su presupuesto para implementar las condiciones necesarias para la inclusión y accesibilidad  de las personas en  situación de discapacidad.

	Nueva Zelanda
	- Humans Right Act de 1993, Artículo 57 sobre los establecimientos educacionales
	- Existe  una prohibición  expresa  de discriminar  personas  por  el criterio que sea o bien admitirla en términos y condiciones más desfavorables que a otras.

- Bajo este concepto, es que la Tertiary Education Commission y el Ministerio de Educación de Nueva Zelanda crean las políticas públicas necesarias estableciendo pautas para la inclusión.



Por último, el informe elaborado por SENADIS entrega una sugerencia de redacción que recoge todas estas observaciones y que apunta a reemplazar el inciso segundo del artículo 39 por uno del siguiente tenor: “Las instituciones de educación superior dispondrán de un sistema especial de ingreso, permanencia y egreso para las personas en situación de discapacidad, para lo cual proveerán los servicios de apoyo necesarios y los ajustes razonables, incluyendo la debida habilitación de su cuerpo académico y adaptarán los materiales de estudio y medios de enseñanza con el objeto que las personas en situación de discapacidad puedan cursar las diferentes carreras técnicas o profesionales en conformidad lo dispone el artículo 24 de la presente ley”.


3.- Jefe del Departamento de Educación de SENADIS, don Wilson Rojas.


El Sr. Rojas comenzó haciendo alusión a algunos antecedentes sobre la materia, destacando que un 12,9% de la población se encuentra en situación de discapacidad, por lo que no se trata de una minoría, en tanto significa que 1 de cada 3 hogares tiene vínculos con la discapacidad. 


Destacó que Chile firmó la Convención sobre derechos de las Personas con Discapacidad, por lo que debe adecuar su normativa nacional, incluyendo aquella que regula la inclusión educativa. Enfatizó que el enfoque de derechos humanos en este tema se basa en que las personas no presentan discapacidades propiamente tales, sino déficits y que al interactuar en condiciones sociales deficientes, estos se transforman en discapacidades. Por lo tanto, explicó que se está viviendo una transición conceptual que se grafica con el siguiente diagrama:
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Señaló que el Estado de Chile tiene una deuda importante en relación a este colectivo, y para trabajar en la inclusión social se requiere avanzar en inclusión educativa, pues esta conlleva a la inclusión laboral. En el plano normativo, indicó que la ley 20.422 establece normas sobre Igualdad de Oportunidades e Inclusión Social de Personas con Discapacidad, legislación que entró en vigencia el año 2010. A esto se suma la Convención sobre Discapacidad, la cual se basa en el nuevo paradigma de modelo social y educación inclusiva.


En el contexto educativo, esto se traduce en necesidades educativas especiales, destacando que todos los estudiantes tienen este tipo de necesidades. Explicó que se reconocen necesidades educativas transitorias y permanentes, pero que una educación inclusiva implica que no sean los alumnos los forzados a adecuarse al sistema educativo, sino que sea este el que se adecue a las necesidades de las personas, otorgando los ajustes adicionales que requieren los alumnos en situación de discapacidad.


El artículo 24 de la Convención regula el derecho de educación en base al paradigma de educación inclusiva y alejándose del antiguo modelo de sistemas especiales de educación. 
No obstante, la diputada Sepúlveda señaló que esta teoría se aleja mucho de la práctica de poca inclusión en el país, y que en ese contexto, las escuelas especiales hacen una gran labor.


El señor Rojas señaló que existen diferentes modelos de educación: exclusión, integración (mallas curriculares adaptadas) e inclusión (diseño universal de aprendizaje), y es este último el objetivo a alcanzar. Para estos efectos, ejemplificó la importancia que tienen las tecnologías. Informó que el SENADIS ha trabajado con la Comisión Nacional de Acreditación y agregaron un criterio de acreditación que consiste en crear las condiciones para que los alumnos en situación de discapacidad puedan acceder a la información. 


Informó que en gran medida la inclusión en la educación superior ha sido a través de instituciones privadas y no a través de universidades del CRUCH, lo cual responde en parte a la brecha curricular que arrastran los estudiantes en situación de discapacidad. Otro tema pendiente en este contexto, es la necesidad de lograr una PSU accesible, ya que esta prueba ya constituye un obstáculo de ingreso. Se requiere un sistema de admisión que admita la participación de alumnos en situación de discapacidad. Y posteriormente se requieren además ajustes razonables y apoyos adicionales para que la información esté disponible para alumnos en discapacidad. Aclaró que estos apoyos no implican una rebaja de los estándares educacionales, sino que se provean las tecnologías necesarias, tales como: mouse adaptados, computadores especiales, etc. 


Por último, señaló que si bien la modificación propuesta es importante y oportuna, es necesario trabajar en la inclusión en todas las etapas educativas, comenzando con la educación inicial y general. Esto requiere que se potencie la inclusión desde la JUNJI. Solo así, podrán los estudiantes llegar a la educación superior sin tantas brechas como las actuales.


-Votación en general del proyecto.


La Comisión, compartiendo los objetivos y fundamentos tenidos en consideración por las mociones procedió a dar su aprobación a la idea de legislar por la unanimidad de los diputados presentes (6), señoras Pacheco y Sepúlveda; y señores Chahín, Melo, Paulsen y Sabag.


b) Discusión particular.


Al inicio de la votación particular, don Mauro Tamayo, Director Nacional de SENADIS, manifestó su apoyo a esta iniciativa y explicó que en aras de perfeccionar el proyecto, se propone la siguiente redacción:


“Las instituciones de educación superior dispondrán de un sistema especial de ingreso, permanencia y egreso para las personas en situación de discapacidad, para lo cual proveerán los servicios de apoyo necesarios y los ajustes razonables, incluyendo la debida habilitación de su cuerpo académico y adaptarán los materiales de estudio y medios de enseñanza con el objeto que las personas en situación de discapacidad puedan cursar las diferentes carreras técnicas o profesionales en conformidad lo dispone el artículo 24 de la presente ley”.


El Director de SENADIS expresó que la sugerencia de redacción busca incorporar también el egreso, precisando la redacción pero manteniendo el fondo del proyecto. El diputado Chahín señaló que en su opinión debería incluirse también la noción de progreso, para incluir un debido acompañamiento a estos estudiantes. 


El diputado Edwards señaló que sería conveniente precisar algunos de los términos utilizados en el artículo propuesto, como el de “ajustes razonables”. El diputado Chahín indicó que es posible hacer esas precisiones en el Reglamento y el diputado Sabag añadió que tanto en la ley como en la Convención de Discapacidad se alude a estos términos. 


En función del debate realizado, se presentó la siguiente indicación por parte de las diputadas señoras Hernando, Pacheco y Sepúlveda, y señores Chahin, Edwards, Lavín, Melo y Sabag, para reemplazar el artículo único del proyecto por el suguiente:

“Artículo único.- Modifíquese la Ley N° 20.422, sobre Igualdad de Oportunidades e Inclusión Social de las Personas con Discapacidad, Párrafo 2° de la educación y de la inclusión escolar, reemplazando el actual inciso segundo del artículo 39, por el siguiente:

“Las instituciones de educación superior dispondrán de un sistema especial de ingreso, permanencia, progreso y egreso para las personas en situación de discapacidad para lo cual proveerán los servicios de apoyo necesarios y los ajustes razonables, incluyendo la debida habilitación de su cuerpo académico y adaptarán los materiales de estudio y medios de enseñanza con el objeto que las personas en situación de discapacidad puedan cursar las diferentes carreras técnicas o profesionales en conformidad lo dispone el artículo 24 de la presente ley”.”

Puesta en votación la indicación, fue aprobada por la unanimidad de los diputados presentes (8), señoras Hernando, Pacheco y Sepúlveda; y señores Chahín, Edwards, Lavín, Melo y Sabag.

V. ARTÍCULOS E INDICACIONES RECHAZADOS.


No hay.

-o-

Por las razones señaladas y por las que expondrá oportunamente la Diputada Informante, esta Comisión recomienda aprobar el proyecto de conformidad al siguiente texto:

PROYECTO DE LEY


Artículo único.- Modifíquese la Ley N° 20.422 Sobre Igualdad de Oportunidades e Inclusión Social de las Personas con Discapacidad, Párrafo 2° De la educación y de la inclusión escolar, reemplazando el actual inciso segundo del artículo 39, por el siguiente nuevo inciso:


““Las instituciones de educación superior dispondrán de un sistema especial de ingreso, permanencia, progreso y egreso para las personas en situación de discapacidad, para lo cual proveerán los servicios de apoyo necesarios y los ajustes razonables, incluyendo la debida habilitación de su cuerpo académico y adaptarán los materiales de estudio y medios de enseñanza con el objeto que las personas en situación de discapacidad puedan cursar las diferentes carreras técnicas o profesionales en conformidad lo dispone el artículo 24 de la presente ley”.

-o-

Se designó Diputada Informante a la señora Marcela Hernando Pérez.

-o-

Tratado y acordado, según consta en las actas correspondientes a las sesiones de fecha 5 de noviembre y 10 de diciembre de 2014; 6 y 13 de mayo de 2015, y 3 de Junio, con la asistencia de las diputadas señoras Marcela Hernando Pérez, Clemira Pacheco Rivas y Alejandra Sepúlveda Órbenes; y señores Claudio Arriagada Macaya, Fuad Chahín Valenzuela, José Manuel Edwards Silva, Issa Kort Garriga, Joaquín Lavín León, Daniel Melo Contreras, Nicolás Monckeberg Díaz, Diego Paulsen Kehr, Jorge Sabag Villalobos y Ernesto Silva Méndez.


Asistió también el señor Jorge Ulloa Aguillón (en reemplazo de Issa Kort Garriga).


Sala de la Comisión, 3 de Junio de 2015.


(Fdo.): MARÍA TERESA CALDERÓN ROJAS, Abogada Secretaria de la Comisión”.
7. Informe de la Comisión de Deportes y Recreación recaído en el proyecto,
iniciado en Moción, que “Establece el Día Nacional del Yoga.”.
(boletín N° 9695-29)
“Honorable Cámara:


La Comisión de Deportes y Recreación viene en informar, en primer trámite constitucional y primero reglamentario, el proyecto de ley de la referencia, de origen en una moción de las diputadas señoras Cristina Girardi y Maya Fernández, y de los diputados señores Sergio Espejo, Tucapel Jiménez, Marco Antonio Núñez, Jaime Pilowsky, Alberto Robles, Osvaldo Urrutia, Patricio Vallespín y Matías Walker.    


Con motivo del tratamiento de este proyecto de ley, la Comisión recibió a las siguientes autoridades y particulares: ministra del Deporte, señora Natalia Riffo; asesor jurídico de esa Cartera, señor Hernán Domínguez; coordinadora del SENAMA en la región de Valparaíso, señora Viviana Valle; director del Instituto de Desarrollo Humano, señor Enrique Palma, y señora Carol Echeverría, de la misma entidad; segundo secretario de la embajada de la India en Chile, señor Rajiv Bodwade; y médico anestesiólogo y experto en yoga, señor Roberto Platoni. 

I. CONSTANCIAS REGLAMENTARIAS PREVIAS.


1) La idea matriz o fundamental del proyecto es establecer el Día Nacional del Yoga. 


2) Normas de carácter orgánico constitucional o de quórum calificado.


No hay normas de quórum especial.


3) Trámite de Hacienda.


No requiere dicho trámite.


4) El proyecto fue aprobado, en general, por unanimidad. Participaron en la votación los diputados señores Bernardo Berger, Fidel Espinoza, Iván Fuentes, Romilio Gutiérrez, Tucapel Jiménez, Celso Morales, Jaime Pilowsky, Alberto Robles, Marcelo Schilling y Germán Verdugo.


5) Se designó Diputado Informante al señor Marcelo Schilling.

II. ANTECEDENTES GENERALES.

Fundamentos de la moción.


Según el diccionario de la Real Academia, yoga es un “conjunto de disciplinas físico-mentales originales de la India, destinadas a conseguir la perfección espiritual y la unión con lo absoluto”. Agrega, como una segunda acepción, que es un “conjunto de las prácticas modernas derivadas del yoga hindú y dirigidas a obtener mayor eficacia en el dominio del cuerpo y la concentración anímica”.


La práctica del yoga se inició en Chile con la llegada en 1964 de José Rafael Estrada, de nacionalidad mexicana, quien se dedicó a la enseñanza de esta disciplina, adaptándola a la cultura occidental. 


El día 4 de noviembre del mencionado año Estrada fundó el primer instituto de yoga en Chile. Diferentes publicaciones de esa época destacaban las cualidades curativas, deportivas y reflexivas del yoga, contribuyendo a la salud del cuerpo y del alma, gracias a la concentración mental que se alcanza con su práctica. En efecto, el yoga es una actividad que conjuga lo físico, mental y espiritual, logrando potenciar ciertas cualidades para el desarrollo individual y social de las personas.


Con el transcurso de los años, el yoga ha logrado una apreciable difusión en nuestro país. Actualmente, hay centros de yoga en varias ciudades del país, a los que acuden niños, hombres y mujeres de distintas edades y niveles socioeconómicos y culturales. 


Dada la importancia que ha ido adquiriendo, las municipalidades y otras organizaciones han impulsado talleres que persiguen llegar a los distintos sectores, para ofrecerles una alternativa sana de crecimiento personal. 


Considerando, pues, la cada vez mayor importancia que cobra esta disciplina en Chile, los autores del proyecto proponen reconocer este hecho, en términos de que se establezca un día nacional del yoga, contribuyendo así a su difusión por parte de los municipios y establecimientos educacionales. 


Finalmente, quienes patrocinan esta iniciativa subrayan que el yoga no requiere para su práctica de una gran infraestructura ni implementos especiales. Se puede desarrollar incluso en los espacios públicos, contribuyendo a la convivencia, a la confianza y a la vida en comunidad. Desde esta perspectiva, es una disciplina esencialmente democrática.   

III. DISCUSIÓN Y VOTACIÓN GENERAL.


Durante la discusión general, la Comisión escuchó a las siguientes autoridades y particulares: 


1) Ministra del Deporte, señora Natalia Riffo, y asesor jurídico de esa repartición, señor Hernán Domínguez


La señora ministra expresó que la práctica del yoga trae consigo indudables beneficios para la salud física y mental, lo que redunda en un mejoramiento de la calidad de vida. En efecto, esta disciplina constituye un medio muy eficaz para combatir el sedentarismo, la obesidad, etc. 


Por ello, es del todo recomendable potenciar esta disciplina en el país, y establecer un día nacional del yoga podría contribuir a esa finalidad. Sin embargo, el ministerio tiene ciertas aprensiones en cuanto a fijar días nacionales de deportes y disciplinas específicas, por la proliferación de iniciativas que pudiere producirse. En tal perspectiva, tal vez sería más recomendable consagrar el Día Nacional del Deporte, en el cual se promovería la actividad deportiva a nivel general en el país.


Respecto a lo anterior, hay que recordar que en 1971, a través del decreto N°2396, del ministerio de Defensa, se instauró por primera vez en el país el Día del Deporte, que recayó en el 12 de octubre o el domingo siguiente. Posteriormente, en 1980, mediante el decreto 
N° 187, también de Defensa, se creó el Día Nacional del Deporte y la Recreación, fijándose para el tercer domingo del mes de octubre de cada año. La ley N°19.712 suprimió dicha norma, al derogar orgánicamente la ley N°17.276 y sus normas complementarias. Desde 2005 los calendarios escolares del ministerio de Educación contemplan el Día del Deporte Escolar o Día de la Actividad Física, que corresponde al 6 de abril o una fecha cercana.     


Por su parte, el asesor jurídico del ministerio, señor Hernán Domínguez, precisó que la definición de deporte contenida en el artículo 1° de la ley N°19.712 es suficientemente amplia como para abarcar el yoga. 


2) Coordinadora del Servicio Nacional del Adulto Mayor (Senama) en la región de Valparaíso, señora Viviana Valle


La coordinadora del Senama para la región de Valparaíso indicó que han constatado que la actividad física es muy útil para el envejecimiento saludable. Los mismos adultos mayores han destacado los beneficios que les reporta la práctica del yoga en cuanto a un cambio en el estilo de vida. El yoga presenta la ventaja adicional que, por sus características, se ajusta muy bien a este segmento de la población. Agregó que el eventual establecimiento de un día nacional del yoga debe situarse en un contexto más amplio de la práctica del deporte y la actividad física por parte de la población.   



3) Director del Instituto de Desarrollo Humano (IDH), señor Enrique Palma, y representante de dicho instituto, señora Carol Echeverría


El señor Palma refirió que desde hace décadas se dedica a la enseñanza del yoga, que es una disciplina que beneficia física y síquicamente a quienes la practican, elevando la conciencia del individuo. El yoga es una modalidad de gimnasia estática y dinámica a la vez, que comprende técnicas que actúan sobre el sistema nervioso y endocrino. Se estima que actualmente unas 50 mil personas practican yoga en Chile. No obstante su apreciable difusión en los últimos años, aún queda mucho por hacer. Es importante que la gente sepa que el yoga ayuda a mejorar su calidad de vida, siendo un medio eficaz para paliar el estrés y relacionarse de mejor manera con los demás. 


Desde su perspectiva, el establecer un día nacional del yoga ayudaría a difundir su práctica. Hay que tener en cuenta, además, que el yoga no es competitivo, como la gran mayoría de los deportes, ni requiere implementos. Su situación es muy diferente a varias disciplinas deportivas y, particularmente, al fútbol, respecto del cual podría afirmarse que no necesita un día especial para su reconocimiento, dada su masiva difusión. Finalmente, indicó que si el yoga se insertara en un eventual Día Nacional del Deporte, perdería la relevancia que implica contar con un día específico para su promoción.   


A modo de complemento de la exposición del director del IDH, la señora Echeverría hizo ver que, según una encuesta de Adimark de 2013, un alto porcentaje de la población chilena padece de estrés. Se estima que uno de cada tres connacionales sufre en alguna medida esta enfermedad. De acuerdo al citado estudio, para tratar de sobreponerse al estrés un 28% ve televisión, un 25% duerme y un 18% realiza actividad física. Es un hecho que existe un alto porcentaje de sedentarismo entre los chilenos, que llega al 65%. Ahora bien, uno de los efectos positivos que provoca la práctica del yoga es, precisamente, que contribuye a paliar el estrés, además de otros males que aquejan a la población, como la obesidad, que está presente en todos los segmentos etáreos. En síntesis, el yoga representa un eficaz medio para atenuar algunas dolencias físicas, junto con ayudar a mejorar la salud mental, el sueño y, en definitiva, alcanzar el equilibrio y la autovalencia.      


4) Segundo secretario de la embajada de la India en Chile, señor Rajiv Bodwade


El diplomático señaló que en diciembre de 2014 la ONU declaró el día 21 de junio de cada año como el Día Internacional del Yoga;  iniciativa que fue respaldada por 177 países, entre ellos Chile.


Agregó que es muy positivo que se promueva un proyecto de ley de esta naturaleza, por los múltiples beneficios que trae aparejada la difusión del yoga, y que lo ideal sería que la fecha que se elija como “el día” de esta disciplina coincida con aquella fijada por la ONU. 


5) Médico anestesiólogo y experto en yoga, señor Roberto Platoni



El aludido profesional, junto con valorar el proyecto de ley, indicó que el yoga no solamente implica una contribución física a la salud de quienes lo practican, sino que va mucho más allá, pues representa un sistema de vida, que amalgama aspectos esenciales de la existencia. En efecto, sirve a la armonía, al equilibrio de la vida y a encontrarse con uno mismo. El sentido de identidad se ve enriquecido con el cultivo del yoga. En síntesis, reporta felicidad. 


Desde otro ángulo, esta disciplina presenta la gran ventaja de no ser competitiva y, por ello, permite relajarse, estar en paz consigo mismo. Además, no requiere infraestructura, equipamiento ni gastos. Su esencia radica en el trabajo con el cuerpo y la respiración.  


A su juicio, el yoga no ha tenido aún el suficiente “espacio” en nuestro país para su práctica e, incluso, podría afirmarse que ha sido una disciplina elitista; situación que en buena medida se revertiría con el proyecto de ley, sumado con políticas que enfaticen la noción de que el yoga está al alcance de todos. 

-o-

En el seno de la Comisión se produjo el siguiente debate a propósito del proyecto de ley en informe. 


El diputado señor Browne opinó que el yoga es una actividad que, indudablemente, merece ser estimulada, pero dada la gran variedad de actividades deportivas o de otra índole que buscan la salud del ser humano en términos amplios, sería mejor impulsar el establecimiento de un día nacional del deporte, que las abarque todas. Así, además, se evita la proliferación de declaraciones de “días de”, referidas a un deporte específico.  


El diputado señor Verdugo dijo que es indudable que el yoga es una disciplina que tiene múltiples efectos positivos en la salud física y mental de quienes lo practican, por lo que el proyecto merece ser apoyado.


A su turno, el diputado señor Schilling coincidió con el planteamiento anterior, y acotó que dentro de los aspectos loables del yoga destaca su carácter no competitivo y su fomento de la cooperación.  La difusión de esta actividad contribuiría a mejorar la convivencia a nivel nacional. 


El diputado señor Fuentes expresó que el contar con un Día Nacional del Yoga ayudaría a divulgar esta disciplina, que hasta ahora no se cultiva mayormente en Chile, especialmente en los sectores más modestos de la población. 


En un sentido similar, el diputado señor Jiménez sostuvo que la presente iniciativa legal constituye una buena oportunidad para masificar la práctica de una actividad sana y que reporta indiscutibles beneficios físicos y mentales a sus cultores.


El diputado señor Pilowsky sostuvo que es atendible que exista un Día Nacional del Deporte, pero orientado más bien al deporte competitivo. En cambio, el establecimiento del Día Nacional del Yoga apunta a la difusión de una disciplina que esencialmente no es competitiva. Por lo tanto, se trata de iniciativas complementarias y no antagónicas.  

-o-

Concluido el debate general, se sometió a votar la idea de legislar, siendo aprobada por asentimiento unánime, según se indicó en el capítulo de constancias reglamentarias previas.

IV. DISCUSIÓN Y VOTACIÓN PARTICULAR. 


La Comisión aprobó por unanimidad, y en los mismos términos propuestos por la moción, el artículo único del proyecto, que declara el día 4 de noviembre de cada año como el Día Nacional del Yoga.


Participaron en la votación los diputados señores Bernardo Berger, Fidel Espinoza, Iván Fuentes, Romilio Gutiérrez, Tucapel Jiménez, Celso Morales, Jaime Pilowsky, Alberto Robles, Marcelo Schilling y Germán Verdugo.

V. ARTÍCULOS E INDICACIONES RECHAZADOS O DECLARADOS INADMISIBLES.


No existen artículos o indicaciones en esa situación.

VI. TEXTO DEL PROYECTO APROBADO POR LA COMISIÓN.


Por las razones señaladas, y por las que expondrá oportunamente el señor Diputado Informante, esta Comisión recomienda aprobar el siguiente:

PROYECTO DE LEY:


“Artículo único.- Declárase el día 4 de noviembre de cada año como el Día Nacional del Yoga.”.

-o-

Tratado y acordado, según consta en las actas correspondientes a las sesiones celebradas los días 27 de noviembre de 2014 y 4 de junio de 2015, con la asistencia de los diputados señores Bernardo Berger, Pedro Browne, Fidel Espinoza, Iván Fuentes, Romilio Gutiérrez, Tucapel Jiménez (Presidente), Celso Morales, Jaime Pilowsky, Alberto Robles, Marcelo Schilling, Germán Verdugo y Matías Walker.   


También estuvieron presentes los diputados señores Felipe Letelier y Juan Morano. 


Sala de la Comisión, a 8 de junio de 2015.


(Fdo.): JUAN CARLOS HERRERA INFANTE, Abogado Secretario de la Comisión”.
8. Certificado de la Comisión de Trabajo y Seguridad Social sobre el proyecto de ley, originado en Mensaje de S.E. la Presidenta de la República, en primer trámite constitucional, que moderniza el sistema de relaciones laborales,
introduciendo modificaciones al Código del Trabajo, contenido en el
Boletín 9835-13.


“Valparaíso, 3 de junio de 2015.-


El Secretario de Comisiones que suscribe, CERTIFICA:


-Que el proyecto de ley, originado en Mensaje de S.E. la Presidenta de la República, en primer trámite constitucional, que moderniza el sistema de relaciones laborales, introduciendo modificaciones al Código del Trabajo, contenido en el Boletín N° 9835-13-1, con urgencia calificada de “simple”, fue despachado por la Comisión de Trabajo y Seguridad Social, con la asistencia de la Diputada señora Pascal, doña Denise, y de los Diputados señores Andrade; Barros; Boric; Campos; Carmona; De Mussy; Jiménez; Melero; Monckeberg, don Cristián; Monckeberg, don Nicolás; Saffirio y Vallespín.


-Que concurrieron a la sesión, durante el estudio del proyecto, la señora ex Ministra del Trabajo y Previsión Social, doña Javiera Blanco Suárez; el señor ex Ministro de Hacienda, don Alberto Arenas De Mesa, la señora Ministra del Trabajo y Previsión Social, doña Ximena Rincón González, el señor Ministro de Hacienda, don Rodrigo Valdés Pulido, el señor Subsecretario del Trabajo, don Francisco Díaz Verdugo; el señor ex Subsecretario de Previsión Social, don Marcos Barraza Gómez, el Asesor Legislativo de dicha Cartera de Estado, don Francisco Del Río Correa, el señor Asesor del Gabinete de la señora Ministra del Trabajo y Previsión Social, don Roberto Godoy Fuentes, y diversos dirigentes gremiales, empresariales y sindicales que se indican en el Informe respectivo.


-Que puesto en votación general el proyecto, en la sesión de fecha 17 de marzo del año en curso, fue aprobado por siete votos a favor, seis en contra y ninguna abstención. Votaron a favor la señora Pascal, doña Denise, y los señores Andrade; Campos; Carmona; Jiménez; Saffirio y Vallespín. En contra lo hicieron los señores Barros, Boric, De Mussy, Melero, Monckeberg, don Cristián, y Paulsen, don Diego (en reemplazo del señor Monckeberg, don Cristián).


-Que la Comisión acordó que este informe se emitiera en forma de certificado para los efectos de que pudiera conocerlo la Comisión de Hacienda de la Corporación, sin perjuicio de emitir su Informe para la Sala, para lo cual designó Diputado Informante al señor Carmona, don Lautaro.


-Que la Comisión consideró que los artículos 395, 398 y 399 del numeral 28 del texto propuesto y artículos 2°, 3°, 4°, 5° y 6° permanentes del presente proyecto de ley deben ser objeto de estudio por la Comisión de Hacienda por incidir en materias presupuestarias o financieras del Estado.


-Que el texto aprobado por esta Comisión, es el siguiente:

PROYECTO DE LEY:


Artículo 1°.- Introducense las siguientes modificaciones al Decreto con Fuerza de Ley N° 1, de 2002, del Ministerio del Trabajo, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado del Código del Trabajo:


1) Sustituyese en el inciso final del artículo 3° la frase “Capítulo I del Título II del Libro IV de este Código”, por “Título IV del Libro IV de este Código”.


2) Intercalase en el inciso tercero del artículo 5°, entre las expresiones “y” y “colectivos”, las siguientes palabras: “los instrumentos”.


3) Sustituyese el inciso tercero del artículo 6°, por el siguiente: 


Contrato colectivo es aquel celebrado por uno o más empleadores con uno o más sindicatos conforme al procedimiento de negociación colectiva reglada regulado en el Título IV del Libro IV de este Código.”.


4) Intercalase en el inciso segundo del artículo 11, entre la palabra “arbitrales” y el punto seguido (.), la siguiente expresión: “o en acuerdos de grupo negociador”.


5) Sustituyese en el inciso final del artículo 38 las dos veces que aparece la palabra “cuatro” por la expresión “hasta tres”. 


6) Intercalase en el artículo 43, entre las expresiones “trabajo” y “o”, la siguiente frase: “, o en acuerdos de grupo negociador”.


7) Intercalase en el artículo 82, entre las expresiones “colectivos” y “o”, la siguiente frase: “o en acuerdos de grupo negociador”.


8) Intercalase en el inciso primero del artículo 178, entre las expresiones “colectivos” y “que”, la siguiente frase: “o en acuerdos de grupo negociador”. 


9) Intercalase en el inciso primero del artículo 218, entre la palabra “trabajo” y el punto aparte (.), la frase “y los secretarios municipales en localidades en los que no existan otros ministros de fe disponibles”.”.


10) Reemplazase el artículo 229, por el siguiente:


“Artículo 229.- Los trabajadores de una empresa que estén afiliados a un sindicato interempresa, de trabajadores eventuales o transitorios, siempre que sean ocho o más y que no se hubiere elegido a uno de ellos como director del sindicato respectivo, elegirán de entre ellos a un delegado sindical; si fueren más de veinticinco trabajadores, elegirán un delegado sindical por cada veinticinco trabajadores afiliados, con un máximo de tres delegados. Con todo, si fueren más de veinticinco trabajadores y de entre ellos se hubiere elegido como director sindical a uno o dos de ellos, podrán elegir, respectivamente, uno o dos delegados sindicales. Si de entre ellos se han elegido tres directores, no tendrán derecho a elegir delegados. Los delegados sindicales gozarán del fuero a que se refiere el artículo 243.


Las elecciones a las que se refiere este artículo se realizarán en la forma que señalen sus estatutos y respecto de ellas se deberá hacer la comunicación a que se refiere el artículo 225, con copia a la Inspección del Trabajo respectiva.


La alteración en el número de afiliados no modificará el número de delegados, el que deberá adecuarse en la próxima elección. Sin perjuicio de informar a la Dirección del Trabajo sobre este hecho, a más tardar dentro del quinto día hábil de haberse producido la alteración.


El mandato de los delegados durará el tiempo que señalen los estatutos, y si éstos no lo regulan, tendrá la misma duración que el establecido para los directores.”.


11) Intercalase el siguiente inciso tercero nuevo al artículo 231 del Código del Trabajo:


“Los estatutos deberán incorporar un mecanismo destinado a resguardar que el directorio sea integrado por directoras con derecho al fuero del artículo 243, horas de trabajo sindical y licencias de los artículos 249, 250 y 251, en proporción no inferior al 30% del total del directorio con estas prerrogativas o la que corresponda a su porcentaje de afiliación en el total de afiliados, en el caso de ser menor.” 


12) Reemplazase el inciso primero del artículo 243, por el siguiente:


Artículo 243.- Los directores sindicales gozarán del fuero laboral establecido en la legislación vigente desde la fecha de su elección y hasta seis meses después de haber cesado en el cargo, siempre que la cesación en él no se hubiere producido por censura de la asamblea sindical, por sanción aplicada por el tribunal competente en cuya virtud deba hacer abandono del cargo, por renuncia al sindicato o por término de la empresa. Asimismo, el fuero de los directores sindicales terminará cuando se caduque la personalidad jurídica del sindicato por aplicación del inciso tercero del artículo 223 o inciso segundo del artículo 227.


13) Modificase el artículo 249 de la siguiente forma:


a) Modificase el inciso primero del siguiente modo:


i) Sustituyese la frase “los permisos necesarios” por la siguiente: “las horas de trabajo sindical necesarias”. 


ii) Reemplazase la frase “los que no podrán” por la siguiente: “las que no podrán”.


b) Sustituyese en el inciso segundo la frase “los permisos semanales” por la siguiente: “las horas semanales de trabajo sindical”.


c) Sustituyese en el inciso cuarto la frase “los permisos otorgados” por la siguiente: “las horas de trabajo sindical otorgadas”.


d) Sustituyese en el inciso final la palabra “permiso” por la siguiente frase: “horas de trabajo sindical


14) Modificase el artículo 250 en la siguiente forma:


a) Sustituyese en el inciso primero la frase  “los siguientes permisos sindicales”, por la siguiente: “las siguientes horas de trabajo sindical”.


b) Sustituyese el literal b) del inciso primero, por el siguiente:


“b) Podrán también, en conformidad a los estatutos del sindicato, los directores y delegados sindicales hacer uso de hasta 3 semanas de horas de trabajo sindical en el año calendario, para asistir a actividades destinadas a formación y capacitación sindical.”.


c) Sustituyese en el inciso final la expresión “los permisos” por la siguiente: “las horas de trabajo sindical”.


15) Sustituyese en el artículo 252 la expresión “permisos sindicales” por la siguiente: “horas de trabajo sindical”.


16) Sustituyese en el artículo 256, la frase “por el aporte de los adherentes a un instrumento colectivo y de aquellos a quienes se les hizo extensivo éste”, por la frase “por el aporte o cuota sindical ordinaria del ex afiliado que se mantenga afecto al instrumento colectivo negociado por la organización, en los términos del inciso segundo del artículo 324, y por la totalidad o parte de la cuota sindical ordinaria de los no afiliados que hayan aceptado se les aplique la extensión de beneficios de conformidad al inciso tercero del artículo 323 de este Código”.”.


17) Suprimese en el inciso primero del artículo 268, las expresiones “y en presencia de un ministro de fe”.


18) Agregase un nuevo inciso segundo al artículo 272, del siguiente tenor:


“Los estatutos de las federaciones y confederaciones deberán incorporar un mecanismo destinado a resguardar que sus directorios sean integrados por un número de directoras con derecho al fuero, horas de trabajo sindical y licencia del artículo 274, no inferior al 30% del total de directorio con estas prerrogativas, salvo en el caso de que las trabajadoras que puedan ser elegidas de conformidad al artículo 273 sea inferior, en cuyo caso deberá ser designadas todas éstas.” 


19) Modificase el artículo 274 del siguiente modo:


a) Sustituyese en su inciso tercero la palabra “permiso” por la siguiente frase: “horas de trabajo sindical”.  


b) Sustituyese en su inciso final la frase “los permisos antes señalados” por la siguiente: “las horas de trabajo sindical antes señaladas”. 


20) Incorpórese en el artículo 278 un nuevo inciso final del siguiente tenor: 


“Asimismo, los estatutos deberán incorporar un mecanismo destinado a resguardar que su cuerpo directivo sea integrado por un número de directoras con derecho al fuero, inamovilidad funcionaria, horas de trabajo sindical y licencia del artículo 283, no inferior al 30%.” 


21) Suprimese en el inciso primero del Articulo 281 las expresiones “(,) ante la presencia de un ministro de fe”.


22) Modificase el artículo 283 en el siguiente sentido: 


a) Reemplazase en su inciso tercero la frase “permisos para efectuar su labor sindical” por la siguiente: “horas de trabajo sindical para efectuar su labor”.


b) Sustituyese en su inciso cuarto la expresión “los permisos antes señalados” por la siguiente frase: “las horas de trabajo sindical antes señaladas”.


c) Reemplazase en su inciso final la palabra “permisos”, por la siguiente frase: “horas de trabajo sindical”.


23) Modificase el artículo 289 de la siguiente forma:


a) Modificase su inciso primero en el siguiente sentido:


i) Reemplazase el punto y aparte (.) por la siguiente frase “entendiéndose por tales, entre otras, las siguientes:”. 


ii) Incorporase a continuación de la palabra acciones la expresión “u omisiones”.”

b) Eliminase en su inciso segundo la frase “Incurre especialmente en esta infracción:”.


c) Sustituyese en el literal a) la frase “El que obstaculice” por “Obstaculizar”.”.


d) Modificase el literal b) en el siguiente sentido:


i) Sustituyese la frase “El que se niegue” por “Negarse”. 


ii) Sustituyese la frase “los incisos quinto y sexto del artículo 315” por la siguiente: “los artículos 316 y 318”.”.


e) Modificase el literal c) en el siguiente sentido:


i) Sustituyese la expresión “El que ofrezca u otorgue” por “Ofrecer u otorgar”.


ii) Reemplazase la expresión “con el fin exclusivo de” por la siguiente: “que signifique”.”.


f) Sustituyese en el literal d) la expresión “El que realice” por “Realizar”.”.


g) Sustituyese en el literal e) la expresión “el que ejecute” por “Ejecutar”.”

h) Intercalase un literal I), nuevo, pasando los actuales literales f) y g) a ser g) y h), respectivamente:


“l) Negarse a reincorporar en sus funciones a un dirigente sindical aforado, frente al requerimiento de un fiscalizador de la Inspección del Trabajo;”.


I) Modificase el actual literal f), que pasó a ser g), en el siguiente sentido:


i) Sustituyese la frase “El que ejerza” por “Ejercer”.


ii) Sustituyese la expresión “con el fin exclusivo de” por “que signifiquen”.


iii) Reemplazase la expresión “, y” por un punto y coma (;).”.


J) Sustitúyase su actual literal g), que pasó a ser h), por el siguiente: 


“h) Otorgar unilateralmente a trabajadores no afiliados a la organización u organizaciones que los hubieren negociado, los mismos beneficios pactados por éstas en un instrumento colectivo, e”. “.


k) Agregase un literal i), del siguiente tenor:


“i) No descontar o no integrar a la organización sindical respectiva, las cuotas o aportes sindicales, ordinarios o extraordinarios que corresponda pagar por los afiliados, o la cuota o aporte convenido en un acuerdo de extensión de conformidad al artículo 323, cuando éste proceda.”.”.


24) Modificase el artículo 290, en la forma siguiente:


a) Modificase su inciso primero en el siguiente sentido:


Reemplazase el punto y aparte (.) por la siguiente frase: “entendiéndose por tales, entre otras, las siguientes:”.


b) Eliminase en su inciso segundo la frase “Incurre especialmente en esta infracción:”.


c) Sustituyese en los literales a) y b) la frase “El que acuerde” por “Acordar”

d) Sustituyese en el literal c) la frase “Los que apliquen” por “Aplicar”.”.


e) Modificase el literal d) en el siguiente sentido: 


i) Sustituyese la frase “El que de cualquier modo presione” por “Presionar”.”.


ii) Reemplazase la expresión “, y” por un punto y coma (;).”.


f) Modificase el literal e) en el siguiente sentido:


i) Sustituyese la frase “Los miembros del directorio de la organización sindical que divulguen a terceros ajenos a éste” por “Divulgar a terceros ajenos a la organización sindical”.

ii) Reemplazase el punto final (.) por la expresión “, y”.”.
g) Agregase un literal f), del siguiente tenor:
“f) Utilizar los derechos sindicales o fueros que establece este Código, de mala fe o con abuso del derecho.”. “
25) Modificase el artículo 292 en la siguiente forma:
a) Sustituyese su inciso primero, por el siguiente:
Artículo 292.- Las prácticas desleales o antisindicales serán sancionadas con multas de diez a trescientas unidades tributarias mensuales, teniéndose en cuenta para determinar su cuantía la gravedad de la infracción, el tamaño de la empresa y el número de trabajadores involucrados o afiliados a la organización sindical. En caso de reincidencia, se aplicará lo dispuesto en el inciso quinto del artículo 506 de este Código.
b) Sustituyese en su inciso segundo la expresión “Servicio Nacional de Capacitación y Empleo” por la siguiente frase: “Fondo de Formación Sindical y Relaciones Laborales Colaborativas, administrado por el Ministerio del Trabajo y Previsión Social”.
26) Sustituyese el inciso primero del artículo 294 por el siguiente:
“Artículo 294.- Si el despido o el término de la relación laboral de trabajadores no amparados por fuero laboral, se realiza en represalia de su afiliación sindical, participación en actividades sindicales o negociación colectiva, el despido o el término de la relación laboral no producirá efecto alguno, aplicándose el artículo 489, con excepción de lo dispuesto en sus incisos tercero, cuarto y quinto.”
27) Deróguese el artículo 302.
28) Sustituyese el Libro IV “De la Negociación Colectiva”, por el siguiente: 

LIBRO IV

DE LA NEGOCIACIÓN COLECTIVA

TÍTULO I

NORMAS GENERALES

Artículo 303.- Negociación colectiva, definición, partes y objetivo. La negociación colectiva es aquella que tiene lugar entre uno o más empleadores con una o más organizaciones sindicales, con el objeto de establecer condiciones comunes de trabajo y remuneraciones, por un tiempo determinado, de acuerdo a las normas contenidas en el presente Libro. 


Las partes deben negociar de buena fe, cumpliendo con las obligaciones y plazos previstos en las disposiciones siguientes, sin poner obstáculos que limiten las opciones de entendimiento entre ambas.


Los trabajadores tendrán derecho a negociar colectivamente con su empleador a través de la o las organizaciones sindicales que los representen, conforme al procedimiento de negociación colectiva reglada previsto en el Título IV de este Libro, a través de cualquiera de los procedimientos establecidos en el Título V de este Libro, o de forma directa, y sin sujeción a normas de procedimiento, conforme a lo dispuesto en el artículo 314 de este Código.


Tendrán derecho a negociar los sindicatos que cumplan con los quórum de constitución establecidos en el artículo 227 de éste Código. 

En todas aquellas empresas en que no exista organización sindical con derecho a negociar, podrán negociar, según las normas previstas en el artículo 315 de este Código, grupos de trabajadores unidos para ese efecto.

Para determinar si dos o más empresas deben ser consideradas como un solo empleador para efectos de la negociación colectiva, se estará a lo dispuesto en los incisos cuarto y siguientes del artículo 3° de éste Código.
Artículo 304.- Ámbito de aplicación. La negociación colectiva podrá tener lugar en las empresas del sector privado y en aquellas en las que el Estado tenga aportes, participación y representación. 
No existirá negociación colectiva en las empresas del Estado dependientes del Ministerio de Defensa Nacional o que se relacionen con el Gobierno a través de dicho Ministerio y en aquellas en que leyes especiales la prohíban.
Tampoco podrá existir negociación colectiva en las empresas o instituciones públicas o privadas cuyos presupuestos, en cualquiera de los dos últimos años calendario, hayan sido financiadas en más de un 50% por el Estado, directamente o a través de derechos o impuestos. 
Lo dispuesto en el inciso anterior no tendrá lugar, sin embargo, respecto de los establecimientos educacionales particulares subvencionados en conformidad al Decreto Ley 
N° 3.476, de 1980, y sus modificaciones, ni a los establecimientos de educación técnico-profesional administrados por Corporaciones Privadas conforme al Decreto Ley N° 3.166, de 1980. 
El Ministerio de Economía, Fomento y Turismo determinará las empresas en las que el Estado tenga aporte, participación o representación mayoritarios en que se deberá negociar por establecimiento, entendiéndose que dichas unidades tendrán el carácter de empresas para todos los efectos de este Código.
Artículo 305.- Trabajadores impedidos de ejercer el derecho a negociar colectivamente, forma y reclamo de esta condición. No podrán negociar colectivamente los trabajadores que tengan facultades de representación del empleador y que estén dotados de facultades generales de administración, tales como gerentes y subgerentes.
De la circunstancia a que se refiere el inciso anterior deberá además dejarse constancia escrita en el contrato de trabajo y, a falta de esta estipulación, se entenderá que el trabajador está habilitado para negociar colectivamente. 
El trabajador o el sindicato al que se encuentre afiliado, podrán reclamar a la Inspección del Trabajo de la circunstancia hecha constar en su contrato, de no poder negociar colectivamente. La resolución de la Inspección del Trabajo podrá reclamarse judicialmente a través del procedimiento establecido en el artículo 504, dentro del plazo de 15 días contado desde su notificación.
Las micro, pequeñas y medianas empresas podrán excusarse de negociar colectivamente con los trabajadores sujetos a contrato de aprendizaje.
Artículo 306.- Materias de la negociación colectiva. Son materia de la negociación colectiva aquellas de interés común de las partes que afecten las relaciones mutuas de trabajadores y empleadores, especialmente las que se refieran a remuneraciones u otros beneficios en especie o en dinero y, en general, a las condiciones comunes de trabajo.
Las negociaciones podrán incluir acuerdos para la conciliación del trabajo con las responsabilidades familiares, planes de igualdad de oportunidades y equidad de género en la empresa, acuerdos para la capacitación y reconversión productiva de los trabajadores, constitución y mantenimiento de servicios de bienestar, mecanismos de solución de controversias, entre otros.
Adicionalmente, podrán negociarse los acuerdos de extensión previstos en el inciso final del artículo 323 de este Código y los sistemas excepcionales de jornada de trabajo y descanso, bancos  de horas extras, duración y retribución de jornadas pasivas, en la medida que dicha negociación se sujete a las condiciones previstas en el Título VI de este Libro. 

No serán objeto de la negociación colectiva aquellas materias que restrinjan o limiten la facultad del empleador de organizar, dirigir y administrar la empresa y aquellas ajenas a la misma.
Artículo 307.- Relación del trabajador con el contrato colectivo. Ningún trabajador podrá estar afecto a más de un contrato colectivo de trabajo celebrado con el mismo empleador de conformidad a las normas de este Código. 
Artículo 308.- Plazo mínimo para poder negociar colectivamente. Para negociar colectivamente dentro de una mediana, pequeña o micro empresa, se requerirá que haya transcurrido a lo menos un año desde el inicio de sus actividades. Tratándose de una gran empresa, se requerirá que hayan transcurrido a lo menos seis meses desde el inicio de sus actividades.
Artículo 309.- Fuero de negociación colectiva. Los trabajadores afiliados a la organización sindical involucrada en una negociación colectiva reglada gozarán del fuero establecido en la legislación vigente desde los diez días anteriores a la presentación de un proyecto de contrato colectivo hasta treinta días después de la suscripción de este último, o de la fecha de notificación a las partes del fallo arbitral que se hubiere dictado.
Igualmente, gozarán del fuero antes señalado los trabajadores que se afilien a la organización sindical durante el proceso de negociación colectiva a que se refiere el inciso anterior, a partir de la fecha en que se comunique la afiliación al empleador y hasta treinta días después de la suscripción del contrato colectivo o de la notificación del laudo arbitral, en su caso.
Sin embargo, no se requerirá solicitar el desafuero de aquellos trabajadores con contrato a plazo fijo o por obra o faena, cuando dicho plazo, obra o faena expirare dentro del período a que se refieren los incisos anteriores.
Artículo 310.- Beneficios y afiliación sindical. Los trabajadores se regirán por el instrumento colectivo suscrito entre su empleador y la organización sindical a la que se encuentren afiliados mientras éste se encuentre vigente, accediendo a los beneficios en él contemplados. 
Artículo 311.- Relación y efectos del instrumento colectivo con el contrato individual de trabajo y forma de modificación del instrumento colectivo. Las estipulaciones de un contrato individual de trabajo no podrán significar disminución de las remuneraciones, beneficios y derechos que correspondan al trabajador por aplicación del instrumento colectivo por el que esté regido.

Las estipulaciones de los instrumentos colectivos reemplazarán en lo pertinente a las contenidas en los contratos individuales de los trabajadores que sean parte de aquellos.
Las estipulaciones de un instrumento colectivo vigente sólo podrán modificarse mediante acuerdo entre el empleador y la o las organizaciones sindicales que lo hubieren suscrito.
Artículo 312.- Plazos y su cómputo. Todos los plazos establecidos en este Libro son de días corridos, salvo los previstos para la mediación obligatoria del artículo 355.
Con todo, cuando un plazo venciere en día sábado, domingo o festivo, se entenderá prorrogado hasta el día hábil siguiente.
Artículo 313.- Ministros de fe. Para los efectos previstos en este Libro IV, serán ministros de fe, además de los Inspectores del Trabajo, los Notarios Públicos, los Oficiales del Registro Civil, los funcionarios de la Administración del Estado que sean designados en esa calidad por la Dirección del Trabajo y los secretarios municipales en localidades en los que no existan otros ministro de fe disponibles.
Artículo 314.- Negociación no reglada. En cualquier momento y sin restricciones de ninguna naturaleza, podrán iniciarse entre uno o más empleadores y una o más organizaciones sindicales, negociaciones voluntarias, directas y sin sujeción a normas de procedimiento, para convenir condiciones comunes de trabajo y remuneraciones, por un tiempo determinado.

Título II
DE LA PRESENTACION Y TRAMITACION DEL PROYECTO DE CONTRATO COLECTIVO
Capítulo I
DE LA PRESENTACION HECHA POR SINDICATOS DE EMPRESA O GRUPOS DE TRABAJADORES

Artículo 315.- Negociación semi-reglada. En las empresas en que no exista organización sindical con derecho a negociar colectivamente de conformidad a lo dispuesto en los artículos 328 y 363, los trabajadores podrán unirse para el solo efecto de negociar con su empleador, conforme las reglas mínimas de procedimiento siguientes:


a) Deberá tratarse del mismo número de trabajadores que se exige para constituir sindicatos de empresa conforme al artículo 227.


b) Los trabajadores serán representados por una comisión negociadora, conformada por no menos de tres integrantes ni más de cinco, elegida por los involucrados en votación secreta celebrada ante un Inspector del Trabajo.


c) El empleador estará obligado a dar respuesta a la presentación hecha por los trabajadores dentro del plazo de 5 días. Sí así no lo hiciere, se aplicará la multa prevista en el artículo 506.


d) La propuesta final del empleador deberá ser aprobada ante el Inspector del Trabajo en votación secreta, por mayoría absoluta por los trabajadores involucrados. 


e) El documento que se suscriba de conformidad a esta modalidad de negociación se denominará acuerdo de grupo negociador.


Si se suscribiere un acuerdo sin sujeción a estas normas mínimas de procedimiento, éste tendrá la naturaleza de contrato individual de trabajo para los involucrados.


Con todo, cualquier trabajador que tenga vigente un acuerdo de grupo negociador podrá afiliarse a una organización sindical, aplicándose a su respecto lo previsto en el artículo 323, pudiendo negociar según las reglas generales.

TÍTULO II

DERECHO A INFORMACIÓN DE LAS ORGANIZACIONES SINDICALES

Articulo 316.- Derecho de información periódica. Las empresas grandes y medianas deberán entregar el balance general, el estado de resultados y los estados financieros, auditados si los tuvieren, dentro del plazo de 30 días contado desde que estos documentos se encuentren disponibles a los sindicatos que existan en ellas.

Las grandes empresas, además, deberán entregar a los sindicatos toda otra información de carácter público que conforme a la legislación vigente estén obligadas a poner a disposición de la Superintendencia de Valores y Seguros. Esta información deberá ser entregada dentro de los 30 días siguientes a que fuera puesta a disposición de la Superintendencia.
Respecto de los nuevos sindicatos que se constituyan en las empresas grandes y medianas la información indicada en este artículo será entregada dentro del plazo de 15 días contados a partir de la comunicación señalada en el inciso primero del artículo 225 de este Código. 
Artículo 317.- Derecho de información específica para la negociación. Las grandes y medianas empresas estarán obligadas a proporcionar a los sindicatos que tengan derecho a negociar en ellas, la información específica y necesaria para preparar sus negociaciones colectivas.
A requerimiento de las organizaciones sindicales que lo soliciten dentro de los 90 días previos al vencimiento del instrumento colectivo vigente, deberán entregar, a lo menos, la siguiente información:
a) Planilla de remuneraciones pagadas a todos los trabajadores afiliados a la organización requirente, desagregada por haberes, con el detalle de fecha de nacimiento, ingreso a la empresa y cargo o función desempeñada. La entrega de la información antes señalada no significará contravención a lo dispuesto en el artículo 151 bis de este Código.
b) Valor actualizado de todos los beneficios que forman parte del instrumento colectivo vigente.
c) Los costos globales de mano de obra de la empresa de los dos últimos años. Si existiere contrato colectivo vigente y éste hubiere sido celebrado con duración superior a dos años, se deberán entregar los costos globales del período de duración del contrato.
d) Toda la información periódica del artículo 316 que no haya sido entregada oportunamente.
e) Información que incida en la política futura de inversiones de la empresa, que no tenga, a juicio del empleador, carácter de confidencial.
En el evento de que no exista instrumento colectivo vigente, el requerimiento podrá hacerse en cualquier época.
Las empresas señaladas en este artículo dispondrán de un plazo de 15 días para hacer entrega de la información solicitada por el sindicato, contado desde su requerimiento.
Artículo 318.- Derecho de información por cargos o funciones de los trabajadores. Los sindicatos podrán solicitar a las grandes empresas, una vez en cada año calendario, información sobre remuneraciones asignadas a trabajadores de los diversos cargos o funciones en la empresa, del registro a que se refiere el numeral 6) del artículo 154 de este Código.
La información deberá entregarse innominadamente, dentro de los quince días siguientes a la fecha en que haya sido requerida.
En el caso de las empresas medianas, los sindicatos podrán hacer este requerimiento solo como información previa a la negociación.
Articulo 319.- Información de la micro y pequeña empresa. Las micro y pequeñas empresas proporcionarán anualmente a los sindicatos constituidos en ellas, la información financiera y contable de que dispongan y que estén obligadas a llevar de acuerdo a la normativa vigente. Esta información deberá ser entregada dentro de los treinta días siguientes a que se encuentre disponible.
Para los efectos de preparar la negociación colectiva, los sindicatos constituidos en estas empresas tendrán derecho a solicitar las planillas de remuneraciones pagadas a sus socios, desagregada por haberes. Además, podrán solicitar la información específica señalada en los literales b) y c) del inciso segundo del artículo 317 de este Código.
La información señalada en el inciso anterior, podrá ser requerida con una anticipación de 90 días al vencimiento del instrumento colectivo vigente, o en cualquier momento, en caso de no existir éste, y deberá ser entregada por el empleador dentro de los 15 días siguientes a que le haya sido requerida.”.
Artículo 320.- Derecho a requerir información por vía administrativa y judicial. En caso que el empleador no cumpla con entregar la información en los plazos y forma prevista en los artículos anteriores, el o los sindicatos afectados podrán solicitar a la Inspección del Trabajo que requiera al empleador para su entrega.

En caso de no prosperar la gestión administrativa, el o los sindicatos afectados podrán recurrir al Tribunal con competencia en lo laboral de conformidad a lo establecido en el artículo 504 de este Código.
El Tribunal, previa revisión de los antecedentes, ordenará en la primera resolución que el empleador haga entrega de la información, bajo apercibimiento legal.

TÍTULO III

DE LOS INSTRUMENTOS COLECTIVOS Y DE LA TITULARIDAD SINDICAL
Artículo 321.- Contrato colectivo, convenio colectivo, acuerdo de grupo negociador e instrumento colectivo. Definiciones. Contrato colectivo es aquel celebrado por uno o más empleadores con una o más organizaciones sindicales de conformidad al procedimiento de negociación colectiva reglada previsto en el Título IV y en el Capítulo I del Título V de éste Código.
Si, producto del proceso de diálogo y negociación directa entre las partes de que trata el artículo 314, se produjere acuerdo, sus estipulaciones constituirán un convenio colectivo. También tendrán esta denominación, los acuerdos alcanzados en virtud de las normas establecidas en los artículos 366 y siguientes, como asimismo toda clase de acuerdo, protocolo o pacto colectivo de trabajo, celebrado por las partes cualquiera sea su denominación.
El acuerdo suscrito bajo las normas de la negociación semi-reglada, se denomina acuerdo de grupo negociador.
El contrato, el convenio colectivo y el acuerdo de grupo negociador, deberán constar por escrito y recibirán indistintamente en este Código la denominación genérica de instrumentos colectivos. Con todo, deberán registrarse en la Inspección del Trabajo dentro de los cinco días siguientes a su suscripción, para fines de fiscalización de su cumplimiento.
Se entenderá que el laudo arbitral dictado en conformidad a las normas de los artículos 388 y siguientes también constituye un instrumento colectivo.
Artículo 322.- Instrumentos colectivos y su contenido. Todo instrumento colectivo deberá contener, a lo menos, las siguientes menciones:
1. La determinación precisa de las partes a quienes afecte.
2. Las normas sobre remuneraciones, beneficios y condiciones de trabajo y demás que se hayan acordado, especificándolas detalladamente.
3. El período de vigencia.
Adicionalmente, podrá contener la constitución de una comisión bipartita para la implementación y seguimiento del cumplimiento del instrumento colectivo o mecanismos de resolución de las controversias.
Artículo 323.- Efecto de la afiliación sindical y aplicación de las estipulaciones de un instrumento colectivo. La afiliación sindical otorga de pleno derecho a los nuevos socios los beneficios del instrumento colectivo suscrito por la organización sindical a la que se incorpore, a partir de la comunicación de la afiliación al empleador.
La comunicación al empleador deberá realizarse por escrito al correo electrónico designado por éste y enviarse copia de la misma a la Inspección del Trabajo.
Las partes de un instrumento colectivo podrán acordar la aplicación general o parcial de sus estipulaciones a todos o parte de los trabajadores de la empresa o establecimiento de empresa sin afiliación sindical. En el caso antes señalado, para acceder a los beneficios dichos trabajadores deberán aceptar la extensión y obligarse a pagar la totalidad de la cuota ordinaria de la organización sindical, según lo establezca el acuerdo.
El acuerdo de extensión de que trata el inciso anterior deberá fijar criterios objetivos, generales y no arbitrarios para extender los beneficios a trabajadores sin afiliación sindical.
Artículo 324.- Derecho a la libre afiliación y vinculación del trabajador con el instrumento colectivo. El trabajador podrá afiliarse y desafiliarse libremente de cualquier sindicato.
No obstante el cambio de afiliación sindical o desafiliación, el trabajador se mantendrá afecto al instrumento colectivo negociado por el sindicato al que pertenecía y que estuviere vigente, debiendo pagar el total de la cuota mensual ordinaria de ese sindicato durante toda la vigencia de dicho instrumento colectivo. Al término de la vigencia del instrumento colectivo del sindicato al que estaba afiliado, el trabajador pasará a estar afecto al instrumento colectivo del sindicato al que se hubiere afiliado, de existir éste.
Una vez iniciada la negociación colectiva, los trabajadores involucrados permanecerán afectos a ésta, así como al instrumento colectivo a que dicha negociación diere lugar.
Artículo 325.- Duración y vigencia de los instrumentos colectivos. Los contratos colectivos, los acuerdos de grupo negociador y los fallos arbitrales, tendrán una duración no inferior a dos ni superior a tres años.
La vigencia de los contratos colectivos se contará a partir del día siguiente al de la fecha de vencimiento del contrato colectivo o fallo arbitral anterior. De no existir los precitados instrumentos colectivos, la vigencia se contará a partir del día siguiente al de su suscripción.
Con todo, si se hubiere hecho efectiva la huelga, el contrato que se celebre con posterioridad o el fallo arbitral que se dicte, en su caso, sólo tendrán vigencia a contar de la fecha de suscripción del contrato o de constitución del compromiso, sin perjuicio de que su duración se cuente a partir del día siguiente al de la fecha de vencimiento del contrato colectivo o fallo arbitral anterior o del cuadragésimo quinto día contado desde la presentación del respectivo proyecto, según corresponda.

Por su parte, los convenios colectivos podrán tener la duración que las partes definan, pero en ningún caso podrá ser superior a tres años.
Artículo 326.- Ultra actividad de un instrumento colectivo. Si un sindicato no presenta un proyecto de contrato colectivo en el plazo señalado en el artículo 335, sus cláusulas subsistirán como integrantes de los contratos individuales de los respectivos trabajadores afectos, salvo las que se refieren a los derechos y obligaciones que sólo pueden ejercerse o cumplirse colectivamente y los pactos sobre condiciones especiales de trabajo.
El mismo efecto se producirá respecto de un instrumento colectivo negociado por un sindicato que no cumple, en los plazos legales, el quórum establecido en el inciso segundo del artículo 227 o se ha disuelto de conformidad a las normas de los artículos 295 y siguientes de éste Código.
Articulo 327.- Merito ejecutivo de los instrumentos colectivos y sanciones en caso de incumplimiento. Las copias originales de los instrumentos colectivos, así como las copias auténticas de dichos instrumentos, autorizadas por la Inspección del Trabajo, respecto de aquellas cláusulas que contengan obligaciones líquidas y actualmente exigibles, tendrán mérito ejecutivo y los Juzgados de Cobranza Laboral y Previsional conocerán de de estas ejecuciones conforme al procedimiento señalado en los artículos 463 y siguientes de de este Código.
No obstante lo dispuesto en el inciso precedente, el incumplimiento de las estipulaciones contenidas en los instrumentos colectivos será sancionado por la Inspección del Trabajo de conformidad al artículo 506. La aplicación, cobro y reclamo de esta multa se efectuará con arreglo a las disposiciones de los artículos 503 y siguientes de este Código.

TÍTULO IV

EL PROCEDIMIENTO DE NEGOCIACIÓN COLECTIVA REGLADA
Capítulo I. Reglas Generales.
Artículo 328.- Negociación colectiva reglada. Los sindicatos de empresa que cumplan con el quórum del artículo 227 de este Código podrán negociar colectivamente de manera reglada con el empleador, de acuerdo a las normas que establece este Libro. Los sindicatos deberán reunir el quórum antes señalado a la fecha de iniciar la negociación.

Artículo 329.- Inicio de la negociación colectiva reglada. La negociación colectiva se inicia con la presentación del proyecto de contrato colectivo por parte del o los sindicatos al empleador.
Artículo 330.- Contenido del proyecto de contrato colectivo. En la presentación del proyecto de contrato colectivo se deberán explicitar, a lo menos, las cláusulas que se proponen, la vigencia ofrecida, la comisión negociadora y el domicilio físico y electrónico de él o los sindicatos respectivos. En esta misma oportunidad deberán presentar la nómina de los trabajadores que hasta ese momento se encuentren afiliados.

El sindicato podrá explicar los fundamentos de su propuesta de contrato y acompañar los antecedentes que sustenten su presentación.
Artículo 331.- Presentación del proyecto de contrato colectivo y negativa del empleador a recibirlo. Copia del proyecto de contrato colectivo presentado por el o los sindicatos, firmada por el empleador para acreditar que ha sido recibido por éste, con la fecha de recepción estampada en él, deberá entregarse a la Inspección del Trabajo respectiva, dentro de los cinco días siguientes a su presentación.
Si el empleador se negare a recibir o certificar la recepción del proyecto, el sindicato deberá requerir a la Inspección del Trabajo, dentro de los tres días siguientes a Ia negativa, para que notifique el proyecto de contrato al empleador en el más breve plazo.
Artículo 332.- Comisión negociadora sindical. La representación del sindicato en la negociación colectiva corresponderá a la comisión negociadora sindical, integrada por el directorio sindical respectivo. Si se trata de una negociación colectiva iniciada por más de un sindicato, la comisión negociadora sindical estará integrada por los directores que sean designados en el proyecto de contrato colectivo. 
Además de los miembros de la comisión negociadora sindical, podrán asistir al desarrollo de las negociaciones los asesores que designen la o las organizaciones sindicales, los que no podrán exceder de tres.
En el caso que el o los sindicatos que negocien tengan afiliación femenina y la respectiva comisión negociadora laboral no esté integrada por ninguna trabajadora, se deberá integrar a una representante elegida por el o los sindicatos de conformidad a sus estatutos. En el evento que los estatutos nada establecieran, ésta deberá ser elegida en asamblea convocada al efecto, en votación universal. 
Respecto de la trabajadora que integre la comisión negociadora sindical de conformidad a lo dispuesto en el inciso anterior, el fuero señalado en el artículo 309 tendrá una duración de 90 días.
Artículo 333.- Afiliación sindical durante la negociación colectiva. Iniciado un proceso de negociación colectiva reglada, los trabajadores no afiliados al sindicato tendrán derecho a afiliarse a él, incorporándose de pleno derecho a la negociación en curso, salvo lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 324 de este Código. 
Con todo, sólo se incorporarán a la negociación en curso los trabajadores que se afilien hasta el vencimiento del plazo a que se refiere el inciso primero del artículo 337 para la respuesta del empleador. 
El sindicato deberá informar al empleador la afiliación de nuevos trabajadores dentro del plazo de 5 días contado desde la respectiva incorporación. 

Capítulo II. Oportunidad para presentar el proyecto y plazo de la negociación.

Artículo 334.- Oportunidad de presentación del proyecto de contrato colectivo por el sindicato cuando no tiene instrumento colectivo vigente. La presentación de un proyecto de contrato colectivo realizada por un sindicato que no tiene instrumento colectivo vigente, podrá hacerse en cualquier tiempo, sin perjuicio de lo establecido en el artículo 308 del presente Código. 
Artículo 335.- Oportunidad de presentación del proyecto de contrato colectivo por el sindicato cuando tiene instrumento colectivo vigente. La presentación de un proyecto de contrato colectivo realizada por un sindicato que tiene instrumento colectivo vigente deberá hacerse no antes de 60 ni después de 45 días anteriores a la fecha de término de la vigencia de dicho instrumento.
Si el proyecto de contrato colectivo se presenta antes del plazo señalado en el inciso precedente, se entenderá, para todos los efectos legales, que fue presentado 60 días antes de la fecha de vencimiento del instrumento colectivo anterior.
Artículo 336.- Consecuencias de la no presentación o presentación tardía del proyecto de contrato colectivo. Si el sindicato no presenta el proyecto de contrato colectivo o lo presenta luego de vencido el plazo, llegada la fecha del término del instrumento colectivo vigente se extinguirán sus efectos y sus cláusulas subsistirán como parte de los contratos individuales de los trabajadores afectos a él, aplicándose lo dispuesto en el inciso primero del artículo 326 del presente Código.

Capítulo III. De la respuesta del empleador.

Artículo 337.- Respuesta del empleador y comisión negociadora de empresa. La respuesta del empleador al proyecto de contrato colectivo deberá ser entregada a alguno de los integrantes de la comisión negociadora sindical y remitida a la dirección de correo electrónico designada por el sindicato, dentro de los 10 días siguientes a la presentación del proyecto. Las partes de común acuerdo podrán prorrogar este plazo hasta por 10 días adicionales. 
El empleador deberá dar respuesta a todas las cláusulas propuestas en el proyecto presentado por el sindicato y determinar un domicilio electrónico. Asimismo, podrá explicar los fundamentos y contenidos de su proposición, acompañando los antecedentes que la sustenten.  
El empleador deberá designar una comisión negociadora, constituida por un máximo de tres apoderados que formen parte de la empresa, entendiéndose también como tales a los miembros de su respectivo directorio y a los socios con facultad de administración. Podrá además designar a los asesores, conforme lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 332 de este Código.
Artículo 338.- Piso de la negociación. La respuesta del empleador deberá contener, a lo menos, el piso de la negociación. En el caso de existir instrumento colectivo vigente, se entenderá por piso de la negociación idénticas estipulaciones a las establecidas en el instrumento colectivo vigente, con los valores que corresponda pagar a la fecha de término del contrato. Se entenderán excluidos del piso de la negociación, la reajustabilidad pactada, los incrementos reales pactados, los pactos sobre condiciones especiales de trabajo y los beneficios que se otorgan sólo por motivo de la firma del instrumento colectivo. El acuerdo de extensión de beneficios que forme parte de un instrumento colectivo, tampoco constituye piso de la negociación.
En el caso de no existir instrumento colectivo vigente, la respuesta del empleador constituirá el piso de la negociación. La propuesta del empleador no podrá contener beneficios inferiores a los que de manera regular y periódica haya otorgado a los trabajadores que represente el sindicato.
Artículo 339.- Efectos de la falta de respuesta y de la que no contenga las estipulaciones del piso de la negociación. Si el empleador no diere respuesta oportunamente al proyecto de contrato, será sancionado con una multa establecida de conformidad al inciso primero del artículo 409 de este Código.
Llegado el vigésimo día de presentado el proyecto de contrato colectivo sin que el empleador le haya dado respuesta, se entenderá que lo acepta, salvo que las partes hayan acordado la prórroga del inciso primero del artículo 337, en cuyo caso la sanción operará a partir del día siguiente al vencimiento de la prórroga.
En caso que la respuesta del empleador no contenga las estipulaciones del piso de la negociación, aquéllas se entenderán incorporadas para todos los efectos legales.”.
Artículo 340.- Registro de la Respuesta. El empleador deberá remitir a la Inspección del Trabajo copia de la respuesta, dentro de los cinco días siguientes a la fecha en que ésta haya sido entregada a la comisión negociadora sindical, adjuntando comprobante de su recepción por el sindicato.

Capítulo IV.

Impugnación de la Nómina
Artículo 341. Impugnación de la Nómina. El empleador tendrá derecho a impugnar la inclusión de uno o más trabajadores incorporados en la nómina del proyecto de contrato, por no ajustarse a las disposiciones de este Código. Igualmente podrá impugnar el cumplimiento del quórum del sindicato para negociar en la empresa.
La impugnación deberá formularse ante la Inspección del Trabajo dentro del plazo de cinco días contados desde la fecha de recepción del proyecto o dentro de los cinco días siguientes a que tome conocimiento de la afiliación de nuevos trabajadores, según corresponda.”.
Artículo 342.- Reglas de procedimiento. La impugnación señalada en el artículo anterior, se tramitará conforme las siguientes reglas:
a) La Inspección del Trabajo deberá citar a las partes a una audiencia que tendrá lugar dentro de los cinco días siguientes de presentada la impugnación. Dicha citación deberá ser enviada a la dirección de correo electrónico de las partes a más tardar dentro de los 2 días siguientes de recibida la impugnación, la que se acompañará a la respectiva notificación. 
b) A esta audiencia las partes deberán asistir con los antecedentes necesarios y la documentación que le haya sido requerida por la Inspección del Trabajo, la que instaré a las partes a alcanzar un acuerdo.
c) La resolución de la impugnación deberá dictarse por el Inspector del Trabajo dentro del plazo de cinco días de concluida la audiencia. En contra de esta resolución sólo procederá el recurso de reposición y su resolución podrá reclamarse judicialmente dentro del plazo de 5 días, a través del procedimiento establecido en el Artículo 504 de este Código.
d) La reclamación, tanto administrativa como judicial, no suspenderá el curso de la negociación colectiva. 

Capítulo V. Período de negociación.

Artículo 343.- Periodo de negociación. A partir de la respuesta del empleador, las partes se reunirán el número de veces que estimen conveniente con el objeto de obtener directamente un acuerdo, sin sujeción a ningún tipo de formalidades. 
Las partes podrán negociar todos las materias comprendidas en el proyecto y la respuesta, como aquellas que de común acuerdo definan, incluyendo modificaciones al piso de la negociación. 
Igualmente  podrán convenir  rebajar el piso de la negociación al que se refiere el artículo 338, cuando las condiciones económicas de la empresa así lo justifiquen. 

Artículo 344.- Derecho a la suscripción del piso de la negociación. Durante todo el período de negociación, e incluso después de votada y hecha efectiva la huelga, la comisión negociadora sindical podrá poner término al proceso de negociación comunicándole al empleador, por escrito, su decisión de suscribir un contrato colectivo sujeto a las estipulaciones del piso de la negociación. 
El empleador no podrá negarse a esta exigencia, salvo en el caso a que se refiere el inciso final del artículo anterior. El contrato que se celebre conforme a las disposiciones de este artículo tendrá una duración de dieciocho meses y se entenderá suscrito desde la fecha en que la comisión negociadora sindical comunique su decisión al empleador.
Artículo 345.- Derecho a solicitar reuniones de asistencia técnica. En las micro y pequeñas empresas, cualquiera de las partes podrá solicitar a la Dirección del Trabajo que las convoque a una reunión de asistencia técnica para llevar a cabo el proceso de negociación colectiva. La misma regla se aplicará a las empresas medianas cuando negocien por primera vez.
En esta oportunidad la Dirección del Trabajo informará a las partes sobre el procedimiento, los plazos, los derechos y las obligaciones derivados de la negociación. La asistencia a esta reunión será obligatoria para ambas partes.
Artículo 346.- Mediación voluntaria. Sin perjuicio de lo señalado en los artículos anteriores, una vez vencido el plazo de respuesta del empleador, y durante todo el proceso de negociación colectiva, las partes podrán solicitar, de común acuerdo, la mediación de la Dirección del Trabajo.

Capítulo VI. Derecho a huelga.

Artículo 347.- Derecho a huelga. La huelga es un derecho que debe ser ejercido colectivamente por los trabajadores. 
Se prohíbe el reemplazo de los puestos de trabajo de los trabajadores en huelga. La infracción de esta prohibición constituye una práctica desleal grave, habilitando a la Inspección del Trabajo para requerir el retiro inmediato de los trabajadores reemplazantes de los puestos de trabajo en huelga. 
En el caso de negativa del empleador para retirar a los reemplazantes, la Inspección del Trabajo deberá denunciar al empleador al Juzgado de Letras del Trabajo conforme las normas establecidas en los artículos 485 y siguientes del presente Código, con excepción de lo dispuesto en el inciso sexto del artículo 486. El sindicato podrá iniciar esta acción o hacerse parte de la denuncia presentada por la Inspección del Trabajo. El Tribunal, revisados los antecedentes de la denuncia, ordenará al empleador el retiro inmediato de los reemplazantes en la primera resolución, bajo el apercibimiento señalado en el artículo 492 del presente Código.
Artículo 348.- Última oferta del empleador. El empleador, con una anticipación de a lo menos 2 días previa al inicio del período en que se puede hacer efectiva la votación de la huelga, podrá presentar a la comisión negociadora sindical, una propuesta formal de contrato colectivo, denominada “última oferta”. Esta propuesta deberá estar contenida en un documento suscrito por la comisión negociadora de la empresa. 
A falta de última oferta, aquella estará constituida por la propuesta formal más próxima al vencimiento del plazo señalado en el inciso anterior. De no existir propuestas formales, se tendrá por última oferta la respuesta del empleador.
La última oferta podrá ser informada por el empleador por escrito a todos los trabajadores involucrados en la negociación a través de mecanismos generales de comunicación.  
Artículo 349.- Convocatoria a la votación de la huelga. La comisión negociadora sindical deberá convocar a la votación de la huelga con a lo menos cinco días de anticipación a la fecha en que ésta deba realizarse. 
Cuando la votación no se hubiere llevado a efecto por causas ajenas al sindicato, éste tendrá un plazo de cinco días adicionales para proceder a ella.
Artículo 350.- Oportunidad de la votación de la huelga. Si existe instrumento colectivo vigente, la huelga debe ser votada dentro de los últimos 5 días de vigencia del instrumento. 
En el caso de no existir instrumento colectivo vigente, la huelga debe ser votada dentro de los últimos 5 días de un total de 45 contados desde la fecha de presentación del proyecto de contrato colectivo.
Las partes de común acuerdo podrán ampliar el plazo de la negociación y postergar la oportunidad para la votación de la huelga. En este caso, si existiera contrato colectivo se entenderá prorrogada la vigencia del mismo por el tiempo que las partes determinen. Este acuerdo deberá constar por escrito, suscribirse por las comisiones negociadoras de ambas partes y remitirse copia a la Inspección del Trabajo. 
Artículo 351.- Medios para votación de la huelga. El empleador deberá facilitar que la votación de la huelga se realice con normalidad, otorgando los permisos necesarios para que los trabajadores puedan concurrir al acto de votación. El acto de votación podrá realizarse en la sede sindical, según lo dispuesto en el artículo 255 de este Código. 
La comisión negociadora sindical deberá organizar el proceso de votación evitando alteraciones en el normal funcionamiento de la empresa. 
El día que se lleva a efecto la votación de la huelga el sindicato podrá realizar asambleas. 
Artículo 352.- Votación de la huelga. La votación de la huelga se realizará en forma personal, secreta y ante ministro de fe. Los votos serán impresos y deberán emitirse con las expresiones, “última oferta del empleador” o “huelga”. 
La última oferta o la huelga deberán ser acordadas por la mayoría absoluta de los trabajadores representados por el sindicato. Del quórum de votación se descontarán aquellos trabajadores que no se encuentren actualmente prestando servicios en la empresa por licencia médica, feriado legal o aquellos que, por requerimientos de la empresa, se encuentren fuera del lugar habitual donde prestan servicios.  
De aprobarse la huelga, ésta se hará efectiva a partir del inicio de la respectiva jornada del quinto día siguiente a su aprobación. 
Artículo 353.- Mediación Obligatoria. Dentro de los cuatro días siguientes de acordada la huelga, cualquiera de las partes podrá solicitar la mediación obligatoria del Inspector del Trabajo competente, para facilitar el acuerdo entre el ellas.
En el desempeño de su cometido, el Inspector del Trabajo podrá citar a las partes, en forma conjunta o separada, cuantas veces estime necesario, con el objeto de acercar posiciones y facilitar el establecimiento de bases de acuerdo para la suscripción del contrato colectivo.
Transcurridos cinco días hábiles desde que fuere solicitada su intervención, sin que las partes hubieren llegado a un acuerdo, el Inspector del Trabajo dará por terminada su labor, debiendo hacerse efectiva la huelga al inicio del día siguiente hábil. Sin perjuicio de lo anterior, las partes podrán acordar que el Inspector del Trabajo continúe desarrollando su gestión por un lapso de hasta cinco días, prorrogándose por ese hecho la fecha en que la huelga deba hacerse efectiva.
De las audiencias que se realicen ante el Inspector del Trabajo deberá levantarse acta firmada por los comparecientes y el funcionario referido.”.
Articulo 354.- Votación que no alcanza los quórum necesarios. En los casos que no se alcancen los quórum de votación necesarios para que la asamblea acuerde la huelga, el sindicato tendrá la facultad de impetrar la suscripción de un contrato colectivo con las estipulaciones establecidas en el piso de la negociación, conforme al artículo 344, facultad que deberá ejercerse dentro del plazo de tres días contados desde la votación.
En caso de no ejercer la facultad señalada en el inciso anterior, se entenderá que el sindicato ha optado por aceptar la última oferta del empleador.”.
Artículo 355.- El cierre temporal de la empresa o lock-out. Acordada la huelga y una vez que ésta se hubiere hecho efectiva, el empleador podrá declarar el lock-out o cierre temporal de la empresa, el que podrá ser total o parcial.
Se entenderá por lock-out el derecho del empleador, iniciada la huelga, a impedir temporalmente el acceso a todos los trabajadores a la empresa o predio o al establecimiento.
El lock-out es total si afecta a todos los trabajadores de la empresa o predio, y es parcial cuando afecta a todos los trabajadores de uno o más establecimientos de una empresa. Para declarar lock-out parcial será necesario que en el establecimiento respectivo haya trabajadores involucrados en el proceso de negociación que lo origine.
Los establecimientos no afectados por el lock-out parcial continuarán funcionando normalmente.
En todo caso, el lock-out no afectará a los trabajadores a que se refiere el inciso primero del artículo 305 del presente Código.
El lock-out no podrá extenderse más allá de los treinta días contados de la fecha en que se hizo efectiva la huelga o del día del término de la huelga, cualquiera ocurra primero.
Artículo 356.- Declaración de lock-out. El lock-out, sea total o parcial, sólo podrá ser declarado por el empleador si la huelga afectare a más del cincuenta por ciento del total de trabajadores de la empresa o del establecimiento en su caso, o significare la paralización de actividades imprescindibles para su funcionamiento, cualquiera fuere en este caso el porcentaje de trabajadores en huelga.
En caso de reclamo, la calificación de las circunstancias de hecho señaladas en el inciso anterior la efectuará la Inspección del Trabajo, dentro de los tres días siguientes de formulada la reclamación. La resolución de la Inspección del Trabajo, será reclamable judicialmente en los términos del artículo 504 de este Código.
Artículo 357.- Suspensión del contrato de trabajo y efectos de la huelga y el lock-out. Durante la huelga o el cierre temporal o lock-out se entenderá suspendido el contrato de trabajo, respecto de los trabajadores y del empleador que se encuentren involucrados o a quienes afecte, en su caso. En consecuencia, los trabajadores no estarán obligados a prestar sus servicios ni el empleador al pago de sus remuneraciones, beneficios y regalías derivadas de dicho contrato. 
En el caso del inciso anterior, los trabajadores podrán efectuar trabajos temporales, fuera de la empresa, sin que ello signifique el término del contrato de trabajo con el empleador.
Durante la huelga los trabajadores involucrados en la negociación podrán pagar voluntariamente las cotizaciones previsionales o de seguridad social en los organismos respectivos. Sin embargo, en caso de lock-out, el empleador deberá efectuarla respecto de aquellos trabajadores afectados por éste que no se encuentren en huelga.
Artículo 358.- De la reanudación de las negociaciones, de la suspensión y del término de la huelga. Durante la huelga las partes podrán reanudar las negociaciones las veces que estimen conveniente, sin sujeción a ninguna restricción o regla especial.

Las partes podrán acordar la suspensión temporal de la huelga por el plazo que estimen pertinente. El acuerdo deberá ser suscrito por las comisiones negociadoras y depositado en la Inspección del Trabajo. En este caso, también se entenderá suspendido el lock-out. 
La suscripción del contrato colectivo hará cesar de pleno derecho los efectos de la huelga.
Capítulo VII. Limitaciones al ejercicio del derecho a huelga.
Artículo 359.- Servicios mínimos y equipos de emergencia. Sin afectar el derecho a huelga en su esencia, la comisión negociadora sindical estará obligada a proveer durante la huelga, el personal destinado a atender los servicios mínimos estrictamente necesarios para proteger los bienes e instalaciones de la empresa y prevenir accidentes, así como garantizar la prestación de servicios de utilidad pública, la atención de necesidades básicas de la población, incluidas las relacionadas con la vida, la seguridad o la salud de las personas, y para garantizar la prevención de daños ambientales o sanitarios. En esta determinación se podrán considerar los requerimientos vinculados con el tamaño y características de la empresa, establecimiento o faena.
El personal destinado por el sindicato a atender los servicios mínimos se conformará con trabajadores involucrados en el proceso de negociación y recibirá el nombre de equipo de emergencia. Sus integrantes deberán percibir remuneraciones por el tiempo trabajado. 
Los servicios mínimos deberán proveerse durante el tiempo que sea necesario y para los fines que fueron determinados. 
En el caso que el sindicato no provea el equipo de emergencia, la empresa podrá adoptar las medidas necesarias para atender los servicios mínimos, debiendo informar de ello inmediatamente a la Inspección del Trabajo, con el objeto de que constate este incumplimiento.”.
Artículo 360.- Calificación de servicios mínimos y conformación de equipos de emergencia. Los servicios mínimos y los equipos de emergencia, deberán ser calificados y determinados antes del inicio de la negociación colectiva. Las partes deberán acordar la procedencia de los servicios mínimos, determinar el número de trabajadores y la calificación profesional o técnica de quienes deberán conformar los equipos de emergencia. Por circunstancias sobrevinientes esta calificación podrá ser revisada por las partes, adecuándolos mediante un nuevo acuerdo,
Formulado el requerimiento del empleador, para los efectos del inciso anterior, el sindicato dispondrá de 15 días para dar respuesta a éste.  
Si en forma previa al inicio de una negociación colectiva, las partes no hubieren acordado la procedencia de servicios mínimos y la conformación de los equipos de emergencia o su recalificación, el empleador deberá solicitarlos conjuntamente con la respuesta al proyecto de contrato colectivo. La organización sindical dispondrá de un plazo de 5 días para dar respuesta al requerimiento efectuado.
En el caso que las partes no logren un acuerdo sobre la procedencia de los servicios mínimos y la conformación de los equipos de emergencia antes del inicio de la negociación colectiva, cualquiera de ellas podrá requerir la intervención de  la Inspección del Trabajo. 
La Inspección del Trabajo deberá escuchar a ambas partes, solicitar informes técnicos a organismos públicos o privados y, previa fiscalización en ambos casos cuando sea necesario, emitirá un pronunciamiento fundado dentro del plazo de 30 días siguientes al requerimiento.
Si el requerimiento a la Inspección del Trabajo se promueve una vez iniciada la negociación, el organismo fiscalizador dispondrá de 10 días para emitir su pronunciamiento, con los antecedentes de que disponga. La Inspección, de forma previa al pronunciamiento, podrá recibir a las partes en audiencia o disponer la realización de una fiscalización para mejor resolución del requerimiento. Con todo, en el caso de sindicatos que negocien por primera vez, la audiencia y la fiscalización serán trámites obligatorios.
La resolución de la Inspección del Trabajo deberá ser notificada a ambas partes y será reclamable ante el Tribunal del Trabajo, dentro de los cinco días siguientes a su notificación a través del procedimiento monitorio. En este caso el Tribunal podrá disponer provisoriamente como medida precautoria la conformación de uno o más equipos de emergencia. 
Artículo 361.- Determinación de las empresas en las que no se podrá ejercer el derecho a huelga. No podrán declarar la huelga los trabajadores que presten servicios en corporaciones o empresas, cualquiera sea su naturaleza, finalidad o función, que atiendan servicios de utilidad pública o cuya paralización cause grave daño a la salud, a la economía del país, al abastecimiento de la población o a la seguridad nacional. 
La calificación de encontrarse la empresa en alguna de las situaciones señaladas en este artículo será efectuada cada dos años, dentro del mes de julio, por resolución conjunta de los Ministros del Trabajo y Previsión Social, Defensa Nacional y Economía, Fomento y Turismo, previa solicitud fundada de parte, la que deberá presentarse hasta el 31 de mayo del año respectivo.
Promovida la solicitud, se pondrá en conocimiento de la contraparte empleadora o trabajadora para que formulen las observaciones que estimen pertinentes, dentro del plazo de 15 días. 
La resolución deberá publicarse en el Diario Oficial y podrá ser reclamada ante la Corte de Apelaciones del domicilio de la empresa o de las faenas, a elección del recurrente, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 406 del presente Código.

Artículo 362.- Reanudación de faenas. En caso de producirse una huelga o lock-out que por sus características, oportunidad o duración causare grave daño a la salud, al abastecimiento de bienes o servicios de la población, a la economía del país o a la seguridad nacional, el Tribunal de Letras del Trabajo respectivo, podrá decretar la reanudación de faenas, previa solicitud de parte. 
La solicitud se tramitará a través del procedimiento monitorio de los artículos 496 y siguientes, con excepción de lo señalado en el inciso primero del artículo 497. Podrán ejercer la acción de que trata este artículo tanto la o las empresas, como la Dirección del Trabajo o el o los sindicatos, según corresponda.
La reanudación de faenas se hará en las mismas condiciones vigentes al momento de presentar el proyecto de contrato colectivo.
Una vez que esté ejecutoriada, la sentencia definitiva deberá notificarse a la Dirección del trabajo para los efectos de lo dispuesto en el artículo 390 del presente Código.
TÍTULO V

REGLAS ESPECIALES PARA LA NEGOCIACIÓN DE SINDICATOS
INTEREMPRESA Y LAS ORGANIZACIONES SINDICALES QUE AFILIAN A
TRABAJADORES EVENTUALES Y TRANSITORIOS
Capítulo I. La negociación colectiva del Sindicato Interempresa en la empresa.
Artículo 363.- Negociación colectiva del sindicato interempresa. El sindicato interempresa podrá negociar conforme al procedimiento de negociación colectiva reglada del Título IV de este Libro, con las modificaciones señaladas en este Capítulo. En este último caso, la empresa estará obligada a negociar.
Sin perjuicio de lo anterior, los sindicatos interempresa podrán negociar conforme lo dispuesto en el artículo 314.
Artículo 364.- Requisitos para la negociación colectiva del sindicato interempresa. Para presentar un proyecto de contrato colectivo en una empresa, el sindicato interempresa deberá contar con un total de afiliados no inferiores a los quórum señalados en el artículo 227, respecto de los trabajadores que represente en esa empresa. 
Artículo 365.- Comisiones negociadoras y su composición. La comisión negociadora sindical estará integrada por los delegados sindicales de la respectiva empresa y un representante de la directiva del sindicato.
La comisión negociadora de la empresa se regirá por lo previsto en el inciso tercero del artículo 337 de este Código.
Podrán participar de las negociaciones los asesores de ambas partes, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 332 de este Código.”. 

Capítulo II. De la negociación colectiva de las organizaciones que afilien a
trabajadores eventuales y de obra o faena transitoria.
Artículo 366.- Procedimiento especial de negociación. La organización sindical que afilie a trabajadores eventuales, de temporada o de obra o faena transitoria, podrá negociar colectivamente conforme lo dispuesto en el artículo 314 o de conformidad a las disposiciones previstas en este Capítulo.
Las empresas estarán obligadas a negociar conforme el procedimiento regulado en este Capítulo. Con todo, los trabajadores sujetos a esta negociación no gozarán de las prerrogativas de los artículos 309 y 347 de este Código.
Artículo 367.- Inicio de la negociación y contenido del proyecto. La negociación deberá iniciarse con la presentación de un proyecto de convenio colectivo con las condiciones comunes de trabajo y remuneraciones para un período de tiempo, temporada u obra o faena transitoria determinada. 
El proyecto de convenio colectivo deberá contener, a lo menos, las siguientes menciones:
1. La identificación de la organización que presenta el proyecto y la individualización de los miembros de la comisión negociadora sindical de conformidad a las reglas del artículo 332, con indicación de un domicilio y correo electrónico;
2. Las cláusulas que se proponen a la empresa;
3. El ámbito de la negociación; y
4. La determinación de la obra o faena o periodo de tiempo comprendido en la negociación.
Artículo 368.- Oportunidad, formalidades y comunicación del proyecto. El sindicato podrá presentar el proyecto de convenio colectivo a una o más empresas, una vez iniciada la obra o faena transitoria.
Copia del proyecto de convenio colectivo firmado por un representante de la o las empresas, para acreditar que ha sido recibido, deberá entregarse a la Inspección del Trabajo respectiva, dentro de los cinco días siguientes a su presentación.
Si el representante de la empresa se negare a firmar dicha copia, la organización sindical podrá requerir a la Inspección del Trabajo, dentro de los tres días siguientes al vencimiento del plazo señalado en el inciso anterior, para que le notifique el proyecto de convenio.
Artículo 369.- Respuesta del empleador. La empresa deberá responder al proyecto de convenio colectivo dentro del plazo de 5 días contado desde la presentación del mismo, a la comisión negociadora sindical con copia a la Inspección del Trabajo. En la respuesta deberá consignarse la individualización de la empresa, la comisión negociadora y un correo electrónico para las comunicaciones que deban producirse durante la negociación. Deberán también señalarse las cláusulas que se propone celebrar, pudiendo incluir entre ellas los pactos sobre condiciones especiales de trabajo a los que se refiere el artículo 373 del presente Código.
En el caso de que el proyecto de convenio colectivo se presente a dos o más empresas, cada una de ellas deberá decidir si negocia en forma conjunta o separada, debiendo comunicar su decisión a la comisión negociadora sindical en su respuesta al proyecto de convenio colectivo.
Artículo 370.- Periodo de negociación. Con el objeto de lograr un acuerdo, las partes se reunirán el número de veces que estimen conveniente, pudiendo asistir a las reuniones con los asesores que estimen pertinente.
Artículo 371.- Mediación. Asimismo, cualquiera de las partes podrá solicitar la mediación de la Inspección del Trabajo. En esta mediación, la Inspección del Trabajo tendrá amplias facultades para instar a las partes a alcanzar un acuerdo. La asistencia de las partes a las reuniones que se citen para esta mediación será obligatoria y su inasistencia injustificada será constitutiva de práctica desleal.
Este procedimiento de mediación durará cinco días hábiles, prorrogable por mutuo acuerdo de las partes por el plazo que estimen pertinente.  
Artículo 372.- Relación del convenio colectivo con el contrato individual y registro del instrumento. Las estipulaciones de los convenios colectivos celebrados en virtud de las normas de este Capítulo, se tendrán como parte integrante de los contratos individuales de los trabajadores afiliados a la o las organizaciones sindicales que los hubieren negociado, incluido aquellos que se afilien con posterioridad.
Los convenios colectivos deberán ser registrados en la Inspección del Trabajo respectiva, dentro del plazo de cinco días contado desde su suscripción. 
Artículo 373.- Pactos sobre condiciones especiales de trabajo. Los convenios colectivos suscritos de conformidad a las reglas precedentes podrán incluir pactos sobre distribución de jornada y descansos, horas extraordinarias y jornada pasiva, de conformidad a lo dispuesto en el Título VI de este Libro.
Artículo 374.- Convenio de Provisión de puestos de trabajo. Los convenios de provisión de puestos de trabajo de que trata el artículo 142 de este Código, podrán negociarse conforme las reglas del presente Capítulo.
Durante la vigencia de un convenio de provisión de puestos de trabajo, sus estipulaciones beneficiaran a todos los afiliados a la organización que los negocie, cada vez que sean contratados por el empleador, con excepción de la garantía de ofertas de trabajo de la letra a) del inciso primero del artículo 142, que solo será aplicable a los afiliados a la organización que sean expresamente considerados en la nómina del convenio.
En cuanto a su contenido los convenios de provisión de puesto de trabajo quedarán enteramente sujetos a lo dispuesto en el precitado artículo 142.
TÍTULO VI

DE LOS PACTOS SOBRE CONDICIONES ESPECIALES DE TRABAJO
Artículo 375.- Requisitos, procedimiento y ámbito de aplicación de los pactos sobre condiciones especiales de trabajo. En aquellas empresas que tengan una afiliación sindical igual o superior al treinta por ciento del total de sus trabajadores, la o las organizaciones sindicales conjunta o separadamente, podrán acordar con el empleador los pactos sobre condiciones especiales de trabajo de que trata este Título.
Estos pactos podrán acordarse en los procedimientos de negociación colectiva reglada y no reglada. En este último caso, la aprobación del pacto por el sindicato deberá realizarse de conformidad a sus estatutos.
La duración máxima de estos pactos será de tres años. 
Los pactos serán aplicables a los trabajadores representados por las organizaciones sindicales que los hubieren celebrado. 
Sin perjuicio de lo anterior, el empleador podrá convenir aplicar los pactos concordados con los sindicatos a trabajadores sin afiliación sindical, debiendo contar con el acuerdo individual de ellos y la aprobación de la Inspección del Trabajo. En el caso de que la aplicación del pacto sea acordada por el cincuenta por ciento más uno de los trabajadores sin afiliación sindical, podrá aplicarse a todos los trabajadores que no hubieren concurrido al acuerdo, sin necesidad de aprobación de la Inspección del Trabajo.
Artículo 376.- Pactos sobre sistemas excepcionales de jornada de trabajo y descanso. Los pactos de que trata este Título podrán establecer condiciones especiales de distribución de la jornada ordinaria de trabajo y duración de los descansos, conforme las reglas que fije un Reglamento del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, el que deberá ser suscrito además por el Ministro de Hacienda y ajustarse a las siguientes normas:
a) La jornada ordinaria de trabajo no podrá exceder de 45 horas promedio en cómputo semanal, por cada ciclo de trabajo. La jornada diaria de trabajo máxima será de 12 horas, considerando la jornada ordinaria, extraordinaria y los descansos.
b) La jornada ordinaria se dividirá en dos partes, dejándose entre ellas un lapso de tiempo para la colación. La duración del descanso de colación será de a lo menos 45 minutos respecto de aquellas jornadas no superiores a 10 horas de duración, y de una hora, imputable a la jornada, para aquellas que superen dicho número. Sin embargo, el descanso de colación de los trabajadores contratados con jornada a tiempo parcial, afectos al pacto colectivo, no podrá ser superior a 60 minutos.
c) Tratándose de faenas ubicadas en centros urbanos, el número máximo de días continuos de trabajo será de 7 días, debiendo otorgar un descanso anual adicional de seis días. Con todo, las partes podrán convenir una forma especial de distribución de tales días de descanso adicional o de remuneración, en cuyo caso ésta no podrá ser inferior a la prevista en el inciso tercero del artículo 32 de este Código. 
No será obligatorio el descanso adicional anual en la medida que el sistema excepcional contemple un promedio anual de a lo menos dos domingos de descanso al mes. 
d) En el caso de faenas ubicadas fuera de centros urbanos, el número máximo de días continuos de trabajo será de 20 días para faenas transitorias y 12 para faenas permanentes. Tratándose de una jornada diurna, por cada dos días de trabajo corresponderá, como mínimo, un día de descanso; y en el caso de trabajo nocturno, por cada día de trabajo corresponderá, a lo menos, un día de descanso.
Se considerará que la faena se desarrolla fuera de centros urbanos cuando se cumplan a su respecto una o ambas de las siguientes circunstancias:
i) Si las faenas se encuentran ubicadas fuera de los límites urbanos de la ciudad.
ii) Cuando los trabajadores involucrados en la jornada duerman en campamentos de la faena, lugares arrendados o dispuestos por la empresa para pernoctar o se paga una asignación por alojamiento.
e) Por cada día festivo trabajado se deberá otorgar, además, un día de descanso compensatorio. El descanso compensatorio por los días festivos no podrá imputarse a los días de descanso del ciclo de trabajo. Con todo, las partes podrán convenir una forma especial de distribución de tales días de descanso compensatorio o de remuneración, en cuyo caso ésta no podrá ser inferior a la prevista en el inciso tercero del artículo 32 de este Código.  
f) Tratándose de los pactos regulados en esta norma, no tendrá aplicación lo dispuesto en el inciso cuarto del artículo 38 de este Código.
Artículo 377.- Pactos de horas extraordinarias. Las organizaciones sindicales y los empleadores podrán acordar bancos anuales, semestrales o trimestrales de horas extraordinarias laborables a todo evento, sin sujeción al límite establecido en el inciso primero del artículo 31, los que en todo caso no podrán exceder de 288 horas extraordinarias anuales, o 144 horas extraordinarias semestrales, o 72 horas extraordinarias trimestrales, para cada trabajador afecto al pacto. Estos bancos operarán como el número total de horas extraordinarias que podrán laborar los trabajadores afectos al acuerdo durante el año, el semestre o el trimestre respectivo.
En todo caso, los trabajadores afectos a pactos que adopten bancos de horas extraordinarias, no podrán laborar más de 12 horas en total cada día de trabajo y el tiempo máximo de permanencia en faenas, considerando la jornada ordinaria como extraordinaria y los descansos, será de 12 horas. Además, las horas extraordinarias comprometidas no podrán perjudicar la salud del trabajador y deberán respetar el descanso semanal.
Las organizaciones sindicales que representen a trabajadores transitorios, eventuales o de temporada, podrán concordar bancos semanales de horas extraordinarias de hasta 15 horas en cada semana de trabajo, para cada trabajador afecto al pacto. A estos trabajadores también se les aplicará el límite de no más de 12 horas diarias de trabajo y las horas extraordinarias comprometidas no podrán perjudicar la salud del trabajador.
Con todo, las partes podrán pactar mecanismos de compensación de horas extraordinarias, por medio de horas o días libres, días adicionales de feriado anual y bonos compensatorios por sobre el recargo dispuesto en el artículo 32 de este Código.
Artículo 378.- Pactos sobre tiempo de preparación para trabajar y jornada pasiva. Podrán también acordarse pactos para la duración y retribución de los tiempos no efectivamente trabajados destinados a cambio de vestuario, aseo personal, traslado, aclimatación u otros, que sean necesarios para el desarrollo de la labor convenida, tanto por razones de higiene o seguridad, del proceso productivo, de imagen corporativa o por exigencia del empleador.
Estos tiempos tendrán una duración máxima de 1 hora diaria, no serán imputables a la jornada de trabajo y su retribución se ajustará al acuerdo de las partes, la que no podrá ser inferior a la prevista en el inciso tercero del artículo 32 del presente Código.
Artículo 379.- Registro de los pactos. El empleador deberá registrar el pacto dentro de los cinco días siguientes a la suscripción del mismo.
Artículo 380.- Fiscalización de los pactos. La fiscalización del cumplimiento de los pactos corresponderá a la Dirección del Trabajo.
Asimismo, el Director del Trabajo, en caso de incumplimiento de los requisitos contemplados en los artículos anteriores, mediante resolución fundada podrá dejar sin efecto los pactos de que trata este Título. Esta resolución será reclamable ante el Tribunal respectivo de conformidad al procedimiento de aplicación general contemplado en el Párrafo 3° del Capítulo II del Título I del Libro V de este Código.
TÍTULO VII

DE LA MEDIACIÓN, LA MEDIACION LABORAL DE CONFLICTOS
COLECTIVOS Y EL ARBITRAJE
Capítulo I. De la Mediación.
Artículo 381.- Tipos de mediación. Conforme a lo previsto en este Libro, habrá mediación voluntaria cuando las partes de común acuerdo soliciten la designación de un mediador a la Dirección del Trabajo. 

La mediación voluntaria tendrá un plazo máximo de diez días, contados desde la notificación de la designación del mediador.
Artículo 382.- Facultades del mediador. En el cumplimiento de sus funciones, el mediador podrá requerir los antecedentes que juzgue necesarios, efectuar las visitas que estime procedentes a los lugares de trabajo, hacerse asesorar por organismos públicos o por expertos y requerir aquellos antecedentes documentales, laborales, tributarios, contables o de cualquier otra índole que las leyes respectivas permitan exigir a las empresas involucradas en la mediación y a las autoridades.
Artículo 383.- Informe de mediación. Si no se produce acuerdo dentro del plazo, el mediador pondrá término a su gestión, presentando a las partes un informe sobre lo realizado. 
Capítulo II. De la Mediación Laboral de Conflictos Colectivos.
Artículo 384.- Mediación laboral de conflictos colectivos. Los conflictos colectivos que no tengan un procedimiento especial previsto en este Libro para su resolución, podrán sujetarse a las disposiciones de este Capítulo.
Artículo 385.- Forma de inicio de la mediación de conflictos colectivos. Cualquiera de las partes podrá recurrir a la Inspección del Trabajo para solicitarle una instancia de mediación laboral de conflictos colectivos. Asimismo, la Inspección del Trabajo podrá intervenir de oficio.
Artículo 386.- Facultades de la Inspección del Trabajo. La Inspección del Trabajo estará facultada para disponer la celebración de las audiencias que estime necesarias para llegar a un acuerdo.
Para el logro del objeto de la mediación, la Inspección del Trabajo podrá solicitar asesoramiento e información a entidades públicas y privadas y ordenar medidas destinadas a contar con la mayor información necesaria para contribuir a resolver el conflicto.
Artículo 387.- Informe de mediación. En caso de no prosperar la mediación, la Inspección del Trabajo levantará un informe que detallará las características del conflicto, la posición de las partes, las fórmulas de mediación analizadas y las posturas de las partes respecto de aquellas. Este informe será público.
Capítulo III. Del Arbitraje.
Artículo 388.- Definición de arbitraje. El arbitraje es un procedimiento a través del cual la organización sindical y el empleador, en los supuestos y al amparo de las reglas que señala este Capítulo, someten la negociación colectiva a un árbitro para decidir el asunto. La decisión se denominará indistintamente laudo arbitral o fallo arbitral.
Sin perjuicio de lo dispuesto en los artículos siguientes, un Reglamento dictado por el Ministerio del Trabajo y Previsión Social y suscrito por el Ministro de Hacienda determinará las condiciones, plazos y formas por las cuales se llevará a cabo la contratación de los árbitros y las demás normas necesarias para el cumplimiento de su cometido.
Artículo 389.- Tipos de arbitraje. Con excepción de los casos señalados en el inciso siguiente, el arbitraje será siempre de común acuerdo entre las partes.
El arbitraje será obligatorio para las partes, en los casos en que esté prohibida la huelga, así como cuando se determine reanudación de faenas según lo dispuesto en el artículo 362 de este Código.
Artículo 390.- Del Tribunal Arbitral, de la nómina de árbitros y su designación. El Tribunal Arbitral será colegiado. 
Llegada la fecha de término de vigencia del instrumento colectivo, o el día 45 de iniciado el proceso de negociación, en los casos del artículo 361, o a partir del día siguiente de la notificación de la resolución que ordena la reanudación de faenas, la Dirección del Trabajo deberá citar a las partes a una audiencia dentro de quinto día para la designación del Tribunal Arbitral, la que se llevará a cabo con cualquiera de las partes que asistan o aún en su ausencia.
En esta audiencia se procederá a designar a tres árbitros laborales que conformarán el Tribunal Arbitral. Las partes podrán elegir de común acuerdo, según el caso, a tres de los indicados en la Nómina Nacional de Árbitros Laborales, y, a falta de acuerdo, la Inspección del Trabajo designará a aquel que más se aproxime a las preferencias de ambas partes, y si éstas no manifestaren preferencias, la designación se hará por sorteo.
Las designaciones señaladas anteriormente, deberán realizarse nombrando a un titular y dos suplentes.
Artículo 391.- Notificación de los árbitros, audiencia constitutiva y procedimientos de arbitraje. Los árbitros serán notificados de su nombramiento por la Dirección del Trabajo al correo electrónico que tengan registrado, quedando citados a una audiencia dentro de quinto día, en la cual jurarán dar fiel cumplimiento a su cometido y se constituirán como tribunal arbitral, definiendo asimismo el procedimiento que seguirán para su funcionamiento. A esta audiencia también podrán asistir las partes, las que deberán ser notificadas para tales efectos con a lo menos tres días de anticipación a la fecha de la audiencia, mediante correo electrónico.
En los casos en que alguno de los árbitros no asista a la audiencia o asistiendo no pueda jurar el cargo, la Dirección del Trabajo deberá llamar a una nueva audiencia a realizarse en el más breve plazo posible, el que en todo caso no podrá exceder de quinto día.
En esta audiencia, las partes podrán presentar su última propuesta y realizar sus observaciones. De dicha audiencia el Tribunal deberá levantar acta resumida de lo actuado, sin perjuicio de grabar íntegramente la audiencia, a través de medios idóneos.
Artículo 392.- Facultades del Tribunal. El tribunal arbitral podrá requerir los antecedentes que juzgue necesarios, efectuar las visitas que estime procedentes a los locales de trabajo, hacerse asesorar por organismos públicos o por expertos, sobre las diversas materias sometidas a su resolución, citar a audiencia a las partes, y exigir aquellos antecedentes documentales, laborales, tributarios, contables o de cualquier otra índole a las partes, que le permitan emitir su fallo de manera fundada.
Articulo 393.- Del fallo y del derecho a las partes a celebrar un contrato colectivo antes de su dictación. El Tribunal Arbitral, estará obligado a fallar en favor de la proposición de alguna de las partes. Para tales efectos, el Tribunal citará a una audiencia para que las partes confirmen o presenten su proposición formal por escrito o verbalmente previo a dictar el fallo.
Mientras no se notifique el fallo a las partes, éstas mantendrán la facultad de celebrar directamente un contrato colectivo.
Artículo 394.- Plazo para fallar. El tribunal arbitral deberá fallar dentro de los treinta días hábiles siguientes a la celebración de la reunión constitutiva, plazo que podrá prorrogarse fundadamente hasta por otros diez días hábiles. El fallo deberá resolver los asuntos sometidos a su decisión y no será objeto de recurso alguno. 
Artículo 395.- De la remuneración de los árbitros. La remuneración de los árbitros será determinada por el arancel que anualmente fije la Dirección del Trabajo para el año siguiente, la que será de costo fiscal, salvo en el caso de que el procedimiento arbitral afecte a una gran empresa, en cuyo caso el costo deberá ser asumido por ésta.
Artículo 396.- Secretaría del cuerpo arbitral. La Secretaría del cuerpo arbitral se radicará en la Dirección del Trabajo, la que será responsable de llevar el registro de árbitros.
Artículo 397.- Registro Nacional de Árbitros y requisitos para incorporarse. Existirá un Registro nacional de árbitros laborales en el cual podrán inscribirse las personas naturales que acrediten el cumplimiento de los siguientes requisitos:
1. Poseer un título profesional de una carrera que tenga al menos diez semestres de duración, otorgado por una institución de educación superior del Estado o reconocida por éste.
2. Experiencia no menor a cinco años en el ejercicio profesional o en la docencia universitaria en legislación laboral, relaciones laborales, recursos humanos o administración de empresas.
3. No encontrarse inhabilitado para prestar servicios en el Estado o ejercer la función pública.

4. No haber sido condenado por delito que merezca pena aflictiva.
5. No tener la calidad de funcionario o servidor público de la Administración del Estado, centralizada o descentralizada.
Los árbitros laborales permanecerán en el Registro Nacional mientras mantengan los requisitos legales para su inscripción en el mismo.
Artículo 398.- Reglas generales. Corresponderá a la Dirección del Trabajo:
1. La revisión del cumplimiento y mantención de los requisitos de quienes postulen a incorporarse en el Registro Nacional de Árbitros.
2. El pago de los honorarios correspondientes a las remuneraciones de los integrantes del Tribunal Arbitral, cuando corresponda.
Artículo 399.- Contrato del árbitro. Constituído el Tribunal Arbitral, la Dirección del Trabajo suscribirá con cada uno de sus integrantes un contrato de prestación de servicios a honorarios, en el cual se especificará que éstos se pagarán contra la entrega del fallo arbitral correspondiente, dentro del plazo máximo permitido.
Artículo 400.- Causales de implicancia y recusación. Serán aplicables a los árbitros laborales las causales de implicancia y recusación señaladas en los artículos 195 y 196 del Código Orgánico de Tribunales, considerándose que la mención que en dichas normas se hace a los abogados de las partes deberá entenderse referida a los asesores de las mismas en el respectivo procedimiento de negociación colectiva. 
Para los efectos de las implicancias o recusaciones, solamente se entenderán como parte el empleador, sus representantes legales, sus apoderados en el procedimiento de negociación colectiva, los directores de los sindicatos interesados en la misma, y los integrantes de la respectiva comisión negociadora sindical, en su caso.
Las implicancias o recusaciones serán declaradas de oficio o a petición de parte por el árbitro laboral designado.
En caso de implicancia, la declaración podrá formularse en cualquier tiempo.
En caso de recusación, el tribunal deberá declararla dentro del plazo de cinco días hábiles desde su constitución. Dentro del mismo plazo, la parte interesada podrá también deducir las causales de recusación que fueren pertinentes.
Si la causal de recusación sobreviniere con posterioridad a la constitución del tribunal arbitral, el plazo a que se refiere el inciso anterior se contará desde que se tuvo conocimiento de la misma.
Si el tribunal no diere lugar a la declaración de la implicancia o recusación, la parte afectada podrá apelar, dentro del plazo de cinco días hábiles, ante el Director del Trabajo, el que resolverá en el más breve plazo posible. 

La interposición de este recurso no suspenderá el procedimiento de arbitraje. Con todo, no podrá procederse a la dictación del fallo arbitral sin que previamente se haya resuelto la implicancia o recusación.
La resolución que se pronuncie acerca de la implicancia o recusación se notificará a las partes por carta certificada.
Artículo 401.- Características del Registro Nacional de Árbitros. El Registro Nacional de Árbitros será de carácter público. En él, aparecerá reflejado el nombre del árbitro, región o regiones de desempeño, los casos asignados y terminados y el monto de los honorarios percibidos.
TÍTULO VIII

DE LOS PROCEDIMIENTOS JUDICIALES EN LA
NEGOCIACIÓN COLECTIVA
Artículo 402.- Competencia. Será competente para conocer de las cuestiones a que dé origen la aplicación de este Libro el Juzgado de Letras del Trabajo del domicilio del demandado o el del lugar donde se presten o se hayan prestado los servicios, a elección del demandante. 
Artículo 403.- Procedimientos aplicables. Las reclamaciones de los artículos 342 y 360 se sujetarán a las normas del procedimiento a que se refiere el artículo 504, gozando de preferencia respecto de todas las demás causas que se tramiten ante el mismo Tribunal. 
Cualquier otra controversia que se produzca en la negociación colectiva y que no tenga un procedimiento especial de tramitación, se sujetará al procedimiento de aplicación general establecido en el Título I del Libro V de este Código.
Artículo 404.- Medidas de reparación. En el caso de la denuncia del artículo 347, el tribunal competente podrá disponer, como medida de reparación, una indemnización del daño causado a los afectados por la infracción a la prohibición de reemplazar los puestos de trabajo en huelga, además de la multa establecida en el artículo 409 de este Código.
Artículo 405.- Efectos de la interposición de acciones judiciales en el proceso de negociación. Los procedimientos judiciales previstos en este Título, a excepción de lo dispuesto 342, podrán suspender el curso de una negociación colectiva iniciada de conformidad al Título IV de este Libro.
Tratándose de la negociación efectuada por un sindicato constituido en los últimos 90 días anteriores al inicio de la negociación, las reclamaciones sobre la calificación de servicios mínimos y conformación de equipos de emergencia, suspenderán los plazos de la negociación colectiva reglada en curso.  
Artículo 406.- Reclamación de la determinación de las empresas sin derecho a huelga. La reclamación del inciso final del artículo 361 deberá interponerse dentro de los 30 días siguientes a la publicación en el Diario Oficial de la resolución respectiva. El Tribunal pedirá informe a los recurridos, quienes dispondrán del plazo de 10 días para evacuarlo, prorrogables hasta por el mismo término. 
Una vez evacuado los informes, o sin ellos en caso de no haberse evacuado dentro del plazo señalado en el inciso anterior, la Corte deberá ordenar traer los autos en relación. La reclamación tendrá preferencia para su vista y su conocimiento se ajustará al orden de ingreso a la Corte.
El alegato de cada parte no podrá exceder de treinta minutos. Se entenderán como una sola parte a todos los recurridos. 
Podrán hacerse parte del recurso la empresa o los trabajadores involucrados en la decisión, que no hubieren recurrido de la resolución, quienes dispondrán de un tiempo total de alegato de 30 minutos.
Contra la resolución que se pronuncie, sólo procederá el recurso de apelación.
TÍTULO IX

DE LAS PRÁCTICAS DESLEALES Y OTRAS INFRACCIONES EN
LA NEGOCIACIÓN COLECTIVA Y SU SANCIÓN
Artículo 407.- Prácticas desleales del empleador. Serán consideradas prácticas desleales del empleador las acciones que entorpezcan la negociación colectiva y sus procedimientos. Entre otras, se considerarán las siguientes:
a) La ejecución durante el proceso de la negociación colectiva de acciones que impliquen una vulneración al principio de buena fe que afecte el normal desarrollo de la misma;
b) La negativa a recibir a la comisión negociadora del o los sindicatos negociantes o a negociar con ellos en los plazos y condiciones que establece este Libro;
c) El incumplimiento de la obligación de suministrar la información señalada en los términos de los artículos 316 y siguientes, tanto en la oportunidad o autenticidad de la información entregada, y
d) El reemplazo de los puestos de trabajo de los trabajadores que hubieren hecho efectiva la huelga dentro del procedimiento de negociación colectiva reglada del Título IV de este Libro.
Artículo 408.- Prácticas desleales de los trabajadores, de las organizaciones sindicales y del empleador. Serán también consideradas prácticas desleales del trabajador, de las organizaciones sindicales o de éstos y del empleador en su caso, las acciones que entorpezcan la negociación colectiva o sus procedimientos. Entre otras se considerarán las siguientes: 
a) La ejecución durante el proceso de la negociación colectiva de acciones que impliquen una vulneración al principio de buena fe que afecte el normal desarrollo de la misma;

b) El acuerdo para la ejecución de prácticas atentatorias contra la negociación colectiva y sus procedimientos, en conformidad a las disposiciones precedentes, y los que presionen física o moralmente al empleador para inducirlo a ejecutar tales actos, y
c) La divulgación a terceros ajenos a la negociación de los documentos o la información recibida del empleador y que tengan el carácter de confidencial o reservada; 
d) El incumplimiento del deber de proveer el o los equipos de emergencia que fueron concordados por las partes o dispuestos por la autoridad competente, según corresponda.
Artículo 409.- Régimen sancionatorio. Las infracciones señaladas en los artículos precedentes serán sancionadas con multas de diez a trescientas unidades tributarias mensuales, teniéndose en cuenta para determinar su cuantía la gravedad de la infracción, sus efectos, el tamaño de la empresa y el número de trabajadores involucrados o afiliados a la organización sindical. En caso de reincidencia, se aplicará lo dispuesto en el inciso quinto del artículo 506 de este Código.”.
En el caso de las conductas del literal d) de los artículos 407 y 408, se aplicará una multa de una a cien unidades tributarias mensuales por cada trabajador involucrado en la negociación o comprometido en el o los equipos de emergencia, según corresponda. 
Se aplicarán las multas del inciso segundo de este artículo a los incumplimientos de las estipulaciones contenidas en instrumentos colectivos y pactos sobre condiciones especiales de trabajo, según la gravedad de la infracción.
Las multas a que se refieren los incisos anteriores serán a beneficio del Fondo de Formación Sindical y Relaciones Laborales Colaborativas, administrado por el Ministerio del Trabajo y Previsión Social. 
Artículo 410.- Procedimiento aplicable. El conocimiento y resolución de las infracciones por prácticas desleales en la negociación colectiva se sustanciará conforme a las normas establecidas en el Párrafo 6° del Capítulo II del Título I del Libro V del presente Código. 
Las acciones judiciales destinadas a declarar y sancionar las conductas descritas en los artículos anteriores podrán ser ejercidas por la o las organizaciones sindicales o el empleador, según el caso. La Inspección del Trabajo deberá denunciar al tribunal competente los hechos que estime constitutivos de prácticas desleales en la negociación colectiva, de los cuales tome conocimiento.
La Dirección del Trabajo deberá llevar un registro de las sentencias condenatorias por prácticas desleales en la negociación colectiva, debiendo publicar semestralmente la nómina de empresas y organizaciones sindicales infractoras. Para este efecto, el tribunal enviará a la Dirección del Trabajo copia de los respectivos fallos.”.
Título X

De la Presentación efectuada por Federaciones y Confederaciones.
Artículo 411.- Presentación efectuada por Federaciones  y Confederaciones, contenido y reglas generales. Las Federaciones y Confederaciones podrán, en cualquier momento y sin sujeción a reglas de procedimiento, previo acuerdo con uno o más empleadores, o con una o más asociaciones gremiales de empleadores, suscribir convenios colectivos y/o pactos sobre condiciones especiales de trabajo de que trata el presente Código. Con todo, las federaciones o confederaciones que definan negociar conforme a las disposiciones de este Título deberán presentar su propuesta por escrito al o los empleadores o a la o las asociaciones gremiales respectivas, para quienes siempre será voluntario negociar. También podrá iniciarse el procedimiento a que se refiere este Título a solicitud escrita de uno o más empleadores o de una o más asociaciones gremiales de empleadores. El plazo para manifestar la decisión de negociar será de 30 días, contados desde la presentación de la propuesta. En caso de ser afirmativa, dentro de este mismo plazo se deberá dar respuesta a la proposición de convenio o pacto. En todo caso, la respuesta deberá darse siempre por escrito. 
Los convenios colectivos podrán referirse a cualquiera de las materias señaladas en el artículo 306. Los  pactos sobre condiciones especiales de trabajo deberán ajustarse a las regulaciones previstas en el Título VI de este Libro, no siéndoles aplicable  el quórum de afiliación sindical señalado en el inciso primero del artículo 375 del referido Título. Los convenios colectivos o los pactos tendrán la duración que dispongan las partes.
A los empleadores solo les serán aplicables aquellos convenios y/o pactos concordados directamente por sus representantes legales o que concurran a aceptar una vez concordados. 
Los convenios colectivos y pactos sobre condiciones especiales de trabajo de que trata este Título se deberán depositar en la Dirección del Trabajo dentro de los cinco días siguientes a su suscripción. Este organismo  deberá llevar un registro público de estos instrumentos colectivos.
Artículo 412.- Regla de aplicación de instrumentos colectivos a organizaciones afiliadas. Los convenios colectivos y pactos sobre condiciones especiales de trabajo de que trata este Título serán aplicables a los trabajadores afiliados a las organizaciones sindicales de base, previa aprobación de éstos en asamblea de socios, de conformidad a lo dispuesto en sus estatutos. En caso de no existir regulación estatutaria aplicable, deberán ser aprobados en asamblea, por mayoría absoluta de los socios, en votación secreta celebrada ante Ministro de Fe. 
Artículo 413.- Regla de aplicación de convenios en la micro y pequeña empresa, sin sindicatos. En la micro y pequeña empresa en que no exista sindicato con derecho a negociar, los convenios podrán ser extendidos a los trabajadores sin afiliación sindical, previa aceptación escrita de la extensión y del compromiso de pago de la cuota sindical ordinaria de la respectiva organización sindical. 
Artículo 414.- Regla de aplicación de pactos sobre condiciones especiales de trabajo en la micro y pequeña empresa, sin sindicatos. Podrán aplicarse los pactos sobre condiciones especiales de trabajo concordados conforme a las reglas de este Título en las empresas señaladas en el artículo anterior, siempre y cuando concurran los siguientes requisitos:
a) Que exista un convenio colectivo sobre condiciones comunes de trabajo y remuneración, suscrito entre las mismas partes para toda la vigencia del pacto sobre condiciones especiales de trabajo;
b) Que el convenio colectivo señalado, se haya extendido a los trabajadores de la respectiva empresa, de conformidad a lo previsto en el artículo anterior; 
c) Que la aplicación del pacto sobre condiciones especiales de trabajo sea aprobada por la mayoría absoluta de los trabajadores de la respectiva empresa, ante ministro de fe.”.
Artículo 2°.- Créase el Fondo de Formación Sindical y Relaciones Laborales Colaborativas, administrado por el Ministerio del Trabajo y Previsión Social, que reemplaza al Programa Escuela de Formación Sindical. El Fondo tendrá como objeto apoyar financieramente proyectos de formación sindical y acciones de promoción, programas o actividades que propendan a establecer relaciones colaborativas entre empresa y organizaciones sindicales. 
Los recursos del Fondo serán asignados por dicha Subsecretaría mediante concursos públicos, previa propuesta del Comité de Selección.
El Comité de Selección estará integrado por un representante de la Subsecretaría del Trabajo, un representante de la  Dirección del Trabajo, un representante del Ministerio de Hacienda; dos representantes del mundo sindical y dos representante del mundo empresarial.
Un reglamento dictado a través del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, suscrito también por el Ministro de Hacienda, establecerá las normas de administración y operación de este Fondo, criterios de adjudicación de los recursos,  reglas de nombramiento y funcionamiento del comité de selección y las demás que sean necesarias para su implementación.
Artículo 3°.- El Fondo de Formación Sindical y Relaciones Laborales Colaborativas estará constituido por:
a) El aporte que se contemple anualmente en la Ley de Presupuestos;
b) Las multas pagadas por prácticas desleales y antisindicales.
c) Las donaciones que se le hagan, y las herencias y legados que acepte, a través de la Subsecretaría del Trabajo, con beneficio de inventario. Dichas donaciones y asignaciones hereditarias estarán exentas de toda clase de impuestos y de todo gravamen o pago que les afecten. Las donaciones no requerirán del trámite de insinuación;
d) Los aportes que se reciban por vía de cooperación internacional a cualquier título, y 
e) Los demás recursos que perciba por otros conceptos.
Artículo 4°.- El mayor gasto fiscal que represente la aplicación de esta ley durante el año presupuestario de su entrada en vigencia, se financiará con cargo a los recursos del Ministerio del Trabajo y Previsión Social y en lo que faltare, con cargo a la Partida Presupuestaria Tesoro Público. En los años siguientes, se financiará con cargo a los recursos que anualmente contemple la ley de Presupuestos.    
Artículo 5°.- Intercalase en el artículo 6° de la ley N° 19.886, un inciso tercero nuevo reenumerándose los siguientes, del siguiente tenor:
También se dará prioridad, en los términos del inciso primero, a las empresas que mantengan vigentes convenios colectivos con las organizaciones sindicales representativas de sus trabajadores o que le hagan aplicables a éstos convenios colectivos acordados por otros empleadores u organizaciones gremiales de empleadores, suscritos de conformidad a las reglas del Título X del Libro IV del Código del Trabajo.
Artículo 6°.- Agregase una letra g), nueva, al artículo 46 de la ley N°19.518, del siguiente tenor:
g) Ejecución de acciones de capacitación destinada a trabajadores de empresas de menor tamaño que mantengan vigentes o apliquen convenios colectivos a sus trabajadores, siempre que se trate de aquellos suscritos conforme a las reglas del Título X del Libro IV del Código del Trabajo.
ARTÍCULOS TRANSITORIOS
Artículo primero.- La presente ley entrará en vigencia el día primero del séptimo mes posterior a su publicación en el Diario Oficial.
Artículo segundo.- Los procesos de negociación colectiva iniciados antes de la entrada en vigencia de esta ley, se regirán por las normas vigentes al momento de su inicio.
Con todo, los instrumentos colectivos suscritos a partir de la entrada en vigencia de la presente ley, se regirán en cuanto a sus efectos por las nuevas regulaciones contenidas en ésta.
Artículo tercero.- En todas las negociaciones que se inicien dentro de los ciento ochenta días posteriores a la entrada en vigencia de esta ley, se aplicarán los efectos a que se refiere el artículo 405 del Código del Trabajo.
Artículo cuarto.- La modificación del plazo del inciso final del artículo 38 del Código del Trabajo, establecida en el numeral 5) del artículo 1° de esta ley, será aplicable a las resoluciones o renovaciones de resoluciones que se dicten a partir de la entrada en vigencia de la referida disposición.
Artículo quinto.- El Reglamento a que se refiere el artículo 376 del Código del Trabajo, deberá ser dictado dentro del plazo de los 180  días siguientes a la publicación en el Diario Oficial de la presente ley.
(Fdo.): PEDRO N. MUGA RAMÍREZ, Abogado Secretario de la Comisión”.
9. Proyecto iniciado en moción de los diputados señores Monsalve, Melo,
Poblete, Saldívar, Schilling, Soto y Urízar, y de la diputada señora Fernández, que “Modifica la ley orgánica constitucional del Tribunal Constitucional, otorgándole atribuciones para conocer los casos de infracción a las normas de probidad y transparencia que rigen el actuar de los parlamentarios”.
(boletín N° 10089-07)
ANTECEDENTES


1. Durante el último tiempo en nuestro país se debate, en primer lugar,  la forma en que los miembros del Parlamento ejercen sus labores como legisladores y, en segundo lugar,  si existe un sistema que efectivamente sancione a quien no respeta las normas constitucionales y legales vigentes relativas al ético y buen desempeño del cargo de Diputado o Senador. Es en este ámbito donde encontramos la regulación de dos figuras íntimamente relacionadas, una es la de las Inhabilidades y otra es la de los Conflictos de Intereses (algunos agregan la figura de la influencia indebida).


2. En relación a los conflictos de intereses e influencia indebida, podemos apreciar reglas destinadas –principalmente- a prevenir los conflictos de intereses al momento de las discusiones y votaciones de proyectos de ley, contenidos tanto en la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, como en los respectivos reglamentos de las Cámaras, salvo respecto de ciertos deberes y prohibiciones especiales contenidos en el Código de Conductas Parlamentarias de la Cámara de Diputados . 


3. En cuanto a las Inhabilidades, una primera consideración a señalar es que en el cuerpo constitucional no existe norma alguna que disponga clara y directamente que un parlamentario se encuentra impedido de votar respecto de un asunto de interés particular o bien que implique directa o indirectamente a parientes por consanguinidad o afinidad en alguno de sus grados. El catálogo de inhabilidades e incompatibilidades está establecido fundamentalmente en los artículos 58º, 59º y 60º de la Constitución Política de la República y, de su sola lectura, se desprende que la figura de la abstención o impedimento para votar en estas circunstancias no se encuentra reglada nítida y claramente. Sin embargo, el artículo 8° de la Constitución abre un espacio al expresar que el ejercicio de la función pública significa exigir a sus titulares, entre los que se cuentan los diputados y senadores, “dar estricto cumplimiento al principio de probidad en todas sus actuaciones” (inciso 1°). El inciso 3° y 4° del mismo artículo 8° remite a la ley orgánica constitucional respectiva, en la especie la del Congreso Nacional, la forma en que este mandato constitucional se desarrollará para estos efectos.


4. La incorporación al texto constitucional del principio de probidad, durante el año 2005, como imperativo de conducta en todas las actuaciones de las autoridades tiene entre sus objetivos fundamentales el resguardo de la fe pública. A su vez este factor es esencial como componente de fortaleza institucional, que se manifiesta en un actuar que genere credibilidad y confianza en las instituciones y las normas que la fundamentan. Por ello que este principio demanda un desempeño honesto y leal en la perspectiva de hacer primar el interés general por sobre intereses particulares.


5. En efecto, la reforma constitucional contenida en la ley 20.050, incorporó el principio de probidad, mediante un nuevo art. 8º en la carta fundamental con una serie de efectos y proyecciones. Así, el propio Tribunal Constitucional ha sostenido la importancia del precepto, al señalar en la sentencia de 26 de agosto de 2008 (Rol Nº 1170-2008): “DECIMOPRIMERO.- Que el artículo 8, inciso primero, de la Constitución, declara que el ejercicio de las funciones públicas obliga a sus titulares a dar estricto cumplimiento al principio de probidad en todas sus actuaciones.

Esta honradez en el obrar, en todo su rigor, aparece recogida por el legislador orgánico, que denomina al Título III de la Ley Nº 18.575 “De la Probidad Administrativa”, estableciendo en el Párrafo I reglas generales – entre otras, un desempeño de la función con preeminencia del interés general sobre el particular – y, en el Párrafo II, las inhabilidades e incompatibilidades administrativas”.
 


6. Como explica la doctrina el principio de probidad se refiere a la “rectitud, honradez o abnegación en el desempeño de las funciones públicas “, luego agrega  “por consiguiente la norma se extiende más allá de la administración pública, abarcando a todos quienes por algún concepto o motivo jurídicamente regulado, se hallen investidos de la capacidad de imputar al estado la actuación u omisión en que intervinieron “, en otras palabras la norma constitucional exige el mas estricto y severo cumplimiento del principio por parte del funcionario, pues “sirve al interprete en su misión de declarar el verdadero sentido y alcance de la preceptiva subordinada “.


7. La probidad administrativa, según la propia definición legal, consiste en observar una conducta funcionaria intachable y un desempeño honesto y leal de la función o cargo, con preeminencia del interés general sobre el particular. Por ello es que a los funcionarios, autoridades y jefaturas de los órganos de la Administración del Estado, se les exige un comportamiento que se ajuste al referido estándar, en el caso del juicio político, establecer una preeminencia del interés particular por sobre el general, es decir, lo que exige el artículo 5 A de la ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional.


8. En efecto, el artículo 5 A  de la ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, en su inciso segundo dispone expresamente que “Los diputados y senadores ejercerán sus funciones con pleno respeto de los principios de probidad y transparencia, en los términos que señalen la Constitución Política, esta ley orgánica constitucional y los reglamentos de ambas Cámaras.


9. En el inciso 2° del mismo artículo se desarrolla este principio señalando que “El principio de probidad consiste en observar una conducta parlamentaria intachable y un desempeño honesto y leal de la función, con preeminencia del interés general sobre el particular”. Ahora bien, el cumplimiento de este principio debe ser “estricto”. No corresponde efectuar matices ni moderaciones. La autoridad debe siempre actuar rectamente con preeminencia del interés general, dejando de lado sus propios intereses personales. 


10. A su vez, el inciso 11° de este mismo artículo, dispone que “Cada Cámara deberá tener una Comisión de Ética y Transparencia Parlamentaria encargada de velar, de oficio o a petición de un parlamentario, por el respeto de los principios de probidad, transparencia y acceso a la información pública, y de conocer y sancionar las faltas a la ética parlamentaria de los miembros de sus respectivas Corporaciones”. 


11. Consecuentemente con la disposición anterior, que desarrolla el principio general de probidad, remitido como ya está dicho desde la propia Constitución, la Ley Orgánica del Congreso Nacional establece imperativamente, en su artículo 5 B. que “Los miembros de cada una de las Cámaras no podrán promover ni votar ningún asunto que interese directa o personalmente a ellos o a sus cónyuges, ascendientes, descendientes o colaterales hasta el tercer grado de consanguinidad y el segundo de afinidad, inclusive, o a las personas ligadas a ellos por adopción. 


12. En virtud de la remisión del artículo 5 A de la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, la Cámara de Diputados dispuso a través de su potestad reglamentaria un Código de Conductas Parlamentarias, que en virtud de su propio artículo 13 establece que “Para todos los efectos legales, se entenderá que este Código es parte integrante del Reglamento de la Cámara de Diputados y se tendrá como norma complementaria de interpretación de la ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, en lo que corresponda.”

13. El referido Código de Conductas Parlamentarias dispone expresamente que son deberes fundamentales de los Diputados los de “Abstenerse de participar en cualquier proceso decisorio, incluso en su fase previa de consultas e informes que, por su vinculación con actividades externas, de alguna forma puedan ser afectados por una decisión oficial, o puedan comprometer su criterio o dar ocasión a dudas sobre su imparcialidad, a una persona razonablemente objetiva”, para agregar a continuación “Abstenerse de participar, directa o indirectamente, en cualquier proceso decisorio que favorezca, en lo personal, sus intereses o los de su cónyuge, y parientes hasta el cuarto grado de consanguinidad y segundo de afinidad, o de su socio en una empresa.” (Artículo 7, h).


14. Todos los avances anteriores no han resuelto de forma suficiente lo referido a la situación de las inhabilidades y, particularmente, lo relativo a aquella hipótesis en que un parlamentario intervenga y ejerza su derecho a voto en la tramitación de un proyecto de ley en el que tenga conflicto de intereses, en cuanto al órgano que sanciona y en cuanto a las sanciones de que puede ser objeto. 


15. Por lo tanto este proyecto de ley propone regular expresamente esta situación, otorgando competencia al Tribunal Constitucional para resolver las controversias suscitadas en esta materia y estableciendo un catálogo de sanciones aplicables al parlamentario infractor.


16. La opción asumida en la presente iniciativa, considera un procedimiento que podrá iniciarse mediante acción pública, lo cual implica que cualquier persona conozca antecedentes que permitan formar convicción sobre el hecho de que algún parlamentario intervino en una votación, respecto de la cual de acuerdo a los artículos 5 A, 5 B, 5 C y 5 D, no le hubiese sido lícito intervenir, podrá recurrir al Tribunal Constitucional para hacer presente el hecho y requerir las medidas disciplinarias correspondientes. Esto es consecuente, por una parte con las demandas de más democracia y más espacios de participación a la ciudadanía, y con el hecho ineludible de que los parlamentarios tienen la calidad de representantes de sus electores, los cuales, en virtud del mandato soberano otorgado a sus Diputados y Senadores, deben tener la capacidad de fiscalizar los actos de estos en el desempeño de sus cargos.


17. Que, habiéndose presentado conjuntamente con este y bajo los mismos fundamentos, un proyecto de reforma constitucional, que faculta al Tribunal Constitucional para conocer de las infracciones a los artículos 5 B, 5 C y 5 D de la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, es necesario fijar un procedimiento para el conocimiento de estos requerimientos.


Por lo anterior, quienes suscribimos, venimos a presentar el siguiente:

PROYECTO DE LEY


Artículo Único: Agréguese el siguiente párrafo 14 bis nuevo en la Ley Orgánica del Tribunal Constitucional:

“Párrafo 14 bis

De los requerimientos por infracción a los artículos 5 A, 5 B, 5 C y 5 D de la
Ley Orgánica del Congreso Nacional
72 G.- En el caso del número 17 del artículo 93 de la Constitución Política de la República, el requerimiento deberá ser interpuesto ante el propio Tribunal, en un plazo no superior a 90 días desde que se hubiera llevado a cabo la votación o se hubiera verificado la conducta en la que el parlamentario hubiese incurrido en la infracción de los artículos 5 A, 5 B, 5 C y 5 D de la Ley Orgánica del Congreso Nacional. Una vez presentado el requerimiento, el Tribunal tendrá un plazo de 5 días para pronunciarse sobre la admisibilidad del mismo.

72 H.- Si el requerimiento se estima admisible, el Tribunal dará traslado al parlamentario requerido, para que en el plazo de diez días hagan llegar las observaciones y antecedentes que estimen necesarios.

72 I.- En lo relativo a los trámites o diligencias de prueba y sentencia, se estará a lo dispuesto en los artículos 72 C, 72 D y 72 E”.
10. Proyecto iniciado en moción de las diputadas señoras Hernando y Álvarez, y de los diputados señores Arriagada, Campos; Espinosa, don Marcos; Flores, Fuentes, Letelier; Núñez, don Daniel, y Pérez, don José, que “Modifica la
ley N° 18.892, ley General de Pesca y Acuicultura, postergando la
permanencia en el registro artesanal, en casos de emergencia o catástrofe”.
(boletín N° 10090-21)
1.- El registro de pescadores artesanales, es el mecanismo utilizado para registrar las embarcaciones  inscritas ya sea por personas naturales, jurídicas y comunidades. En el Registro de Pescadores Artesanales (RPA) se  encuentran inscritos los pescadores (as) artesanales, de esto se puede diferenciar categoría y sexo. 

La legislación chilena define a la pesca artesanal como la actividad pesquera extractiva realizada por personas naturales en forma personal, directa y habitual y, en el caso de las áreas de manejo, por personas jurídicas compuestas exclusivamente por pescadores artesanales, inscritos como tales.

2.- Un pescador artesanal es aquél que se desempeña como patrón o tripulante en una embarcación artesanal. Si éste es dueño de hasta dos embarcaciones será armador artesanal; si su actividad principal es la extracción de mariscos, será mariscador y si realiza recolección y segado de algas será alguero.

Al Servicio Nacional de Pesca le corresponde llevar el Registro Nacional de Pescadores Artesanales o registro artesanal, que consiste en una nómina de pescadores y embarcaciones habilitadas para realizar actividades de pesca artesanal. Para los efectos de la Ley, éste se lleva por regiones, provincias, comunas y localidades, y por categorías de pescadores y pesquerías. Se entiende por embarcación artesanal aquella con una eslora máxima de 18 metros y hasta 50 toneladas de registro grueso, operada por un armador artesanal, identificada e inscrita como tal en los registros correspondientes.

3.- Según registros del Servicio Nacional de Pesca, actualizados al 31 de diciembre del 2013, se han registrado un total de 12662 embarcaciones inscritas en la pesca artesanal a nivel nacional, dividiéndose estos números en 12428 embarcaciones inscritas por personas naturales, 97 embarcaciones correspondientes a Personas Jurídicas, 110 embarcaciones de Comunidades y 27 embarcaciones correspondientes a empresas de Responsabilidad Limitada.
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4.- Un dato no menor, es que este sector artesanal  alcanza  al  mes  de  Noviembre  de  2011  un desembarque  de  88  mil  toneladas  lo  que  representa  un  37%  respecto  al  valor  de referencia. Con esto se alcanza un promedio de variación móvil de 3%. Al proyectar esta tendencia  se  podría  obtener  un  desembarque  total  artesanal,  excluyendo  algas  de  1 millón  572  mil  toneladas.  

5.- Estos números nos muestran que la pesca artesanal puede competir perfectamente contra busques Industriales, considerando además que la actividad artesanal utiliza métodos tradicionales para ofrecer productos locales. Estos pescados y mariscos no deben ser transportados a grandes distancias ni procesados de forma que se reduce la contaminación ambiental y la huella ecológica. Para ello debemos reivindicar la pesca artesanal como alternativa para poder seguir teniendo pescadores, pescado en nuestras mesas y peces en el mar.

6.- Sin embargo, la pesca Artesanal, se ha visto afectada en el último tiempo por una serie de hechos naturales y accidentales. Según datos de Sernapesca, en los últimos diez años la pesca de jurel, sardina española, merluza y sierra sufrió una fuerte baja. En la caleta El Manzano, de Quintero, bajaron de 309 toneladas a apenas 11 durante el 2011. En 2012, un estudio de Oceana y la Fundación Chile, reveló alta presencia de metales pesados como cobre, arsénico y cadmio en almejas, jaibas y locos. En algunos de ellos se superaba tres veces la presencia permitida por la norma chilena. 

7.- En cuanto a desastres naturales,  nuestro país es uno de los más propensos a sufrir por los embates de la naturaleza, ejemplo de aquello es la serie de catástrofes que han golpeado a  nuestro país  solo en los últimos  5 años y que han  afectado también en gran forma a la pesca artesanal. 

Ejemplo de aquello es el Terremoto del 27 febrero del 2010 que entre  las regiones de O’Higgins y la Araucanía destruyó grandes comunidades de pescadores y de recolectores de pequeña escala, tales como algueros y mariscadores, en forma  casi absoluta. Mientras que en las regiones de Valparaíso y de Los Lagos la destrucción fue gravísima. Esto correspondía a un litoral de aproximadamente 700 kilómetros entre San Antonio y Valdivia. Los impactos en la economía de las comunidades costeras y pesca artesanal chilena se extendieron a lo menos por 2 años, luego que el maremoto haya modificado la geografía en varias zonas del litoral.  La ciudad puerto de Constitución, fue arrasada por olas de hasta 12 metros y fue uno de los lugares más afectados por el tsunami.

8.- La infraestructura de las comunidades de pescadores artesanales en esos sector fueron completamente destruidas. Las caletas de Maguillines, Rio Maule, Pelluhue, Curanipe, Mariscadero, Buchupureo y Tauco, entre otras se suman al catastro de destrucción de la fuerza de la naturaleza. Muelles arrasados desde sus bases y una treintena de  embarcaciones destruidas fue el panorama en caleta Queule, en Toltén. 

9.- El caso del tsunami del 2010 y el aluvión en el norte durante el 2015, son ejemplos claros de  las pérdidas que dejan estas catástrofes naturales. De esta forma fue que durante el año 2010  la comisión de pesca del senado aprobó la idea de legislar sobre el reemplazo de las naves de los pescadores artesanales dañadas por el terremoto y maremoto del 27 de febrero del 2010. Es necesario entonces, con este precedente, modificar las normas para que podamos enfrentar permanentemente esto en caso de catástrofes. 

10.- El artículo 55, letra A   del decreto N° 430 que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley 18.892 ordena que “Si el pescador artesanal o su embarcación no realizan actividades pesqueras extractivas por tres años sucesivos, salvo caso fortuito o fuerza mayor debidamente acreditados. En el evento que se configure una causal de caso fortuito o fuerza  mayor, ésta deberá ser invocada ante el Servicio antes del vencimiento del plazo establecido en el inciso anterior, en cuyo caso el Servicio podrá autorizar la ampliación del  plazo en hasta un año, contado desde el vencimiento del plazo de tres años antes indicado.” 

11.- El artículo señalado en el párrafo anterior, dada las sucesos especiales de los últimos años tales como terremotos tsunamis, aluviones, erupciones volcánicas y otros limitan y perjudican el normal desarrollo de la pesca artesanal. Son muchos los pescadores que no pueden o no han podido refaccionar, modernizar o renovar sus embarcaciones dañadas por las circunstancias antes descritas. Sumado a ello el problema de los cambios  geomórficos que sucedieron después de los tsunamis y aluviones que cambió las condiciones de los terrenos costeros da como resultado que muchos de estos trabajadores del mar no realice actividades pesqueras extractivas. 

12.- Finalmente, En esta misma dinámica el año 2014, a través de la resolución exenta 1975 del Servicio Nacional de Pesca, a través de un informe emanado por el Departamento de pesca Artesanal de dicho organismo gubernamental, declaró la caducidad de 827 embarcaciones de las 15 regiones del país,  en el Registro pesquero artesanal.

Es por esto que se propone el siguiente proyecto: 

PROYECTO DE LEY

PROYECTO DE LEY Modifíquese la letra a del artículo 55 del decreto N° 430 cuyo texto que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley 18.892, agregando al inciso primero, luego de su punto final la siguiente frase: 

En caso de emergencias o catástrofe se prorrogara automáticamente hasta completar un total de  5 años”.
11. Proyecto iniciado en moción de los diputados señores Tuma, Bellolio, Chahin, Edwards, Espejo, Farcas, Gahona, Jarpa; Pérez, don Leopoldo, y
Poblete, que “Modifica la ley N° 19.537 sobre copropiedad inmobiliaria,
estableciendo requisitos para los administradores de condominios, y otras
materias que indica”. (boletín N° 10091-14)
Antecedentes.

La ley de copropiedad inmobiliaria N° 6.071, de 1937 permitió, por primera vez en Chile, que los diversos pisos de un edificio y los departamentos en que se divida cada piso, pudieran pertenecer a distintos propietarios, manteniéndose ciertos bienes en copropiedad. Fue la lenta apertura a una realidad que en esos años ya se comenzó a dar con fuerza, que es la de construir y habitar en altura pero con condiciones de seguridad y de construcción adecuadas. Esta revolución urbana trajo consigo numerosos desafío e interrogantes que la ley comenzó a contestar y a normar conforme a los criterios de la comunidad civil, y estableciendo derechos y obligaciones para las partes propietarias dueñas de unidades en dichas construcciones. 

Hoy, en nuestro país, casi el 85% de la población vive en las áreas urbanas de grandes ciudades tales como Santiago, Valparaíso y Concepción. La posibilidad de vivir bajo el régimen de propiedad horizontal ha respondido así al deseo de la población chilena, de habitar en las grandes ciudades y, al mismo tiempo, evitar que éstas continúen con el proceso de expansión que las ha tornado en enormes e ineficientes básicamente por falta de infraestructura, todo lo cual origina una disminución de la calidad de vida de sus habitantes.

Existe una relación muy estrecha entre la suerte que corren los edificios y condominios existentes en las ciudades y en el sector rural, y la calidad de vida de sus habitantes. Por ello, es que la detección de los problemas que arroje la normativa aplicable y vigente actualmente en esta materia, es de vital importancia que sea corregida, con el objeto de que la vida de los propietarios y moradores en general de los condominios se desenvuelva en tranquilidad, y con la armonía necesaria. No obstante, para que esta tranquilidad y buen funcionamiento se produzcan, es relevante que se posea un marco regulatorio adecuado para atender a dichas necesidades, y por otra parte, el cumplimiento de las obligaciones que derivan de la vida en copropiedad disponga a su vez de medios eficaces para el cumplimiento de dichos deberes y objetivos. 

Por desgracia esta realidad no es como podría pensarse. No es un problema que afecte a un pequeño grupo de la población. Por el contrario, los principales problemas se presentan en los grandes conjuntos habitacionales de departamentos que han sido construidos mediante los diversos programas de viviendas sociales desarrollados en los últimos años, pero también se encuentran presentes en las construcciones derivadas de la enorme expansión que ha tenido la industria inmobiliaria en la última década, y es por tanto, un problema que afecta a un importante sector de nuestra población.

Actualmente, la normativa rige la copropiedad inmobiliaria es la ley N° 19.537 sobre Copropiedad Inmobiliaria, el Reglamento de la Ley Nº 19.537, así como el Reglamento de Copropiedad que determinen los copropietarios, sin perjuicio de la legislación de urbanismo que resulte aplicable. Estos 3 instrumentos normativos que rigen a todo copropietario, es menester actualizarlos a los requerimientos que la vida presente impone por las dificultades que la aplicación y eficacia de la norma presenta día a día. A esto apunta esta iniciativa en algunos específicos.

Creemos que es de la máxima relevancia contar con una legislación moderna y orgánica que responda a las necesidades de las comunidades de copropietarios de edificios y viviendas pero que sea flexible en su aplicación, reconociendo las nuevas formas de vida en comunidad y sancionando legalmente la existencia de los actuales condominios. Asimismo, es necesario, contribuir a mejorar los estándares de administración que tiene la ley respecto de los requisitos y exigencias que pesan sobre la administración de condominios, y reconociendo al mismo tiempo, la labor que estos desempeñan. De este hecho además, las herramientas que esta iniciativa intenta entregar en favor del desenvolvimiento de la labor de los administradores.

Como se señalaba, la iniciativa comprende contemplar los problemas de administración de los condominios, incorporando ciertas reformas que otorguen una solución a los problemas más apremiantes que hoy padecen las comunidades de copropietarios con las administraciones de sus edificios, ayudando con esto a constituir una administración responsable y eficaz, entendiendo por tal, la que se lleve adelante la administración cumpliendo los costos que lleva aparejado su manutención.

Debemos dejar constancia que este proyecto de ley es complementario con el actual proyecto de ley que modifica la ley N° 19.537, con el objeto de rebajar los quórum mínimos requeridos para la realización de asambleas de copropietarios. Pensamos que una acción conjunta de ambas iniciativas puede ayudar a dar un salto cualitativo en cuanto al tratamiento legal que la copropiedad inmobiliaria tiene en el día de hoy.

Por ello y en virtud de los argumentos expuestos, proponemos a la Honorable Cámara de Diputados el siguiente:

PROYECTO DE LEY:

ARTÍCULO ÚNICO: Introdúzcanse las siguientes modificaciones a la ley N° 19.537, sobre copropiedad inmobiliaria.

I. Modifíquese el artículo 2 de la siguiente manera:

A.- En la letra a) del N°4 luego de la palabra administrador, agréguese la siguiente frase:

“incluidas las indemnizaciones y gastos por término de contrato”.

B.- En el N°5 agréguese el siguiente inciso segundo:

“En ningún caso el monto total mensual de los gastos comunes extraordinarios podrá exceder del 15% (quince por ciento) del monto mensual de los gastos comunes ordinarios. Sin embargo, por acuerdo de asamblea extraordinaria y previa cuenta de la administración, se podrá aumentar el porcentaje de gasto común extraordinario mensual, pero sólo hasta el término del correspondiente ejercicio presupuestario.”.

II. Agréguese el siguiente artículo 2 bis a la ley 19.537:

Artículo 2 bis: Para ser administrador de un condominio, conforme a la presente ley, se requerirá: 

1. Tener título profesional o, en su defecto, estar en posesión de licencia de educación media, y haber cursado una capacitación en materia de administración de condominios, impartida ya sea por universidades, institutos, centros de formación técnica, asociaciones de corredores, y otros.‎ En caso de que el administrador no tenga dicha capacitación deberá, a más tardar, en el plazo de 90 días desde que asume el cargo de tal, encontrarse cursando dicha capacitación. En caso contrario, quedará nula la designación tomando el cargo el presidente del comité de administración de forma interina. 

2. N‎o encontrarse acusado por alguno de los delitos señalados en título IX del Libro II, del Código Penal. 

Para efectos de esta ley, la remuneración u honorarios de los administradores de condominios será fijada por el comité de administración. 

En caso de vacancia del cargo de administrador, es el comité de administración quien ejercerá la administración del condominio, con las obligaciones y responsabilidades del caso.

III. Modifíquese el artículo 5 de la siguiente manera:

A.- Sustitúyase el inciso tercero, por el siguiente:

“Se entenderá siempre dentro de las facultades del administrador, el que pueda suspender, o pueda requerir la suspensión, según sea el caso, y con acuerdo del Comité de Administración, del servicio eléctrico y/o de gas que se suministra a aquellas unidades cuyos propietarios se encuentren morosos en el pago de tres o más cuotas, continuas o discontinuas, de los gastos comunes.”.

B.- Introdúzcase el siguiente inciso final:

“La administración del condominio podrá también restringir a los copropietarios morosos del pago de gastos comunes el acceso a determinados servicios o bienes de uso común, como por ejemplo gimnasios, recintos deportivos, salas multiuso, piscinas, etc.”.

IV. En el artículo 6 reemplácese el inciso segundo por el siguiente:

“El administrador deberá confeccionar presupuestos estimativos de gastos comunes por períodos anticipados anuales o bianuales, los cuales serán enviados al menos con treinta días de anticipación al día que empiecen a regir a todos los copropietarios a la dirección electrónica que tengan registrada en la administración. Si no tienen dirección electrónica registrada, se enviará aviso a su unidad comunicándoles que los presupuestos están disponibles para su revisión en la oficina de la administración respectiva. Los copropietarios podrán realizar observaciones hasta quince días antes de que empiecen a regir los respectivos presupuestos. Estos presupuestos deberán ser aprobados por el Comité de Administración, tomando en consideración las observaciones presentadas.”.

V. En el artículo 7 introdúzcase el siguiente inciso segundo:

“Cada vez que la administración requiera hacer uso del fondo de reserva deberá contar con la autorización previa del Comité de Administración y el destino de su uso deberá ponerse en conocimiento de todos los copropietarios en la liquidación de gastos comunes del mes correspondiente al gasto.”.

VI. Agréguese el siguiente artículo 7 bis, a la ley 19.537:

“El administrador en el uso de sus facultades, podrá emitir la autorización o salvoconducto en favor del ocupante de la unidad, ya sea éste arrendatario o comodatario, para efectos del retiro de las especies muebles de que dicho ocupante esté en posesión, mera tenencia o dominio.

Para efectos del inciso anterior, sólo podrá emitir tal autorización o salvoconducto, aquel administrador de condominios, que pertenezca a un condominio cuyo comité de administración se encuentre debidamente inscrito en el registro comunal que se señala en el artículo 6to de la ley N° 19.418.”.

VII. Agréguese al artículo 17, el siguiente inciso cuarto, pasando a ser el actual inciso cuarto, el quinto, y así sucesivamente:

Copia de dicha cuenta documentada de la administración, señalada en el inciso anterior, será remitida a todos los copropietarios dentro de quinto día hábil contado desde la rendición de ella en la asamblea ordinaria, ya sea por carta certificada o por correo electrónico. El incumplimiento por parte de la administración de la obligación de dar o remitir dicha cuenta documentada, hará perder de pleno derecho la administración del condominio. 

VIII. Agréguese el siguiente artículo 17 bis:

Artículo17 bisº.- El comité de administración, podrá, conforme lo dispone el artículo 21, depositar una copia autorizada del acta constitutiva de dicho comité de administración en la secretaría municipal respectiva, dentro del plazo de treinta días contados desde aquel en que se celebró la asamblea de copropietarios. Efectuado el depósito, el comité de administración gozará de personalidad jurídica propia. Para estos efectos, dicha acta constitutiva se levantará en presencia de un funcionario municipal designado para tal efecto por el alcalde, ante un oficial del Registro Civil o un Notario, todo ello a elección de dicha asamblea de copropietarios.

El secretario municipal expedirá una certificación en la que se consignarán, a lo menos, los siguientes antecedentes:

a) Fecha del depósito;

b) Individualización del comité de administración, del condominio al que pertenece, de sus integrantes y del ministro de fe que asistió a dicha asamblea;

c) Día, hora y lugar de la asamblea en la que se hubiere nombrado el comité de administración, y

d) Individualización y domicilio de la persona que concurrió a la realización del trámite de depósito. Esta certificación deberá expedirse a más tardar dentro de los 3 días hábiles siguientes a la realización del depósito y será entregada al presidente de la respectiva organización. El incumplimiento infundado de esta obligación por el secretario municipal se considerará falta grave.

En caso de omisión, error o disconformidad, el presidente del comité de administración deberá subsanar las observaciones formuladas dentro del plazo de noventa días, contado desde su notificación, para lo cual podrá requerir asesoría de la municipalidad, la que deberá proporcionarla. Si la organización no diere cumplimiento a este trámite, su personalidad jurídica caducará por el solo ministerio de la ley”.

12. Proyecto iniciado en moción de los diputados señores Espinosa, don Marcos, Flores, Jarpa; Núñez, don Daniel; Pérez, don José, y Robles, y de las diputadas señoras Cicardini y Hernando, de “Reforma constitucional sobre concesión de pasivos mineros”. (boletín N° 10092-07)
“Vistos:

Lo dispuesto en los Artículos 63° y 65° de la Constitución Política de la República; en la ley N° 18.918 Orgánica Constitucional del Congreso Nacional y en el Reglamento de la H. Cámara de Diputados.

Considerando:

1.- A raíz de la catástrofe ocurruda recientemente en la Región de Atacama y de la incertidumbre sobre el tratamiento de pasivos mineros abandonados, es que han surgido una serie de críticas por parte de la comunidad sobre el tratamiento que existe de los relaves, específicamente de los tranques de relave.

2.- Los relaves son  los residuos que se desechan en el proceso de flotación minera. La concentración vía flotación en el rubro minero, permite separar y concentrar especies minerales de interés económico a recuperar, generando de esta forma lo que se conoce como concentrado y el material de descarte denominado relave.

3.- En sentencia de La Corte de Apelaciones de La Serena, de diciembre de 1993 sobre conflictos de relaves vaciados a un rio (piritas de cobre en suspensión), se precisó el concepto de relave como “aquellos materiales que quedan después de un primer aprovechamiento o beneficio de los minerales trabajados por el agua”.

4.- Los relaves están compuestos por una suspensión fina de sólidos y agua (comúnmente mezcla de 50% en peso de sólidos y 50% de agua o en otras proporciones si se requiere); y que se disponen en depósitos, especialmente acondicionados para estos fines, tales como: tranques de relaves, embalses de relaves o bien depósitos de relaves espesados, filtrados o en pastas.1
5.- Según datos que maneja la Fundación Relaves, solo respecto del cobre, Chile produce 5,8 millones de toneladas de mineral rojo al año, que para su obtención debe procesar entre 700 y 800 millones de toneladas de mineral, con leyes del orden de 0,8% de cobre. Por cada tonelada de cobre se botan 30 toneladas de relaves.2
6.- Los relaves en Chile, se disponen en: Depósitos Superficiales y Depósitos Subterráneos.

Depósitos Superficiales:

-Tranques de relaves (con Muro de Arenas del Relave);

-Embalses de relaves(con Muro de Empréstito);

-Depósitos de Relaves Espesados;

-Depósitos de Relaves en Pasta;

-Depósito de Relaves Filtrados

-Depósitos Subterráneos:

-Depósitos en Minas Subterráneas en Operación;

-Depósitos en Minas Subterráneas Abandonadas;

-Depósitos en Excavaciones Abiertas (rajo)

7.- Según datos proporcionados por el Servicio de Geología y Minería, actualmente en Chile existe un total de 603 Depósitos de Relave.3
	Depósitos de relaves en Chile: (Catastro 2015) ESTADO DEPÓSITOS DE RELAVES

	REGIÓN
	ACTIVOS
	NO ACTIVOS
	ABANDONADOS

	II
	21
	13
	2

	III
	55
	18
	91

	IV
	86
	179
	28

	RM
	10
	6
	7

	V
	28
	22
	14

	VI
	9
	4
	1

	VII
	1
	1
	0

	XI
	4
	1
	0

	XV
	2
	0
	0

	N°POR ESTADO
	216
	244
	143

	TOTAL REGISTRADO
	           603


* Servicio Nacional de Geología y Minería, Sernageomin
8.- Porcentualmente, 85% de éstos son tranques de relave y 12% embalses. Por su parte la concentración de los mismos se encontraría en: Coquimbo (48,6%); Atacama (27,2%); Valparaíso (10,6%); Antofagasta (6%).4
9.- Datos del mismo Servicio y del Ministerio de Minería indican que en 10 años la generación de relaves aumentará de 600 Mtpa a 1.300 Mtpa. Hoy esto equivale a la producción de un volumen igual al un cerro Santa Lucía en 37 horas, lo que en 10 años más se hará en 18 horas (2.572.263 ton.).5
10.- Fuentes no oficiales indican de hecho que las cifras sobre depósitos de relaves serían superiores en el caso de los relaves abandonados (324), los que actualmente representan un mayor riesgo para la comunidad aledaña, pues no existe disposición para hacerse cargo de ellos. A Copiapó, por ejemplo, lo rodean 58 relaves. Algunos de los cuales están a cuadras del centro y otros a metros de poblaciones como Porvenir, Viñita Azul y Palomar. En ellos hay cianuro, cadmio, molibdeno y hierro, y en algunos mercurio, que la Organización Mundial de la Salud asocia a problemas neurológicos en fetos y niños pequeños.6
11.- Durante los últimos acontecimientos ocurridos en Atacama, las dudas aumentaron pues existió mucha incertidumbre sobre la composición de los desechos arrastrados por el agua y el barro del aluvión que azotó la zona.  El Alcalde de Copiapó, Maglio Cicardini relató en la primera semana, después de la catástrofe, que algunos habitantes que removían el lodo, comenzaron a sufrir raras lesiones cutáneas y convulsiones de tos y hasta colitis, producto de la eventual bajada de los relaves abandonados en la zona de Paipote. Algo similar ocurrió en la bahía de Chañaral, a la que llegaron residuos provenientes de relaves de El Salvador siguiendo el curso del Río Salado.

12.- En la región de Antofagasta la situación también es caótica, debido al proyecto de ampliación del Tranque Talabre, el que almacena los residuos de la minería en Calama, particularmente de la mina Chuquicamata y Radomiro Tomic. Esta última iniciará un proyecto en el año 2017 de extracción subterránea llamada RT Sulfuros. La mencionada ampliación acarrearía el desmedro de las zonas aledañas de Chiu Chiu, Lasana y Quillagüa afectando gravemente el medioambiente local y el patrimonio histórico arqueológico de la zona.

13.- En el resto de Chile existen problemáticas similares. Un tercio de los relaves en nuestro país están junto a ciudades. Incluso Santiago. Los mega tranques Las Tórtolas y Ovejería, de Angloamerican y de Codelco, están en Til-til, al norte de Santiago. El mega tranque de relave Las Cenizas en Cabildo. El Torito, de Angloamerican, que ha sido ampliado cuatro veces y del cual ha escurrido ácido, está en El Melón, en La Calera.

Allí ocurrió el peor desastre de relaves que recuerde Chile. El 28 de marzo de 1965 un terremoto grado 7,6 en la escala de Richter con epicentro en La Ligua, hizo ceder el tranque de la mina El Soldado y sepultó al pueblo El Cobre completo. 200 habitantes perecieron. La mina jamás pagó un peso en indemnizaciones y el juicio se archivó en 1973 sin responsables. Todavía en El Melón, cada 28 de marzo, se hace una misa en el lugar donde quedó enterrado el pueblo 20 metros bajo tierra.7 

14.- Ahora, dentro de los depósitos de relave se encuentra el concepto de PAM, pasivos ambientales mineros, entendido por la Fundación Relaves como todas aquellas instalaciones y residuos mineros que se encuentran abandonadas, paralizadas o inactivas y que no se han cerrado adecuadamente. En países como el nuestro, a través de Sernageomin, los PAM son sólo aquellos relaves que presentan un riesgo significativo e inminente para la salud de las personas y/o el medio ambiente, mientras que en otros países son PAM aquellos con riesgos permanentes o potenciales.8
15.- El problema en particular de los PAM o relaves abandonados, es que no todos cuentan con un tratamiento adecuado ni con responsabilidades definidas por parte de privados o del Estado. Y es que en el año 2012 entró en vigencia la Ley N° 20.551 que regula el Cierre de Faenas e Instalaciones Mineras, que vino a normar el procedimiento de cierre y las medidas de mitigación que deben operar en la comunidad, ante el término de una faena minera. Para esto la faena minera debe anticipar económicamente al Estado una parte de su inversión, a modo de certificar el plan de cierre una vez finalizada la faena. 

16.- El tema está en que la ley no estableció efectos retroactivos, de modo que las empresas mineras que tenían a cargo faenas e instalaciones, e hicieron proceso de cierre antes del año 2012, no están obligadas a cumplir con la ley, ni a hacerse cargo de los residuos que la explotación minera generó, al igual que las empresas que produzcan menos de 10 mil toneladas de mineral mensuales, las que no deben presentar la garantía financiera para su cierre, por lo que quedan asimismo fuera de la ley.

17.- Las estimaciones cuentan que para los próximos años se presentarán alrededor de 4000 planes de cierre, pero sólo 400 deberán contar con garantía financiera. Lo grave de esta modificación es que los 14 relaves más peligrosos en Chile, ya publicados oficialmente, han sido el resultado de faenas mineras que producen menos de 10 mil toneladas mensuales. Además aún no se sabe cómo funcionará, cómo se fiscalizará y que pasará con los cientos de relaves abandonados a lo largo de todo el país.9
18.- Estando consciente de la situación actual, el Estado de Chile mediante el gobierno de la Presidenta Michelle Bachelet, creó el Departamento de Depósitos de Relave dependiente del Sernageomin, con el objeto de mejorar el control de la normativa que regula la autorización sectorial para el diseño, construcción, operación y cierre de los Depósitos de Relaves (D.S N° 248), además de las regulaciones de seguridad minera dadas por el D.S N°132. No obstante aún queda materia pendiente, principalmente respecto de los relaves abandonados.

19.- En base a lo dicho anteriormente es que se presenta el siguiente proyecto de reforma constitucional, que tiene por finalidad de simplificar el proceso de concesión de sustancias minerales concesibles presentes en los relaves de modo de abrir la posibilidad a que los relaves que se encuentran abandonados sean reutilizados, aprovechando los valores contenidos en los mismos.

20.- De hecho la Fundación Relaves maneja datos de que existirían empresas tanto nacionales como extranjeras, interesadas en la explotación de los componentes que pudieran quedar en los residuos, con el objeto de utilizarlos en la elaboración de distintos objetos como ladrillos u otros mediante reciclaje.

21.- Actualmente el Código de Minería en su artículo 6° inciso 2° contempla la posibilidad de una vez extinta la pertenencia, o abandonado el establecimiento, constituirse concesión sobre las sustancias minerales concesibles que los desmontes, relaves o escorias contengan, conjuntamente con las demás sustancias minerales denunciables que pudieren existir dentro de los límites de la concesión solicitada. Una disposición similar aparece en la Ley 
N° 19.097 sobre Concesiones Mineras en su artículo 3° inciso 3° que señala que las sustancias minerales concesibles contenidas en desmontes, escorias o relaves, abandonadas por su dueño, son susceptibles de concesión minera junto con las demás sustancias minerales concesibles que pudieren existir en la extensión territorial respectiva.

22.- No obstante el proceso de concesión, al no existir norma alguna que establezca un procedimiento especial, se lleva a cabo a través de tribunales de justicia otorgando la concesión vía sentencia judicial.

23.- La idea del proyecto de reforma es simplificar el proceso de concesión, extrayéndolo de la vía judicial y dejando abierta la posibilidad para que el Estado pueda ejecutar directamente la exploración o explotación de las sustancias minerales concesibles presentes en desmontes, relaves o escorias, o por sus empresas, o por medio de concesiones administrativas o por contratos especiales de operación al igual como lo hace actualmente con las sustancias minerales no concesibles.

24.- En atención a todo lo anteriormente expuesto, venimos en proponer el siguiente:

PROYECTO DE REFORMA CONSTITUCIONAL


Artículo Único: Modifíquese el artículo 19 N° 24, inciso 10° de la Constitución Política de la República en el siguiente sentido:


Incorpórese entre los términos “concesión” y “podrán ejecutarse” la siguiente frase “y las sustancias minerales concesibles presentes en desmontes, relaves o escorias cuya concesión ha sido abandonada,”.
13. Proyecto iniciado en moción de los diputados señores Espinosa, don Marcos; Flores, Jarpa; Núñez, don Daniel; Pérez, don José, y Robles, y de las diputadas señoras Cicardini y Hernando, de “Reforma constitucional sobre patrimonio histórico cultural de la nación”. (boletín N° 10093-07)
Vistos:

Lo dispuesto en los artículos 19 N° 24, 63 y 65 de la Constitución Política de la República; en la ley N° 18.918 Orgánica Constitucional del Congreso Nacional y en el Reglamento de la H. Cámara de Diputados.

Considerando:

1.- El 31 de mayo recién pasado nuestro país conmemoró un año más el Día del Patrimonio Cultural. El Día del Patrimonio Cultural de Chile se instauró en el año 1999, a través del Decreto 252 del 2 de mayo del 2000. Desde ese año se estableció la realización de una jornada festiva y reflexiva en torno al patrimonio nacional el último día domingo de cada mes de mayo. El Consejo de Monumentos Nacionales es el organismo encargado de coordinar y promover esta iniciativa, que es posible gracias a la participación de múltiples entidades públicas y privadas.

2.- Durante ese día se libera el acceso a cientos de edificios históricos y Monumentos Nacionales a lo largo del país, al mismo tiempo que se desarrollan actividades culturales complementarias en estos y otros lugares, con la participación cada vez más numerosa de entidades públicas, privadas y organizaciones sociales. 

3.- En los últimos años la participación ciudadana en esta actividad se ha vuelto masiva y ha ido en constante aumento. Entre los años 2009-2013 en promedio a nivel nacional cerca de 270 mil personas visitaron edificios patrimoniales y/o asistieron a las actividades realizadas en el marco del Día del Patrimonio. En 2013 a lo largo del país participaron 396.571 personas. 

4.- No obstante la iniciativa mencionada nuestro Patrimonio Cultural e Histórico muchas veces se ha visto afectado y dejado en segundo plano, no dándole la importancia que merece como parte de nuestra historia y de nuestras raíces.

5.- Ejemplo de lo dicho es la constante afectación que ha sufrido el norte de nuestro país por la realización del evento deportivo Rally Dakar, el que a través de los años ha mermado sitios arqueológicos y de importancia invaluable que forman parte de nuestra cultura.

6.- Lo mismo sucede con el desarrollo industrial, minero, agrícola y forestal que se lleva a cabo sin tomar los resguardos necesarios para proteger los vestigios que quedan de nuestra historia, de nuestro patrimonio, de nuestra cultura como pueblo y como nación.

7.- La idea por tanto del presente proyecto de reforma constitucional es dar al menos, en la Carta Fundamental, el sitial que nuestro patrimonio histórico cultural merece, y que dicha reforma sirva de punto de partida para una revisión de la legislación actual en torno a las medidas de protección y mitigación de los monumentos y sitios patrimoniales existentes en Chile.

8.- En atención a todo lo anteriormente expuesto, venimos en proponer el siguiente:

PROYECTO DE REFORMA CONSTITUCIONAL

Artículo Único: Modifíquese la Constitución Política de la República en el siguiente sentido:

1.- Modificación al artículo 19 N° 24 inciso 2°:

Incorpórese a continuación del término “ambiental” la frase “histórico cultural de nuestro país”.

2.- Modificación al artículo 22 inciso 2°:

a) Reemplácese la preposición “y” a continuación de los términos “seguridad nacional” por una coma “,”;

b) Incorpórese a continuación de los términos “tradición chilena” la frase “y el patrimonio histórico cultural de nuestro país”.
*	PDC: Partido Demócrata Cristiano; PPD: Partido por la Democracia; UDI: Unión Demócrata Independiente; �RN: Renovación Nacional; PS: Partido Socialista; PRSD: Partido Radical Social Demócrata; IND: Independiente. PC: Partido Comunista y Partido Liberal de Chile.
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